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PRÓLOGO

En el Derecho Administrativo Sancionador del orden social convergen, 
con singular intensidad, problemas de teoría general del Derecho sancionador, 
exigencias de tutela efectiva de intereses públicos indisponibles y, al propio tiempo, 
la necesidad de asegurar la vigencia real de los derechos y garantías frente al ejercicio 
del poder punitivo. Nos hallamos, pues, ante un ámbito en el que el ordenamiento 
se ve obligado a conciliar, de manera particularmente exigente, la eficacia de la 
intervención administrativa con los postulados propios del Estado social y 
democrático de Derecho. La presente monografía se adentra en esa materia con 
madurez intelectual, sistematicidad expositiva y vocación de comprensión integral 
del fenómeno sancionador en el orden social, reconstruyendo, con ambición 
científica, la lógica interna del sistema, sus presupuestos de legitimidad, sus 
técnicas de actuación y los límites dogmáticos y procedimentales que condicionan 
el ejercicio válido de la potestad sancionadora.

El autor acierta, a mi juicio, en identificar con claridad el enfoque que 
debe presidir cualquier aproximación a esta materia: la potestad sancionadora 
de la Administración no se justifica por sí misma, ni encuentra fundamento 
suficiente solo en la conveniencia práctica de reaccionar con celeridad frente al 
incumplimiento, sino exclusivamente en la medida en que aparece normativamente 
encuadrada por un sistema de garantías que actúa como presupuesto de su 
legitimidad. Tal planteamiento, que recorre de forma transversal toda la obra, 
permite situar el análisis en el terreno correcto y eludir el riesgo tanto de considerar 
al poder sancionador como simple técnica de gestión administrativa, como de una 
contemplación descontextualizada, al margen de las funciones de tutela que el 
orden social está llamado a desempeñar.

La legitimidad del poder punitivo administrativo en el orden social no 
descansa únicamente en la conveniencia práctica de dotar a la Administración de 
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herramientas ágiles, sino también en una trabazón sistemática donde confluyen 
la protección del interés general en las relaciones de trabajo, la tutela de los 
derechos individuales de empleadores y trabajadores y la salvaguarda del sistema 
de Seguridad Social. En este marco, se afirma, la potestad sancionadora emerge 
como manifestación autónoma del ius puniendi, pero condicionada por límites 
materiales y procedimentales que, lejos de ser meras formalidades, operan como 
contrapeso necesario frente al riesgo de la arbitrariedad. La tesis de fondo es que 
el Derecho Administrativo Sancionador del Trabajo solo se legitima si, además de 
eficaz, es estrictamente garantista; si su eficacia real no se mide por el quantum 
de las multas, sino por su integración coherente con los principios de legalidad, 
tipicidad, proporcionalidad, culpabilidad, presunción de inocencia, non bis in 
idem e irretroactividad, así como por su inserción operativa en un procedimiento 
inspector y sancionador que asegure contradicción y prueba.

Especial interés presenta el tratamiento del concepto de infracción en el 
orden social y de su plural proyección material. El profesor BASCON MARÍN 
atiende con cuidado a la diversidad de ámbitos en los que puede producirse la 
lesión del bien jurídico protegido: relaciones individuales y colectivas de trabajo, 
prevención de riesgos laborales, empleo, formación, Seguridad Social, migraciones 
laborales, cooperativas y demás sectores conexos. Esta amplitud temática no se 
traduce, sin embargo, en dispersión, sino en una presentación ordenada de las 
distintas manifestaciones del ilícito administrativo-social, de acuerdo con una 
lógica de sistema, que es un acierto metodológico.

Por lo que respecta a estudio de los sujetos responsables, la obra muestra 
que un régimen sancionador verdaderamente eficaz no puede quedar prisionero 
de categorías formales y debe identificar todos los sujetos que, por su posición 
funcional, decisoria o beneficiaria, participan de manera relevante en la producción 
del incumplimiento. La imputación de responsabilidad a empresas principales, 
contratistas, subcontratistas, entidades colaboradoras, u otros operadores responde 
a la convicción de que la protección del trabajo y del sistema de Seguridad Social 
exige responsabilizar a quien incide causalmente en el riesgo de incumplimiento, y 
no solo a quien formalmente ostenta la condición de empleador.

El autor lleva a cabo también un examen detenido de la Inspección de Trabajo 
y Seguridad Social, institución nuclear del sistema, al igual que de las facultades 
inspectoras, las actuaciones previas y las medidas no sancionadoras. Este diseño 
graduado refuerza la eficiencia del sistema: el cumplimiento voluntario corregido a 
tiempo evita costes sociales y administrativos; la sanción reservada para supuestos 
obstinados o lesivos preserva su función preventiva y retributiva.

En su análisis del procedimiento sancionador, el autor contempla una 
estructura racional a través de la cual la Administración depura hechos, contrasta 
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alegaciones, valora pruebas y exterioriza una decisión jurídicamente controlable. La 
clave argumentativa, aquí, es que el procedimiento no es una carrera de obstáculos 
formales, sino un cauce para contrastar hechos y derecho con reglas claras de carga 
probatoria y valoración razonada, bajo el control último de la jurisdicción social. 
En relación con la tipología de sanciones, el autor considera que, bien aplicadas, 
corrigen incentivos y previenen reincidencia; mal calibradas, pueden producir 
desproporciones y litigiosidad innecesaria. De nuevo, el principio rector no es 
sancionar más, sino sancionar mejor, con medidas funcionales al bien jurídico 
protegido. Finalmente, la presente monografía también desarrolla un tratamiento 
de sectores específicos como la Seguridad Social, el trabajo de personas extranjeras 
o el ámbito de las cooperativas.

Pues bien, la lectura de esta obra permite comprobar que el autor analiza 
con solvencia la relación entre Derecho sancionador y racionalidad económica, 
considerando que un sistema sancionador creíble debe neutralizar el eventual 
beneficio derivado del incumplimiento, impedir la competencia desleal y evitar 
que los costes de las conductas ilícitas recaigan sobre sujetos distintos de los 
responsables. En suma, en la presente obra, el Derecho Administrativo Sancionador 
del trabajo revela un modelo de intervención pública que toma en serio la eficacia 
como las garantías, que reconoce la complejidad de los sujetos y de las materias 
involucradas, y que coloca a la Inspección en el centro de un triángulo formado por 
prevención, corrección y sanción. Su éxito práctico dependerá, se afirma, menos 
de elevar sanciones y más de afinar la tipificación, consolidar la técnica probatoria, 
robustecer la motivación individualizada y preservar, en cada expediente, la tensión 
virtuosa entre interés general y derechos de defensa.

Por todo ello, desde el punto de vista académico, el trabajo del profesor 
BASCÓN MARÍN acredita seriedad en el planteamiento, corrección científica en 
el desarrollo y claridad en la exposición. Su lectura permite advertir un elevado 
conocimiento del entramado normativo e institucional del orden sancionador 
social y una comprensión teórica del sistema. La presente monografía constituye 
pues un instrumento indispensable no solo para quien se inicia en la materia, sino 
también para el jurista que aspira a repensar críticamente sus presupuestos y su 
funcionamiento.

En Córdoba, a 29 de abril de 2026

Carmen Sáez Lara
Catedrática Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social

Universidad de Córdoba
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Capítulo I

LA POTESTAD SANCIONADORA DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA LABORAL

I. FUNDAMENTO DE LA POTESTAD ADMINISTRATIVA 
SANCIONADORA Y PREVISIÓN EN EL ORDEN SOCIAL

1. Introducción

El Derecho del Trabajo se ha visto influido históricamente por las 
características particulares que ha tenido la relación de trabajo asalariado. Por 
tanto, estas características especiales que se basan fundamentalmente en la falta de 
equilibrio entre las partes contratantes hacen necesaria una protección especial de la 
parte más débil en la relación. Es por ello, por lo que se habla del carácter tuitivo del 
Derecho del Trabajo. Junto con la normativa sustantiva de protección al trabajador, 
nuestro ordenamiento jurídico arbitra una serie de mecanismos diseñados para 
que esta regulación se haga cumplir y, en caso de producirse incumplimientos, se 
pongan en marcha una serie de acciones que conlleven consecuencias jurídicas 
materializadas en lo que podemos denominar, responsabilidades empresariales. 
Estas responsabilidades empresariales, pueden ser de 2 tipos:

De carácter público, cuando el Estado como máximo interesado y garante 
del cumplimiento de las normas, exige este tipo de responsabilidad (administrativa 
o penal) al incumplidor. Ejemplo de ello podemos apreciarlo en incumplimientos 
en materia de Seguridad Social al no ingresar el empresario, de manera correcta, las 
cotizaciones al sistema de Seguridad Social [responsabilidad administrativa, arts. 
22.3 o 23.1 b) RD Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el texto 
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refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social (LISOS)1, 
infracción grave y muy grave, respectivamente]. La responsabilidad será de carácter 
penal cuando la cuantía impagada supere una cantidad determinada [exceso de 
50.000 €, art. 307.1 Código Penal (CP)].

De carácter privado, cuando el empresario incurra en responsabilidad 
civil derivada del incumplimiento del contrato de trabajo siendo pues, el propio 
damnificado quién deberá exigir dicha responsabilidad (por ejemplo, un despido no 
justificado). Puede darse de manera independiente o acompañar a la responsabilidad 
de carácter público. Un ejemplo de ello lo podríamos constatar cuando por 
falta de medidas de seguridad un trabajador sufra un accidente en el trabajo. La 
imposición de la correspondiente sanción administrativa por incumplimiento de 
una obligación de carácter laboral (medidas de seguridad laboral) tendrá carácter 
público, sin embargo, el trabajador podrá exigir al empleador daños y perjuicios de 
carácter civil por los daños físicos y sus secuelas que le haya provocado el accidente.

La responsabilidad administrativa de los empresarios surge cuando éstos 
incumplen las medidas que la normativa laboral adopta en el marco de las relaciones 
laborales. Se trata de una reacción de la Administración Pública frente a un 
incumplimiento legal cuyo fundamento se encuentra en la Constitución Española 
donde no solo contempla la existencia de infracciones administrativas, sino que, 
de forma implícita, otorga la potestad sancionadora a la Administración Pública. 
Por tanto, podemos decir que la responsabilidad empresarial administrativa es 
la más importante de las dos no solo porque el castigo, desde un punto de vista 
cuantitativo, suele ser más gravoso, sino también, porque será la Administración 
Pública la que asuma el papel de control y de vigilancia del cumplimiento de las 
normas que regulan el ordenamiento de las relaciones laborales. Así, mientras la 
responsabilidad administrativa es impuesta por la Administración Pública, siendo 
el cauce más frecuente, la sanción administrativa, la responsabilidad empresarial 
penal y civil deberá de ser declarada en sede judicial por los tribunales. Con respecto 
a la sanción penal, debemos tener en cuenta que se reserva para la protección de 
ataques a bienes jurídicos esenciales, sin embargo, tanto ésta como la sanción 
administrativa persiguen, fundamentalmente, la preservación del interés general.

2. Concepto y fundamento de la potestad sancionadora de la 
Administración Pública

El ordenamiento jurídico español contempla dos grandes tipos de castigos de 
naturaleza pública: la penal, que se sustancia a través de procedimientos judiciales 
1	 BOE N.º. 189, de 08/08/2000.
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y la administrativa que se sustancia mediante procedimientos administrativos. A 
diferencia de lo que ocurre con otros modelos del Derecho comparado donde el 
ejercicio de la potestad sancionadora se encuentra en manos del Poder Judicial, 
nuestro ordenamiento jurídico se caracteriza por un fuerte intervencionismo 
estatal propio del modelo francés soportado sobre razones de eficacia y derivado 
del principio de separación de poderes y del principio de intervención mínima, 
bajo el cual, se reserva el castigo de las infracciones de mayor gravedad y que 
suponen un ataque a bienes jurídicos de mayor importancia al Poder Judicial en la 
aplicación del Derecho Penal2. 

Ello permite que la Administración Pública asuma el papel de sujeto 
controlador y vigilante del cumplimiento de la normativa, en nuestro caso laboral, 
por parte de los sujetos implicados. La intervención administrativa en el ámbito 
de las relaciones laborales se realiza a través de técnicas variadas, que han sido 
calificadas por la doctrina administrativista de “facultades de policía”, entre las que 
se encuentran, por ejemplo, las funciones registrales formales o de mera recepción 
de información, las de certificación, autorización, etc. Entre dichas facultades, 
destacaremos, por el objeto de nuestro estudio, las facultades sancionadoras, que 
pueden consistir en sanciones económicas, en el cierre del centro de trabajo por 
riesgos graves e inminentes de accidentes de trabajo, en la suspensión de actividades 
autorizadas [en el caso de empresas de trabajo temporal (ETT) o en el caso de 
empresas que colaboran voluntariamente con la gestión del sistema de Seguridad 
Social], en la pérdida de prestaciones, etc.

La potestad sancionadora de la Administración encuentra su reconocimiento, 
aunque no de manera explícita, en los arts. 25 y 45.3 CE. Así, el art. 25 CE, con 
rango de derecho fundamental, en su apartado primero dispone que: «Nadie 
puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento 
de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según 
la legislación vigente en aquel momento». Por su parte, el apartado tercero 
establece que «La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa 
o subsidiariamente impliquen privación de libertad». El art. 45.3 CE también 
hace alusión a esta prerrogativa: «Para quienes violen lo dispuesto en el apartado 
anterior, en los términos que la ley fije se establecerán sanciones penales o, en su 
caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado». Así 
pues, debemos entender que la CE admite inequívocamente la existencia de una 

2	 Véase Jordano Fraga, J. “La potestad sancionadora de la Administración”. En Lecciones de 
Derecho Administrativo. Parte General. Vol. II, coordinado por C. Barrero Rodríguez y otros, 
51-88. Madrid: Dickynson, 5ª Ed., 2018.
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potestad sancionadora de la Administración, como así lo ha hecho el Tribunal 
Constitucional (TC) quién ha tenido ocasión de analizar y extraer conclusiones 
de este reconocimiento constitucional como en la STC 77/1983, de 3 de octubre, 
donde se exponía que 

«…nuestra Constitución no ha excluido la existencia de una potestad 
sancionadora de la Administración, sino que, lejos de ello, la ha admitido en el art. 
25, apartado 3.°, aunque, como es obvio, sometiéndole a las necesarias cautelas, que 
preserven y garanticen los derechos de los ciudadanos».

De lo expuesto anteriormente, se puede deducir que la potestad sancionadora 
es el privilegio-poder (prerrogativa) del que dispone la Administración para 
imponer el correspondiente castigo (sanción) a los ciudadanos por la comisión de 
conductas ilícitas (infracciones), en nuestro caso afectando a materias del orden 
social (trabajo, Seguridad Social, seguridad y salud laboral, etc.), y que, tanto las 
infracciones como las sanciones, se deben contemplar y tipificar en normas con 
rango legal. Así, la potestad sancionadora de la Administración se manifiesta como 
el ius puniendi del Estado y de las Administraciones Públicas. 

Por su parte, hay que tener en cuenta que, en el ejercicio de esta facultad 
sancionadora, el Estado de Derecho provee de una serie de garantías jurídicas 
a los sujetos infractores para que actúen como factores limitantes a una posible 
actuación arbitraria de la Administración, derivado de la interpretación del art. 
25.1 CE, cuando al proclamar el principio de legalidad en materia sancionadora, 
alude tanto a las infracciones penales como administrativas de lo que se deduce que 
los principios y garantías sustantivas y procedimentales que deben observarse en la 
imposición de ambos tipos de sanciones han de ser similares, con la salvedad que 
impongan las diferencias existentes entre ambos procedimientos. 

Así, la potestad sancionadora de la Administración debe estar sujeta a límites 
y principios garantes de los derechos de la ciudadanía y administrados. Del art. 
25 CE podemos extraer la exigencia necesaria de que el ejercicio de esta potestad 
sancionadora debe regularse mediante una norma con rango legal (art. 25.1 CE), la 
prohibición de sanciones que consistan en privar de libertad a los sujetos responsables 
(art. 25.3 CE), los derechos de defensa reconocidos en el art. 24 CE y que se extienden 
y serán aplicables a los procedimientos administrativos de imposición de sanciones 
que permitan la comprobación de los hechos infractores sucedidos, las actuaciones 
inspectoras realizadas y la aportación de pruebas por todas las partes interesadas 
al objeto de dilucidar la supuesta infracción cometida y la correspondiente sanción 
administrativa (por todas, STC 18/1981, STC 77/1983, STC 42/1987, STC 197/2004, 
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STC 70/2008, STC 145/2011). Por último, el reconocimiento constitucional de una 
potestad sancionadora administrativa autónoma, conlleva aparejado como límite 
la subordinación de la potestad sancionadora administrativa al Poder Judicial (STC 
77/1983), de la que se derivan las siguientes prerrogativas: el control a posteriori 
por la autoridad judicial correspondiente de los actos administrativos a través 
del oportuno recurso contencioso-administrativo, la imposibilidad de sancionar 
administrativamente los casos que pudieran ser constitutivos de delito, mientras 
la autoridad judicial no se pronuncie o la necesidad de respetar las resoluciones 
judiciales por parte del órgano administrativo sancionador.

En el ejercicio de la potestad sancionadora que se desprende de los preceptos 
constitucionales, el marco regulador general lo van a marcar la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas (LPACAP)3 y la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público (LRJSP)4. En lo que se refiere al orden social será la LISOS la que 
marque las pautas de los aspectos sustantivos junto con su reglamento de desarrollo, 
el Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento 
general sobre procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones 
de orden social y para los expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad 
Social (RISOS)5, actuando de manera supletoria la LPACAP y la LRJSP en aquellos 
aspectos no regulados por la LISOS y por el RISOS.

II. LAS COMPETENCIAS SANCIONADORAS DE LA 
ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO Y DE LAS CCAA

Lo primero que cabría apuntar es que la potestad sancionadora no constituye 
en sí misma materia objeto de competencia, sino que hay que entenderla como una 
función instrumental (al igual que el procedimiento sancionador administrativo) 
cuyo fin es proteger los bienes e intereses regulados en el ordenamiento jurídico 
en cada materia. Es por ello que la potestad para ordenar el poder sancionador 
(tipificar infracciones y sanciones y ordenar su ejercicio) debe considerarse una 
competencia anexa al título competencial sustantivo sobre la materia de que se trate 
(SSTC 108/1993, 156/1995 y 37/2002), en este caso, materia laboral y de Seguridad 
Social, correspondiendo al Estado o a las CCAA en función de cuál sea la instancia 
territorial competente en cada materia. 

3	 BOE N.º 236, de 02/10/2015.
4	 BOE N.º 236, de 02/10/2015.
5	 BOE N.º 132, de 03/06/1998.
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Por tanto, en relación con la potestad sancionadora, «la atribución 
competencial de la potestad sancionadora hay que atribuírsela al que tiene la 
competencia sobre la materia en la que se ejerce»6. En este sentido, el art. 149.1.7ª 
CE establece que el Estado tiene competencia exclusiva sobre la legislación laboral 
(entiéndase legislación en el sentido material, sea cual sea el rango de la norma 
comprendiendo, por tanto, leyes y reglamentos)7, sin perjuicio de su ejecución por 
los órganos correspondientes de las CCAA. Sobre esta disposición, el TC ha venido 
interpretando que la competencia ejecutiva comprende la potestad de sancionar las 
infracciones que se cometan sobre la materia en que se ejerza dicha potestad. Por 
lo tanto, dentro de la ejecución de la legislación laboral, las CCAA pueden asumir 
y ejercer las funciones de inspección y vigilancia y, en su caso, de sancionar las 
infracciones que se produzcan8, reservando el aspecto normativo, la tipificación de 
infracciones laborales y el establecimiento de las correspondientes sanciones a la 
competencia exclusiva del Estado9.

En cuanto al art. 149.1.17ª CE donde se establece que el Estado tiene 
competencia exclusiva sobre la legislación básica y el régimen económico de la 
Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las CCAA, 
cabría en primer lugar distinguir entre la Seguridad Social y su régimen económico 
como materias competencialmente distintas. Con respecto a la Seguridad Social, si 
la CA asume las competencias ejecutivas, podría asumir el ejercicio de la potestad 
de sancionar para garantizar el cumplimiento de la legislación básica estatal y, en su 
caso, de la autonómica que la pudiera desarrollar10. En cuanto al régimen económico 
del sistema, no se puede extraer del precepto constitucional la conclusión de que 
el Estado solo retenga potestades normativas ya que la inclusión del «régimen 
económico» dentro de la competencia exclusiva del Estado se hizo para preservar la 
unidad del sistema español de Seguridad Social y el mantenimiento de un régimen 
público, único y unitario de Seguridad Social para todos los ciudadanos, tal como 
establece el art. 41 CE, con el objeto de garantizar, al mismo tiempo, la igualdad de 
todos los españoles en el ejercicio de los derechos y deberes en materia de Seguridad 
Social (art. 149.1.1ª CE)11. En base a ello, en materia de Seguridad Social, las CCAA 

6	 STC 195/1996.
7	 Así se establecía en SSTC 35/1982 y 18/1992.
8	 STC 249/1988.
9	 STC 249/1988.
10	 STC 195/1996.
11	 Debe tenerse en cuenta que en el momento de aprobarse la CE había sido creada la Tesorería 

General de la Seguridad Social (TGSS) para hacer efectivos los principios de solidaridad 
financiera y de unidad de caja, dato que resulta relevante para la interpretación correcta del 
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solo podrían ejercer la potestad sancionadora en aquellas materias asumidas 
competencialmente tanto para declarar la existencia de infracciones como para 
sancionar aquellos actos que no guarden relación con el régimen económico como 
por ejemplo los actos instrumentales de inscripción, afiliación, altas y bajas, etc., 
dejando reservado a la Administración Estatal la potestad sobre la tipificación de 
infracciones laborales y el establecimiento de las correspondientes sanciones y la 
sanción de las infracciones relacionadas con la actividad económica de la Seguridad 
Social, es decir, percepción de sus ingresos (cotizaciones) o la realización de los 
gastos correspondientes (prestaciones sociales, bonificaciones, reducciones, etc.)12.

En relación con las infracciones en materia de sociedades cooperativas, la CA 
podrá ejercer competencias sancionadoras cuando exista una ley de cooperativas 
autonómica propia con régimen sancionador (art. 38 LISOS).

Un especial problema lo plantea la potestad sancionadora en materia 
de obstrucción a la labor inspectora, regulada en el art. 50 LISOS. Siguiendo su 
apartado 5, la autoridad competente lo será «en función del orden material de 
actuación del que traiga causa o se derive la obstrucción», lo que significa que 
la competencia obedecerá en función de la causa que traiga la inspección y de la 
cual se derive la presunta obstrucción. Es decir, si la causa por la que se produce 
la actuación inspectora se deriva de afectaciones en materia referente a la falta 
de cotización, la Administración competente será la estatal. En el caso de que la 
actuación inspectora se derive de materias relacionadas con el cumplimiento de 
la normativa de prevención de riesgos laborales, condiciones de trabajo, actos de 
encuadramiento, empleo, formación profesional, etc., la competencia sancionadora 
recaerá sobre la administración autonómica, siempre que haya sido asumida por 
esta. Sin embargo, no podemos obviar que en nos podamos encontrar ciertas 
dificultades a la hora de poder delimitar las materias cuando concurran varias 
en una misma actuación inspectora. En estos casos, el TC ha resuelto que sea la 
CA la administración competente, salvo que fuesen exclusivamente materias cuya 
competencia fuese del Estado (STC 185/1991 y STC 249/1988).

art. 149.1.17ª CE, en la medida en que la mención separada del «régimen económico» como 
función exclusiva del Estado trataba de garantizar la unidad del sistema de Seguridad Social, 
impidiendo que pudieran surgir diversas políticas territoriales de Seguridad Social en cada 
una de las CCAA (STC 195/1996).

12	 STC 195/1996.
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III. LOS PRINCIPIOS GENERALES DE LA POTESTAD 
ADMINISTRATIVA SANCIONADORA EN EL ORDEN SOCIAL

1. Introducción

El ejercicio de la potestad sancionadora debe sustentarse, de manera necesaria 
sobre unos límites o principios que garanticen los derechos de los administrados 
y que proporcionen seguridad jurídica. La jurisprudencia, tanto del TS como del 
TC, han dibujado las garantías fundamentales a las que debe sujetarse la potestad 
sancionadora de la Administración. Fruto de este ejercicio jurisprudencial, el 
Derecho Positivo ha asumido estos criterios, suponiendo un empuje decisivo a las 
sucesivas reformas legales acometidas en este ámbito.

El TC ha subrayado, aunque con ciertos matices, que en la aplicación al 
Derecho Administrativo Sancionador se utilicen los mismos principios que rigen 
sobre el Derecho Penal, ya que existe una unidad esencial entre ambos como 
manifestaciones de la misma capacidad punitiva del Estado y de las administraciones 
públicas (SSTC 243/2007, 70/2008). La principal diferencia a la hora de aplicar los 
principios entre los dos ámbitos es que su aplicación, en el ámbito penal, va a ser 
menos flexible.

Esta facultad punitiva de la Administración Pública tiene dos objetivos que 
cumplir que son, por un lado, la protección de los intereses generales, es decir, 
en este caso el bien jurídico que se protege es de carácter general y por otro 
lado también ejerce funciones de autotutela llevando a cabo una doble labor: la 
preventiva, como medio que intimida y persuade del incumplimiento normativo 
y como medio represor que castiga y sanciona las conductas antijurídicas. En este 
sentido, no cumple con funciones indemnizatorias o de carácter reparador carácter 
que se relega a la responsabilidad civil y patrimonial y que se aloja dentro del ámbito 
del Código Civil.

Como hemos dicho, el Derecho Administrativo Sancionador corresponde y 
se inserta dentro de la capacidad punitiva de la Administración Pública y por, ende, 
del Estado. El Estado de Derecho debe de articular los instrumentos precisos para 
que dicho poder no pueda desplegarse de manera indiscriminada o autoritaria, es 
decir, debe de proveer de instrumentos jurídicos que controlen su utilización. Esta 
es la misión de los principios generales del Derecho Administrativo Sancionador: 
principio de legalidad, principio de tipicidad, principio de responsabilidad, 
principio de presunción de inocencia, principio de proporcionalidad, principio 
de irretroactividad de la norma más desfavorable y principio non bis in idem. 
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Estos principios de naturaleza constitucional deben regir tanto en la elaboración 
de las normas como en su aplicación y, de manera particular en el desarrollo del 
procedimiento sancionador. Tales principios rectores pueden experimentar algún 
tipo de cambio o de modulación en el ámbito de la sanción administrativa (SSTC 
18/1981, 66/1984, 2/1987) y en el ámbito de las infracciones en el orden social 
(STS 10/11/1986, la primera en expresarse en estos términos). Dichos principios 
se encuentran regulados en la LRJSP e informan los preceptos reguladores de la 
LISOS y de sus desarrollos reglamentarios.

2. Principio de legalidad

El principio de legalidad se encuentra vinculado al Estado de Derecho al 
objeto de impedir la arbitrariedad o el abuso de poder, debiendo expresar su potestad 
punitiva a través del instrumento de la Ley y debiéndola ejercer, sólo, en la medida 
en que esté prevista en una ley (STC 142/1999). Establecida, la legalidad, como 
presupuesto ineludible del ejercicio de la potestad sancionadora, el TC ha venido 
señalando, a lo largo de su consolidada doctrina, que dicha legalidad comprende una 
doble garantía: una garantía formal o también denominado principio de legalidad y 
una garantía material o principio de tipicidad (SSTC 297/2005, 218/2005).

El principio de legalidad o garantía formal hace referencia al rango 
necesario que deben tener las normas que tipifican las infracciones y que regulan 
las sanciones. Se sustenta en el art. 25.1 CE y en el art. 25.1 LRJSP e implica que 
tanto la infracción cometida por el sujeto responsable, la identificación del propio 
sujeto responsable, así como la posible sanción administrativa que se proponga 
en el acta de infracción por parte del órgano correspondiente por la comisión de 
dicha infracción, deberán estar claramente establecidas y descritas en una norma 
con rango legal. Del mismo modo, también deberá estar regulado en una norma 
de rango legal el procedimiento a seguir para ejercer la acción punitiva y el órgano 
competente para tal acción (SSTC 42/1987, 101/1988, 29/1989, 69/1989, 219/1989, 
61/1990, 83/1990, 207/1990, 6/1994, 145/1995 y 153/1996). Por lo tanto, la potestad 
sancionadora solo podrá quedar en manos de aquellos entes que posean poder de 
legislar, el Estado y las CCAA. Además, el hecho de que el art. 25 CE se encuentre 
en la Sección 1ª, Capítulo 2º del Título I de la CE le confiere la consagración de 
derecho fundamental cuyos titulares serán todas las personas físicas, jurídicas, 
nacionales o extranjeras (SSTC 69/1989, 61/1990, 207/1990 y 40/1991).

El art. 25.1 CE, establece que «nadie puede ser condenado o sancionado por 
acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta 
o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento». La 
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referencia a la «legislación vigente» viene a determinar que el rango necesario de las 
normas que tipifican esas conductas y sanciones ha de ser legal y no reglamentario 
(STC 77/2006 y STC 166/2012). El sentido de esta garantía es «asegurar que la 
regulación de los ámbitos de libertad que corresponden a los ciudadanos dependa 
exclusivamente de la voluntad de sus representantes» (STC 42/1987).

No obstante, el art. 25.1 CE no excluye que esa norma legal contenga 
remisiones a normas reglamentarias, siempre que en aquélla queden suficientemente 
determinados los elementos esenciales de la conducta antijurídica (de tal manera 
que sólo sean infracciones las acciones u omisiones subsumibles en la norma con 
rango de Ley) y la naturaleza y límites de las sanciones a imponer. Por lo tanto, el 
art. 25.1 CE, prohíbe una remisión al reglamento que «haga posible una regulación 
independiente y no claramente subordinada a la Ley, pero no impide la colaboración 
reglamentaria en la normativa sancionadora» (STC 83/1984, STC 81/2009). De ahí 
que 

«la garantía formal implique que la ley deba contener la determinación de 
los elementos esenciales de la conducta antijurídica mientras que al reglamento 
sólo puede corresponderle el desarrollo y precisión de los tipos de infracciones 
previamente establecidos por la ley» (STC 242/2005). 

Las normas reglamentarias pueden colaborar en la tipificación de las 
conductas infractoras y en las sanciones correspondientes, dentro de los límites 
marcados por el art. 25.1 CE, siempre de forma dependiente y subordinada a la 
norma con rango legal y sin posibilidad alguna de establecer conductas o sanciones 
distintas a las previstas en aquella. Por consiguiente, la colaboración reglamentaria 
en la normativa sancionadora sólo resulta constitucionalmente lícita cuando en 
la Ley que le ha de servir de cobertura queden suficientemente determinados los 
elementos esenciales de la conducta antijurídica y la naturaleza y límites de las 
sanciones a imponer (SSTC 3/1988 o 13/2013). En definitiva, el art. 25 CE obliga 
al legislador a regular por sí mismo los tipos de infracción administrativa y las 
sanciones que le sean de aplicación, sin que sea posible que, a partir de la Ley, 
se puedan tipificar nuevas infracciones ni introducir nuevas sanciones o alterar 
el cuadro de las existentes por una norma reglamentaria cuyo contenido no esté 
suficientemente predeterminado o delimitado por otra con rango de Ley (SSTC 
305/1993 y 6/1994).

Con respecto al orden social, este mandato implica que la Administración 
Laboral solo podrá ejercer su potestad punitiva en la medida que esta le ha sido 
atribuida, de manera expresa, por una norma con rango de ley (STC 42/1987). En 
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la materia objeto de nuestro estudio, será la LISOS, la norma con rango legal que 
establezca cuáles van a ser las conductas constitutivas de infracción administrativa 
(arts. 5 y ss.), qué sujetos pueden ser responsables de la comisión de las mismas 
(art. 2), qué autoridades son las competentes para ejercer la potestad sancionadora 
(art. 48), qué tipo de sanción irá aparejada a la comisión de la infracción (arts. 39 y 
ss.) y cuál va a ser el procedimiento administrativo a seguir (art. 51 y ss.). Se admite 
por la jurisprudencia dicha opción legislativa, toda vez, la imposibilidad de recoger 
en la LISOS todas las conductas constitutivas de infracción, sin que ello pueda 
dar lugar a conductas arbitrarias (STC 120/1996). Así, aunque le corresponde a la 
LISOS y demás leyes del orden social tipificar las conductas que han de considerarse 
como contrarias al ordenamiento jurídico y las sanciones correspondientes, se 
admite cierta colaboración del reglamento en su desarrollo, pero siempre de 
forma subordinada y dependiente de la regulación legal, sin que por el contrario 
se permita interpretaciones analógicas de las normas sancionadoras. Para que las 
mismas se apliquen al caso concreto, el TC ha exigido que el supuesto legal debe 
encajar exactamente con el tipo legal (SSTC 182/1990 y 81/1995). De hecho, hay 
que considerar las remisiones que la LISOS realiza a normas de rango inferior a la 
Ley (reglamentos y convenios colectivos) e incluso a pactos o acuerdos (colectivos 
o individuales), como ocurre en los apartados 1, 5 y 6 del art. 7 LISOS.

3. Principio de tipicidad

Ya vimos como el principio de legalidad exigido en el régimen sancionador 
administrativo tiene una vertiente material o principio de tipicidad que exige 
que sólo pueden imponerse sanciones como consecuencia de la realización de 
determinados actos u omisiones que han sido tipificados expresamente como 
infracciones previamente en una norma con rango legal. Al igual que ocurre con el 
principio de legalidad, el principio de tipicidad también se sustenta sobre la esencia 
del art. 25.1 CE. Este principio, muy relacionado con el de legalidad, exige que 
la conducta infractora se encuentre descrita y calificada como infracción por una 
norma con rango de ley. Es decir, la consecuencia del principio de tipicidad es que 
no cabe calificar una conducta como infracción, ni por tanto aplicarle una sanción, 
si los hechos cometidos no se ajustan al supuesto de hecho previsto en el tipo 
legal, con prohibición de ampliar la norma sancionadora por vía de interpretación 
extensiva (art. 27 LRJSP). La tipicidad se presenta, pues, como elemento objetivo 
determinante de las conductas sancionables, exigiendo la necesidad de que 
vengan configuradas en la ley las conductas que han de recibir la consideración 
de infracción administrativa y, posteriormente, atribuyendo a cada una de ellas la 
sanción correspondiente. 
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La tipificación de la conducta infractora debe realizarse de forma previa al 
comportamiento, lo cual se deriva de la garantía material ofrecida por el art. 25.1 
CE que exige, la predeterminación normativa de las conductas y de las sanciones, 
de forma que los destinatarios «puedan conocer de antemano el ámbito de lo 
prohibido y prever, así, las consecuencias de sus acciones» (STC 151/1997). Las 
prescripciones normativas sancionadoras han de ser, por lo tanto, lo más concretas, 
precisas, claras e inteligibles posibles (STC 34/1996). El principio de tipicidad o de 
garantía material es la exigencia de predeterminación normativa de las conductas 
infractoras y de las sanciones correspondientes con la mayor precisión posible. 
Por lo tanto, la garantía material debe permitir a la norma punitiva predecir, 
con suficiente grado de certeza, las conductas que constituyen infracción, el tipo 
y el grado de sanción del que puede hacerse merecedor quien la cometa, lo que 
conlleva que no quepa admitir formulaciones tan abiertas (amplitud de significado, 
vaguedad o indefinición) que la efectividad dependa de una decisión prácticamente 
libre y arbitraria del intérprete y juzgador (STC 104/2009).

En este sentido, el principio de tipicidad aparece derivado del mandato de 
taxatividad o de lex certa y hace recaer sobre el legislador el deber de configurar las 
conductas ilícitas y las sanciones correspondientes con la mayor precisión posible 
para que los ciudadanos puedan conocer de antemano el ámbito de lo proscrito y 
prever, así, las consecuencias de sus acciones (SSTC 242/2005, 162/2008 y 81/2009). 
Desde esta perspectiva, el principio de tipicidad, vinculado «indisolublemente con 
el principio de seguridad jurídica» (art. 9.3 CE), se traduce en «la necesidad de 
que la Administración, en el ejercicio de su potestad sancionadora, identifique el 
fundamento legal de la sanción impuesta en cada resolución sancionadora» (STC 
297/2005). De conformidad con esta doctrina, la jurisprudencia ha entendido que 
la técnica de tipificación por remisión y en blanco de la Ley al Reglamento, dejando 
a la potestad reglamentaria por entero y ex novo la definición de las conductas 
susceptibles de sanción, resulta frontalmente contraria al principio de legalidad 
en materia sancionadora del art. 25.1 CE (SSTC 61/1990, 341/1993, 60/2000, 
132/2001, 162/2008 y 81/2009). No obstante, también se ha admitido, por parte 
de la jurisprudencia constitucional, el uso de conceptos jurídicos indeterminados 
en la redacción de las normas sancionadoras, pero con la limitación de que «su 
concreción sea razonablemente factible en virtud de criterios lógicos, técnicos o 
de experiencia», lo cuales permitan prever con suficiente seguridad, la naturaleza 
y características esenciales de las conductas constitutivas de la infracción tipificada 
(STC 69/1989 y STS de 18/11/2004, Rec.: 2582/1999).
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El principio de tipicidad se encuentra plenamente garantizado en el ámbito 
laboral a través del art. 1.1 LISOS al establecer que «constituyen infracciones 
administrativas en el orden social las acciones u omisiones de los distintos sujetos 
responsables tipificadas y sancionadas en la presente Ley y en las leyes del orden 
social», a lo que se añade, en su párrafo tercero que «las infracciones se califican 
como leves, graves y muy graves en atención a la naturaleza del deber infringido y 
la entidad del derecho afectado, de conformidad con lo establecido en la presente 
Ley». Como ejemplo de colaboración reglamentaria debemos advertir que, en 
ocasiones, la tipificación de la infracción se realiza irremediablemente con fórmulas 
no específicas al 100%, lo que va a implicar la necesidad ulterior de concreción por 
la vía del reglamento. A pesar de que el precepto no hace una remisión expresa 
al reglamento para tipificar la conducta infractora, de su literalidad se desprende 
que lo necesita para ser aplicable, dado que no explicita cuáles son los límites de 
exposición. Así, como ejemplo, la Administración Laboral necesitará recurrir al 
Real Decreto 374/2001, de 6 de abril, sobre la protección de la salud y seguridad de 
los trabajadores contra los riesgos relacionados con los agentes químicos durante 
el trabajo, para determinar si se han excedido los límites de exposición que prohíbe 
el art. 12.9 LISOS.

También debe tenerse en cuenta que en el ámbito laboral no sólo las 
normas legales y reglamentarias son fuente del Derecho, sino que también lo 
son los convenios colectivos. Estos juegan un papel primordial en la función de 
complemento de la tipificación establecida en la Ley. Esta colaboración del convenio 
colectivo con la norma sancionadora se refleja en muchos preceptos de la LISOS, 
como por ejemplo en el art. 8.8 LISOS en el que se establece como falta muy grave 
«la transgresión de las cláusulas normativas sobre materia sindical establecidas en 
los convenios colectivos».

4. Principio de proporcionalidad

Otro de los principios específicos en la aplicación del sistema sancionador 
es el de proporcionalidad que implica, en su acepción más amplia, que cualquier 
actuación de los poderes públicos limitadora de derechos debe responder a criterios 
de necesidad y de adecuación, lo que viene a significar que la sanción impuesta 
debe tener establecida una adecuada correlación con la infracción. El principio 
de proporcionalidad alcanza una mayor relevancia en el Derecho Sancionador 
ya que su fundamento último reside en la proscripción de la arbitrariedad de la 
Administración (art. 9.3 CE) a la hora de imponer sanciones, considerándose como 
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tal cualquier restricción de derechos que fuese más allá de lo necesario para cumplir 
con la finalidad prevista en la norma (STS de 03/05/2007, N.º Rec.: 7424/2004).

En el ámbito legal, el art. 4 proclama el principio de proporcionalidad y el art. 
29 LRJSP lo regula. Por tanto, en la determinación de la sanción, la Administración 
Pública, deberá guardar la debida adecuación entre la gravedad de la infracción y 
la culpabilidad del sujeto. No obstante, la Administración mantiene cierto margen 
de discrecionalidad en la aplicación de este principio ya que los márgenes para 
aplicar la cuantía pecuniaria sancionadora son amplios (SSTS de 29/06/2010, N.º 
Rec.: 4894/2007 y de 12/12/2012, N.º Rec.: 5120/2009), sin embargo, el principio 
de proporcionalidad no va a escapar al control jurisdiccional. A pesar de ello, el 
juicio sobre proporcionalidad de la sanción en relación con un hecho punible, 
prevista por la Ley, es competencia del legislador. A los tribunales de justicia sólo 
les corresponde, según la Constitución, la aplicación de las leyes y no verificar si 
los medios adoptados por el legislador para la protección de los bienes jurídicos 
son o no adecuados a dicha finalidad, o si son o no proporcionados en abstracto 
(STC 65/1986). Al ser competencia del legislador determinar, qué debe entenderse 
como sanción proporcional en relación con el hecho punible, será la LRJSP la que 
siente las bases sobre las que debe basarse la imposición de sanciones en cualquier 
procedimiento sancionador, como será el perteneciente al ámbito laboral.

Por tanto, será contrario al principio de proporcionalidad el establecimiento 
de sanciones administrativas, tengan o no naturaleza pecuniaria, que impliquen, 
directa o indirectamente, privación de libertad (arts. 29.1 LRJSP y 25.3 CE). De 
igual modo lo será el establecimiento de sanciones pecuniarias cuyo cumplimiento 
fuera más ventajoso para el infractor que el cumplimiento de las normas 
infringidas. Así, en la concreción de sanciones al caso concreto, se deberá observar 
la debida idoneidad, necesidad de sancionar y su adecuación a la gravedad del 
hecho constitutivo de la infracción (art. 29.2 LRJSP). Para ello, la graduación de 
las sanciones deberá considerar especialmente los siguientes criterios (art. 29.3 
LRJSP):

a)	 El grado de culpabilidad o la existencia de intencionalidad.

b)	 La continuidad o persistencia en la conducta infractora.

c)	 La naturaleza de los perjuicios causados.

d)	 La reincidencia, por comisión en el término de un año de más de una 
infracción de la misma naturaleza cuando así haya sido declarado por 
resolución firme en vía administrativa.
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Por lo tanto, el principio de proporcionalidad supone una limitación a la 
discrecionalidad de la Administración a la hora de imponer una sanción por la 
comisión de una acción infractora de modo que deberá optar por elegir, dentro de 
las diferentes soluciones posibles, aquella que manifieste una equivalencia entre 
la gravedad de la infracción y el consiguiente daño al interés general y el daño 
que implica la sanción. Esto implica que la decisión sancionadora es plenamente 
controlable en sede jurisdiccional, pudiendo entrar a considerar el cumplimiento de 
este principio, ponderando en todo caso las circunstancias concurrentes al objeto 
de alcanzar la necesaria y debida proporcionalidad ente los hechos imputados y la 
responsabilidad exigida. La jurisprudencia ha señalado que el alcance del control 
judicial del principio de proporcionalidad llega a la vertiente normativa y a la 
vertiente aplicativa, tanto por parte de la Administración como por parte de los 
Tribunales (STS de 28/09/2017, N.º Rec.: 426/2015, interpretación directa del art. 
29.3 LRJSP).

La no aplicación del principio al regular la relación entre infracción y 
sanción podría determinar la inconstitucionalidad del precepto (STC 136/1999). 
Por su parte, el propio TC ha reconocido la dificultad de llevar a cabo dicho control 
salvo que la norma tenga márgenes muy amplios dando lugar a la aplicación de 
sanciones muy dispares produciendo con ello inseguridad jurídica (SSTC 65/1986 y 
55/1996). En el mismo sentido, el TS ha declarado que la norma sancionadora sería 
contraria al principio de proporcionalidad si la cuantía de la sanción impuesta fuese 
exorbitante e inadecuada a la infracción cometida (STS de 13/10/2017, N.º Rec.: 
4261/2015). En cuanto a su vertiente aplicativa, el principio de proporcionalidad 
opera como un importante control por parte de los tribunales para el control de la 
potestad sancionadora en la medida que la norma establece un margen cuantitativo 
para la fijación de la sanción pecuniaria. En este sentido, la Administración posee 
un importante margen de apreciación de la relevancia de las circunstancias de 
hecho a la hora de valorar el alcance de una infracción y, por tanto, de modular la 
gravedad de la sanción correspondiente (SSTS de 29/06/2010, N.º Rec.: 4894/2007; 
de 12/12/2012, N.º Rec.: 5120/2009). Por tanto, el principio de proporcionalidad 
no puede sustraerse del control judicial resultando posible en sede jurisdiccional 
la confirmación, la eliminación o la modificación de la sanción impuesta (SSTS 
de 24/05/2004, N.º Rec.: 7600/2000; de 14/01/2013, N.º Rec.: 1040/2011, de 
26/06/2014, N.º Rec.: 1421/2012).

La imposición de las sanciones puede modularse por el órgano competente, 
pudiendo imponerse en un grado inferior cuando así lo justifique la debida 
adecuación entre la sanción que deba aplicarse con la gravedad del hecho 
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constitutivo de la infracción y las circunstancias concurrentes (art. 29.4 LRJSP). 
En el supuesto de que la comisión de una infracción derive necesariamente de la 
comisión de otra u otras, se deberá imponer únicamente la sanción correspondiente 
a la infracción más grave cometida (art. 29.5 LRJSP). Un ejemplo de ello podemos 
atisbarlo cuando la falta de registro en la oficina de empleo del contrato de trabajo 
y de sus prórrogas, en los casos en que así estuviere establecido (art. 14.3 LISOS, 
infracción leve), provoque la no entrega de la copia básica a los representantes de 
los trabajadores (art. 14.4 LISOS, infracción grave).

También es posible sancionar infracciones continuadas en el tiempo cuando 
se realicen una pluralidad de acciones u omisiones que infrinjan el mismo o 
semejantes preceptos administrativos, en ejecución de un plan preconcebido o 
aprovechando idéntica ocasión (art. 29.6 LRJSP). Esta circunstancia puede darse 
cuando se toma por costumbre la contratación de trabajadores sin darlos de alta.

En el ámbito de las relaciones laborales, el principio de proporcionalidad 
se ha respetado mediante la introducción de mecanismos de graduación de las 
infracciones como leves, graves y muy graves lo que indica un régimen modulador 
en función de la gravedad del hecho infringido y a la entidad del derecho afectado 
(art. 1.3 LISOS). Por su parte, las sanciones no solo se equiparan con la gravedad 
de las infracciones sino que además la Administración Laboral deberá observar 
la debida idoneidad y necesidad de la sanción a imponer y su adecuación a la 
gravedad del hecho constitutivo de la infracción, por lo que, a la hora de imponer la 
sanción laboral, la Inspección de Trabajo y Seguridad Social (ITSS) deberá también 
aplicar un régimen regulador al objeto de imponerse en su grado mínimo, medio o 
máximo, en función de unos criterios que pueden agravar o atenuar la graduación 
de las sanciones: la negligencia e intencionalidad del sujeto infractor, el fraude o la 
connivencia, el incumplimiento de las advertencias previas y de los requerimientos 
de la ITSS, la cifra de negocios de la empresa, el número de trabajadores o de personas 
beneficiarias en su caso, el perjuicio causado o la cantidad defraudada (art. 39.1 y .2 
LISOS). Todo ello ha sido matizado para que dichos criterios no puedan utilizarse 
para agravar o atenuar la infracción cuando estén contenidos en la descripción de 
la conducta infractora o formen parte del propio ilícito administrativo (art. 39.5 
LISOS). Ejemplo: el impago y los retrasos reiterados en el pago del salario debido 
(art. 8.1 LISOS). En este caso, la propia descripción de la conducta infractora ya 
incluye la reiteración del impago de salarios lo que impide que pueda ser un criterio 
de graduación de la sanción.
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5. Principio de responsabilidad

El principio de responsabilidad, aunque no se encuentra contemplado 
expresamente en el texto constitucional, puede inferirse de los principios de 
legalidad y de prohibición del exceso, emanados del art. 25.1 CE o de las exigencias 
que impone el Estado de Derecho. Según arraigada jurisprudencia del TC, la 
culpabilidad se consagra en la CE como principio estructural básico, no solo del 
Derecho Penal (nemo crimen sine culpa), sino también del Derecho Administrativo 
Sancionador (SSTC 76/1990, 246/1991 y 86/2017) y vinculado con los arts. 10, 24 
y 25 CE. 

En el marco de las infracciones administrativas el principio de 
responsabilidad se halla íntimamente ligado al de culpabilidad, exigiéndose que 
exista la concurrencia debida de ambos elementos en la persona del infractor. Como 
el sujeto responsable en el ámbito administrativo no persigue un resultado lesivo 
contra ninguna persona en concreto, más que hablarse de culpabilidad se habla 
de responsabilidad y asume esta condición ya que su posición hace presuponer su 
conocimiento de las obligaciones, en nuestro caso laborales, y su diligencia en el 
cumplimiento de estas. 

En los supuestos administrativos no puede prescindirse del elemento 
subjetivo de la culpabilidad para ser sustituido por un sistema de responsabilidades 
objetivas sin culpas. Del mismo modo que la doctrina constitucional ha excluido 
una comprensión del principio de culpabilidad en el Derecho Penal que determine 
las penas en atención a la personalidad del reo sin atender a su culpabilidad en 
la comisión de los hechos (STC 150/1991), tampoco resulta constitucional que 
un Derecho Sancionador determine las sanciones en atención al resultado sin 
atender a la conducta culpable del presunto sujeto responsable (SSTC 76/1990 y 
14/2021). Según esta STC 14/2021, con cita abundante de doctrina constitucional, 
excluye la responsabilidad sin culpa debiendo exigir la concurrencia del dolo o 
de la imprudencia junto con la necesidad de determinar la autoría de la acción 
u omisión, así como la responsabilidad por hechos propios y no ajenos. El dolo 
aparece cuando la comisión de la infracción se lleva a cabo a sabiendas de su 
ilegalidad y asumiendo las consecuencias que se acarrean de la acción. La culpa 
o negligencia aparece cuando el sujeto infractor no hace todo lo posible por 
cumplir la norma o no prestar la diligencia debida para cumplirla, no guardando 
el cuidado debido. Por tanto, existirá culpa o negligencia cuando no se adopten las 
medidas debidas en el cumplimiento de las normas o se descuiden determinadas 
obligaciones esenciales. Por lo tanto, una vez cometida la infracción administrativa, 
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resulta necesario determinar quién o quiénes pueden ser los sujetos responsables 
para imponerles la sanción correspondiente.

El principio de responsabilidad se regula en el art. 28.1 LRJSP y, en este 
sentido, el precepto confirma lo dicho anteriormente cuando afirma que sólo 
podrán ser sancionadas las personas físicas o jurídicas que resulten responsables 
de hechos constitutivos de infracción administrativa a título de dolo o culpa.

Con respecto a la responsabilidad que puedan asumir las personas jurídicas, 
el Derecho Administrativo Sancionador presenta menos dificultades que el 
Derecho Penal para castigar la comisión de infracciones por parte de aquellas. 
En este sentido, las SSTC 246/1991 y 14/2021, han declarado que para el caso de 
infracciones cometidas por personas jurídicas no se suprime el requisito de la culpa, 
sino que, por el contrario, dicho principio debe de aplicarse necesariamente de forma 
distinta a como se hace respecto de las personas físicas ya que faltaría «el elemento 
volitivo en sentido estricto», aunque no la capacidad de infringir las normas a las 
que deben someterse. En el mismo sentido, también se ha manifestado el TS en 
STS de 20/09/1996, N.º Rec.: 3606/1991, cuando recordaba la amplia y generalizada 
admisión jurisprudencial sobre la responsabilidad administrativa de las personas 
jurídicas, en concreto, en el ámbito de la transmisibilidad de las sanciones en casos 
de disolución, fusión, absorción o sustitución de la sociedad responsable. Por tanto, 
la capacidad de infracción conlleva asumir una responsabilidad directa derivada de 
la vulneración del bien jurídico protegido por la norma infringida y de la necesidad 
de que dicha protección sea realmente eficaz.

En el orden social, el art. 1.1 LISOS habla de manera explícita de los sujetos 
responsables y el art. 2 LISOS identifica a dichos sujetos responsables, disponiendo 
que serán: «Las personas físicas o jurídicas y las comunidades de bienes que incurran 
en las acciones u omisiones tipificadas como infracción en la presente Ley», sin 
hacer referencia expresa a que exista un grado determinado de culpabilidad en sus 
actuaciones. Así, resulta necesario distinguir entre culpabilidad e imputabilidad. 
Imputar significa atribuir a alguien la comisión u omisión de un hecho reprobable, 
lo que en el ámbito administrativo sancionador determinará que se pueda imponer 
la sanción correspondiente al sujeto que ha cometido el hecho tipificado como 
infracción, con independencia del grado de culpabilidad que haya asumido en la 
conducta infractora. Es por ello por lo que, en Derecho Administrativo Sancionador, 
no se exige, de una forma determinante, la presencia del requisito de culpabilidad 
ya que deja de ser un requisito imprescindible de la infracción, para convertirse en 
un importante criterio de graduación de las sanciones (art. 39.2 LISOS). 
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6. Principio de presunción de inocencia

El principio de presunción de inocencia, reconocido en el art. 24 CE, resulta 
obviamente aplicable en el ámbito del procedimiento administrativo sancionador, 
como manifestación del ius puniendi del Estado (STC 76/1990). Sobre la 
Administración recae la carga de la prueba de la infracción cometida, lo que significa 
que será la Administración Pública la que deba probar, con cualquier medio que 
se admita en Derecho, la comisión de la infracción. Para ello, los procedimientos 
sancionadores deberán respetar la presunción de no existencia de responsabilidad 
administrativa mientras que no se demuestre lo contrario [art. 53.2 b) LPACAP], 
lo que conlleva la exigencia de poner en funcionamiento una instrucción previa del 
expediente (art. 1.2 LISOS). El principio de presunción de inocencia supone para el 
administrado los siguientes derechos:

a)	 El derecho a no ser sancionado sino en virtud de pruebas de cargo obtenidas 
de manera constitucionalmente legítima.

b)	 El derecho a que no se le imponga la carga de la prueba de su propia inocencia, 
sino que aquella corresponda a quien ejercita su acusación o imputación. Al 
recaer sobre la Administración la carga de la prueba, cualquier deficiencia que 
se produzca en la obtención de la prueba podrá traer como consecuencia un 
pronunciamiento absolutorio y determinaría la imposibilidad de sancionar 
al sujeto (STC 76/1990 y STC 116/2002).

El principio de presunción de inocencia va a entrar en pugna con el de 
presunción de certeza de los hechos incluidos en las propuestas de sanción que 
realizarán los funcionarios de la ITSS (art. 53.2 LISOS). La relación entre la 
presunción de inocencia y la presunción de certeza de las actas de infracción 
levantadas por la ITSS ha sido admitida de forma reiterada por la jurisprudencia. 
Según ésta, la presunción de veracidad atribuida a las actas de infracción se 
encuentra en la imparcialidad y especialización que, en principio, debe reconocerse 
al funcionario actuante. Así, la presunción de certeza resulta perfectamente 
compatible con la presunción de inocencia (como derecho fundamental), ya que 
los citados preceptos se limitan a atribuir a tales actas el carácter de prueba de 
cargo, dejando abierta la posibilidad de practicar prueba en contrario. Y es también 
reiterada la jurisprudencia del TS que ha limitado el valor atribuible a las actas de 
la inspección, 

«limitando la presunción de certeza solo a los hechos que por su objetividad 
son susceptibles de percepción directa por el funcionario, o a los inmediatamente 
deducibles de aquellos o acreditados por medios de prueba consignados en la propia 
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acta de infracción como pueden ser documentos o declaraciones incorporadas a 
la misma» (STS de 24/01/1989, ECLI:ES:TS:1989:9282; STS de 28/03/1989, N.º 
Rec.: 3371/1987; STS de 06/04/1989, ECLI:ES:TS:1989:2362; STS de 18/01/1991, 
ECLI:ES:TS:1991:155; STS de 18/03/1991, ECLI:ES:TS:1991:1623 y STS de 24/06 
de 1991, N.º Rec.: 1921/1989).

El art. 53.2 LISOS atribuye la presunción de certeza a las actas de la ITSS 
correctamente formuladas, respecto de los hechos que se hayan reflejado en ellas, 
que hayan sido constatados por el inspector o subinspector actuante, salvo prueba 
en contrario, atribuyendo a dichas actas la naturaleza de documentos públicos. Ante 
esta posible fricción, tal presunción de certeza solo será válida si en la propuesta 
se incluyen los suficientes elementos de prueba que permitan la contradicción o 
defensa del sujeto infractor. De no ser así, se estaría generando indefensión del 
sujeto infraccionado. Por lo tanto, el cumplimiento de los siguientes requisitos será 
necesario para aplicar la presunción de certeza:  

a)	 Se limita sólo a los hechos que por su objetividad son susceptibles de 
percepción directa por el inspector o subinspector de trabajo, o los 
inmediatamente deducibles de aquéllos o acreditados por medios de prueba 
referidos en la propia acta, sin que se reconozca la presunción de certeza a 
las simples apreciaciones globales, juicios de valor o calificaciones jurídicas 
(STS de 24 abril 1991, ECLI:ES:TS:1991:14777; STS de 20 de abril de 1992, 
N.º Rec.: 902/1990; STS de 14/06/1993, ECLI:ES:TS:1993:4027).

b)	 No se excluye un control jurisdiccional de los medios empleados por el 
inspector o subinspector exigiéndose, asimismo, que el contenido de las 
actas, ya sean de infracción o de liquidación, determinen las «circunstancias 
del caso» y los «datos» que hayan servido para su elaboración (STS de 
19/01/1996, N.º Rec.: 1298/1991).

Junto al principio de responsabilidad rige el principio o el derecho a la 
presunción de inocencia del sujeto presuntamente responsable (art. 24.2 CE). Este 
principio se consagra como derecho fundamental de aplicación plena no solo en 
el Derecho Administrativo Sancionador sino en cualquier orden jurídico. Según 
este principio, cualquier persona es inocente hasta que no se pueda demostrar 
lo contrario, es decir, su culpabilidad. Así, el principio de inocencia deja de ser 
un principio informador de la actividad judicial para convertirse en un derecho 
fundamental de aplicación inmediata y que vincula a los poderes públicos (STC 
31/1981).
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Respecto de su aplicación en el ámbito administrativo sancionador, el TC 
se ha pronunciado estableciendo lo siguientes: «la presunción de inocencia… 
garantiza el derecho a no sufrir pena o sanción que no tenga fundamento en una 
previa actividad probatoria sobre la cual el órgano competente puede fundamentar 
un juicio razonable de culpabilidad» (STC 138/1990). La aplicación de este derecho 
obliga a la Administración Pública a efectuar un conocimiento previo de los hechos 
ilícitos y a efectuar la imputación de la responsabilidad a la persona supuestamente 
infractora. Esta garantía se materializa a través del procedimiento administrativo 
sancionador que ofrece las suficientes garantías para preservar el derecho como 
veremos en su momento.

La LISOS también dota de un valor probatorio a las actuaciones de la ITSS 
al establecer que los hechos constatados por los funcionarios actuantes de la ITSS 
«tendrán presunción de certeza» (art. 53.2 LISOS), implicando que lo reflejado 
en el acta de infracción por los funcionarios actuantes deberá considerarse como 
cierto salvo prueba en contra. El TS ha señalado que esta presunción de certeza es 
compatible con la presunción de inocencia, ya que el carácter atribuido a las actas 
no es otro que el de prueba de cargo, por lo que siempre va a existir la posibilidad 
de practicar pruebas en contra (STS 29/06/1998, N.º Rec.: 4717/1992).

7. Principio Non Bis In Idem

El TC ha dicho que el principio general del Derecho non bis in idem ha sido 
considerado parte integrante del derecho fundamental a la legalidad en materia 
penal y sancionadora yendo íntimamente unido a los principios de legalidad y de 
tipicidad recogidos en el art. 25 CE (SSTC 2/1981 y 154/1990). En este sentido, 
considera un derecho fundamental del ciudadano el no ser castigado por unos 
hechos que ya fueron objeto de sanción como consecuencia de un anterior ejercicio 
del ius puniendi del Estado (STC 1777/1999). El poder coercitivo del Estado y su 
normativa sancionadora no podrán castigar más de una vez al mismo sujeto por 
los mismos hechos y con los mismos fundamentos13 (SSTC 77/1983, 159/1985 
y 154/1990) con el objeto de evitar una acción punitiva desproporcionada del 
Estado. Será esta triple identidad de sujeto, hecho y fundamento la que delimitará 
el contenido del derecho fundamental (STC 2/2003), aplicándose el principio en 
los casos en los que se produzca esta triple identidad. Esta garantía material tiene 

13	 Cuando se habla de fundamento nos referimos al bien jurídico protegido, cuestión que puede 
llegar a ser difícil de delimitar. A este respecto, el TC se ha referido en sus sentencias a los 
elementos nucleares que delimitan el bien jurídico protegido. Se trataría de no sancionar más 
de una vez el elemento nuclear de la ilicitud (STC 2/2003).
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como finalidad evitar una reacción punitiva desproporcionada (SSTC 154/1990 y 
177/1999).

Además, no podrán castigarse los hechos que lo hayan sido penal o 
administrativamente, en los casos en que se aprecie identidad del sujeto, hecho 
y fundamento (art. 31 LRJSP). Así lo ha reconocido el TC, de forma reiterada 
(SSTC 2/1981, 66/1986, 154/1990, 234/1991, 270/1994, 204/1996 y 2/2003). Este 
principio, es de capital importancia en el Derecho Sancionador, pues pueden 
existir ocasiones en las que se sigan distintos procedimientos, normalmente 
uno administrativo y otro penal por los mismos hechos contra un mismo sujeto 
responsable (SSTC 159/1985, 94/1986, 154/1990 y 204/1996). De conformidad con 
las SSTC 77/1983 y 2/2003, se concreta en la regla de la preferencia o precedencia 
de la autoridad judicial penal sobre la Administración respecto de su actuación en 
materia sancionadora en aquellos casos en los que los hechos a sancionar puedan 
ser, no sólo constitutivos de infracción administrativa, sino también constitutivos 
de delito, según el Código Penal. En estos casos, nuestro ordenamiento jurídico 
arbitra paralizar el procedimiento administrativo para que siga el penal hasta que 
haya resolución judicial firme (art. 3.2 LISOS). Para ello, la Administración pasará el 
tanto de culpa al órgano judicial competente o al Ministerio Fiscal y se abstendrá de 
seguir el procedimiento administrativo sancionador mientras la autoridad judicial 
no dicte sentencia firme o resolución que ponga fin al procedimiento o mientras el 
Ministerio Fiscal no comunique la improcedencia de iniciar o proseguir actuaciones 
(art. 3.2 LISOS). De no haberse estimado la existencia de ilícito penal, o en el caso 
de haberse dictado resolución de otro tipo que ponga fin al procedimiento penal, la 
Administración continuará el expediente sancionador en base a los hechos que los 
tribunales hayan considerado probados (art. 3.3 LISOS).

Una vez emitido el fallo judicial, queda cerrada la posibilidad de que los 
hechos sancionados en la vía penal puedan volver a serlo en la vía administrativa, 
independientemente de que las actuaciones penales se hayan seguido contra 
personas individuales (directivos o responsables de la empresa) y el expediente 
administrativo sancionador tenga como sujeto responsable a la empresa14. Entre 
los límites que la potestad sancionadora de la Administración encuentra en el art. 

14	 Aunque ha habido sentencias donde se ha condenado a los responsables de la empresa y 
posteriormente se ha sancionado administrativamente a la empresa (STC 70/2012), por 
no existir identidad subjetiva entre la empresa, persona jurídica, a la que se le impone la 
sanción administrativa y las personas físicas contra las que necesariamente debe seguirse el 
proceso penal (ante la imposibilidad de condenar a las personas jurídica por los delitos contra 
los trabajadores). El Derecho Penal se dirige contra personas físicas y no contra personas 
jurídicas.
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25.1 CE, en lo que aquí interesa, se encuentra la necesaria subordinación de los 
actos de la Administración de imposición de sanciones a la autoridad judicial. De 
esta subordinación se deriva una triple exigencia:

a)	 El necesario control «a posteriori» por la autoridad judicial de los actos 
administrativos mediante el oportuno recurso contencioso-administrativo.

b)	 La imposibilidad de que los órganos de la Administración lleven a cabo 
actuaciones o procedimientos sancionadores, en aquellos casos en que los 
hechos puedan ser constitutivos de delito o falta según el Código Penal 
o las leyes penales especiales, mientras la autoridad judicial no se haya 
pronunciado sobre ellos.

c)	 La necesidad de respetar la cosa juzgada.

La comunicación del tanto de culpa al órgano judicial o al Ministerio Fiscal 
o el inicio de actuaciones por parte de éstos, no afectará al inmediato cumplimiento 
de las medidas de paralización de trabajos adoptadas en los casos de riesgo grave 
e inminente para la seguridad o salud del trabajador, a la efectividad de los 
requerimientos de subsanación formulados, ni a los expedientes sancionadores 
sin conexión directa con los que sean objeto de las eventuales actuaciones 
jurisdiccionales del orden penal (art. 3.4 LISOS).

Del mismo modo, la Administración Sancionadora también deberá 
paralizar el procedimiento administrativo al conocer que la jurisdicción penal esté 
conociendo de los hechos susceptibles de pena por consecuencia de una denuncia 
o de una querella. Así, el art. 52.3 LISOS (que fue añadido por la Ley 54/2003, de 12 
de diciembre), señala que el «Ministerio Fiscal deberá notificar, en todo caso, a la 
autoridad laboral y a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social la existencia de un 
procedimiento penal sobre hechos que puedan resultar constitutivos de infracción» 
lo que supondrá «la paralización del procedimiento hasta que el Ministerio Fiscal 
vuelva a notificar la firmeza de la sentencia o auto de sobreseimiento dictado por 
la autoridad judicial».

Una vez emitido el fallo, los hechos no podrán ser sancionados por la vía 
administrativa si ya han sido castigados por la vía penal (STS 15/12/2015, N.º 
Rec.: 34/2015), con independencia de que de las actuaciones penales se hayan 
seguido contra personas individuales (directivos o responsables de la empresa) y 
el expediente administrativo sancionador haya fijado como sujeto responsable a la 
empresa (art. 2.2 LISOS y art. 31.1 LRJSP). Sin embargo, debemos señalar que este 
criterio asumido por el TS no ha sido unánime ni seguido en todos los casos. Si 
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bien es cierto que el TC lo aplica en varias sentencias (SSTC 177/1999 y 70/2012) 
lo descarta por no existir identidad subjetiva entre la persona jurídica o empresa, 
a la que se impone la sanción, y la persona física contra la que necesariamente 
debe ir el proceso penal, ante la imposibilidad de poder condenar penalmente a las 
personas jurídica por los delitos cometidos contra los derechos de los trabajadores. 
Este criterio de falta de identidad subjetiva que parece impedir la aplicación del 
principio non bis in idem se sigue por los tribunales menores del orden social (STSJ 
de Cataluña, de 13/01/2017, N.º Rec.: 6469/2016 o STSJ de Aragón, de 12/04/2017, 
N.º Rec.: 152/2017), para los cuales, la imposición de la sanción administrativa a 
la empresa una vez que se produjo un fallo condenatorio penal sobre las personas 
consideradas culpables de un delito contra los trabajadores no supusieron casos 
de vulneración del principio non bis in idem, en la medida que no se dan los tres 
elementos del principio ya que no concurre el elemento subjetivo, es decir, el sujeto 
responsable.

Por último, cabría realizar la matización que expone el art. 3.1 LISOS 
donde sobre los supuestos de desplazamiento de trabajadores en el marco de una 
prestación de servicios de carácter transnacional. La redacción dada por el art. 
13.1 RD-Ley 7/2021, de 27 de abril15, dispone que los desplazamientos temporales 
de personas trabajadoras por las empresas establecidas en España a territorios 
de Estados miembros de la UE o de Estados signatarios del Acuerdo sobre el 
Espacio Económico Europeo no podrán dar lugar a que se sancionen las acciones 
u omisiones de los sujetos responsables que hayan sido ya sancionadas penal o 
administrativamente en el país del desplazamiento en los casos en que se aprecie 
identidad del sujeto, hecho y fundamento.

8. Principio de irretroactividad

Con carácter general, las normas se aplican desde el momento en que entran 
en vigor y sólo los actos que se produzcan con posterioridad podrán regirse por lo 
establecido en ellas. Pero, además, está prohibido aplicar una norma restrictiva de 
derechos o, como en este caso, de naturaleza sancionadora, a hechos y situaciones 
jurídicas producidas con anterioridad a su entrada en vigor (SSTC 27/1981, 6/1983, 
150/1990, 173/1996 y 112/2006). Este principio, consagrado en el art. 9.3 CE se 
conoce como el principio de irretroactividad de las leyes. La finalidad de esta 

15	 Real Decreto-ley 7/2021, de 27 de abril, de transposición de directivas de la Unión Europea 
en las materias de competencia, prevención del blanqueo de capitales, entidades de crédito, 
telecomunicaciones, medidas tributarias, prevención y reparación de daños medioambientales, 
desplazamiento de trabajadores en la prestación de servicios transnacionales y defensa de los 
consumidores (BOE N.º 101, de 28/04/2021).
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prohibición es la de garantizar la seguridad jurídica de los ciudadanos, de forma que 
no pueden verse afectados por normas que castigan, ex novo, un comportamiento 
o que agravan la sanción de las actuaciones ya tipificadas en el momento de su 
comisión.

En el ámbito del procedimiento sancionador, el principio de irretroactividad 
determina que sólo serán de aplicación «las disposiciones sancionadoras vigentes 
en el momento de producirse los hechos que constituyan infracción administrativa» 
(art. 26.1 LRJSP). Así el art. 26.2 establece que debe tenerse presente que las 
disposiciones sancionadoras sólo producirán efectos retroactivos en cuanto 
favorezcan al presunto infractor, «tanto en lo referido a la tipificación de la infracción 
como a la sanción y a sus plazos de prescripción, incluso respecto de las sanciones 
pendientes de cumplimiento al entrar en vigor la nueva disposición» (SSTS de 
24/01/2006, N.º Rec.: 419/2002; de 14/02/2012, N.º Rec.: 2570/2010; de 05/03/2012, 
N.º Rec.: 1104/2009; de 07/05/2012, N.º Rec.: 3346/2009; de 04/11/2013, N.º Rec.: 
251/2011 y de 16/06/2014, N.º Rec.: 4910/2011). Ello comporta las siguientes 
conclusiones:

a)	 La comisión de un hecho que no se encuentre tipificado por una norma no 
puede ser sancionado después con arreglo a una normativa que no existía 
cuando se cometió la conducta sancionable.

b)	 La comisión de un hecho que ha sido tipificado y sancionado por una norma 
vigente en un determinado momento no puede dar lugar a la aplicación de 
la norma sancionadora posterior más desfavorable.

c)	 Que la retroactividad de las disposiciones sancionadoras favorables tiene 
su fundamento, a contrario sensu, en el art. 9.3 CE por lo que ha quedado 
consolidado el deber de aplicación de la norma más benigna (SSTC 15/1981, 
8/1981, 177/1994 y 215/1998).

d)	 Se admite la aplicación de la retroactividad respecto de las sanciones 
pendientes de cumplir, es decir, siempre que no se haya ejecutado la sanción 
e, incluso, mientras la resolución sancionadora no sea firme (STS de 
29/03/2021, N.º Rec.: 3006/2020).
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Capítulo II

LA INFRACCIÓN ADMINISTRATIVA Y LOS SUJETOS 
RESPONSABLES

I. LA INFRACCIÓN ADMINISTRATIVA EN EL ORDEN SOCIAL

1. Concepto de infracción administrativa

En España las infracciones administrativas en el orden social presentan 
peculiaridades respecto del conjunto de la actividad que desarrollan las 
administraciones públicas. Su régimen jurídico, a pesar de que se inspira tanto en el 
Derecho Administrativo como en el Derecho Penal, presenta rasgos diferenciadores 
que le confieren características propias y una delimitación específica que la 
circunscribe al ámbito de lo social.

Para delimitar el ámbito material de aplicación de este régimen jurídico 
peculiar, es necesario partir de la definición de «infracción administrativa». Sin 
embargo, no existe en nuestro ordenamiento jurídico una definición del concepto 
de «infracción administrativa». Para abordar la cuestión, debemos de partir 
de un hecho claro: toda infracción administrativa es un incumplimiento del 
ordenamiento jurídico. En este sentido, se ha conceptuado como tal (cualquier 
incumplimiento que sea contrario al ordenamiento jurídico) y que, no solo deberá 
estar tipificado en una norma con rango legal como infracción, sino que deberá de 
serle atribuida la correspondiente sanción administrativa por la misma norma o por 
otra también con rango legal. Como además se exige el requisito de la culpabilidad, 
la infracción administrativa se puede definir como todo aquel comportamiento 
(acción u omisión) que contravenga lo dispuesto en una norma jurídica (conducta 
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antijurídica), que debe venir establecida y tipificada en una norma con rango legal y 
que deberá llevar aparejada una sanción administrativa consistente en la privación 
de un bien o derecho, sin que venga calificada como infracción penal16.

El concepto legislativo de infracción administrativa en el orden social 
presenta, como puede advertirse de la dicción legal, algunas particularidades 
que lo diferencian del concepto genérico de infracción administrativa que hemos 
expuesto. Una de sus particularidades radica en el hecho de que es un concepto 
dependiente de la legislación vigente en cada momento, de tal manera que sólo será 
infracción administrativa en el orden social aquellas conductas establecidas en la 
ley vigente, impidiendo su delimitación por parte de otros actores, como pueden 
ser los jueces (jurisprudencia) o los agentes sociales (convenios colectivos). Ello 
entronca con los principios de reserva de Ley y tipicidad ya analizados. 

Según dispone el artículo 1.1 LISOS, las infracciones laborales son: «las 
acciones u omisiones de los distintos sujetos responsables tipificadas y sancionadas 
en la presente Ley y en las leyes del orden social». El concepto legal de infracción 
administrativa en el orden social se encuentra pues, delimitado por tres elementos: 
la realización de una conducta, que puede ser activa u omisiva; la existencia de 
un sujeto responsable; la tipificación de la conducta realizada y de la sanción 
correspondiente por una ley del orden social.  Al ser tipificadas como infracciones 
administrativas, implica que sólo podrán ser sancionadas por la Administración. 
Para el orden social se destaca la especificación del ámbito de actuación: el marco de 
las relaciones laborales17. La expansión actual de las relaciones laborales determina 
la inclusión en el concepto legal de infracción administrativa en el orden social 
tanto las infracciones de puro carácter jurídico laboral, esto es, las que regulan 
las condiciones de trabajo individuales o colectivas, como las cometidas en otros 
ámbitos del ordenamiento jurídico laboral, como van a ser el de la Seguridad 
Social, el empleo o la seguridad y salud en el trabajo.  Todos estos ámbitos en 
materia laboral se regulan también por una variada tipología de normas que, en 
el orden social, incluye no solo las legales y las reglamentarias sino también las 
convencionales.

La referencia a los sujetos responsables es otra de las peculiaridades 
del concepto de infracción administrativa en el orden social que remite a otros 

16	 Gabriel Llobregat, J., y Buitrón Ramírez, G. El procedimiento administrativo sancionador 
(Comentarios, jurisprudencia y formularios). 7ª Ed. Valencia: Tirant lo Blanch, 2021.

17	 Sempere Navarro, A.V., y Martín Jiménez, R. “Capítulo I. Disposiciones Generales”. En 
Comentarios a la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, dirigido por A.V. Sempere 
Navarro y R. Martín Jiménez, 36. Cizur menor: Thomson-Aranzadi, 2003.



La infracción administrativa y los sujetos responsables

49

preceptos de la LISOS, como su art. 2, en el que aquellos se identifican siguiendo 
un criterio material, según se trate de infracciones laborales, de Seguridad Social, 
de contratación de extranjeros, prevención de riesgos laborales, etc.

Por último, la doble exigencia de tipificación y sanción legislativa nos lleva 
a percibirnos que, no cualquier conducta cometida por alguno de los sujetos 
responsables (art. 2 LISOS) será constitutiva de infracción administrativa sino que 
será necesario además, que dicha conducta venga tipificada y precisada en la LISOS, 
que actúa como norma controladora del cumplimiento del ordenamiento jurídico 
social, o en cualquier otra norma con rango legal del orden social como establece 
el propio precepto, sucediendo así, por ejemplo, con la Ley Orgánica 4/2000, de 11 
de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración 
social (LOEX)18 o las distintas leyes de cooperativas vigentes en España.

2. Calificación de las infracciones

Atendiendo a la naturaleza del deber infringido y a la entidad del hecho 
afectado, las infracciones en el orden social se califican como leves, graves y muy 
graves. La calificación de las infracciones en alguno de los tres grados se realiza, 
bien por la propia LISOS o por cualquier otra norma con rango legal que tipifique 
una conducta infractora, ofreciendo por lo tanto el art. 1.3 LISOS una suerte de 
clasificación orientativa de las infracciones que pudieran cometerse. De este modo, 
siempre que se regulen legalmente las infracciones administrativas que puedan 
producirse en cualquiera de los ámbitos incluidos en el orden social, deberán ser 
reconducidas a una de las categorías establecidas: leves, graves o muy graves. Lo 
cual no quiere decir que obligatoriamente deban establecerse infracciones en los 
tres grados. Así, se dan situaciones en las que en determinadas materias solo cabe 
la posibilidad de que el hecho ilícito se califica como grave o muy grave (art. 19 
quinquies LISOS), en materia de empresas de inserción, o solo muy grave como 
ocurre con el permiso de trabajos de extranjeros (art. 37 LISOS).

El art. 1.3 LISOS utiliza dos criterios a tener en cuenta por el legislador 
para tipificar (calificar) las infracciones administrativas en el orden social: «la 
naturaleza del deber infringido y la entidad del derecho afectado». La naturaleza 
del deber infringido se refiere a la agresión que pueden sufrir los bienes jurídicos 
que se pretenden proteger19. En cambio, la entidad del derecho afectado se refiere al 

18	 BOE N.º 10, de 12/01/2000.
19	 Monereo Pérez, J.L., y Fernández Avilés, J.A. “Capítulo I. Disposiciones Generales”. En 

Comentario sistemático al texto refundido de la Ley de infracciones y sanciones en el orden 
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derecho subjetivo lesionado por la conducta antijurídica20. La referencia a estos dos 
criterios permite la protección de intereses públicos-generales, lo que no exime de 
la defensa de los intereses particulares, en concreto, lo que se derivan de la relación 
laboral y que afectan o se sitúan en la esfera personal del trabajador. La defensa de 
esos intereses particulares adquiere, al mismo tiempo, una dimensión general en 
el momento en que afectan a una institución jurídica (la relación laboral), pueden 
afectar a una categoría de ciudadanos (las personas trabajadoras por cuenta ajena) 
y pueden repercutir en un bien común (el sistema de Seguridad Social).

3. Clasificación de las infracciones

La LISOS tipifica las infracciones en el orden social en sus arts. 5 a 38, así 
como en el art. 50 en lo referente a la obstrucción a la labor inspectora. En un primer 
acercamiento, podemos observar que dichos preceptos realizan una clasificación de 
las infracciones por materias, tipificándolas en atención a los siguientes criterios:

3.1. Infracciones laborales

El art. 5.1 LISOS ofrece en su párrafo primero una definición general de lo 
que deben considerarse infracciones laborales, coherente con lo dispuesto en el art. 
1.1, particularizándola después en el ámbito de la prevención de riesgos laborales 
y en materia de derechos de los trabajadores que prestan servicios en sociedades 
europeas. Así, se define de modo general las infracciones laborales como 

«las acciones u omisiones de los empresarios contrarias a las normas legales, 
reglamentarias y cláusulas normativas de los convenios colectivos en materia de 
relaciones laborales, tanto individuales como colectivas, de colocación, empleo, 
formación profesional para el empleo, de trabajo temporal y de inserción sociolaboral, 
tipificadas y sancionadas de conformidad con la presente ley. Asimismo, tendrán 
dicha consideración las demás acciones u omisiones de los sujetos responsables 
en las materias que se regulan en el presente capítulo» (Capítulo II, arts. 5 a 19 
quinquies, LISOS). 

El apartado 2 considera también que son infracciones laborales, en este caso 
en materia de prevención de riesgos laborales, las que se producen en materia de 
seguridad y salud en el trabajo. Del mismo modo, en su apartado 3 se mencionan 
las infracciones que afectan a los derechos de implicación de los trabajadores en las 

social y normas concordantes, dirigido por J. García Blasco y J.L. Monereo Pérez, 61. Granada: 
Comares, 2006.

20	 Sempere Navarro, A.V., y Martín Jiménez, R. “Capítulo I. Disposiciones Generales”…, op. 
Cit., pág. 50.
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sociedades europeas (sociedades anónimas y sociedades cooperativas) así como en 
las sociedades participantes o resultantes de modificaciones, transfronterizas intra 
europeas (fusiones, transformaciones o escisiones). Tal conglomerado de materias 
ha venido produciéndose debido a las sucesivas reformas laborales que han venido 
operando, incorporando nuevas obligaciones y, por tanto, exigiendo nuevos tipos 
de supuestos infractores. 

La clasificación de las infracciones laborales se realiza en atención a un 
criterio material y, en materia de relaciones laborales, la LISOS tipifica conductas 
infractoras que pueden acontecer en materia de relaciones laborales individuales 
y colectivas (arts. 6 a 8); infracciones en materia de derechos de información y 
consulta de los trabajadores en las empresas y grupos de empresa de dimensión 
comunitaria (art. 9); infracciones de las obligaciones establecidas en la normativa 
que regula el desplazamiento a España de trabajadores en el marco de una 
prestación de servicios transnacional (art. 10); infracciones en materia de derechos 
de información, consulta y participación de los trabajadores en las sociedades 
anónimas y sociedades cooperativas europeas (art. 10 bis); infracciones en materia 
de prevención de riesgos laborales (arts. 11 a 13); infracciones en materia de empleo 
y fomento del empleo (arts. 14 a 19 quinquies).

Este concepto de infracción laboral nos permite destacar los siguientes 
aspectos. Señala el precepto, en base al art. 2 LISOS a los «empresarios» como 
sujetos responsables. Sin embargo, el art. 5.1 in fine amplía dicho ámbito subjetivo a 
otros posibles sujetos responsables. De hecho, podemos comprobar como algunas 
de las infracciones tipificadas en este bloque el sujeto responsable es distinto al 
empresario como sujeto de la relación laboral (art. 12.25 y .26 LISOS, en cuanto 
al servicio de auditoría y el de formación, respectivamente, por las entidades 
acreditadas en materia de prevención de riesgos laborales, art. 15.6 LISOS en cuanto 
a incumplimientos en materia de formación por parte de las entidades formadoras, 
art. 16.1 LISOS en cuanto a incumplimientos en materia de intermediación laboral 
por parte de las agencias de colocación, art. 17 LISOS en cuanto a incumplimientos 
de los trabajadores por cuenta ajena en materia de empleo, etc.). Por otro lado, 
destacamos como la remisión que hace el precepto a la norma vulnerada se 
dirige tanto a normas laborales, reglamentarias o convencionales. Con respecto 
a estas últimas, la jurisprudencia ha venido considerando la integración tanto 
de los pactos generales de carácter formal como de los pactos particulares entre 
empresarios y trabajadores comprendidos en su ámbito (STS de 21/12/1994, 
ECLI:ES:TS:1994:8666). También quedarán incluidas las reglas sobre condiciones 
laborales relativas a la clasificación profesional (STS de 10/11/2006, N.º Rec.: 
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130/2005), el procedimiento de promoción interna (STS de 26/04/2007, N.º Rec.: 
84/2006), el funcionamiento de los Comités Intercentros (STS de 21/12/2021, N.º 
Rec.: 115/2020) o las reglas que definen los ámbitos de los convenios o las normas 
que definen estructuras y órganos como las comisiones de vigilancia, interpretación, 
etc., (SSTS de 20/12/1995, N.º Rec.: 3802/1994; de 16/06/1998, N.º Rec.: 5145/1997 
o de 11/12/2003, N.º Rec.: 55/2003).

3.2. Infracciones en materia de Seguridad Social

El art. 20.1 LISOS define qué debe entenderse por infracciones en materia 
de Seguridad Social: 

«Son infracciones en materia de Seguridad Social las acciones y omisiones 
de los distintos sujetos responsables a que se refiere el artículo 2.2 de la presente 
Ley, contrarias a las disposiciones legales y reglamentarias que regulan el sistema de 
la Seguridad Social, tipificadas y sancionadas como tales en la presente Ley» (arts. 
20 a 32 bis LISOS).

Dicho concepto deja ver las siguientes peculiaridades. A pesar de su carácter 
general, en el que las infracciones reguladoras en la LISOS abarcan todas las 
obligaciones impuestas por el RD Legislativo 8/2015, de 30 de octubre (TRLGSS)21 
y por sus normas de desarrollo, afectando a todos los regímenes del sistema de 
Seguridad Social, sistemas de prestaciones y pensiones, etc., deja fuera del ámbito 
de aplicación a las obligaciones en materia de protección social recogidas en los 
convenios colectivos, las denominadas «mejoras voluntarias» (sin perjuicio de lo 
establecido en el art. 8.15 LISOS), ya que su régimen sancionador se establece en 
los arts. 35 y 36 del RD Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre22. 

Por otro lado, la clasificación de las infracciones que pueden cometerse en el 
ámbito de la Seguridad Social no se realiza siguiendo un criterio material, como en 
el caso de las infracciones laborales, sino por un criterio personal, en atención a los 
sujetos infractores. Así, las infracciones pueden provenir de empresarios, entidades 
de formación, entidades que asuman la organización de las acciones de formación 
para el empleo programada por la empresa, trabajadores por cuenta propia o 
asimilados (arts. 21 a 23); de los trabajadores por cuenta ajena o asimilados, 
beneficiarios y solicitantes de las prestaciones (arts. 24 a 26); de las Mutuas de 
Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social (art. 27 

21	 Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social (BOE N.º 261, de 31/10/2015).

22	 Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones (BOE N.º 298, de 13/12/2002).
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a 29); de las empresas que colaboren voluntariamente en la gestión (art. 30 a 32) y 
de las mutualidades de previsión social autorizadas para actuar como alternativas 
al Régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta Propios o Autónomos (art. 32 
bis).

3.3. Infracciones en materia de movimientos migratorios y trabajo de 
extranjeros

En este caso, se vuelve a utilizar el criterio material para la clasificación 
de las conductas infractoras que puedan acontecer en materia de movimientos 
migratorios y de trabajo de extranjeros. Las infracciones en materia de movimientos 
migratorios se tipifican en los arts. 34 a 36, considerándose como tales «las acciones 
u omisiones de los sujetos a quienes se refiere el artículo 2.4 tipificadas y sancionadas 
de conformidad con la presente Ley» (art. 33 LISOS). 

Mientras, las infracciones en materia de permisos de trabajo de extranjeros 
se califican en el art. 37 LISOS, en este caso, sin que la LISOS aporte una definición 
más o menos específica sobre este tipo de infracción, tampoco lo hará la LOEX, 
que va a tipificar una serie de infracciones, relacionadas con los aspectos laborales, 
pero que tienen un marcado carácter administrativo, es decir, van a tipificar 
incumplimientos relacionados con las obligaciones destinadas a regular la situación 
administrativa en el país de las personas inmigrantes, al mismo tiempo que también 
va tipificar las sanciones correspondientes.

3.4. Infracciones en materia de sociedades cooperativas

Como regla general, la potestad sancionadora de la Administración se 
extiende a las infracciones cometidas por las sociedades cooperativas respecto de 
sus socios de trabajo o socios trabajadores (art. 2 LISOS). El ámbito de aplicación 
de la LISOS en esta materia se delimita en el art. 38 al señalar que 

«Se sujetan a las prescripciones de este artículo, las infracciones de las 
sociedades cooperativas, cuando la legislación autonómica se remita al respecto 
a la legislación del Estado, cuando no se haya producido la referida legislación 
autonómica o cuando aquéllas desarrollen su actividad cooperativizada en el 
territorio de varias Comunidades Autónomas, de conformidad con lo establecido 
en la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas».

A pesar de que el art. 149.1 6ª CE establece que el Estado tendrá competencia 
exclusiva en materia de legislación mercantil, también admite que ello se llevará 
a cabo sin perjuicio de las «necesarias» especialidades que se deriven de las 
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particularidades del propio Derecho sustantivo de cada CA. Sin querer entrar 
en determinar si las especialidades que plantean las CCAA son necesarias o no, 
lo cierto y verdad es que, en materia de Sociedades Cooperativas, en España 
nos vemos enredados por una malla legislativa que conforman cada uno de los 
regímenes jurídicos y societarios de las sociedades cooperativas españolas. Así, por 
un lado, existe una Ley de Cooperativas a nivel estatal (Ley 27/1999, de 16 de julio, 
de Cooperativas23) y 17 leyes autonómicas que regulan los regímenes societarios 
y jurídicos de las sociedades cooperativas en cada una de las comunidades 
autónomas. Hay que tener en cuenta que, a pesar de lo que establece el apartado 
6 del art. 149.1 CE, ninguna ley autonómica puede ir en contra de lo planteado 
por la Ley estatal 27/1999. Si bien es cierto que, sobre régimen sancionador, la CE 
no atribuye competencia exclusiva al Estado se entiende que puede ser asumida 
por la comunidad autónoma. Por ello, en la medida en que no existiera legislación 
autonómica sobre infracciones y sanciones de las sociedades cooperativas o ésta 
se remitiese expresamente a la legislación del Estado, o la sociedad cooperativa 
desarrollase su actividad cooperativizada en el territorio de varias CCAA, la norma 
aplicable en materia de infracciones y sanciones de las sociedades cooperativas 
sería la LISOS.

3.5. Infracciones por obstrucción a la labor inspectora

Las infracciones por obstrucción de la labor realizada por la Inspección de 
Trabajo se tipifican en el art. 50.1 LISOS, en atención a la naturaleza del deber de 
colaboración infringido y de la entidad y consecuencias de la acción u omisión 
obstructora sobre la actuación de la Inspección. Por infracciones por obstrucción 
debe entenderse, según dispone el citado precepto, 

«Las acciones u omisiones que perturben, retrasen o impidan el ejercicio de 
las funciones que, en orden a la vigilancia del cumplimiento de las disposiciones 
legales, reglamentarias y convenios colectivos tienen encomendadas los Inspectores 
de Trabajo y Seguridad Social y los Subinspectores de Empleo y Seguridad Social» 
(art. 50.2 LISOS).

Además, en su segundo párrafo, incluye el art. 50.2 LISOS la figura del 
funcionario público técnico regulados en el art. 9.2 de la LPRL y que pueden 
colaborar, en materia de prevención de riesgos laborales, con la ITSS y que podrán 
estar adscritos tanto a la AGE como integrantes del INSHT, como a las CCAA.

23	 BOE N.º 170, de 17/07/1999
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Por otra parte, y respecto a la definición dada, debemos poner de manifiesto 
la decisión del legislador de proteger las acciones de inspección cuyo objeto 
principal va a consistir en la comprobación de conductas antijurídicas. Del mismo 
modo, también manifestamos la dejadez en cuanto a su tarea de actualización del 
texto legislativo no incluyendo la denominación de «Subinspectores Laborales» 
que regula el art. 3.1 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del Sistema de 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social (LITSS). 

4. La prescripción de la infracción administrativa

A pesar de no haberlo recogido en el primer capítulo de esta obra, la 
“Prescripción” aparece regulada en el art. 30 LRJSP como un principio más de 
garantías frente a la potestad sancionadora de la Administración. Y ello porque el 
fundamento de la prescripción se halla, precisamente, en garantizar al administrado 
la seguridad jurídica necesaria al objeto de asegurar una “inmediatez” entre la 
comisión de una infracción y la imposición de la sanción correspondiente. Por tanto, 
el concepto de seguridad jurídica afectará a dos ámbitos: el primero, en cuanto al 
conocimiento del administrado de los plazos existentes entre la comisión de una 
infracción y el posible inicio del correspondiente procedimiento administrativo 
sancionador. Por otro lado, la necesidad de acotar la discrecionalidad de la potestad 
sancionadora de la Administración en cuanto a limitar en el tiempo su ejercicio 
sin que sea posible extralimitarse más allá de los plazos establecidos, prohibiendo 
que una acción antijurídica pueda ser sancionada a lo largo de la vida del sujeto 
responsable24.

En el ámbito del Derecho Administrativo Sancionador hay que hacer hincapié 
en las consecuencias del transcurso de dicho plazo que da lugar a la imposibilidad 
de iniciar actuaciones sancionadoras, es decir, se produce lo que la doctrina viene 
denominando la «prescripción extintiva»25 (art. 1.961 CC: «Las acciones prescriben 
por el mero lapso del tiempo fijado por la ley»). Por lo tanto, el mero transcurso 
del tiempo bastaría como único elemento para dar lugar a la prescripción extintiva. 
Sin duda, este es el parecer que se deriva del art. 30 LRJSP cuando la circunstancia 
que se aborda en el literal del precepto a la hora de regular el funcionamiento de la 
prescripción es el «plazo».

24	 Monereo Pérez J.L., y Fernández Avilés, J.A. “Capítulo I. Disposiciones Generales”…, op. Cit., 
pág. 94.

25	 García Cruz, P. “Prescripción”. En Derecho Administrativo Sancionador, coordinado por A.M. 
Burgués Pascual y P. García Cruz, 137. Barcelona: Atelier Libros Jurídicos, 2022.
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Partiendo de la base de que los procedimientos de naturaleza sancionadora se 
inician siempre de oficio (art. 63 LPACAP), supone traspasar a la Administración la 
carga del ejercicio de la acción persecutoria de las conductas antijurídicas, así como 
la de la ejecución de sus sanciones. Por lo tanto, si la Administración no ejecutase 
la acción en el transcurso de tiempo de prescripción de la infracción, entraría en 
juego la prescripción extintiva cuyo efecto principal será la prohibición de iniciar 
el correspondiente procedimiento administrativo sancionador. Así, podríamos 
concluir que la prescripción de las infracciones es el agotamiento del plazo que 
se da desde la comisión del hecho sin que se realice ninguna actuación tendente a 
castigar al autor. Este hecho puede llegar a impedir definitivamente la iniciación del 
procedimiento sancionador.

En el orden social, será el art. 4 LISOS quien regule los plazos de prescripción de 
las infracciones tipificadas en dicho texto legal. Adoptando el concepto establecido 
en el párrafo anterior, y a diferencia del art. 30 LRJSP, dicho artículo establece un 
régimen jurídico general y una serie de regímenes específicos en función de las 
materias en que se vea clasificada la situación infractora. Así, como regla general, las 
infracciones en el orden social prescriben a los 3 años contados desde la fecha de la 
comisión de la infracción (arts. 4.1 LISOS y 7.1 RISOS). Sin embargo, en materia de 
Seguridad Social, el plazo de prescripción se alarga hasta 4 años contados, también 
desde la fecha de la comisión de la infracción (arts. 4.2 LISOS y 7.1 RISOS). Con 
respecto a esta materia, conviene aclarar que el TRLGSS regula la prescripción de 
las infracciones en Seguridad Social especificando que prescribirán a los 4 años, 
además de la acción para imponer sanciones por incumplimiento de las normas 
de Seguridad Social, el derecho de la Administración de la Seguridad Social para 
determinar las deudas por cuotas y por conceptos de recaudación conjunta mediante 
las oportunas liquidaciones y la acción para exigir el pago de las deudas por cuotas 
de la Seguridad Social y conceptos de recaudación conjunta (art. 24.1 TRLGSS). 
También dispone la LISOS una regulación especial en materia de prevención de 
riesgos laborales en que prescribirán al año las infracciones leves, a los tres años las 
graves y a los cinco años las muy graves, contadas desde la fecha de la comisión de 
la infracción, de acuerdo con su legislación específica (arts. 4.3 LISOS y 7.1 RISOS). 
Por último, en materia de sociedades cooperativas las infracciones prescribirán las 
leves, a los tres meses; las graves, a los seis meses; y las muy graves, al año, contados 
desde la fecha de la infracción (arts. 4.4 LISOS).

En este sentido, constatamos como la LISOS, al aplicar diferentes periodos 
de prescripción en función de la materia a la que afecte (criterio general y en 
materia de Seguridad Social), con independencia de la gravedad de la infracción 
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cometida, difiere y se separa del criterio general que establece el art. 30.1 LRJSP 
en cuanto a que regula diferentes periodos de prescripción no en función de la 
materia sino en función de la gravedad de la infracción, para los casos en los que 
las leyes que establezcan las infracciones no fijen plazos26. Sin embargo, también 
es cierto que el periodo de prescripción elegido por el legislador de la LISOS para 
el criterio general (3 años. Para las infracciones en materia de Seguridad Social, 
4 años) equivale al máximo establecido para las infracciones muy graves por la 
LRJSP. Lo que indica que, en el orden social, el legislador ha optado por un periodo 
de prescripción más favorable al control del cumplimiento normativo. También 
en materia de prevención de riesgos laborales, los periodos establecidos por la 
LISOS resultan mayores que los establecidos por la LRJSP. Tan solo, en materia de 
sociedades cooperativas, los periodos señalados de prescripción son menores.

La aplicación del régimen jurídico de la prescripción requiere saber el 
momento exacto a partir del cual debe comenzar su cómputo. Según el art. 4.1 
LISOS, el plazo de prescripción comienza a contar «desde la fecha de la infracción» 
o como plantea el art. 30.2 LRJSP, más concretamente, «… desde el día en que la 
infracción se hubiera cometido». Ambas regulaciones no dejan dudas de que se 
empezará a contar el mismo día que se cometa la infracción. Sin embargo, esta 
claridad se hace evidente en aquellas infracciones realizadas por un hecho concreto 
denominadas por la doctrina como «instantáneas»27. Sin embargo, cuando las 
infracciones se entienden cometidas por una serie de actos que se prolongan en 
el tiempo hasta que el sujeto infractor decide cesar en sus acciones, caso de las 
infracciones denominadas continuadas, el plazo de prescripción no comenzará a 
correr hasta que finalice la conducta infractora del sujeto responsable (art. 30.2 
LRJSP).

Ahora bien, puede darse el caso en que se inicie un procedimiento 
sancionador en base a la comisión de una infracción calificada por el funcionario 
actuante con un determinado grado de gravedad y que el órgano resolutorio, 
finalmente, disponga una calificación distinta de la infracción cometida. En tal caso, 
¿qué plazo de prescripción debería tenerse en cuenta en los casos en que los plazos 
de prescripción difieran en función de la gravedad de las infracciones cometidas? 
La STC 37/2010 estableció que «la determinación de las previsiones legales sobre la 
prescripción…» deben corresponder a la «infracción de la que resulte penalmente 

26	 En este sentido véase Comentario sistemático…, op. Cit., págs. 94 y ss. Cervilla Garzón, M.J. y 
Jover Ramírez, M.C. Manual Básico de Derecho Administrativo Sancionador del Trabajo, 40. 
Madrid: Tecnos, 2017.

27	 Cervilla Garzón, M.J. y Jover Ramírez, M.C. Manual Básico…, op. Cit., pág. 41
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responsable»28, es decir, atenderá a la calificación de la infracción que en la 
resolución se constate cometida, finalmente.

La interrupción del plazo de prescripción paraliza su transcurso favoreciendo 
al titular de la acción comprobadora o comprobante de la infracción quién la puede 
ejercitar sin la presión del límite temporal y siempre y cuando no concurra alguna 
circunstancia que comporte su reactivación. Supone una forma de mantener vigente 
la posibilidad de iniciar un procedimiento sancionador, si procediera, alargando 
el plazo de prescripción en el tiempo, de manera legítima, más allá del propio 
plazo establecido. El art. 30.2 LRJSP plantea los actos que pueden interrumpir la 
prescripción en un proceso sancionador general. En el orden social, los motivos de 
interrupción para la prescripción de infracciones se regulan en el art. 7.2 RISOS y 
son los siguientes: por cualquiera de las causas admitidas en Derecho, por acta de 
infracción debidamente notificada, por requerimiento u orden de paralización de 
la ITSS. En las deudas por cuotas y conceptos de recaudación conjunta al sistema 
de Seguridad Social se deberá estar a lo dispuesto en el art. 24.3 TRLGSS29: 

«La prescripción quedará interrumpida por las causas ordinarias y, en todo 
caso, por cualquier actuación administrativa realizada con conocimiento formal 
del responsable del pago conducente a la liquidación o recaudación de la deuda y, 
especialmente, por su reclamación administrativa mediante reclamación de deuda 
o acta de liquidación. La prescripción quedará interrumpida, asimismo, por el 
inicio de las actuaciones a que se refiere el artículo 20.6 de la Ley 23/2015, de 21 de 
julio, Ordenadora del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social».

La prescripción también podrá ser interrumpida por la iniciación del 
correspondiente procedimiento de oficio regulado en el art. 6 RISOS y, en todo 
caso, por iniciación de actuaciones de comprobación de las supuestas infracciones, 
siempre que tenga conocimiento formal el sujeto pasivo, por el reconocimiento 
de los hechos constitutivos de la infracción o dela deuda, por parte del sujeto 
responsable, o por la interposición de reclamación o recurso de cualquier tipo 
por parte de los afectados o de sus representantes. También interrumpirán la 

28	 En aplicación de la jurisprudencia constitucional en materia penal cuyos principios son 
aplicables, con matices, al ámbito administrativo sancionador tal y como ha señalado, de 
manera consolidada, la jurisprudencia.

29	 La prescripción quedará interrumpida por las causas ordinarias y, en todo caso, por cualquier 
actuación administrativa realizada con conocimiento formal del responsable del pago conducente 
a la liquidación o recaudación de la deuda y, especialmente, por su reclamación administrativa 
mediante reclamación de deuda o acta de liquidación. La prescripción quedará interrumpida, 
asimismo, por el inicio de las actuaciones a que se refiere el artículo 20.6 de la Ley 23/2015, de 
21 de julio, Ordenadora del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
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prescripción de las infracciones la comunicación o el traspaso del tanto de culpa al 
órgano judicial competente o al Ministerio Fiscal en los casos de posibles delitos. 
En estos casos, la prescripción quedará interrumpida hasta que no se notifique a 
la administración competente la firmeza de la resolución judicial o hasta que no se 
comunique la decisión del Ministerio Fiscal de no continuar con las actuaciones 
para ejercitar la acción penal.

II. LOS SUJETOS RESPONSABLES

1. Introducción

Habiendo definido el concepto o el «principio» de responsabilidad en 
el capítulo anterior, hay que decir que en los procedimientos administrativos 
sancionadores existe la figura del sujeto responsable, ya que la comisión de una 
conducta infractora y la composición de la correspondiente sanción requieren para 
su materialización la existencia de un sujeto responsable. En este sentido, debemos 
destacar lo establecido por el art. 28.1 LRJSP cuando dice que serán sujetos 
responsables aquellos que, tras haberse cometido una infracción administrativa, 
acaben siendo sancionados por dicha infracción. Además, especifica más 
concretamente a quién se refiere, es decir, a las personas físicas y jurídicas, así como 
los grupos de afectados, las uniones y entidades sin personalidad jurídica y los 
patrimonios independientes o autónomos que resulten responsables de los mismos 
a título de dolo o culpa, siempre que a todos estos últimos, una ley les reconozca 
capacidad de obrar.

En cuanto a la responsabilidad de las personas jurídicas, lejos quedan los 
postulados que impedían sancionar a las entidades con personalidad jurídica. 
De hecho, el Derecho Administrativo fue pionero en aceptar la responsabilidad 
de las personas jurídicas tanto a nivel jurisprudencial como normativo. Así, 
el TC ya se manifestó sobre la admisión de responsabilidad de las personas 
jurídicas en su SSTC 246/1991 o 14/2021 admitiendo la capacidad directa de 
las personas jurídicas para cometer infracciones administrativas. Del mismo 
modo, también el TS en sus SSTS de 13/03/1985 (N.º Rec.: 60484/1982), 
de 30/06/1987 (ECLI:ES:TS:1987:4572 y N.º Rec.: 59/1984), de 30/11/1987 
(ECLI:ES:TS:1987:7602), ECLI:ES:TS:1987:15945, ECLI:ES:TS:1987:7621, 
ECLI:ES:TS:1987:15901, ECLI:ES:TS:1987:15971, ECLI:ES:TS:1987:7614), de 
04/04/198 (ECLI:ES:TS:1988:23988, ECLI:ES:TS:1988:2404) y de 20/09/1996 
(N.º Rec.: 3606/1991) venía reconociendo que las personas jurídicas podían ser 
responsables de ilícitos administrativos.
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1.1. Los sujetos responsables en el orden social

En lo que se refiere al orden social, serán sujetos responsables del 
incumplimiento legal todos aquellos que puedan resultar imputados a tenor de los 
establecido en la LISOS, en la LITSS o en cualquier otra ley pertenecientes al orden 
social. Por tanto, quedarán sometidos al procedimiento sancionador aquellos 
sujetos que incurran en acciones u omisiones tipificadas como infracción en las 
disposiciones del orden social (art. 3.1 RISOS). En este orden de cosas, en materia 
de deudas por cuotas a la Seguridad Social y demás conceptos de recaudación 
conjunta serán sujetos responsables aquellos que resulten obligados a cotizar y 
a llevar a cabo las formalidades para alcanzar dicho logro (art. 3.2 RISOS). Por 
su parte, quedará excluida del ámbito de aplicación del RISOS la corrección de 
infracciones en materia de prevención de riesgos laborales en el ámbito de las 
administraciones públicas y cuya regulación se establece en el art. 45 de la LPRL y 
en su normativa de desarrollo (art. 3.4 RISOS).

La pluralidad de materias en que se clasifican las infracciones en el orden 
social como efecto propio de los distintos ámbitos a los que afecta dicho orden 
(condiciones de trabajo, empleo, seguridad y salud en el trabajo, Seguridad Social, 
movimientos migratorios, etc.), permite la aparición de múltiples tipos de sujetos 
responsables, aunque en la mayoría de ellos cristalice en la figura del empresario 
o empleador, y ello genera la necesidad de plantear un apartado específico sobre 
dicha figura jurídica.

Dice el art. 2 LISOS que serán sujetos responsables de la infracción 
administrativa en el orden social «las personas físicas y jurídicas y las comunidades 
de bienes que incurran en las acciones u omisiones» que se tipifiquen como 
infracciones en la LISOS. A este respecto cabría recordarle al legislador que no solo 
la LISOS se configura como la única norma con rango legal que tipifica infracciones 
administrativas en el orden social, además, como ya hemos hecho referencia con 
antelación, también habrá que estar, en cuanto al señalamiento de infracciones 
administrativas, a lo establecido en la LOEX (arts. 52, 53 y 54) o en las distintas 
leyes autonómicas que regulen el régimen infractor y sancionador en materia de 
sociedades cooperativas. De hecho, algunas de estas, al regular su propio régimen 
sancionador especifican la condición de sujeto responsable a la propia sociedad 
cooperativa30. Este lapsus legislativo se corrige en el art. 3.1 RISOS cuando al hablar 

30	 Extremadura (art. 184.2, Ley 9/2018, de 30 de octubre), Galicia (art. 94.2, Decreto Legislativo 
2/2014, de 29 de agosto), Andalucía (art. 121, Ley 14/2011, de 23 de diciembre), Castilla y 
León (art. 137, Ley 4/2002, de 11 de abril), Cataluña (art. 149.2, Ley 12/2015, de 9 de julio), 
Castilla La Mancha (art. 160.1 Ley 11/2010, de 4 de noviembre), Islas Baleares (art. 171.1, 
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de quién puede ser el sujeto responsable de una infracción administrativa hace 
mención de los incumplidores de las normas del orden social imputados conforme 
establecen la LISOS, la LITSS o cualquier otra ley del orden social.

La determinación del sujeto responsable en la comisión de una infracción en 
el orden social supone atribuir no solo la condición de imputable a una persona sino 
también hacerlo destinatario de la sanción administrativa correspondiente impuesta 
por la comisión de dicha infracción. En el ámbito del Derecho Administrativo, 
el sujeto responsable no tiene por qué ser la persona que realiza o no la acción 
infractora. Ejemplo de ello lo podemos ver en situaciones en las que, por error 
del trabajador, asume la responsabilidad el empresario (la no comunicación del 
contrato de trabajo a los SSPPE) o en los supuestos de responsabilidad concurrente.

Quizá llama la atención como a diferencia de otras regulaciones donde el 
reglamento (norma inferior) desarrolla o especifica los postulados más generales 
que pueda hacer la ley (norma superior), con la señalización de los sujetos 
responsables de las infracciones en el orden social pasa al contrario, es decir, es la 
ley quién determina, de manera pormenorizada, la identificación de los distintos 
sujetos responsables (art. 2 LISOS) en contrapunto con el art. 3.1 RISOS donde se 
lleva a cabo una formulación no precisa31.

Así, tras una primera referencia general a las personas físicas, a las personas 
jurídicas y a las comunidades de bienes, el art. 2 LISOS desglosa una serie de sujetos 
en función de la materia en la que se esté cometiendo la infracción. Esta primera 
formulación genérica de identificación del sujeto infractor, lo que pretende el 
legislador es abarcar a cualquier posible sujeto (que siempre será una persona 
física, jurídica o una comunidad de bienes)32. Como hemos dicho, además de 
esta señalización de carácter genérico de los sujetos responsables que se lleva a 
cabo en el primer párrafo del artículo, en el resto de los apartados se incluye una 
identificación pormenorizada y detallada en función de los ámbitos de actuación 
que responde a necesidades de seguridad jurídica de forma que solo los sujetos 
tipificados en el art. 2 LISOS (habría que incluir los sujetos responsables señalados 

Ley 5/2023, de 8 de marzo), Islas Canarias (art. 143.1, Ley 4/2022, de 31 de octubre, donde se 
especifica que serán sujetos responsables las cooperativas, las asociaciones, las federaciones 
y las confederaciones de cooperativas), Cantabria (art. 145, Ley 6/2013, de 6 de noviembre), 
Principado de Asturias (art. 204, Ley 4/2010, de 29 de junio) y Región de Murcia (art. 139.1, 
Ley 8/2006, de 16 de noviembre, donde se especifica que los sujetos responsables serán 
las cooperativas, sin perjuicio de la responsabilidad personal que se pudiera atribuir a los 
miembros del Consejo Rector, a los interventores y a los liquidadores).

31	 AA.VV. Comentarios a la Ley de Infracciones…, op. Cit., pág. 34.
32	 Íbidem, pág. 54.



José Bascón Marín

62

en las leyes autonómicas de sociedades cooperativas) serán los responsables y, por 
tanto,  los destinatarios de las sanciones como consecuencia de los incumplimientos 
en el orden social33.

En cuanto al empresario como sujeto responsable, el art. 2.1 LISOS comienza 
con esta referencia. Según el concepto de empresario que se deriva del art. 1.2 LET, 
será toto aquél que recibe una prestación de servicios de forma personal, voluntaria, 
dependiente y por cuenta ajena a cambio de una contraprestación o remuneración, 
por lo que empresario será quién efectivamente organice y reciba dicha 
prestación de servicios [SSTS de 29/10/1997 (N.º Rec.: 472/1997), de 31/01/1991 
(ECLI:ES:TS:1991:16455) y de 03/05/1990 (ECLI:ES:TS:1990:3511)]. El art. 5 
LISOS considera que las infracciones laborales hacen referencia a la vulneración de 
las disposiciones tanto legales, reglamentarias como convencionales por lo que, en 
esta definición, el legislador abarca al conjunto de obligaciones que se deriven de la 
relación laboral entre empleador y empleado, en cualquiera de sus ámbitos.

En el ámbito de la Seguridad Social, se produce una ampliación de los sujetos 
infractores responsables (art. 2.2 LISOS). El precepto articula la responsabilidad 
sobre el «molde tripolar»: empresarios, trabajadores y mutuas de accidente de trabajo 
y enfermedades profesionales y demás entidades que colaboran en la gestión34. 
En lo que respecta a la responsabilidad del empresario en materia de Seguridad 
Social, este tiene una serie de obligaciones que se concretan principalmente en la 
constitución de su relación jurídica con el sistema de Seguridad Social (arts. 23 a 
25 LISOS), con independencia de que tenga o no trabajadores por cuenta ajena 
empleados (trabajadores por cuenta propia o asimilados). Por su parte, en este 
ámbito, también el trabajador por cuenta ajena o asimilado se puede considerar 
sujeto responsable cuando sea solicitante o beneficiario de prestaciones derivadas 
del sistema (arts. 24 a 26 LISOS). En estos casos, la responsabilidad aparece cuando 
la infracción tenga un resultado lesivo para el patrimonio del sistema de Seguridad 
Social o cuando la actuación infractora esté orientada a la producción de dicho 
resultado. Por último, en la gestión del sistema de Seguridad Social intervienen 
entidades de Derecho Privado (mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales y empresas que colaboran voluntaria u obligatoriamente en la gestión 
del sistema de Seguridad Social) que colaboran en la gestión y que la comisión 
de infracciones se producirá en la medida que incumplan con las obligaciones 
relacionadas con sus tareas de gestión (arts. 27 a 32 bis LISOS).

33	 García Blasco, J., Infracciones y sanciones en materia laboral. Un comentario a la Ley 8/1988, 
de 7 de abril, 57. Madrid: Civitas, 1989.

34	 AA.VV. Comentarios a la Ley de Infracciones…, op. Cit. pág. 60.
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También la LISOS prevé sujetos responsables en otros ámbitos como es el 
caso del empleo (apartados 2, 3, 7 y 13 del art. 2 LISOS) [ETT y empresas usuarias 
(arts. 18 a 19 quater), empresas de inserción (art. 19 quinquies), trabajadores por 
cuenta propia y ajena (art. 17), empresas de formación, agencias de colocación 
y beneficiarios de ayudas y subvenciones para el empleo (arts. 14 a 16)], en el 
ámbito de los derechos de información y consulta de los trabajadores (apartados 
10, 11 y 12 del art. 2 LISOS), las empresas y grupos de empresas de dimensión 
comunitaria (art. 9), las empresas que desplazan a sus trabajadores a España en 
el marco de una prestación transnacional de servicios (art. 10) o las sociedades 
anónimas y las sociedades cooperativas europeas (art. 10 bis)], en el ámbito de los 
movimientos migratorios y trabajo de extranjeros (apartados 4 y 5 del art. 2 LISOS) 
como van a ser los transportistas, los agentes consignatarios, los representantes y 
los trabajadores por cuenta ajena y propia (arts. 34 a 37 LISOS), o las sociedades 
cooperativas cuando se trate de dicha materia (arts. 2.6 y 38 LISOS).

1.2. La extinción de la responsabilidad por la comisión de infracción 
administrativa

La responsabilidad administrativa que se deriva de la comisión de una 
infracción puede quedar extinta por varias razones: cumplimiento de la sanción, 
desaparición de algún presupuesto (fallecimiento del sujeto responsable), por 
la eliminación sobrevenida de la tipificación de la infracción en virtud de la 
retroactividad de normas sancionadoras más beneficiosas e, incluso como 
ha ocurrido en algunos ámbitos como el tributario, por condonación de la 
responsabilidad (STS de 04/05/1999, N.º Rec.: 1252/1994). 

Ahora bien, la extinción sobrevenida del sujeto responsable antes de ser 
sancionado no debe suponer la extinción de la responsabilidad ya que sería un 
presupuesto claro para eludir responsabilidades. Con respecto a las entidades 
jurídicas o sin personalidad, algunas normas establecen de manera expresa que 
se consideren autores a las personas físicas que desde sus órganos de dirección o 
actuando a su servicio o por ellas mismas, determinaron con su conducta la comisión 
de la infracción. También se ha admitido la transmisión de la responsabilidad entre 
personas jurídicas, cuando una desaparezca y pase su haber social a manos de otra, 
siendo en estos casos, el haber social quién deberá responder del incumplimiento 
administrativo (STS de 16/12/2015, N.º Rec.: 1973/2014).

También en el orden social se contempla la extinción de la responsabilidad por 
la comisión de una infracción administrativa cuando se produzca el fallecimiento 
de la persona física y sujeto responsable, en cuyo caso se procederá al archivo de 
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las actuaciones previas y, en su caso, al inicio y tramitación del correspondiente 
expediente administrativo sancionador. Todo ello, no será sin perjuicio de la 
responsabilidad económica correspondiente por las deudas que se hubiesen 
generado al sistema de Seguridad Social (art. 3.3 RISOS). 

Además, hay que tener en cuenta la exclusión que realiza el apartado 
cuatro del art. 3 RISOS sobre la corrección de infracciones en el ámbito de la 
Administración Pública cuando se trate de materia relacionada con la prevención 
de riesgos laborales y que quedará sujeta a lo establecido por el art. 45 de la LPRL 
y en su normativa de desarrollo. Así, en las relaciones del personal civil que se 
encuentre al servicio de una administración pública, las infracciones cometidas 
por esta serán objeto de responsabilidades a través de la imposición de medidas 
correctoras de los incumplimientos producidos, conforme al procedimiento que se 
establezca (art. 45.1 LPRL).

La aplicación de la LPRL a las Administraciones Públicas es hoy un hecho 
indiscutible, toda vez que el ámbito de aplicación de dicha norma legal y de sus 
normas de desarrollo se aplica, según dispone el art. 3.1 LPRL tanto en el ámbito 
de las relaciones laborales reguladas por el Estatuto de los Trabajadores, «como en 
el ámbito de las relaciones de carácter administrativo o estatutario del personal al 
servicio de las Administraciones Públicas», salvo las excepciones contenidas en el 
art. 3.2 LPRL.

La inclusión de las Administraciones Públicas en el ámbito de la LPRL implica 
que asume los deberes de seguridad y salud regulados en ella y en sus normas de 
desarrollo. Deberes que también asumen la Administración Autonómica, Local y 
Foral. La aplicación de la legislación en esta materia no presenta peculiaridades 
en torno a la condición como empresario, de la Administración, equiparada en 
derechos y obligaciones a los empresarios privados. Sí las presenta, en cambio, en 
el plano de las infracciones administrativas y de las responsabilidades derivadas 
de las mismas. Basándose en la argumentación de que la Administración Pública 
es la titular de la potestad sancionadora y, por lo tanto, no puede ejercerla sobre 
sí misma, el art. 45 LPRL diseña un procedimiento especial por el que deben 
sustanciarse las conductas fraudulentas de las Administraciones Públicas en 
materia de seguridad y salud para con sus trabajadores. El desarrollo reglamentario 
de este precepto y el diseño final de dicho procedimiento se concretan en el Real 
Decreto 707/2002, de 19 de julio, por el que se aprueba el Reglamento sobre el 
procedimiento administrativo especial de actuación de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social y para la imposición de medidas correctoras de incumplimientos 
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en materia de prevención de riesgos laborales en el ámbito de la Administración 
General del Estado.

1.3. Supuestos especiales de responsabilidad concurrente

Los artículos 42 y 43 LISOS tipifican una serie de conductas infractoras 
que tienen en común su realización por una pluralidad de sujetos. Lo habitual en 
Derecho Administrativo Sancionador es que cada sujeto sea responsable de sus 
incumplimientos, pero existen supuestos en los que determinados sujetos pueden 
ser responsables de las infracciones, no porque las hayan cometido directamente, 
respecto de sus propios trabajadores, sino como consecuencia del vínculo jurídico 
que puedan mantener con la empresa infractora. Para ello, se hace preciso, en 
primer lugar, detenerse en analizar los tipos de responsabilidad que pueden darse 
en el marco del Derecho Administrativo Sancionador en el orden social. 

Existen dos tipos de responsabilidad, la responsabilidad solidaria y la 
responsabilidad subsidiaria resultando ambas aplicables en el ámbito del Derecho 
Administrativo Sancionador en el orden social. La responsabilidad solidaria se da 
cuando en la comisión de una o varias infracciones administrativas, concurren 
varios sujetos, siendo todos responsables por igual, respecto a las infracciones 
cometidas y de las sanciones que se impongan (art. 28.3 LRJSP). La figura jurídica de 
la responsabilidad solidaria tiene como objeto asegurar la eficacia y el cumplimiento 
de la sanción, cuando concurran varios sujetos, permitiendo a la Administración 
dirigirse contra aquél que ofrezca mayores garantías, en el caso de las sanciones 
pecuniarias, por ejemplo, de pago. Esta idea entronca con lo que la jurisprudencia 
del TS, en diversas sentencias, ha resuelto diciendo que la responsabilidad solidaria 
no podía entrar en el ámbito del Derecho Administrativo Sancionador ya que 
confrontaría con el principio de que nadie puede responder por hechos ajenos 
sino únicamente por los hechos propios, suponiendo lo contrario una ruptura del 
principio de legalidad y de responsabilidad35. Ahora bien, la actual y vigente ley 
sí contempla como infracción el «incumplimiento de la obligación de prevenir la 
comisión de las infracciones administrativas por quiénes se hallen sujetos a una 
relación de dependencia o vinculación» (art. 28.4 LRJSP).

Por el contrario, la responsabilidad subsidiaria significa que aquellos 
sujetos responsables que no actúen de forma principal en la comisión de una 
infracción administrativa solo asumirán responsabilidad alguna cuando quienes 
estén obligados de manera principal, no puedan hacer frente al cumplimiento de 

35	 SSTS de 09/07/1994 (ECLI:ES:TS:1994:5298), de 16/05/1995 (ECLI:ES:TS:1995:2737), de 
26/01/1998 (ECLI:ES:TS:1998:372).
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dichas responsabilidades. Por tanto, la responsabilidad subsidiaria se configura 
como una obligación, que solo actúa si el sujeto principal no puede cumplir con 
las obligaciones impuestas36. Veamos los siguientes supuestos que se contemplan.

1.3.1. Supuestos de contratas y subcontratas

Los supuestos de contratas o subcontratas se dan en situaciones en las que, 
debido en principio a una dificultad o imposibilidad de asumir dicho servicio 
o actividad o por resultar antieconómico, una empresa (principal) en lugar de 
realizar por ella misma la actividad o servicio correspondiente, lo hace a través de 
una segunda empresa (contratista o subcontratista), obligándose a ejecutar la obra 
o servicio a cambio de un precio cierto y «beneficiándose aquella de la actividad 
realizada por los trabajadores» de la contratista o subcontratista. La regulación 
de la relación jurídica entre empresas contratantes y empresas contratistas la 
encontramos en el artículo 42 LET y su finalidad no es otra que garantizar la 
protección de los derechos de los trabajadores. Los supuestos de implicación de 
responsabilidad administrativa, es decir, de extensión de las sanciones a la empresa 
principal, sólo se producen en determinados supuestos tasados por la ley.

Siguiendo la regulación del art. 42.1 LET, los empresarios (empresa 
principal) que contraten o subcontraten con otros, la realización de obras o 
servicios correspondientes a la «propia actividad», serán responsables solidarios 
de las deudas que genere la empresa contratista o subcontratista con respecto a 
las cuotas de la Seguridad Social durante el periodo de la prestación de servicios. 
Esta responsabilidad solidaria será exigible durante los 3 años siguientes a la 
terminación de la contrata o subcontrata. Para evitar dicha responsabilidad, 
el empresario principal deberá, antes de contratar, comprobar que la empresa 
contratista o subcontratista se encuentre al corriente en el pago de las cuotas de 
Seguridad Social, solicitando a la TGSS una certificación negativa de descubiertos 
que debe ser expedida en un plazo de 30 días. Transcurrido este plazo, el empresario 
solicitante quedará exonerado de responsabilidad alguna, durante el periodo que 
dure la prestación del servicio, con respecto a los incumplimientos en materia de 
Seguridad Social (art. 42.2 LET).

El concepto de «propia actividad» hay que entenderlo referido a todas 
aquellas actividades del ciclo productivo que “se incorporan al producto o resultado 
final de la empresa o entidad comitente, tanto si son realizadas directamente 
como si son encargadas a una empresa contratista», con lo que el TS impone al 

36	 Definición derivada del art. 43 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria y de 
los arts. 118 a 121 CP.
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empresario principal una obligación específica de vigilancia en el cumplimiento de 
las obligaciones del contratista en materia de seguridad en el trabajo37.  

En materia de Seguridad Social, el empresario que contrate con otro (por 
razón de actividad o no) responderá, en todo caso, del cumplimiento de la obligación 
de cotizar durante el periodo de vigencia de la contrata, cuando el empresario 
secundario hubiese sido declarado insolvente (responsabilidad subsidiaria). Por 
lo que, a pesar de quedar liberado de la responsabilidad solidaria el empresario 
principal, bien por haber quedado exonerado al solicitar la certificación negativa 
o no tratarse de la misma actividad, o por haber transcurrido el plazo de los 3 
años, subsistirá la responsabilidad subsidiaria en caso de insolvencia (art. 168.1 
TRLGSS). Pues bien, en materia de asumir la responsabilidad de las infracciones 
en el orden social, habrá que aplicar el mismo tipo de criterio que afecta a la hora 
de asumir las obligaciones establecidas en la LET y en el TRLGSS. Por tanto, la 
responsabilidad establecida para asumir la obligación legal será la misma que para 
asumir la responsabilidad de los actos antijurídicos y de asumir, por tanto, las 
sanciones administrativas (art. 42.1 LISOS).

No habrá responsabilidad por los actos del contratista cuando la actividad 
contratada se refiera exclusivamente a la construcción o reparación que pueda 
contratar un cabeza de familia respecto de su vivienda, así como cuando el 
propietario de la obra o industria no contrate su realización por razón de una 
actividad empresarial (art. 42.2, 3º párrafo, LET).

Por su parte, el art. 23.2, párrafo 3º de la LISOS, establece que cuando los 
empresarios contraten o subcontraten obras o servicios correspondientes a la 
propia actividad, responderán solidariamente por determinadas infracciones muy 
graves cometidas por sus empresas contratistas y subcontratistas durante el periodo 
de vigencia de la contrata como son dar ocupación a beneficiarios o solicitantes de 
pensiones o prestaciones de la Seguridad Social cuyo disfrute sea incompatible con 
la realización de un trabajo por cuenta ajena cuando no se les haya dado de alta 
previamente al inicio de la actividad.

Además, y sin perjuicio del art. 43.3 LISOS las empresas responderán 
solidariamente de la devolución de las cantidades cobradas indebidamente por el 
trabajador en los siguientes casos (art. 23.2 2º párrafo LISOS):

a)	 Cuando se dé ocupación como trabajadores a beneficiarios o solicitantes 
de pensiones u otras prestaciones periódicas de la Seguridad Social, cuyo 

37	 Por todas [SSTS de 09/07/2025 (N.º Rec.: 5381/2023), de 26/09/2023 (N.º Rec.: 3184/2022), 
de 06/07/2022 (N.º Rec.: 2103/2021)].
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disfrute sea incompatible con el trabajo por cuenta ajena, cuando no se les 
haya dado de alta en la Seguridad Social con carácter previo al inicio de su 
actividad.

b)	 Cuando se falseen documentos o datos o se efectúen declaraciones falsas para 
que los trabajadores obtengan o disfruten fraudulentamente prestaciones, así 
como la connivencia con sus trabajadores o con los demás beneficiarios para 
la obtención de prestaciones indebidas o superiores a las que procedan en 
cada caso, o para eludir el cumplimiento de las obligaciones que a cualquiera 
de ellos corresponda en materia de prestaciones.

c)	 Cuando se incremente de manera indebida la base de cotización del 
trabajador con el objeto de provocar un aumento en las prestaciones que 
correspondan o cuando se simule la contratación laboral para la obtención 
indebida de prestaciones.

En las infracciones donde los empresarios, las entidades de formación o 
aquellas que asuman la organización de las acciones formativas programadas por 
las empresas que incurran en el falseamiento de documentación o datos o en la 
simulación de la ejecución de la acción formativa, incluida la tele formación para 
la obtención o disfrute indebido de bonificaciones a las cotizaciones del sistema 
de Seguridad Social en materia de formación profesional para el empleo, así como 
los solicitantes o beneficiarios de subvenciones y ayudas públicas, responderán 
solidariamente de la devolución de las cantidades disfrutadas de forma indebida 
por cada acción formativa (art. 23.2 4º párrafo LISOS).

Con respecto al pago del recargo de prestaciones económicas, para el caso 
de que no se hayan adoptado las normas legales previstas por el ordenamiento 
laboral en materia de seguridad y salud de los trabajadores, la empresa contratista 
o subcontratista responderá solidariamente con la empresa principal del pago del 
recargo de prestaciones económicas por los accidentes laborales o enfermedades 
profesionales que puedan sufrir sus trabajadores cuando realizaban la prestación 
laboral en el centro de trabajo de esta última (art. 42.3, primer párrafo LISOS).

En cuanto a las obligaciones de naturaleza salarial, el empresario principal 
responderá solidariamente durante el año siguiente a la finalización del encargo 
por aquellas obligaciones contraídas por los contratistas y subcontratistas con sus 
trabajadores (art. 42.2, 2º párrafo, LET). 

El art. 42.3 LISOS establece que la empresa principal responderá 
solidariamente con sus contratistas y subcontratistas, durante el periodo de la 
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contrata del cumplimiento de la LPRL, en materia de coordinación de actividades 
empresariales (art. 24 LPRL), en relación con los trabajadores que estos últimos 
ocupen, siempre que la contratación se refiera a la propia actividad de la empresa 
principal y la infracción se haya producido en el centro de trabajo de la empresa 
principal.

1.3.2. Supuestos de desplazamiento de trabajadores en el marco de una 
prestación de servicios transnacional

En estos supuestos los cargadores, en el marco de una actividad empresarial 
que contraten la realización de transportes de forma habitual, los transportistas, 
los operadores de transporte y los intermediarios del transporte de viajeros 
responderán solidariamente de las infracciones cometidas en lo que se refiere a la 
obligación de comunicar el desplazamiento en la forma prevista por el art. 22.1 de 
la Ley 45/1999, de 29 de noviembre, sobre el desplazamiento de trabajadores en el 
marco de una prestación de servicios transnacional38.

1.3.3. Supuestos de cesión ilegal de trabajadores

Los empresarios, cedente y cesionario, que infrinjan las reglas establecidas 
para la cesión legal de trabajadores responderán solidariamente de las obligaciones 
contraídas con los trabajadores y con la Seguridad Social, sin perjuicio de las demás 
responsabilidades, incluso penales, que procedan por dichos actos (art. 43.1 LET).

1.3.4. Supuestos de sucesión empresarial

La regulación de este supuesto de responsabilidad concurrente se encuentra 
en los arts. 44 LET y 142.1 y 168.2, párrafo 1º TRLGSS. Mediante la sucesión 
empresarial, la empresa o unidad productiva, experimenta un cambio de titular. 
Dicha circunstancia no extinguirá por sí misma la relación laboral quedando 
el nuevo empresario subrogado en los derechos y obligaciones laborales y de 
Seguridad Social del anterior, incluyendo los compromisos de pensiones y cuantas 
obligaciones en materia de protección social complementaria hubiere adquirido el 
cedente (art. 44.1 LET). Para que se produzca un supuesto de sucesión de empresas, 
deben darse los siguientes elementos (art. 44.2 LET): 

a)	 Un elemento subjetivo, que sería el cambio de titularidad de la empresa. 
Este cambio de titularidad puede producirse a través de un negocio jurídico 
(compraventa, arrendamiento, etc.), o bien se puede llevar a cabo a través de 
otras operaciones mercantiles no transparentes. 

38	 BOE N.º 286, de 30/11/1999.
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b)	 Un elemento objetivo, es decir, el traspaso efectivo del conjunto de elementos 
productivos que permite la continuidad de la actividad empresarial (es decir, 
las máquinas y todos los elementos que permiten la continuidad).

c)	 El tracto directo, es decir, el paso del negocio de un titular a otro sin solución 
de continuidad. A efectos de aplicación del art. 44 LET, un indicio importante 
para apreciar la existencia de este tracto directo será el paso de trabajadores 
de una empresa a otra.

En el ámbito de la fusión de empresa por absorción, conforme a la Directiva 
2009/109/CE, se trasmite a la empresa absorbente las obligaciones pendientes de 
cumplir por la empresa absorbida o, en el caso que dirimió la STJUE de 5 de marzo 
(asunto C-343/13), la multa que se generó con posterioridad a la absorción por los 
incumplimientos que había llevado a cabo la sociedad absorbida con anterioridad 
a la operación mercantil (ap. 35).

En cuanto a las consecuencias jurídicas de la sucesión empresarial, en 
las transmisiones inter vivos, tanto cedente como cesionario responderán 
solidariamente por las obligaciones salariales y de Seguridad Social anteriores a 
la transmisión no satisfechas en su momento, siendo exigible durante los 3 años 
siguientes a la transmisión patrimonial. Esta responsabilidad solidaria se extenderá 
a las obligaciones no satisfechas y producidas con posterioridad a la transmisión 
cuando ésta fuese declarada delito (art. 44.3 LET). En materia de Seguridad Social, 
el adquirente responderá solidariamente con el anterior o con sus herederos del 
pago de las prestaciones causadas antes de la sucesión empresarial (art. 168.2 
TRLGSS). Advierte el precepto que vía reglamentaria se regulará la expedición de 
certificados que impliquen la evitación de la responsabilidad para los adquirentes. 
El cedente y el cesionario también responderán solidariamente de las obligaciones 
nacidas con posterioridad a la transmisión, cuando la cesión fuese declarada delito.

Para los casos en los que el empresario fuese una sociedad o entidad disuelta 
y liquidada, sus obligaciones de cotización pendientes se transmitirán a los socios 
o partícipes del capital que responderán de manera solidaria y hasta el límite del 
valor de la cuota de liquidación adeudada (art. 142.1, párrafo 4º TRLGSS).

1.3.5. Los grupos de empresas y las UTE

Los grupos de empresas están cada vez más extendidos en las relaciones 
empresariales y su conformación obedece fundamentalmente a criterios de 
índole comercial y de flexibilidad en el funcionamiento empresarial. Los grupos 
de empresas se pueden definir como el conjunto de empresas que operan como 
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una interrelación económica y financiera. También se caracterizan por llevar una 
gestión homogénea y, en la mayoría de los casos, presentan una apariencia externa 
de unidad empresarial. Además, según el art. 42.1 del Código de Comercio, una 
de las sociedades debe ostentar el control del resto, calificadas como dependientes.

El régimen de responsabilidades entre las distintas empresas que forman 
grupo no ha sido previsto por la Ley, sino que ha sido la propia jurisprudencia la 
que ha venido estableciendo la responsabilidad solidaria por deudas salariales y 
de Seguridad Social entre todas las empresas del grupo. No obstante, en este caso, 
no es posible la comunicación de responsabilidad administrativa ya que no está 
prevista legalmente.

Por último, las uniones temporales de empresas (UTE) para la realización 
de un proyecto común, carecen de personalidad jurídica y, por tanto, de no estar 
clara la responsabilidad de algunos de sus componentes, también se podría aplicar 
el criterio de la responsabilidad solidaria.

1.3.6. Las empresas de trabajo temporal (ETT) y las empresas usuarias

La cesión ilegal de trabajadores es, en sí misma, una infracción legal (art. 43 
ET) que genera responsabilidades en materia laboral y de Seguridad Social de los 
empresarios implicados. La responsabilidad administrativa se tipifica en el artículo 
8.2 LISOS como infracción muy grave en materia de relaciones laborales y alcanza 
a los sujetos o empresarios que intervengan en tal práctica, que responderán por 
ello conjuntamente de la infracción cometida (art. 42.1 LISOS). En los casos de 
cesión temporal de mano de obra a título amistoso o no lucrativo la responsabilidad 
tendrá naturaleza solidaria entre cedente y cesionario, en materia de pago de 
prestaciones de Seguridad Social causadas antes de la cesión de trabajadores (art. 
168.2 TRLGSS).

La única situación donde nuestro ordenamiento jurídico concede la legalidad 
a la cesión de trabajadores es cuando la empresa que contrata a los trabajadores 
se encuentra autorizada como ETT. Las empresas de trabajo temporal tienen una 
regulación específica en la Ley 14/1994, de 1 de junio39, (en adelante, LETT) y 
realizan una labor de puesta a disposición de trabajadores a otras empresas usuarias 
a través de un contrato de puesta a disposición. La distribución de obligaciones 
entre ETT y empresa usuaria se desenvuelve del siguiente modo:

Corresponde a la ETT (art. 12 LETT):

a)	 Contratar al trabajador.
39	 BOE N.º 131, de 02/06/1994.
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b)	 Abonar el salario.

c)	 Dar de alta al trabajador en el sistema de Seguridad Social.

d)	 Dar la formación suficiente al trabajador, en materia de prevención de riesgos 
laborales, sobre el puesto de trabajo para el que haya sido contratado. 

Corresponde a la empresa usuaria (art. 16 LETT):

a)	 Informar al trabajador sobre los riesgos del trabajo en concreto a desarrollar.

b)	 Deberá proporcionar la protección debida al trabajador en materia de 
seguridad y salud laboral durante todo el tiempo que dure el contrato de 
puesta a disposición y respecto del centro de trabajo de la empresa usuaria. 

Además de este cuadro de responsabilidades, que podemos denominar, 
responsabilidades generales de las ETT y de las empresas usuarias, podemos decir 
que la LISOS, contempla o introduce un cuadro específico de infracciones (arts. 18 y 
19 LISOS) en las que pueden cometer o incurrir tanto empresas de trabajo temporal 
como empresas usuarias en su condición de tales. En principio, cada empresa (ETT 
y empresa usuaria) es responsable de sus infracciones, aunque la LISOS también 
nos remite al art. 16.3 LETT en supuestos de concurrencia responsable en materia 
salarial. Este precepto establece una responsabilidad subsidiaria por parte de la 
empresa usuaria, sin embargo, no solo contempla las obligaciones salariales sino 
también las de Seguridad Social contraídas durante la vigencia de los contratos 
de puesta a disposición, así como de la indemnización derivada de la extinción 
del contrato de trabajo. Esta responsabilidad se volverá solidaria si a la hora de 
llevar a cabo el contrato de puesta a disposición se incumpliese lo dispuesto en los 
arts. 6 y 8 LETT. Sin perjuicio de esto, y con respecto al pago de las prestaciones 
causadas con anterior a la cesión de trabajadores, la responsabilidad que se genera 
será solidaria entre empresa cedente y cesionaria (ETT y usuaria).

En materia de prevención de riesgos laborales, la empresa usuaria es 
responsable de las condiciones de ejecución del trabajo en todo lo relacionado con 
la protección de la seguridad y salud de los trabajadores, así como del recargo de 
prestaciones económicas del sistema de Seguridad Social que puedan fijarse en caso 
de accidente de trabajo durante la vigencia del contrato de puesta a disposición y 
mientras se presten servicios en su centro de trabajo (art. 42.3 LISOS y 28.5 LPRL). 
En cuanto al recargo de prestaciones, entendemos que la responsabilidad debería 
estar conectada al principio de culpabilidad devengándose solo en los supuestos 
de incumplimiento de obligaciones legales en materia de seguridad y salud en el 
trabajo por parte de la empresa usuaria habiendo producido como consecuencia de 
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ello el fatal accidente de trabajo o manifestado la enfermedad profesional. Por otro 
lado, son nulos y no producirán efecto alguno los pactos suscritos entre las empresas 
que tengan por objeto alterar la distribución de obligaciones y responsabilidades 
establecidas por la LPRL y la LISOS [art. 42.3 LISOS].
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Capítulo III

LOS ÓRGANOS ADMINISTRATIVOS DE CONTROL DE 
LAS NORMAS LABORALES: EL ORGANISMO ESTATAL 
INSPECCIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL

I. LA INSPECCIÓN DE TRABAJO Y SU EVOLUCIÓN 
HISTÓRICA

La Inspección de Trabajo y de Seguridad Social es el fruto del devenir 
histórico, complejo, y donde poco a poco ha ido configurándose hasta llegar a la 
estructura y organización actual. Así, a finales del S. XIX, surge la necesidad de 
proteger a la población más vulnerables como eran por ejemplo los menores (Ley 
Benot)40, siendo los Jurados Mixtos41, presididos por un juez municipal, los que 
venían ejerciendo la vigilancia sobre su cumplimiento.

La Inspección de Trabajo fue creada por el Reglamento de 1 de marzo 
de 190642 con el objeto de abordar, de modo definitivo, una serie de situaciones 
que hasta estos momentos venían recayendo sobre los gobiernos municipales o 

40	 Ley excluyendo a los niños y niñas menores de 10 años del trabajo en fábricas, talleres, 
fundiciones o minas, y fijando las horas de trabajo en las mismas (Gaceta de Madrid, N.º 209, 
de 28/07/1873).

41	 Los Jurados Mixtos de finales del siglo XIX eran organismos paritarios de conciliación y 
arbitraje formados por patronos y obreros y creados para mediar en la “cuestión social”, 
buscaban regular condiciones laborales, salarios y seguridad en fábricas y minas, aunque 
fueron considerados ineficaces por muchos movimientos obreros.

42	 Real Decreto aprobando el reglamento para el servicio de inspección del trabajo (Colección 
Legislativa de España, N.º 120 de 4 de marzo de 1906)
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provinciales o sobre las juntas de reformas sociales (locales o provinciales). Si 
bien es cierto que, desde la aprobación de la Ley de 13 de marzo de 1900, sobre el 
trabajo de mujeres y niños y de su Reglamento RD de 13 de noviembre de 190043, 
ya se hablaba de «la función inspectora» en los centros de trabajo, estas primeras 
previsiones quedaban alejadas de disponer estructura y organización consistentes. 
No sería pues, hasta la creación y articulación orgánica del Instituto de Reformas 
Sociales (IRS) en 1903 cuando se pudo contar con las instancias administrativas 
necesarias y apropiadas para poder dar sostén a la institución. Por tanto, en 1903, 
el IRS quedará al cargo de «cuidar de la ejecución de las leyes del trabajo» y de 
organizar los servicios de inspección. A raíz de esta inquietud por la mejora de las 
condiciones laborales sería cuando se aprobara el mencionado RD de 1 de marzo 
de 1906 que organizaría definitivamente el servicio de la Inspección de Trabajo 
en el IRS44, y que pondría su foco en la vigilancia de las leyes laborales vigentes 
como la Ley de accidentes de trabajo, de 30 de enero de 190045 o la Ley de descanso 
dominical, de 3 de marzo de 190446.

La evolución de la inspección de Seguros Sociales se inicia en 1921 con el 
Reglamento del Retiro Obrero47 que estableció, por primera vez, la obligación de 
las empresas de cotizar a un sistema de previsión social para sus trabajadores. Al 
objeto de controlar este nuevo sistema se crea la Inspección de Seguros Sociales, 
cuyo Reglamento data de 192148. En 1932, con el Reglamento de la Ley del 
Seguro de Accidentes49, se introduce un sistema de doble inspección, de modo 
que la Inspección de Seguros Sociales y la Inspección de Trabajo se repartían las 
competencias.

La Inspección de Trabajo experimentaría diversas reformas, siendo una de las 
más importantes la que llevó a cabo el Decreto de 9 de mayo de 1931 (completado 
por el Decreto de 23 de junio de 1932) cuyos fines fueron los siguientes. Por un 
lado, dar transposición a los acuerdos adoptados en la V Conferencia Internacional 

43	 Ley de 13 de marzo de 1900 fijando las condiciones del trabajo de las mujeres y los niños, 
Reglamento de 13 de noviembre de 1900 para la aplicación de la Ley de 13 de marzo de 1900 
acerca del trabajo de mujeres y de niños (Instituto de Reformas Sociales, 1907).

44	 Véase García Murcia, J. “La Inspección de Trabajo en España: unos cuantos trazos sobre su 
evolución histórica”. Revista del Ministerio de Empleo y Seguridad Social. Derecho del Trabajo 
– Ministerio de Empleo y Seguridad Social 128 (2017): 19.

45	 Gaceta de Madrid, N.º 31, de 31/01/1900.
46	 Instituto de Reformas Sociales, 1908
47	 Gaceta de Madrid del 23 de enero de 1921.
48	 Gaceta de Madrid, N.º 208, de 27/07/2021.
49	 Gaceta de Madrid, N.º 286, de 12/10/1932.
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del Trabajo (Ginebra, 1923). Por otro lado, pretendía «acomodar» las estructuras 
y las funciones de la Inspección de Trabajo a las nuevas necesidades laborales al 
objeto de lograr alcanzar «la más completa eficacia» del servicio de la inspección, 
tras la reorganización de las estructuras territoriales que llevó a cabo la Ley de 12 
de mayo de 1932.

Tras la finalización de la Guerra Civil Española, la Ley de 15 de diciembre 
de 193950 supuso una concentración de la función inspectora en los funcionarios 
del Servicio Público de Inspección de Trabajo que se encontraba adscrito a la 
Administración Laboral, suprimiéndose todas otras competencias de inspección 
que con anterioridad estuviesen atribuidas a otras instancias u organismos oficiales, 
como fueron las comisiones mixtas de trabajo (años 20) o los jurados mixtos 
(durante la Segunda República). También esta Ley unificó todos los servicios de 
inspección en materia de legislación social (Inspección de Trabajo, Inspección de 
Seguros Sociales e Inspección de Emigración, esta última creada en 1907) y cuyas 
competencias quedarían encomendadas al «Cuerpo Nacional de Inspección de 
Trabajo» que creó la propia Ley de 1939. Esta determinación de la ley provocaría 
la disolución de los anteriores cuerpos de funcionarios y la apertura de un nuevo 
proceso de reajuste y escalas y de reasignación y confirmación de destinos con el 
objeto de quiénes ya ostentaban la condición de funcionario se pudieran integrar 
en la nueva organización51.

La Ley 39/196252 llevó a cabo una nueva ordenación legal de la Inspección 
de Trabajo tratando de hacer frente a los cambios socioeconómicos que se estaban 
produciendo en la época del aperturismo comercial y los planes de desarrollo 
en pleno régimen franquista. El aumento del número y de la dimensión de las 
empresas españolas, el incremento de la población activa y la puesta en marcha 
de un Plan Nacional de Seguridad Social hizo que la ley de 1962 se enfocara en 
ampliar los cometidos de la Inspección de Trabajo, sin perjuicio del cumplimiento 
de las exigencias derivadas del Convenio OIT N.º 81 que España ratificaría en el 
año 1960. La Ley 39/1962 experimentaría su desarrollo reglamentario a través del 
Decreto 2121/1971, de 23 de julio, quién se iba a ocupar de aspectos organizativos 
y de personal y del Decreto 2122/1971, de 23 de julio que se ocuparía del alcance y 
desarrollo de la labor inspectora.

50	 BOE N.º 363, de 29/12/1939.
51	 Véase García Murcia, J. “La Inspección de Trabajo…, op. Cit., pág. 20.
52	 Ley 39/1962, de 21 de julio, sobre ordenación de la Inspección de Trabajo (BOE N.º 175, de 

23/07/1962).
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La Ley 30/1984 que reformó la Función Pública53, renombró al organismo 
como Inspección de Trabajo y Seguridad Social, estructurándolo en un Cuerpo 
de inspectores y en otro de Subinspectores (estos últimos denominados hasta este 
momento como Controladores Laborales).

La siguiente norma que regularía la ordenación legal de la Inspección 
de Trabajo no llegaría hasta el año 1997 mediante la Ley 42/1997, de 14 de 
noviembre54, que trataría de adaptar el organismo al nuevo sistema constitucional 
con el reconocimiento de las autonomías y el posible reparto de competencias de 
carácter ejecutivo.

La Inspección de Trabajo quedaría afectada por las distintas reformas 
introducidas tanto en la normativa laboral como social y en 2015 volvió a 
experimentar una nueva regulación instrumentada mediante la Ley 23/2015, de 
21 de julio (LITSS) y con la que se quería cumplir tres objetivos: modernizar el 
marco regulador anterior, mejorar el proceso de «modernización y tecnificación» 
del servicio prestado y potenciar ciertas funciones complementarias como serían 
la de información, asistencia técnica y mediación en conflictos laborales. Como ha 
señalado la doctrina, con la LITSS se pretendió potenciar el papel de la Inspección 
de Trabajo llevándolo más allá de la tradicional misión de controlar y vigilar el 
cumplimiento de la normativa laboral para asumir un papel de «armonizador de las 
relaciones laborales»55 y cuyo desarrollo reglamentario se llevará a cabo a través del 
RD 138/2000, de 4 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de Organización 
y Funcionamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social (RITSS)56.

II. EL SISTEMA DE INSPECCIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL

Por Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social (SITSS) se entiende 
«el conjunto de principios legales, normas, órganos, personal y medios materiales, 
(…) que contribuyen al adecuado cumplimiento» de los objetivos encomendados 
por la LITSS (art. 1.1 LITSS).

En este sentido, el SITSS es un servicio de carácter público cuyo objetivo 
es vigilar que las normas pertenecientes al orden social se cumplan y en caso de 
53	 Ley 30/1984, de 2 de agosto, de medidas para la reforma de la Función Pública (BOE N.º 185, 

de 03/08/1984).
54	 Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 

(BOE N.º 274, de 15/11/1997).
55	 Véase García Murcia, J. “La Inspección de Trabajo en España…, op. Cit., pág. 22.
56	 BOE N.º 40, de 16/02/2000.
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existencia de incumplimientos, establecer las responsabilidades correspondientes. 
También se encontrará dentro de sus cometidos el asesoramiento y, cuando lo fuese 
necesario, la conciliación, la mediación y el arbitraje en cuestiones del orden social 
(art. 1.2 LITSS).

1. Principios ordenadores del Sistema de Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social

El SITSS se ordena para su organización y funcionamiento bajo el 
cumplimiento de los siguientes principios (art. 2 LITSS):

a)	 Eficacia y calidad en la prestación del servicio a los ciudadanos.

b)	 Una concepción única e integral del sistema por la que se garantiza un 
funcionamiento cohesionado, mediante la coordinación, cooperación y 
participación de las diferentes administraciones públicas.

c)	 Unidad de función y de actuación inspectora en todas las materias del orden 
social.

d)	 Imparcialidad, objetividad e igualdad de trato y no discriminación en el 
ejercicio de la función inspectora.

e)	 Reserva exclusiva de la función inspectora, en el orden social, a los 
funcionarios del Cuerpo Superior de Inspectores de Trabajo y Seguridad 
Social y del Cuerpo de Subinspectores Laborales.

f)	 Organización y desarrollo de la actividad conforme a los principios de 
trabajo programado y en equipo.

g)	 Ingreso y convocatoria únicos en los Cuerpos Nacionales de Inspectores de 
Trabajo y Seguridad Social y de Subinspectores Laborales, mediante procesos 
selectivos unitarios de carácter estatal.

h)	 Movilidad entre las administraciones públicas en los procesos de provisión 
de puestos de trabajo para funcionarios de los Cuerpos nacionales del 
Sistema de Inspección.

i)	 Se admite la participación institucional de las organizaciones sindicales y 
empresariales más representativas respecto del conjunto de las funciones 
atribuidas al Sistema.
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2. Ámbito personal

La función del SITSS será desempeñada por funcionarios pertenecientes 
al Cuerpo Superior de Inspectores de Trabajo y Seguridad social y del Cuerpo 
de Subinspectores Laborales (arts. 3.1 LITSS y 4.1 RITSS). Ambos Cuerpos son 
funcionarios de carrera de nivel técnico superior y tienen habilitación nacional. Su 
situación jurídica y condiciones del servicio prestado garantizan la independencia 
técnica, objetividad e imparcialidad que establecen los Convenios 81 y 129 de la 
OIT (art. 3.1 LITSS).

Los funcionarios de carrera pertenecientes al Cuerpo de Subinspectores 
Laborales están facultados para ejercer funciones inspectoras y competencias, 
siempre bajo la dirección y la supervisión técnica de un Inspector de Trabajo y 
Seguridad Social, responsable de la unidad, grupo o equipo al que estén adscritos 
(art. 14.1 LITSS).

Los funcionarios del Cuerpo Superior de Inspectores de Trabajo y Seguridad 
Social pertenecen al grupo A, subgrupo A1 y los del Cuerpo de Subinspectores 
Laborales, al grupo A, subgrupo A2, según las previsiones establecidas en el RD 
Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley del Estatuto Básico del Empleado Público57 (art. 3.2 LITSS).

El Cuerpo de Subinspectores Laborales contará con dos escalas especializadas 
(art. 3.3 LITSS):

a)	 Escala de empleo y seguridad social.

b)	 Escala de seguridad y salud laboral.

También quedará adscrito al SITSS todo el personal de nivel superior, 
técnico, administrativo y subalterno que sea necesario para el desarrollo de la 
asistencia técnica y el apoyo administrativo que necesita la función inspectora y el 
funcionamiento de los servicios (art. 5 RITSS).

3. Ámbito funcional

El art. 12 LITSS establece las funciones que puede desarrollar el SITSS y las 
agrupa en 3 bloques: de vigilancia y exigencia del cumplimiento de la normativa 
laboral, de asistencia técnica y de conciliación, mediación y arbitraje:

a)	 Vigilancia y exigencia del cumplimiento de las normas legales, reglamentarias 
y del contenido de los acuerdos y convenios colectivos. En el ejercicio de 

57	 BOE N.º 261, de 31/10/2015
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corrección de cualquier incumplimiento en el orden social, el OEITSS podrá 
promover acciones de requerimientos, advertencias, etc., en situaciones 
en las que, teniendo un carácter leve, la corrección sobre la marcha del 
incumplimiento tenga mayor efectividad que iniciar un procedimiento 
sancionador. En caso contrario, iniciar directamente el procedimiento 
sancionador mediante el levantamiento del acta de infracción y, en los casos 
de deudas con el sistema de Seguridad Social, el levantamiento de un acta de 
liquidación. La vigilancia y el control de las normas laborales se dan en los 
siguientes ámbitos:

1.	 Sistema de relaciones laborales:

i.	 Normas en materia de relaciones laborales (tanto individuales como 
colectivas).

ii.	 Normas sobre la protección, los derechos y las garantías de los 
representantes de los trabajadores.

iii.	Normas en materia de tutela y promoción de la igualdad de trato ante 
la Ley y no discriminación en el trabajo.

iv.	 Normas en materia de desplazamiento de trabajadores en una 
prestación transnacional de servicios.

2.	 Prevención de riesgos laborales:

i.	 Normas en materia de prevención de riesgos laborales.

ii.	 La investigación de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales 
producidos.

3.	 Sistema de la Seguridad Social:

i.	 Normas en materia de campo de aplicación, inscripción, afiliación, 
altas y bajas de trabajadores, cotización y recaudación de cuotas del 
Sistema de la Seguridad Social.

ii.	 Normas sobre obtención y disfrute de las prestaciones del sistema de 
Seguridad Social, así como de los sistemas de mejoras voluntarias de 
la acción protectora de la Seguridad Social.

iii.	Normas sobre Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social y sobre 
otras formas de colaboración en la gestión de la Seguridad Social, así 
como la inspección de la gestión y funcionamiento de las entidades 
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y empresas que colaboran en la misma o en la gestión de otras 
prestaciones o ayudas de protección social.

iv.	 El ejercicio de la inspección de la Seguridad Social por el Ministerio 
de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social, de conformidad con lo 
establecido en el art. 5.2 d) del TRLGSS.

4.	 Empleo:

i.	 Normas en materia de colocación y empleo.

ii.	 Control de la aplicación de las subvenciones, ayudas de fomento 
del empleo o de programas de apoyo a la creación de empleo o a la 
formación profesional para el empleo.

iii.	Normas en materia de formación profesional para el empleo.

iv.	 Normas en materia de empresas de trabajo temporal y agencias de 
colocación.

5.	 Migraciones:

i.	 Normas en materia de movimientos migratorios.

ii.	 Normas en materia de trabajo de extranjeros.

6.	 Cooperativas y otras fórmulas de economía social, así como a las 
condiciones de constitución de sociedades laborales.

b)	 De asistencia técnica. La ley destaca también el servicio público que el OEITSS 
puede prestar tanto a trabajadores como a empleadores u otras instituciones 
más allá de su papel castigador. Así, durante las visitas de los funcionarios del 
OEITSS a los centros de trabajo o en las comparecencias en sede inspectora 
de los administrados, los funcionarios del OEITSS pueden desarrollar tareas 
de orientación al objeto de adecuar la conducta a la legalidad vigente. No hay 
que olvidar que el OEITSS pone a disposición de la población la publicación 
de una serie de información como van a ser las Guías de Actuación en PRL 
o los diferentes Criterios Técnicos58, documentos cuya finalidad es informar 
sobre el modo de operar de los funcionarios del OEITSS en determinadas 
materias, contribuyendo de este modo al reforzamiento de la seguridad 
jurídica y a la promoción de un cumplimiento más eficaz de la normativa 
laboral. Del mismo modo, también presta asesoramiento técnico a otros 
organismos como van a ser la TGSS, el INSS o el SEPE cuando estos lo 

58	 Véase: https://oeitss.gob.es/informacion-y-normativa/documentacion
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necesiten, al mismo tiempo que no es infrecuente la petición de informes, 
por parte de jueces y magistrados al OEITSS, a la hora de esclarecer los 
hechos de cualquier investigación judicial. En este sentido, las acciones a 
desarrollar pueden ser las siguientes:

1.	 Dar información y asistencia técnica a las empresas, cuando se ejerza la 
función inspectora, con el objeto de facilitar un mejor cumplimiento de 
las normas del orden social.

2.	 Proporcionar información y asistencia a los trabajadores y a sus 
representantes en cuestiones como la comunicación de los resultados 
y consecuencias de la actuación inspectora en los casos donde se haya 
producido denuncia, por parte de los mismos, e indicarles las vías 
administrativas o judiciales para la satisfacción de sus derechos, cuando 
hayan sido afectados por incumplimientos empresariales.

3.	 Informar, asistir y colaborar con otros órganos de las administraciones 
públicas respecto a la aplicación de normas del orden social.

c)	 De conciliación, mediación y arbitraje. Si bien no constituyen las labores de 
conciliación, mediación y arbitraje las funciones más frecuentes dentro de la 
actividad ordinaria del OEITSS, el organismo pone al servicio de las partes 
implicadas en conflictos de naturaleza laboral, sindicatos y patronal su 
conocimiento técnico y su posición de imparcialidad al objeto de contribuir 
a la resolución de dichos conflictos mediante la consecución de acuerdos:

1.	 Realizar acciones de conciliación y mediación en huelgas y otros conflictos 
cuando las partes acepten.

2.	 Realizar acciones de arbitraje en huelgas y otros conflictos laborales, en 
los supuestos legalmente establecidos o cuando las partes expresamente 
lo soliciten.

Estas funciones de conciliación, mediación y arbitraje se desarrollarán 
sin perjuicio de las facultades atribuidas a los órganos instaurados por los 
sistemas de solución de conflictos laborales.

4. Ámbito material

El ámbito material de actuación de los funcionarios del SITSS se extiende 
a los sujetos, entidades, centros, lugares y medios a que se refiere el art. 19 LITSS 
(art. 2.2 RITSS), es decir, la actuación del SITSS se extenderá a las personas físicas 
y jurídicas, tanto públicas como privadas, a las comunidades de bienes u otras 
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entidades sin personalidad jurídica en cuanto sean sujetos obligados o responsables 
del cumplimiento de las normas en el orden social. Dicha actuación se ejercerá en 
(art. 19.1 LITSS):

a)	 Las empresas, en centros de trabajo y, en definitiva, en cualquier lugar donde 
se ejecute una actividad laboral, incluidas las administraciones públicas y 
las entidades de Derecho Público. La actuación del SITSS también se podrá 
ejercer en locales, viviendas, u otros lugares habilitados, aun cuando no se 
encuentren en las empresas, centros y lugares de trabajo en que se ejecute 
la prestación laboral, en los que residan, se alojen o puedan permanecer 
los trabajadores por razón de su trabajo durante los períodos de descanso, 
y hayan sido puestos a disposición de los mismos por el empresario, en 
cumplimiento de una obligación prevista en una norma legal, convenio 
colectivo o contrato de trabajo.

b)	 Los vehículos y los medios de transporte en los que se preste trabajo como, 
por ejemplo, trenes, aviones o aeronaves civiles, así como sus instalaciones 
y explotaciones auxiliares o complementarias en tierra que sirvan para su 
servicio. Los buques de pabellón español de la marina mercante y los buques 
de pabellón español de pesca que se hallen en puertos de territorio español o en 
aguas donde España ejerza su soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, 
así como las instalaciones y explotaciones auxiliares o complementarias para 
el servicio de estos que se hallen en territorio español.

c)	 Los puertos y aeropuertos, vehículos y puntos de salida, escala y destino, 
en lo relativo a los viajes de emigrantes e inmigrantes, sin perjuicio de lo 
establecido en el apartado 1 como centros de trabajo.

d)	 Las entidades y empresas colaboradoras en la gestión de la Seguridad Social 
(mutuas).

e)	 Entidades tanto público como privadas colaboradoras con las 
administraciones públicas en materia de protección y promoción social 
(SPEE, ETT).

f)	 Las sociedades cooperativas en relación con su constitución y funcionamiento 
y al cumplimiento de las normas en el orden social en relación con sus socios 
trabajadores o socios de trabajo.

g)	 Las sociedades laborales en cuanto a su calificación, sin perjuicio de lo 
establecido en su legislación correspondiente, aplicable a la materia.
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III. EL ORGANISMO ESTATAL INSPECCIÓN DE TRABAJO Y 
SEGURIDAD SOCIAL (OEITSS)

1. Naturaleza jurídica

El OEITSS es un organismo autónomo de los previstos en el art. 84.1 a) 1º 
de la LRJSP y que se adscribe al Ministerio de Trabajo y Economía Social (arts. 
1.1., RD 192/201859 y 27.3 LITSS), a quién corresponde su dirección estratégica, 
su evaluación y su control de la eficacia (art. 1.4 RD 192/2018). Dicho organismo 
goza de personalidad jurídica propia, así como patrimonio y tesorería propios, 
autonomía de gestión y plena capacidad jurídica y de obrar (arts. 1.2 RD 192/2018 
y 27.1 LITSS).

A través de los órganos que integran su estructura, ejerce la vigilancia del 
cumplimiento de las normas del orden social y exige, a la vez, las responsabilidades 
oportunas, en caso de incumplimientos, así como el asesoramiento y, en su caso, la 
conciliación, la mediación y el arbitraje en dichas materias (art. 1.2 RD 192/2018).

2. Estructura territorial del OEITSS

Para desarrollar sus funciones, el OEITSS se despliega territorialmente en las 
siguientes unidades territoriales (art. 22 RD 192/2018):

a)	 Dirección Especial de Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

b)	 Dirección Territorial de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en cada 
comunidad autónoma.

c)	 Una Inspección Provincial de Trabajo y Seguridad Social en cada provincia 
y en las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla.

La Dirección Especial de Inspección tiene competencia para actuar en 
todo el territorio español, asumiendo funciones de coordinación y dirección en 
las actuaciones inspectoras que excedan del ámbito de una comunidad autónoma, 
así como las que versen sobre los entes, organismos o entidades que forman 
parte del sector público estatal, entre otras (arts. 24.1 RD 192/2018 y 28.1 LITSS). 
Puede desarrollar, de manera directa, inspecciones sobre empresas, mutuas, 
centros administrativos del Estado o sobre las entidades que colaboran de manera 
voluntaria con el sistema de Seguridad Social, así como intervenir en programas de 

59	 Real Decreto 192/2018, de 6 de abril, por el que se aprueban los estatutos del Organismo 
Autónomo Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social (BOE N.º 85, de 
07/04/2018).
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actuación, emitir informes a solicitud de la Administración General del Estado, así 
como ejecutar las funciones que le encomiende la dirección del OEITSS. 

Las acciones de coordinación se llevarán a cabo sobre las actuaciones de 
las Direcciones Territoriales e Inspecciones Provinciales, asumiendo su dirección 
técnica bajo el principio de unidad de acción y de criterio (art. 24.4 RD 192/2018), 
elaborando anualmente su programación de actuaciones.

Las Direcciones Territoriales, además de desarrollar las actuaciones propias 
de su competencia en el ámbito de cada comunidad autónoma, dirigen y coordinan 
las actuaciones de las Inspecciones Provinciales, dentro del territorio de cada 
comunidad autónoma (art. 27.1 RD 192/2018). Constituyen la unidad administrativa 
de destino de los funcionarios a nivel autonómico, disponiendo para ello de 
capacidad organizativa, funcional, operativa y de gestión presupuestaria suficiente 
para asegurar una gestión integral de las funciones de inspección dentro de cada 
comunidad autónoma. La sede de la Dirección Territorial se ubicará donde se sitúe 
la capital autonómica salvo que, por acuerdo entre administraciones autonómica y 
estatal, se decida otra cosa (art. 27.2 RD 192/2018). En cada comunidad autónoma 
habrá una Comisión Operativa Autonómica de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, coordinada por el titular de la Dirección Territorial (art. 34.1 LITSS). En las 
comunidades autónomas uniprovinciales, tanto el dispositivo inspector como sus 
servicios administrativos serán comunes y tendrán una misma estructura para la 
Dirección Territorial y para la Inspección Provincial (arts. 27.3 RD 192/2018).

En cada provincia y en las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla habrá una 
Inspección Provincial que asumirá el ejercicio de la función inspectora (art. 29.1 RD 
192/2018). Tanto en las Islas Baleares como en las Islas Canarias, su organización 
y dotación presupuestaria dependerá y responderá a las peculiaridades que exija la 
insularidad. Cada Inspección Provincial va a depender, orgánicamente, del director 
del organismo y funcionalmente, de la autoridad de la Administración competente. 
Los Jefes de las Inspecciones Provinciales dirigen y organizan las actuaciones del 
OEITSS en la provincia, bajo la coordinación del Director Territorial y serán 
designados de entre los inspectores de trabajo con más de 5 años de servicio en 
puestos de la estructura central o territorial.

3. Las Unidades Especializadas de Inspección

Las Unidades Especializadas de Inspección (en adelante, UEI) se integran 
en los tres niveles de división territorial, anteriormente explicados, pudiéndose 
estructurar en áreas funcionales de inspección y adaptándose a las circunstancias 
de cada territorio. En el ámbito autonómico se constituirán UEI en materia de 
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Seguridad y Salud Laboral, Relaciones Laborales y Medidas de Igualdad (art. 31.1 
RD 192/2018).

Tanto en la Dirección Especial como en las Direcciones Territoriales y en las 
Inspecciones Provinciales, conforme a las circunstancias de cada nivel territorial, 
existirán UEI en las áreas funcionales propias de la Oficina Nacional de Lucha 
contra el Fraude, correspondiéndole competencias en materia de procedimientos 
sancionadores y expedientes liquidatorios por cuotas de la Seguridad Social y 
conceptos de recaudación conjunta iniciados por el OEITSS (art. 32 RD 192/2018).

4. Los Equipos de Inspección

Los Equipos de Inspección conforman la estructura más básica de las 
acciones inspectoras cuyos principios fundamentales son el de especialización y el 
de unidad de función y de acto, en los términos recogidos en el art. 2 c) LITSS (art. 
33.1 RD 192/2018).

Los Equipos de Inspección, en el desarrollo integral de su actividad 
inspectora ordinaria contarán con inspectores y subinspectores especializados 
en las distintas áreas funcionales (art. 33.2 RD 198/2018). Estos equipos estarán 
bajo la dependencia del Jefe de la Inspección Provincial (art. 33.3 RD 198/2018). 
Al frente de cada equipo se colocará un Inspector de Trabajo y Seguridad Social 
quién asumirá la dirección técnica y funcional y ejercerá el control e impulsará su 
actividad, bajo la dependencia del Jefe de la Inspección Provincial. El Inspector de 
Trabajo y Seguridad Social contará con los inspectores y subinspectores que se le 
asignen y con el personal administrativo de apoyo que corresponda (art. 33.5 RD 
198/2018).

Además, se podrán crear grupos de funcionarios para la atención de 
necesidades ocasionales. La Dirección Especial y las Direcciones Territoriales del 
Organismo también podrán disponer de los equipos de inspección para atender 
sus necesidades, conforme lo establecido anteriormente (art. 33.6 RD 198/2018).

5. Facultades del Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social

5.1. Las facultades y competencias de los funcionarios pertenecientes al 
Cuerpo Superior de Inspectores de Trabajo y Seguridad Social

En el ejercicio de sus funciones, los Inspectores de Trabajo y Seguridad 
Social tienen el carácter de autoridad pública y están autorizados para (arts. 13 
LITSS y 7 RITSS):
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a)	 Entrar libremente en cualquier momento y sin previo aviso en todo centro 
de trabajo, establecimiento o lugar sujeto a inspección y a permanecer en el 
mismo. Si el centro sometido a inspección coincidiese con el domicilio de una 
persona física, deberán obtener su expreso consentimiento o, en su defecto, la 
oportuna autorización judicial. Al efectuar una visita de inspección, deberán 
identificarse documentalmente y comunicar su presencia al empresario o a 
su representante o persona inspeccionada, a menos que consideren que dicha 
identificación y comunicación puedan perjudicar el éxito de sus funciones.

b)	 Hacerse acompañar en las visitas de inspección por la empresa o su 
representante, las personas trabajadoras, sus representantes y por las 
personas peritas y técnicas de la empresa o de sus entidades asesoras que 
estimen necesario para el mejor desarrollo de la función inspectora, así 
como por personas peritas o expertas pertenecientes a la Administración 
Pública española, de otros Estados Miembros de la Unión Europea y Estado 
signatarios del Acuerdo del Espacio Económico Europeo, de la Autoridad 
Laboral Europea u otras personas habilitadas oficialmente.

c)	 Practicar cualquier diligencia de investigación, examen, reconstrucción o 
prueba que consideren necesario y, en particular, para:

1.	 Requerir información, sólo o ante testigos, al empresario o al personal 
de la empresa sobre cualquier asunto relativo a la aplicación de las 
disposiciones legales, así como a exigir la identificación, o razón de su 
presencia, de las personas que se encuentren en el centro de trabajo 
inspeccionado.

2.	 Exigir la comparecencia del empresario o de sus representantes y 
encargados, de los trabajadores, de los perceptores o solicitantes de 
prestaciones sociales y de cualesquiera sujetos incluidos en su ámbito de 
actuación, en el centro inspeccionado o en las oficinas públicas designadas 
por el inspector actuante.

3.	 Examinar en el centro o lugar de trabajo todo tipo de documentación 
con trascendencia en la verificación del cumplimiento de la legislación 
del orden social, tales como: libros, registros, incluidos los programas 
informáticos y archivos en soporte magnético, declaraciones oficiales y 
contabilidad; documentos de inscripción, afiliación, alta, baja, justificantes 
del abono de cuotas o prestaciones de Seguridad Social; documentos 
justificativos de retribuciones; documentos exigidos en la normativa 
de prevención de riesgos laborales y cualesquiera otros relacionados 
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con las materias sujetas a inspección. El inspector está facultado para 
requerir la presentación de dicha documentación en las oficinas públicas 
correspondientes.

Cuando los libros, registros, documentos o información que el obligado 
deba conservar en relación con el cumplimiento de las obligaciones, 
propias o de terceros, establecidas en las normas del orden social, así como 
cualquier otro dato, informe, antecedente o justificante con trascendencia 
para la función inspectora, se conserven en soporte electrónico, deberá 
suministrarse en dicho soporte y en formato tratable, legible y compatible 
con los de uso generalizado en el momento en que se realice la actuación 
inspectora, cuando así fuese requerido.

4.	 Tomar o sacar muestras de sustancias y materiales utilizados o 
manipulados en el establecimiento, realizar mediciones, obtener 
fotografías, videos, grabación de imágenes, levantar croquis y planos, 
siempre que se notifique al empresario o a su representante y obtener 
copias y extractos de los documentos a que se refiere el apartado 3 c).

d)	 Adoptar, en cualquier momento del desarrollo de las actuaciones, las 
medidas cautelares que estimen oportunas y sean proporcionadas a su fin, 
para impedir la destrucción, desaparición o alteración de la documentación 
mencionada en el apartado anterior, siempre que no cause perjuicio de 
difícil o imposible reparación a los sujetos responsables o implique violación 
de derechos.

e)	 Proceder, en su caso, en cualquiera de las formas a que se refiere el art. 22 
LITSS.

Los hechos comprobados directamente por los funcionarios que ostenten la 
condición de Autoridad o de agentes de ella, contenidos en comunicaciones 
que se formulen en ejecución de lo establecido en los convenios o 
instrumentos indicados en el párrafo anterior, tras su valoración y calificación 
por el OEITSS, podrán ser aducidos como prueba en los procedimientos 
iniciados por esta y serán tenidos por ciertos, salvo prueba en contrario de 
los interesados (art. 16.9 2º párrafo LITSS).

5.2. Las facultades y competencias de los funcionarios pertenecientes al 
Cuerpo de Subinspectores Laborales

Los funcionarios del Cuerpo de Subinspectores Laborales están facultados 
para desarrollar las funciones inspectoras y ejercer las competencias atribuidas en 
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este apartado, bajo la dirección y supervisión técnica del Inspector de Trabajo y 
Seguridad Social responsable de la unidad, grupo o equipo al que estén adscritos, 
sin perjuicio de su dependencia de los órganos directivos del OEITSS (art. 14.1 
LITSS).

A ellos les corresponderá actuar en las siguientes materias, en los términos 
que se establezcan reglamentariamente (art. 14.2 LITSS):

a)	 La comprobación del cumplimiento en la contratación de las normas en 
materia de empleo, acceso al empleo, bonificaciones, subvenciones, ayudas 
y demás incentivos o medidas para el fomento del empleo o la formación 
profesional para el empleo.

b)	 La comprobación del cumplimiento de las normas que prohíben la admisión 
al trabajo a los menores de dieciséis años.

c)	 La comprobación del cumplimiento de la normativa sobre modalidades 
contractuales, contratos de duración determinada y temporales.

d)	 La comprobación del cumplimiento de las normas en materia de campo de 
aplicación, inscripción de empresas, afiliación, altas y bajas de trabajadores, 
cotización y recaudación del Sistema de la Seguridad Social, así como las de 
colaboración obligatoria de las empresas en la gestión de la Seguridad Social, 
y las de obtención, percepción y disfrute de prestaciones de la Seguridad 
Social, incluidas las de desempleo y las de cese de actividad.

e)	 La comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos por la 
normativa sobre trabajo de extranjeros en España. 

f)	 La colaboración en la investigación y señalamiento de bienes susceptibles de 
embargo para la efectividad de la vía ejecutiva y la identificación del sujeto 
deudor, o de los responsables solidarios o subsidiarios cuando proceda, en 
todos aquellos casos que hagan referencia o afecten al cumplimiento de las 
normas del orden social.

g)	 El asesoramiento a los empresarios y trabajadores en orden al cumplimiento 
de sus obligaciones, con ocasión del ejercicio de su función inspectora.

h)	 Cuantas otras funciones de similar naturaleza les fueren encomendadas por 
los responsables de la unidad, grupo o equipo a la que estén adscritos para el 
desarrollo de los cometidos del OEITSS, en el marco de sus competencias.
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En cambio, a los Subinspectores Laborales, pertenecientes a la Escala de 
Seguridad y Salud Laboral, les corresponderá actuar en las siguientes materias, en 
los términos que se establezcan reglamentariamente (art. 14.3 LITSS):

a)	 La comprobación del cumplimiento y control de la aplicación de la normativa 
de prevención de riesgos laborales en los aspectos que afecten directamente 
a las condiciones materiales de trabajo.

b)	 La vigilancia del cumplimiento de la normativa jurídico-técnica con 
incidencia en materia de prevención de riesgos laborales.

c)	 Programas de actuación preventiva del OEITSS derivados del análisis de la 
siniestralidad laboral.

d)	 La información y asesoramiento a empresarios y trabajadores, con ocasión 
del ejercicio de su función inspectora, sobre la forma más efectiva de 
cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales.

e)	 Cuantas otras funciones de análoga naturaleza les fuesen encomendadas por 
los responsables de la unidad, grupo o equipo a la que estén adscritos para el 
desarrollo de los cometidos de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, 
en el marco de sus competencias.

En ejecución de las órdenes de servicio recibidas para el desempeño de sus 
funciones, los Subinspectores Laborales, que tendrán la consideración de agentes 
de la autoridad, están facultados para proceder en la misma forma en la que pueden 
proceder los Inspectores de Trabajo según el art. 13 LITSS. Las actas de infracción 
y, en su caso, de liquidación practicadas por los Subinspectores Laborales, serán 
visadas por el Inspector de Trabajo y Seguridad Social bajo cuya dirección técnica 
actúen, en los términos y supuestos que se determinen reglamentariamente, en 
función de la naturaleza o calificación de la infracción o de la cuantía de la sanción 
propuesta.

6. Las obligaciones y deberes de los funcionarios del OEITSS

Los funcionarios del OEITSS deberán servir con objetividad los intereses 
generales y deberán actuar de acuerdo con los principios constitucionales de 
eficacia, jerarquía, sometimiento pleno a la Ley y al Derecho y con sujeción a los 
criterios técnicos y directrices establecidos por las autoridades competentes (art. 
9.1 RITSS).

En el ejercicio de sus funciones deberán observar la máxima corrección 
con los ciudadanos, procurando perturbar lo menos posible el desarrollo de las 
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actividades de los inspeccionados (art. 9.2 RITSS). Durante las visitas de inspección, 
los funcionarios actuantes deberán identificarse documentalmente y comunicar su 
presencia bien al empresario o en caso de ausencia, a su representante o a la persona 
inspeccionada, salvo que se considere que dicha comunicación o identificación 
puedan perjudicar el éxito de las funciones. Deberán solicitar la presencia de 
los representantes de los trabajadores cuando sea aconsejable por la índole de la 
actuación (art. 9.3 RITSS). El funcionario actuante, durante la visita al centro de 
trabajo, deberá prestar la atención debida a las observaciones que puedan formular 
los representantes de los trabajadores (art. 9.4 RITSS).

En la comprobación de cumplimientos sobre la normativa de prevención 
de riesgos laborales, el funcionario actuante, además de comunicar su presencia 
al empresario, representante o persona inspeccionada, también comunicará su 
presencia al Comité de Seguridad y Salud, al Delegado de Prevención o, en su 
ausencia, a los representantes legales de los trabajadores, con el objeto de que 
puedan acompañarlo durante el desarrollo de la visita y formularle las observaciones 
oportunas, salvo que se considere que dichas comunicaciones puedan perjudicar el 
éxito de la inspección (art. 40.2 LPRL).

Con respecto a los asuntos que conozcan, los funcionarios del OEITSS deberán 
guardar secreto por razón de su cargo, así como de los datos, informes, origen de 
las denuncias o antecedentes generados en el transcurso de sus actuaciones (art. 
10.1 RITSS). Del mismo modo, el personal que no realice funciones inspectoras 
y que preste servicios en los órganos y dependencias en el Sistema de Inspección 
quedará sujeto a los mismos deberes de sigilo profesional (art. 10.2 RITSS).

IV. LAS GARANTÍAS DEL EJERCICIO DE LAS FUNCIONES 
INSPECTORAS

Tanto los Inspectores de Trabajo y Seguridad Social como los Subinspectores 
Laborales, para la realización de sus funciones, gozarán de plena autonomía técnica 
y funcional y les será garantizada la protección necesaria frente a todo tipo de 
violencia, coacción y amenaza, e independencia frente a cualquier tipo de influencia 
indebida (art. 15.1 y 3 LITSS).

Así mismo, ambos cuerpos podrán desplegar cualquier tipo de actuación 
investigadora y adoptar cuantas medidas consideren oportunas respecto de cualquier 
materia perteneciente al orden social, con independencia de la administración 
pública a la que estén adscritos orgánicamente (art. 15.2 y 3 LITSS). Por tanto, no 
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se considerarán ilegítimas o contrarias al honor, a la intimidad personal, familiar o 
a la propia imagen, las actuaciones realizadas por la ITSS.

1. Las acciones de colaboración con el OEITSS

Las autoridades públicas, los titulares de los órganos públicos, cualquier tipo 
de administración pública, ente u organismo público, asociaciones profesionales y 
quienes, en general ejerzan funciones públicas, estarán obligados a suministrar al 
OEITSS todos aquellos datos, informes y antecedentes que tengan trascendencia 
en el ámbito de sus competencias, así como a prestar la debida colaboración que le 
sea solicitada con objeto del ejercicio de la función inspectora (arts. 16.1 LITSS y 
13.1 RITSS). Las mutualidades de previsión social deberán colaborar y suministrar 
datos e informes que resulten necesarios para el correcto desarrollo de la función 
inspectora en lo que respecta a su papel como entidad alternativa al Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia (art. 16.5 
LITSS).

Las obligaciones de colaboración establecidas tendrán la limitación legal 
referente a la intimidad de la persona, al secreto de la correspondencia o de las 
informaciones suministradas a las Administraciones Públicas con finalidad 
exclusivamente estadística (art. 16.6 LITSS).

Las autoridades competentes en materia de transporte terrestre facilitarán 
al OEITSS la información de que dispongan con trascendencia en el ejercicio de 
la función inspectora y, en particular, la necesaria para la vigilancia, en el ámbito 
de sus competencias, del cumplimiento de lo previsto en el capítulo V de la Ley 
45/1999, de 29 de noviembre, sobre desplazamiento de trabajadores en el marco de 
una prestación de servicios transnacional (art. 16.7 LITTS). También las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad estarán obligados a prestar el apoyo y auxilio al OEITSS en 
el desempeño de sus funciones (arts. 16.8 LITSS y 13.2 RITSS).

La colaboración de las autoridades de los Estados miembros de la UE con 
competencias equivalentes al OEITSS se regirá por la normativa de la UE o por los 
acuerdos bilaterales o multilaterales de los que haya participado el Estado español 
(art. 16.11 LITSS).

Los empresarios, los trabajadores, los representantes de ambos y los sujetos 
responsables del cumplimiento de las normas pertenecientes al orden social estarán 
obligados, cuando sean requeridos, a (art. 18.1 LITSS):

a)	 Atender debidamente a los funcionarios del OEITSS.
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b)	 Acreditar su identidad y la de las personas que se encuentren en los centros 
de trabajo.

c)	 A colaborar en las visitas y actuaciones inspectoras.

d)	 A declarar ante el funcionario actuante sobre las comprobaciones inspectoras 
y a facilitarles información y documentación que sean necesarias para el 
desarrollo de sus funciones.

Cualquier persona natural o jurídica estará obligada a proporcionar al 
OEITSS toda clase de datos, antecedentes o información que tenga relevancia y 
trascendencia en los cometidos inspectores, siempre que se deduzcan de sus 
relaciones económicas, profesionales, empresariales o financieras con terceros, 
sujetos a la acción inspectora

2. La colaboración del OEITSS

El OEITSS prestará su colaboración y apoyo a cualquier administración 
pública y, de manera especial, a la autoridad laboral, a las entidades gestoras y 
servicios comunes de la Seguridad Social y a la Administración Tributaria. En este 
sentido, facilitará cualquier tipo de información que requieran dichas entidades 
para poder realizar sus funciones, siempre que se garantice, cuando proceda, el 
deber de confidencialidad (art. 17.1 LITSS).

También el OEITSS procurará colaborar con las organizaciones sindicales 
y empresariales y con los representantes de los trabajadores. Periódicamente, 
la autoridad central del OEITSS facilitará a las organizaciones sindicales y 
empresariales más representativas, información relevante de carácter general que 
se deduzcan de las propias actuaciones inspectoras, memorias de actividades, 
criterios técnicos vinculantes, etc. (art. 17.2 LITSS).

En los casos en que el OEITSS, en su función inspectora, comprobase la 
posible comisión de un delito, deberá remitir al Ministerio Fiscal, la relación de los 
hechos conocidos y de los sujetos que pudieran quedar afectados (art. 17.3 LITSS).

El OEITSS deberá prestar su ayuda y cooperación a las autoridades, con 
competencias equivalentes, de otros Estados miembros de la UE a la hora de remitir 
datos e información relativos al ejercicio de las funciones inspectoras. También 
podrá cooperar con las autoridades de otros Estados cuando existan convenios y 
tratados que prevean dicha situación y de los que España sea parte (art. 17.4 LITSS).
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V. EL LIBRO DE VISITAS DE LA INSPECCIÓN DE TRABAJO Y 
SEGURIDAD SOCIAL

El art. 20 RITSS establece que cada actuación que se lleve a cabo sobre el 
inspeccionado, el funcionario actuante del OEITSS extenderá diligencia en el 
Libro de Visitas que debe existir en cada centro de trabajo. Así, las medidas de 
advertencia, recomendación o requerimiento efectuadas en la comprobación y 
realizadas por el funcionario actuante podrán formalizarse mediante diligencia en 
el Libro de Visitas. 

Sin embargo, la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores 
y su internacionalización introdujo una variación en el procedimiento de gestión 
del Libro de Visitas, eliminando la obligación de que las empresas tuvieran, en cada 
centro de trabajo, un libro de visitas a disposición de los funcionarios del OEITSS, 
sustituyéndolo por el libro de visitas electrónico que se pondría a disposición de 
las empresas. No obstante, el Acuerdo de Consejo de Ministros de 10 de julio de 
2015, por el que se aprobaron medidas para la reducción de cargas administrativas, 
incluyó, entre sus propuestas, la supresión del libro de visitas electrónico.

A este respecto, el artículo 21.6 de la LITSS establecería la obligación de los 
funcionarios actuantes para extender diligencia por escrito de cada actuación que 
realicen con ocasión de las visitas a los centros de trabajo o de las comprobaciones 
efectuadas mediante comparecencia del sujeto inspeccionado en dependencias 
públicas.

Mediante Orden del titular del Ministerio de Trabajo, Migraciones y 
Seguridad Social se determinarán los hechos y actos que deban incorporarse a las 
diligencias, su formato y su remisión a los sujetos inspeccionados, teniendo en 
cuenta que, en lo posible, se utilizarán medios electrónicos y que no se impondrán 
obligaciones a los interesados para adquirir o diligenciar cualquier clase de libros o 
formularios para la realización de dichas diligencias.

La Orden ESS 1452/2016, de 10 de junio, por la que se regula el modelo de 
diligencia de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social determinó, 
en su artículo 5, que cada ejemplar de diligencia entregado o remitido a la empresa 
deberá ser conservado a disposición de la ITSS durante un plazo de 5 años, a contar 
desde la fecha de expedición de cada uno de ellos. También deberán conservarse los 
Libros de Visitas, así como los modelos de diligencia extendidos con anterioridad 
a la entrada en vigor de la presente orden, por un período de 5 años, a contar 
desde la fecha de la última diligencia realizada. Durante dicho período, el OEITSS 
conservará las diligencias efectuadas en los Libros de Visitas Electrónicos. Dentro 
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de dicho plazo, las empresas afectadas podrán solicitar copia de las diligencias a 
ellas referentes.

En base a esto, no se tramitarán nuevas solicitudes de alta en la aplicación 
del Libro de Visitas Electrónico, ni se permitirán nuevas diligencias en el mismo, 
sin perjuicio de lo establecido en el artículo 5.2 de la orden. En la actualidad, las 
remisiones hechas al Libro de Visitas habrá que entenderlas hechas al conjunto de 
diligencias que en distintos formatos deberán de conservarse, por parte del sujeto 
responsable, durante el periodo establecido de 5 años.
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Capítulo IV 

LAS SANCIONES ADMINISTRATIVAS

I. CONCEPTO DE SANCIÓN ADMINISTRATIVA
Para garantizar el control de la actuación de la Administración Pública en el 

ámbito sancionador, el Tribunal Constitucional ha delimitado el concepto de sanción 
administrativa. La sanción es, pues, una «medida restrictiva de derechos que se 
aplica a supuestos en los que ha existido una infracción de la Ley y desempeña una 
función de castigo» (SSTC 239/1988 y 276/2000). De esta definición se desprende 
la necesidad de que concurran tres elementos para poder imponer una sanción: 1) 
una infracción de la normativa vigente; 2) una medida restrictiva de derechos o de 
bienes jurídicos ocasionada por la sanción; 3) una finalidad represiva, retributiva o 
de castigo de la resolución adoptada.

Del art. 25.1 CE se deriva que, de la comisión de infracciones laborales 
administrativas, surge la sanción administrativa como medio de pago por la 
responsabilidad asumida en la comisión de la infracción. Por tanto, la sanción 
administrativa en el orden social puede definirse como cualquier medida adoptada 
por la Administración Laboral o de Seguridad Social con el objeto de castigar una 
conducta ilegal del sujeto responsable. Las sanciones administrativas deben cumplir 
una serie de requisitos para que su imposición sea legal y esté de acuerdo con los 
principios constitucionales. Estos requisitos deben respetarse especialmente en el 
ámbito administrativo ya que la Administración sancionadora actúa como juez y 
parte. Así lo concreta el art. 1.2 LISOS: 
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«Las infracciones no podrán ser objeto de sanción sin previa instrucción 
del oportuno expediente, de conformidad con el procedimiento administrativo 
especial en esta materia, a propuesta de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, sin perjuicio de las responsabilidades de otro orden que puedan concurrir».

Por último, decir que las sanciones administrativas, en su rol de instrumentos 
disuasorios de conductas infractoras, cumplen una función de «prevención 
general» donde la percepción de los destinatarios de la existencia de un aparato 
administrativo contundente y razonablemente eficaz elimina la percepción de 
impunidad que se pueda generar. Además, también desempeña una función de 
«prevención especial» donde la sanción contribuye a que el sujeto infractor no 
vuelva a infringir la norma60.

II. CLASES DE SANCIONES

1. Sanciones pecuniarias

Las principales sanciones que se pueden imponer en el ámbito administrativo 
son las multas, cuya cuantía viene determinada en el artículo 40 LISOS. Una vez 
que se han ponderado estas circunstancias, el art. 40 LISOS recoge la cuantía de las 
sanciones, diferenciándolas en función de la materia:

1º.	Las infracciones en materia de relaciones laborales y empleo, en materia 
de Seguridad Social, en materia de movimientos migratorios y trabajo de 
extranjeros, en materia de empresas de trabajo temporal y empresas usuarias 
(excepto las que se refieran a materias de prevención de riesgos laborales, 
que quedarán encuadradas en art. 40.2 LISOS), así como las infracciones por 
obstrucción, se sancionarán (art. 40.1 LISOS):

a)	 Las leves, en su grado mínimo, con multas de 70 a 150 euros; en su grado 
medio, de 151 a 370 euros; y en su grado máximo, de 371 a 750 euros.

b)	 Las graves con multa, en su grado mínimo, de 751 a 1.500 euros, en su 
grado medio de 1.501 a 3.750 euros; y en su grado máximo de 3.751 a 
7.500 euros.

c)	 Las muy graves con multa, en su grado mínimo, de 7.501 a 30.000 euros; 
en su grado medio de 30.001 a 120.005 euros; y en su grado máximo de 
120.006 euros a 225.018 euros.

60	 Gamero Casado, E., y Fernández Ramos, S. Manual Básico de Derecho Administrativo. 
Madrid: Tecnos, 2022, 19ª Ed.: 1016.
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d)	 Las infracciones graves señaladas en los artículos 7.2, 7.14, 18.2.c), 
19.2.b), 19.2.e), 19 bis.1.b), 19 ter.2.b) y 19 ter.2.e) se sancionarán con la 
multa siguiente: en su grado mínimo, de 1.000 a 2.000 euros; en su grado 
medio, de 2.001 a 5.000 euros y, en su grado máximo, de 5.001 a 10.000 
euros.

e)	 Las infracciones señaladas en los artículos 22.3, 23.1 b) y 23.1 k) LISOS se 
sancionarán: 

-	 La infracción grave del artículo 22.3 LISOS se sancionará con la multa 
siguiente: en su grado mínimo, con multa del 50% al 65 % del importe 
de las cuotas de Seguridad Social y demás conceptos de recaudación 
conjunta no ingresados, incluyendo recargos, intereses y costas; en su 
grado medio, con multa del 65,01% al 80 %; y en su grado máximo, 
con multa del 80,01% al 100%.

-	 La infracción muy grave del artículo 23.1 b) LISOS se sancionará con la 
multa siguiente: en su grado mínimo, con multa del 100,01% al 115% 
del importe de las cuotas de Seguridad Social y demás conceptos de 
recaudación conjunta no ingresados, incluyendo recargos, intereses y 
costas; en su grado medio, con multa del 115,01% al 130 %; y en su 
grado máximo, con multa del 130,01% al 150 %.

-	 La infracción muy grave del artículo 23.1 k) LISOS se sancionará 
con la multa siguiente: en su grado mínimo, con multa del 100,01% 
al 115% del importe de las cuotas de Seguridad Social no ingresadas 
y descontadas a los trabajadores o del exceso del descuento previsto 
legalmente, incluyendo recargos, intereses y costas; en su grado medio, 
con multa del 115,01% al 130%; y en su grado máximo, con multa del 
130,01% al 150%.

f)	 Las infracciones señaladas en los artículos 22.2, 22.7 a), 22.16 y 23.1 a) 
LISOS se sancionarán:

-	 La infracción grave de los artículos 22.2, 22.7 a) y 22.16 LISOS se 
sancionará con la multa siguiente: en su grado mínimo, de 3.750 a 
7.500 euros; en su grado medio, de 7.501 a 9.600 euros y, en su grado 
máximo, de 9.601 a 12.000 euros.

-	 La infracción muy grave del artículo 23.1 a) LISOS se sancionará con 
la multa siguiente: en su grado mínimo, de 12.001 a 30.000 euros; en 
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su grado medio, de 30.001 a 120.005 euros y, en su grado máximo, de 
120.006 a 225.018 euros.

No obstante, cuando con ocasión de una misma actuación de inspección 
se detecten varias infracciones, la sanción que en su caso se proponga 
para cada una de ellas, graduada conforme a los criterios contenidos en 
el artículo 39.2 LISOS que procedan, se incrementará en:

-	 Un 20% en cada infracción cuando se trate de dos trabajadores, 
beneficiarios o solicitantes.

-	 Un 30% en cada infracción cuando se trate de tres trabajadores, 
beneficiarios o solicitantes.

-	 Un 40% en cada infracción cuando se trate de cuatro trabajadores, 
beneficiarios o solicitantes.

-	 Un 50% en cada infracción cuando se trate de cinco o más trabajadores, 
beneficiarios o solicitantes.

En ningún caso, la cuantía correspondiente a la infracción prevista en el 
artículo 22.2 podrá exceder de 12.000 euros, ni la prevista en el artículo 
23.1 a) podrá exceder de 225.018 euros para cada una de las infracciones.

g)	 Cuando la actuación inspectora de la que se derive la obstrucción fuera 
dirigida a la comprobación de la situación de alta de los trabajadores que 
presten servicios en una empresa y el incumplimiento de las obligaciones 
del empresario pudiera dar lugar a la comisión de las infracciones 
tipificadas en los artículos 22.2 y 23.1 a) LISOS, las infracciones por 
obstrucción se sancionarán:

-	 Las calificadas como graves: en su grado mínimo, con multa de 3.750 
a 7.500 euros; en su grado medio, de 7.501 a 9.600 euros y, en su grado 
máximo, de 9.601 a 12.000 euros.

-	 Las calificadas como muy graves: en su grado mínimo, con una multa 
de 12.001 a 30.000 euros; en su grado medio, de 30.001 a 120.005 
euros y, en su grado máximo, de 120.006 a 225.018 euros.

Las sanciones impuestas por las infracciones muy graves tipificadas en 
las letras d), e) y f) del apartado 1 del artículo 16 LISOS, y en las letras 
a) y h) del apartado 1 del artículo 23 LISOS, así como las sanciones por 
obstrucción calificadas como muy graves en el párrafo anterior, una vez 
firmes, se harán públicas en la forma que se prevea reglamentariamente.
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2º.	Las infracciones en materia de prevención de riesgos laborales se sancionarán 
(art. 40.2 LISOS): 

a)	 Las leves, en su grado mínimo, con multa de 45 a 485 euros; en su grado 
medio, de 486 a 975 euros; y en su grado máximo, de 976 a 2.450 euros.

b)	 Las graves con multa, en su grado mínimo, de 2.451 a 9.830 euros; en su 
grado medio, de 9.831 a 24.585 euros; y en su grado máximo, de 24.586 a 
49.180 euros.

c)	 Las muy graves con multa, en su grado mínimo, de 49.181 a 196.745 
euros; en su grado medio, de 196.746 a 491.865 euros; y en su grado 
máximo, de 491.866 a 983.736 euros.

Las sanciones impuestas por infracciones muy graves, una vez firmes, se 
harán públicas en la forma que se determine reglamentariamente.

Las infracciones, por faltas graves y muy graves de las entidades especializadas 
que actúen como servicios de prevención ajenos a las empresas, de las 
personas o entidades que desarrollen la actividad de auditoría del sistema de 
prevención de las empresas y de las entidades acreditadas para desarrollar o 
certificar la formación en materia de prevención de riesgos laborales, podrán 
dar lugar, además de a las multas previstas en este artículo, a la cancelación 
de la acreditación otorgada por la autoridad laboral.

3º.	Las sanciones en materia de Seguridad Social, cuando se deriven de actas 
de infracción y o de liquidación que se refieran a los mismos hechos y se 
practiquen simultáneamente, se reducirán automáticamente al 50% de su 
cuantía si el sujeto infractor manifiesta su conformidad con la liquidación 
practicada, ingresando su importe en el plazo procedente. Esta reducción 
automática solo podrá aplicarse en el supuesto de que la cuantía de la 
liquidación supere la de la sanción propuesta inicialmente (art. 40.3 LISOS).

4º.	Las infracciones en materia de cooperativas se sancionarán (art. 40.4 LISOS):

a)	 Las leves, con multa de 450 a 905 euros.

b)	 Las graves, con multa de 906 a 4.545 euros.

c)	 Las muy graves, con multa de 4.546 a 45.504 euros. 
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2. Sanciones no pecuniarias y específicas en materia de empleo y 
Seguridad Social

2.1. Sanciones a los empresarios que colaboran voluntariamente en la 
gestión

Con independencia de las sanciones que correspondan de acuerdo con 
el artículo 40.1 LISOS y siempre que las circunstancias del caso lo requieran, en 
beneficio de la corrección de deficiencias observadas en la propuesta elevada al 
órgano directivo responsable de la vigilancia, dirección y tutela de la Seguridad 
Social, se podrán aplicar, además, las siguientes sanciones (art. 45 LISOS):

a)	 Suspensión temporal de la autorización para colaborar por plazo de hasta 
cinco años.

b)	 Retirada definitiva de la autorización para colaborar con la pérdida de la 
condición de Entidad colaboradora. 

2.2. Sanciones a los trabajadores solicitantes y beneficiarios de pensiones o 
prestaciones de Seguridad Social

En el caso de los solicitantes y beneficiarios de pensiones o prestaciones de 
Seguridad Social, incluidas las de desempleo y la prestación por cese de actividad 
de los trabajadores autónomos, las infracciones se sancionarán (art. 47.1 LISOS):

a)	 Las leves, con pérdida de la pensión o prestación durante un mes. En el 
caso de las prestaciones por desempleo de nivel contributivo o asistencial, 
las infracciones leves tipificadas en los apartados 2, 3 y 4 del artículo 24 se 
sancionarán conforme a la siguiente escala:

1.	 Primera infracción, pérdida de 1 mes de prestaciones.

2.	 Segunda infracción, pérdida de 3 meses de prestaciones.

3.	 Tercera infracción, pérdida de 6 meses de prestaciones.

4.	 Cuarta infracción, extinción de prestaciones. 

En el caso de la prestación por cese de actividad de los trabajadores 
autónomos, la infracción leve del artículo 24.3 se sancionará conforme a la 
siguiente escala:

1.	 Primera infracción, pérdida de 15 días de prestación.

2.	 Segunda infracción, pérdida de 1 mes y 15 días de prestación.
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3.	 Tercera infracción, pérdida de 3 meses de prestación.

4.	 Cuarta infracción, extinción de la prestación.

Se aplicarán estas escalas a partir de la primera infracción y cuando entre la 
comisión de una infracción leve y la anterior no hayan transcurrido más de 
los 365 días que establece el artículo 41.1 LISOS, con independencia del tipo 
de infracción.

b)	 Las graves tipificadas en el artículo 25 LISOS con pérdida de la prestación 
o pensión durante un período de tres meses, salvo las de sus números 2 
en las prestaciones por incapacidad temporal, en la que la sanción será de 
extinción de la prestación. En el caso de las prestaciones por desempleo de 
nivel contributivo o asistencial las infracciones graves tipificadas en el art. 
25.3 y .4 LISOS se sancionarán conforme a la siguiente escala:

1.	 Primera infracción, pérdida de 3 meses de prestaciones.

2.	 Segunda infracción, pérdida de 6 meses de prestaciones.

3.	 Tercera infracción, extinción de prestaciones.

En el caso de la prestación por cese de actividad de los trabajadores 
autónomos, la infracción grave tipificada en el artículo 25.4 b) LISOS se 
sancionará conforme a la siguiente escala:

a)	 Primera infracción, pérdida de 1 mes y 15 días de prestación.

b)	 Segunda infracción, pérdida de 3 meses de prestación.

c)	 Tercera infracción, extinción de la prestación.

Se aplicarán estas escalas a partir de la primera infracción y cuando entre la 
comisión de una infracción grave y la anterior no hayan transcurrido más 
de los 365 días que establece el artículo 41.1 LISOS, con independencia del 
tipo de infracción.

c)	 Las muy graves, con pérdida de la pensión o prestaciones durante un período 
de 6 meses, y en el caso de las prestaciones o subsidios por desempleo o de la 
prestación por cese de actividad del trabajador autónomo, con la extinción.

Igualmente, se les podrá excluir del derecho a percibir cualquier prestación 
económica y, en su caso, ayuda de fomento de empleo durante un año, así 
como del derecho a participar durante ese período en formación profesional 
para el empleo.
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En el supuesto de que la trasgresión de las obligaciones afecte al cumplimiento 
y conservación de los requisitos que dan derecho a la prestación, podrá la entidad 
gestora suspender cautelarmente la misma hasta que la resolución administrativa 
sea definitiva.

2.3. Sanciones a trabajadores o demandantes de empleo no beneficiarios de 
prestaciones por desempleo o por cese de actividad del trabajador autónomo

En el caso de trabajadores por cuenta propia o ajena, y demandantes de 
empleo no solicitantes ni beneficiarios de prestaciones por desempleo, o de la 
prestación por cese de actividad del trabajador autónomo, las infracciones se 
sancionarán (47.2 LISOS): 

a)	 En el caso de desempleados inscritos como demandantes de empleo en el 
Servicio Público de Empleo, no solicitantes ni beneficiarios de prestaciones 
por desempleo, las infracciones leves, graves y muy graves tipificadas en el 
artículo 17 LISOS se sancionarán con la suspensión de los derechos que 
les reconoce el art. 56 de la Ley 3/2023, de 28 de febrero de Empleo (LE), 
durante 1, 3 y 6 meses respectivamente. En esta situación estos demandantes 
no participarán en procesos de intermediación laboral ni serán beneficiarios 
de las acciones de mejora de la ocupación, contempladas en el Catálogo de 
Servicios Garantizados por el Sistema Nacional de Empleo.

No obstante, estos demandantes, cuando trabajen y queden en situación de 
desempleo, podrán bien inscribirse nuevamente en el Servicio Público de 
Empleo y, en ese caso, solicitar las prestaciones y subsidios por desempleo, 
o bien solicitar la prestación por cese de actividad, si reúnen los requisitos 
exigidos para ello.

b)	 En el caso de trabajadores por cuenta propia o ajena que cometan las 
infracciones tipificadas en el artículo 17.3 LISOS, se les excluirá del derecho 
a percibir ayudas de fomento de empleo y a participar en acciones formativas 
en materia de formación profesional para el empleo y continua durante seis 
meses.

Las sanciones indicadas se entienden sin perjuicio del reintegro de las 
cantidades indebidamente percibidas (art. 47.3 LISOS).

3. Las sanciones accesorias

Las sanciones administrativas accesorias son medidas no punitivas que 
no son la sanción principal, sino que se imponen junto con ella para restituir la 
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situación previa a la infracción. A diferencia de las sanciones principales, estas 
medidas accesorias tienen una finalidad de reparación que busca corregir la 
situación y asegurar que el infractor cumpla con sus obligaciones legales. 

Por ello, la comisión de determinadas infracciones lleva aparejada la 
imposición de las siguientes sanciones accesorias, entre otras (art. 46 LISOS):

1.	 Salvo lo establecido en el artículo 46 bis LISOS, los empresarios que hayan 
cometido las infracciones graves previstas en los apartados 3 y 6 del artículo 
15 o las infracciones muy graves tipificadas en los artículos 16 y 23 LISOS, en 
materia de empleo, formación profesional para el empleo y protección por 
desempleo:

a)	 Perderán, automáticamente, y de forma proporcional al número de 
trabajadores afectados por la infracción, las ayudas, bonificaciones y, 
en general, los beneficios derivados de la aplicación de los programas 
de empleo o formación profesional para el empleo, con efectos desde la 
fecha en que se cometió la infracción. La pérdida de estas ayudas afectará 
a los de mayor cuantía, con preferencia sobre los que la tuvieren menor 
en el momento de la comisión de la infracción.

b)	 Podrán ser excluidos del acceso a tales ayudas, subvenciones, 
bonificaciones y beneficios por un período máximo de 2 años, con efectos 
desde la fecha de la resolución que imponga la sanción. Se excluirá en 
todo caso del acceso a tales ayudas, por un periodo de 5 años, cuando 
la infracción cometida estuviera tipificada como muy grave en las letras 
d), e) y f) del apartado 1 del artículo 16 y en la letra h) del apartado 1 
del artículo 23 LISOS, con efectos desde la fecha de la resolución que 
imponga la sanción.

c)	 En los supuestos previstos en las letras d), e) y f) del artículo 16.1, quedan 
obligados, en todo caso, a la devolución de las cantidades obtenidas 
indebidamente y las no aplicadas o aplicadas incorrectamente.

2.	 Cuando la conducta del empresario dé lugar a la aplicación del tipo previsto 
en el artículo 22.2 LISOS, con independencia del número de trabajadores 
afectados, se aplicarán las medidas previstas en las letras a) y b) del apartado 
anterior, si bien el plazo de exclusión previsto en la letra b) podrá ser de 
1 año. En caso de reiteración de la conducta el plazo de exclusión podrá 
ampliarse a 2 años. Se producirá la reiteración cuando entre la comisión de 
dicha infracción y la anterior no hayan transcurrido más de 365 días. A estos 
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efectos, no tendrá la consideración de reiteración la conducta empresarial 
que dé lugar a una pluralidad de infracciones por afectar simultáneamente a 
más de un trabajador.

3.	 Cuando la sanción grave del artículo 15.5 LISOS se imponga en su grado 
máximo, podrá añadirse como sanción accesoria, a juicio del organismo 
competente, la suspensión de la actividad como agencia de colocación por 
un período de entre 6 meses y 1 año. Asimismo, cuando las sanciones muy 
graves de las letras a) y c), así como d) y e) del artículo 16.1, en el caso de ser 
cometidas por agencias de colocación, se impongan en su grado máximo, 
podrán añadirse como sanciones accesorias la suspensión de la actividad 
como agencia de colocación por un período de entre 1 y 3 años, así como la 
imposibilidad de desempeñar la misma durante un período de 5 años.

4.	 La suspensión o el cierre del centro de trabajo cuando concurran 
circunstancias de excepcional gravedad en el caso de infracciones en materia 
de seguridad y salud en el trabajo (art. 53 LPRL).

5.	 La expulsión de extranjeros [en los supuestos de los arts. 53 y 54.1 d) y f) 
LOEX], en relación con el art. 57 LOEX.

6.	 Pérdida automática de ayudas y demás beneficios, de forma proporcional 
al número de trabajadores afectados por la infracción, con las que cuenten 
las empresas cuando cometan infracciones muy graves en materia de 
discriminación por razón de sexo tipificadas en los arts. 8.12, 8.13, 8.13.bis 
y 16.2 LISOS, con efectos desde la fecha en que se cometió la infracción, 
afectando a los de mayor cuantía, con preferencia sobre los que la tuvieren 
menor en el momento de la comisión de la infracción, por un periodo de 
6 meses a 2 años [art. 46 bis) LISOS]. En caso de infracciones muy graves 
del art. 8.12 LISOS y del art. 16.2 LISOS, las sanciones accesorias podrán 
ser sustituidas por la elaboración y aplicación de un plan de igualdad en la 
empresa, siempre que esta no estuviere obligada a la elaboración del mismo, 
si así se determinara por la Autoridad Laboral previa solicitud de la empresa 
e informe preceptivo de la ITSS, suspendiéndose el plazo de prescripción 
de dichas sanciones accesorias. En el supuesto de que no se elabore o no 
se aplique el plan de igualdad o se haga incumpliendo manifiestamente 
los términos establecidos en la resolución de la autoridad laboral, ésta, 
a propuesta de la ITSS, sin perjuicio de la imposición de la sanción que 
corresponda por la comisión de la infracción tipificada en el art. 8.17 LISOS, 
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dejará sin efecto la sustitución de las sanciones accesorias, que se aplicarán 
de la siguiente forma (art. 46 bis.2 LISOS):

a)	 Pérdida automática, y de forma proporcional al número de trabajadores 
afectados por la infracción, de las ayudas, bonificaciones y beneficios a 
los que se refiere la letra a) del apartado anterior, con efectos desde la 
fecha en que se cometió la infracción. La pérdida afectará a los de mayor 
cuantía, con preferencia sobre los que la tuvieren menor en el momento 
de la comisión de la infracción. 

b)	 Exclusión del acceso a tales beneficios por un período de 6 meses a 2 
años, a contar desde la fecha de la resolución de la autoridad laboral por 
la que se acuerda dejar sin efecto la suspensión y aplicar las sanciones 
accesorias. 

7.	 En materia de prevención de riesgos laborales, la cancelación de la 
acreditación otorgada a las entidades especializadas que actúen como 
servicios de prevención ajenos a las empresas, o a las personas o entidades 
que desarrollen la actividad de auditoría del sistema de prevención de 
las empresas y a las entidades acreditadas para desarrollar o certificar la 
formación en materia de prevención de riesgos laborales, cuando hayan 
cometido faltas graves y muy graves (art. 40.2 LISOS).

8.	 En materia de extranjería, la contratación de trabajadores extranjeros por 
cuenta ajena sin haber obtenido previamente la autorización de trabajo 
supone la imposición de una sanción accesoria que consiste en la clausura 
del establecimiento o local implicado en la infracción durante un periodo de 
6 meses a 5 años (art. 55.6 LOEX).

III. LA GRADUACIÓN DE LAS SANCIONES
La LISOS establece una serie de criterios generales que resultan aplicables a 

la totalidad de las sanciones y unos criterios especiales, aplicables a determinadas 
materias.

1. Los criterios generales de graduación de las sanciones

Una vez calificada la sanción como leve, grave o muy grave, atendiendo a 
la tipificación de la conducta en la LISOS, la sanción ha de graduarse en grado de 
mínimo, medio y máximo, atendiendo a una serie de criterios (art. 39.1 LISOS). 
Cada uno de estos grados tiene unos límites económicos inferior y superior que no 
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deben ser superados. Los criterios generales para graduar las sanciones son (art. 
39.2 LISOS):

a)	 La negligencia e intencionalidad del sujeto infractor.

b)	 Fraude o connivencia.

c)	 Incumplimiento de las advertencias previas y requerimientos de la 
Inspección.

d)	 Cifra de negocios de la empresa.

e)	 Número de trabajadores o de beneficiarios afectados en su caso.

f)	 Perjuicio causado y cantidad defraudada.

El acta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que inicie el expediente 
sancionador y la resolución administrativa que recaiga, deberán explicitar los 
criterios de graduación de la sanción tenidos en cuenta, de entre los señalados en 
los anteriores apartados de este artículo. Cuando no se considere relevante a estos 
efectos ninguna de las circunstancias enumeradas en dichos apartados, la sanción 
se impondrá en el grado mínimo en su tramo inferior (art. 39.6 LISOS).

Los criterios de graduación no podrán utilizarse para agravar o atenuar la 
infracción cuando estén contenidos en la descripción de la conducta infractora o 
formen parte del propio ilícito administrativo (art. 39.5 LISOS). Se sancionará en 
el máximo de la calificación que corresponda toda infracción que consista en la 
persistencia continuada de su comisión (39.7 LISOS).

2. Los criterios especiales de graduación en función de la materia

Sin perjuicio del criterio general, cuando se trate de infracciones en materia 
de Seguridad Social y tipificadas en los artículos 22.3 y 23.1.b), la sanción se 
impondrá en grado mínimo cuando la cuantía no ingresada, incluyendo recargos 
e intereses, no supere los 10.000 euros, en su grado medio cuando dicha cuantía 
esté comprendida entre 10.001 y 25.000 euros, y en su grado máximo cuando sea 
superior a los 25.000 euros. En todo caso, se impondrá la sanción en su grado 
máximo, cualquiera que fuera la cantidad no ingresada, cuando el sujeto responsable 
hubiera cotizado en cuantía inferior a la debida mediante la ocultación o falsedad 
de las declaraciones o datos que tenga obligación de facilitar a la Seguridad Social 
(art. 39.2 2º y 3º párrafo LISOS).

En el supuesto de la infracción tipificada en el artículo 15.3, la sanción se 
impondrá en su grado máximo cuando, en los dos años anteriores a la fecha de 
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la comisión de la infracción, el sujeto responsable ya hubiere sido sancionado en 
firme por incumplimiento de la obligación legal de reserva de puestos de trabajo 
para personas con discapacidad o de la aplicación de sus medidas alternativas de 
carácter excepcional (art. 39.2 4º párrafo).

En las sanciones por infracciones en materia de prevención de riesgos 
laborales, a efectos de su graduación, se tendrán en cuenta los siguientes criterios 
(art. 39.3 LISOS):

a)	 La peligrosidad de las actividades desarrolladas en la empresa o centro de 
trabajo.

b)	 El carácter permanente o transitorio de los riesgos inherentes a dichas 
actividades.

c)	 La gravedad de los daños producidos o que hubieran podido producirse por 
la ausencia o deficiencia de las medidas preventivas necesarias.

d)	 El número de trabajadores afectados.

e)	 Las medidas de protección individual o colectiva adoptadas por el empresario 
y las instrucciones impartidas por éste en orden a la prevención de los riesgos.

f)	 El incumplimiento de las advertencias o requerimientos previos a que se 
refiere el artículo 43 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de 
Riesgos Laborales.

g)	 La inobservancia de las propuestas realizadas por los servicios de prevención, 
los delegados de prevención o el comité de seguridad y salud de la empresa 
para la corrección de las deficiencias legales existentes.

h)	 La conducta general seguida por el empresario en orden a la estricta 
observancia de las normas en materia de prevención de riesgos laborales.

Las infracciones en materia de sociedades cooperativas se graduarán, a 
efectos de su correspondiente sanción, atendiendo al número de socios afectados, 
repercusión social, malicia o falsedad y capacidad económica de la cooperativa 
(art. 39.4 LISOS).

3. La infracción continuada

El art. 29.3 b) LRJSP, puesto en relación con el apartado 6 del mismo precepto 
aluden al supuesto de la infracción continuada como un criterio más de graduación 
de la sanción señalada y que habrá de ser valorada como una circunstancia 
agravante a tener en cuenta en el momento de individualizar la sanción que se vaya 
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a imponer. Este precepto lo que supone es la traslación, al Derecho Administrativo 
Sancionador, la institución del «delito continuado» establecido en el art. 74 CP61.

El art. 29.6 LRJSP establece que:

«Será sancionable, como infracción continuada, la realización de una 
pluralidad de acciones u omisiones que infrinjan el mismo o semejantes preceptos 
administrativos, en ejecución de un plan preconcebido o aprovechando idéntica 
ocasión»

El precepto consagra, de manera legal, aquellos requisitos que la 
jurisprudencia ha venido exigiendo para contemplar la existencia de una infracción 
continuada62. Dichos requisitos serán los siguientes:

a)	 Que el mismo sujeto responsable ejecute una pluralidad de actos.

b)	 Que dichos actos se cometan en periodos de tiempos próximos.

c)	 Que los actos obedezcan a una práctica homogénea o similar en cuanto a 
la forma de operar, a la utilización de medidas, instrumentos o técnicas de 
actuación.

d)	 Que la actuación del sujeto responsable se lleve a cabo en ejecución de un 
plan previamente concebido, es decir, con dolo unitario que deberá quedar 
reflejado en todas las acciones ejecutadas. También en cada uno de los actos 
ejecutados deberá proyectarse un dolo continuado, al renovarse la voluntad 
infractora con la ejecución de una acción idéntica o similar a la anterior.

e)	 También deberá existir unidad del precepto vulnerado, es decir, que el bien 
jurídico lesionado o vulnerado en cada uno de los actos producidos sea 
coincidente o de igual o semejante naturaleza.

En resumen, la infracción continuada supone la comisión de una pluralidad 
de acciones u omisiones, constitutivas cada una de ellas de otras tantas infracciones, 
pero que en función de un propósito infractor unitario o bien de una misma unidad 
objetiva en cuanto a las formas y circunstancias que rodean a la comisión, reciben 
un tratamiento unitario como si constituyesen un solo supuesto ilícito, impidiendo 
a la Administración sancionar de forma separada cada una de las acciones u 

61	 Burgués Pascual, A.M. “VI. Principio de proporcionalidad”. En Derecho Administrativo 
Sancionador, coordinado por A. M. Burgués Pascual y P. García Cruz, 127-128. Barcelona: 
Atelier, 2022.

62	 SSTS de 30/11/2004 (N.º Rec.: 6573/2001); de 28/06/2013 (N.º Rec.: 1947/2010); de 
12/11/2020 (N.º Rec.: 5479/2019).
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omisiones cometidas por el sujeto responsable, debiéndose considerar la pluralidad 
de infracciones como un todo dotado de sentido en su conjunto63. 

En el ámbito procedimental, la jurisprudencia ha concluido que deberá ser 
la Administración sancionadora la que deba acreditar la pluralidad de acciones 
u omisiones que infringen el mismo o semejante preceptos y su realización con 
unidad de propósito a un plan preconcebido. Además, todas estas infracciones 
deberán ser acumuladas en un mismo expediente sancionador al objeto de 
constituirse como una sola infracción administrativa [STS de 05/11/2020 (N.º Rec.: 
4697/2019)]. De hecho, el art. 63.3 LPACAP establece la imposibilidad de iniciar 
nuevos procedimientos sancionadores por hechos o conductas tipificados como 
infracciones cuando el infractor persista de forma continuada en tanto no haya 
recaído una primera resolución sancionadora lo que implica que la Ley prohíbe 
iniciar un segundo procedimiento sancionador cuando se continúe realizándose la 
actividad o conducta ilícita, mientras no sea ejecutiva la resolución sancionadora 
que se dicte para el primer procedimiento incoado al efecto.

El hecho de que el legislador general haya optado por considerar a la 
infracción continuada un criterio más de graduación, sin establecer ninguna regla 
específica para su concreción, propicia una aplicación heterogénea por parte de 
las distintas administraciones sancionadoras. Dicha premisa es más que asumida 
por la LISOS al recoger en su artículo 39.7 que la consecuencia de la persistencia 
continuada de la comisión de una infracción será el sancionarla con el máximo de 
la calificación correspondiente.

Por lo demás, debe recordarse que el fenómeno de la continuidad tiene 
consecuencias en orden a la prescripción de la infracción, pues en este caso el plazo 
de prescripción no comenzará a computar hasta que finalice la conducta infractora 
(art. 30.2 LRJSP).

4. La infracción permanente

La jurisprudencia ha distinguido entre infracción continuada e infracción 
permanente estableciendo para esta última la no exigencia de una pluralidad de 
acciones u omisiones ilícitas, sino una única acción de carácter duradero y que 
se prolongue en el tiempo en tanto el sujeto activo no cese en la ejecución de su 
conducta. De este modo, la consumación de la infracción se inicia en el momento 
en que el infractor lleva a cabo la acción ilícita y se perpetúa hasta que la conducta 

63	 Burgués Pascual, A.M. “VI. Principio de proporcionalidad”…, op. Cit., pág. 128.
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finaliza [SSTS de 16/03/2010 (N.º Rec.: 5548/2006), de 04/11/2013 (N.º Rec.: 
251/2011) y de 23/10/2015 (N.º Rec.: 384/2013)].

Tanto la doctrina administrativista64 como la jurisprudencia65 parecen 
coincidir en que la sanción de las infracciones permanentes debe sujetarse a las 
mismas reglas procedimentales que las infracciones continuadas.

5. La reincidencia en la comisión de la infracción

El art. 29.3 d) LRJSP establece como criterio de graduación la reincidencia 
en la comisión de la infracción administrativa. La aplicación de este criterio exige 
que, en el término de un año se haya cometido, al menos, una segunda infracción 
de la misma naturaleza que la primera y haya sido sancionada en resolución 
administrativa firme. Además, también se exige que la primera infracción haya sido 
sancionada en firme [SSTS de 24/10/2000 (N.º Rec.: 4553/1996), de 11/03/2003 
(N.º Rec.: 541/2001), de 23/03/2005 (N.º Rec.: 4777/2002) o de 30/09/2011 (N.º 
Rec.: 566/2009)]. En cuanto a la cuestión del agravante, habría recordar como el TC 
dijo en su momento que no supone una vulneración del principio non bis in idem 
ya que no se vuelven a castigar los hechos primeros, sino que tan solo son tenidos 
en cuenta por el legislador para los posteriores incumplimientos jurídicos, bien 
para valorar su contenido o su castigo o para determinar la extensión de la sanción 
que se pretenda imponer (STC 189/2013).

En cuanto al orden social, el art. 41.1 LISOS dispone que la reincidencia 
existe «cuando se comete una infracción del mismo tipo y calificación que la que 
motivó la sanción anterior en el plazo de los 365 días siguientes a la notificación de 
ésta». En estos casos, se requerirá que la resolución sancionadora hubiera adquirido 
firmeza (art. 41.1, in fine LISOS). Por su parte, el art. 14.5 RISOS, al establecer el 
contenido necesario de las actas de infracción, exige que se señale tal circunstancia 
y su causa cuando se aprecia reincidencia, es decir, cuando se trate de la comisión de 
otra infracción del mismo tipo y calificación que otra anterior o anteriores, siempre 
que la resolución sancionadora de la primera infracción haya adquirido firmeza en 
vía administrativa y siempre que entre la fecha de notificación de dicha resolución 
sancionadora y la comprobación de la segunda o posteriores infracciones no hayan 
transcurrido más de 365 días. Si no se cumpliesen estos requisitos, no se podrá 

64	 Marina Jalvo, B. “La determinación de las sanciones administrativas. Normas establecidas en la 
ley 39/2015, de 1 de octubre, de procedimiento administrativo común de las administraciones 
públicas, y en la ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público”. Revista 
española de Derecho Administrativo, 195 (2018).

65	 STS de 16/04/2018 (N.º Rec.: 448/2016).
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apreciar la existencia de reincidencia por lo que la infracción posterior será objeto 
de la sanción prevista en su calificación ordinaria (art. 37 bis.6 RISOS).

Como se puede apreciar, el concepto dado por la normativa social difiere en 
algunos aspectos del establecido por la LJRSP. En concreto, a la hora de establecer 
que la segunda y posteriores infracciones deben ser del mismo «tipo y calificación» 
que la anterior, cuando la legislación general se refiere a la misma «naturaleza». 
Pudiera ser que se estuvieran refiriendo a los mismos aspectos o puede que no. 
En cualquier caso, lo que nos interesa dilucidar es la referencia de la LISOS y del 
RISOS sobre el tipo y la calificación. En cuanto a lo segundo, parece claro que la 
intención de legislador es hacer coincidir, a todas las infracciones involucradas en 
la institución jurídica de la reincidencia, con el mismo grado de gravedad. Es decir, 
que si la infracción previa se califica de leve y la posterior de grave parece lógico 
pensar que no se estaría dando el requisito de «misma calificación», con lo cual, no 
debería apreciarse reincidencia. 

Quizás mayor complejidad arroja el concepto de tipo ya que la LISOS 
no clasifica ni tipifica las infracciones por «tipos» sino por materias (relaciones 
laborales, Seguridad Social, obstrucción a la labor inspectora, movimientos 
migratorios y trabajo de extranjeros), por submaterias (empleo, prevención de 
riesgos laborales) o por sujetos responsables (cooperativas, trabajadores por 
cuenta ajena, entidades colaboradoras, empresas de inserción, etc.). Con lo cual, la 
interpretación del término puede llegar a ser amplia: puede referirse a infracciones 
que se agrupan dentro del mismo grupo o subgrupo en razón de la materia o 
del sujeto responsable. Para dar solución a dicha cuestión la Dirección General 
de la ITSS emitió en 2010 el Criterio Técnico N.º 84/2010 sobre la aplicación de 
la reincidencia en las actas de infracción estableciendo lo siguiente: siguiendo 
las posturas doctrinales que parten de la idea de que el concepto de «tipo» se 
refiere a cada una de las unidades sistemáticas que crea la LISOS para tipificar 
las infracciones administrativas en el orden social, restringiendo este criterio 
a las diversas subsecciones o secciones, cuando no haya un posterior desglose, 
la Dirección General de la ITSS al no considerar que el legislador tuviera en 
consideración una simple clasificación sistemática de la norma, opina que serán 
cada uno de los apartados concretos en que la LISOS tipifica las infracciones los 
que determinen el concepto de «mismo tipo»66. Además, cuando en alguno de los 
apartados figuren tipificadas más de una infracción (como ocurre en la mayoría de 
los casos), serán los elementos característicos de cada una de ellas los que deban 

66	 De ahí entiende, la Dirección General, la explicación de por qué el legislador utiliza el 
concepto de “tipo”.
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ser tenidos en cuenta para calificar «el mismo tipo» entre las varias infracciones 
que describa la sección y subsección. Es decir, tal como aclara el Criterio Técnico 
84/2010, tendrán la consideración del «mismo tipo» dos infracciones consistentes 
en no consignar las cantidades abonadas realmente al trabajador en el recibo de 
salarios (art. 7.3 LISOS, incumplimiento grave), aunque dicho incumplimiento 
se haya llevado a cabo sobre trabajadores distintos. Sin embargo, no existirá 
reincidencia si la primera infracción consiste en la no consignación correcta de las 
cantidades efectivamente percibidas por el trabajador y la segunda se refiera a un 
incumplimiento en la tramitación del finiquito (art. 7.4 LISOS, incumplimiento 
grave)67.  

En cuanto al cómputo del plazo, debemos señalar que el inicio del cómputo 
del plazo (dies a quo) se inicia con la notificación de la primera sanción. En este 
sentido, la notificación de la sanción se refiere a la de la resolución administrativa que 
confirma o modifica el acta de infracción y no la propia notificación del acta [véase 
STSJ de Madrid de 09/01/2006 (N.º Rec.: 1736/2002) y STS de 02/12/2008 (N.º Rec.: 
2847/2006)]. En este sentido, las resoluciones que se dicten en contestación a la 
interposición de cualquier recurso administrativo no se tendrán en cuenta a efectos 
del cómputo de plazos ya que no tienen naturaleza de resolución sancionadora sino 
de acto revisorio en vía administrativa. En cuanto al día final (dies ad quem), entre 
lo dispuesto por la LISOS («cuando se cometa una infracción») y lo dispuesto por el 
RISOS («la comprobación de la segunda infracción»), el Criterio Técnico 84/2010 
apuesta por una interpretación integradora de la norma en el sentido de que, si 
de las actuaciones de comprobación efectuadas por los funcionarios del OEITSS 
se concreta el momento exacto en el que se cometió la segunda o posteriores 
infracciones, regirá lo establecido en la LISOS, es decir, será esta la fecha que se 
tendrá en cuenta para ver si su comisión se produce dentro del periodo de 365 días 
desde la notificación de la resolución administrativa sancionadora. En el caso de 
que no se logre fijar con certeza el momento exacto de la comisión de la infracción 
habría que acogerse a lo establecido en el RISOS, es decir, el momento en el que 
se constate, por los funcionarios del OEITSS, que se ha cometido una infracción.

En cuanto al requisito de la adquisición de firmeza, el tenor literal de la LISOS 
(«que la resolución sancionadora hubiere adquirido firmeza») pudiera dar cabida a 
una interpretación amplia, sin embargo, el RISOS («que la resolución sancionadora 
de la primera infracción haya adquirido firmeza en vía administrativa») lo acota 
a la vía administrativa, entendiendo por parte de la Dirección General que este 

67	 Véase Cervilla Garzón, M.J. y Jover Ramírez, M.C. Manual Básico de Derecho Administrativo…, 
op. Cit., pág. 144.
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último criterio es el más ajustado a Derecho, rechazando las posturas que en su 
momento contemplaron las referencias hechas a la vía jurisdiccional [SSTS de 
02/06/1989 (ECLI:ES:TS:1989:3278) y de 27/06/1995 (N.º Rec.: 2975/1991)]. En 
este sentido, debemos recordar que la firmeza en vía administrativa se adquiere con 
la notificación de la resolución del recurso de alzada o de reposición. En caso de no 
presentar recurso administrativo, la firmeza se adquiere al mes de la notificación de 
la resolución sancionadora de la primera infracción.

Con respecto a la graduación de la sanción, no resulta necesaria que la 
graduación de las sanciones sea la misma (STSJ de Madrid de 09/01/2006). Por lo 
tanto, en el caso de que se den todos los condicionantes y, por tanto, se apreciase 
reincidencia, la cuantía de las sanciones reincidentes podría incrementarse hasta el 
duplo del grado de la sanción correspondiente a la infracción cometida, sin exceder, 
en ningún caso, de las cuantías máximas previstas en el artículo 40 LISOS para 
cada clase de infracción (art. 41.2 LISOS). Nos encontramos, por lo tanto, ante una 
posibilidad y no ante una obligación. Hay que señalar que, para las infracciones 
tipificadas en los arts. 22.368 y 23.1 b)69 LISOS, el tope del duplo sería el 100% 
del importe de las cuotas de Seguridad Social y demás conceptos de recaudación 
conjunta no ingresados incluyendo recargos, intereses y costas.

Especial consideración para el legislador merece la reincidencia de la ETT en 
la comisión de infracciones tipificadas como muy graves (art. 41.3 LISOS). Cuando 
ello ocurra, el expediente sancionador podrá contener la propuesta de suspensión 
de sus actividades durante un año, siendo competente para resolver dicha cuestión 
el Ministro de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social o la autoridad equivalente 
de las Comunidades Autónomas con competencia de ejecución de la legislación 
laboral. Transcurrido el plazo de suspensión, la ETT deberá solicitar nuevamente 

68	 Infracción grave. “No ingresar, en la forma y plazos reglamentarios, las cuotas correspondientes 
que por todos los conceptos recauda la Tesorería General de la Seguridad Social o no 
efectuar el ingreso en la cuantía debida, habiendo cumplido dentro de plazo las obligaciones 
establecidas en los apartados 1 y 2 del artículo 26 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, siempre que la falta de ingreso no obedezca a una declaración concursal de 
la empresa, ni a un supuesto de fuerza mayor, ni se haya solicitado aplazamiento para el pago 
de las cuotas con carácter previo al inicio de la actuación inspectora, salvo que haya recaído 
resolución denegatoria”.

69	 Infracción muy grave. “No ingresar, en la forma y plazos reglamentarios, las cuotas 
correspondientes que por todos los conceptos recauda la Tesorería General de la Seguridad 
Social, no habiendo cumplido dentro de plazo las obligaciones establecidas en los apartados 
1 y 2 del artículo 26 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, así como 
actuar fraudulentamente al objeto de eludir la responsabilidad solidaria, subsidiaria o mortis 
causa en el cumplimiento de la obligación de cotizar o en el pago de los demás recursos de la 
Seguridad Social”.
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autorización administrativa que le habilite para el ejercicio de la actividad (art. 41. 
3 LISOS). La reincidencia de las ETT establecidas en otros Estados miembros de la 
UE o en Estados signatarios del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo en 
la comisión de infracciones muy graves del art. 19 bis.2 LISOS podrá dar lugar a 
la prohibición durante un año de la puesta a disposición de personas trabajadoras 
a empresas usuarias establecidas o que ejerzan su actividad en España o, si dicha 
sanción se impone en dos ocasiones, por tiempo indefinido. Cuando el expediente 
sancionador lleve aparejada la propuesta de prohibición será competente para 
resolver la persona titular del Ministerio de Trabajo y Economía Social o la autoridad 
equivalente de las Comunidades Autónomas con competencia de ejecución de la 
legislación laboral (art. 41.4 LISOS).

También como excepción a la aplicación de la reincidencia debemos 
contemplar el caso de los solicitantes y beneficiarios de pensiones o prestaciones del 
sistema de Seguridad Social (incluidas las de desempleo y las de cese de actividad 
de los trabajadores autónomos) cuando cometan infracciones de tipo leve o grave, 
ya que la reincidencia que agrava la sanción [letras a) y b) del art. 47.1 LISOS] 
establece un sistema distinto basado en la pérdida temporal de la prestación o 
incluso con la extinción.

6. Características de los criterios de graduación

Los criterios de graduación no podrán utilizarse para agravar o atenuar la 
infracción cuando estén contenidos en la descripción de la conducta infractora o 
formen parte del propio ilícito administrativo (art. 39.5 LISOS). Tanto el acta de 
infracción que inicie el expediente sancionador como la resolución administrativa 
que recaiga, deberán explicitar los criterios de graduación de la sanción tenidos 
en cuenta. Cuando no se considere relevante, a estos efectos, ninguno de los 
criterios enumerados, la sanción se impondrá en el grado mínimo en su tramo 
inferior (art. 39.6 LISOS). Por último, se sancionará en el máximo de la calificación 
que corresponda toda infracción que consista en la persistencia continuada de su 
comisión (art. 39.7 LISOS).

Como hemos podido comprobar, la norma sectorial, en este caso la LISOS, 
no fija una cuantía exacta de sanción por cada infracción administrativa, sino que 
contemplan unos márgenes más o menos amplios. A este respecto, el TC declaró que la 
exigencia de que la ley predetermine suficientemente las infracciones y las sanciones, 
así como la correspondencia entre unas y otras no debe implicar la exclusión del 
poder de apreciación por parte de los órganos administrativos a la hora de proponer 
y, finalmente, imponer una sanción concreta (STC 113/2002). Ahora bien, ello no es 
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óbice para que, en modo alguno, pueda quedar encomendada por entero la tarea de la 
aplicación de los márgenes a la Administración, lo que sucede cuando no se establece 
graduación alguna [STS de 17/02/2022 (N.º Rec.: 2314/2021)].

IV. LA PRESCRIPCIÓN DE LA SANCIÓN ADMINISTRATIVA
La prescripción supone el abandono de un derecho. Si hablamos de la 

prescripción en el campo sancionador administrativo podemos distinguir entre la 
prescripción de la infracción y la prescripción de la sanción.

La prescripción de la sanción administrativa es el agotamiento del plazo para 
hacer cumplir la sanción administrativa impuesta por la resolución correspondiente 
y que puede hacer que, a pesar de haberse impuesto una medida punitiva, ésta no 
llegue nunca a ejecutarse.

Las sanciones impuestas prescribirán a los cinco años, a contar desde el día 
siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la 
sanción (art. 7.3 RISOS).

Los plazos de prescripción para la imposición de sanciones en el orden social 
se interrumpen por cualquiera de las causas admitidas en Derecho, por acta de 
infracción debidamente notificada, requerimiento u orden de paralización de la 
ITSS. En las deudas por cuotas a la Seguridad Social se estará a lo dispuesto en 
el art. 24 TRLGSS. La prescripción también se interrumpirá por la iniciación del 
procedimiento de oficio señalado en el art. 6 RISOS y, en todo caso, por el inicio de 
actuación administrativa con conocimiento formal del sujeto pasivo conducente 
a la comprobación de la infracción o de la deuda, por cualquier actuación del 
sujeto responsable que implique reconocimiento de los hechos constitutivos de 
la infracción o de la deuda, o por la interposición de reclamación o recurso de 
cualquier clase por parte de los afectados o sus representantes. La comunicación 
trasladando el tanto de culpa al órgano judicial competente o al Ministerio 
Fiscal, cuando las infracciones pudieran ser constitutivas de delito, interrumpe la 
prescripción hasta que se notifique a la administración competente la firmeza de 
la resolución judicial que recaiga, o hasta que el Ministerio Fiscal comunique su 
decisión de no ejercitar la acción penal. 

La caducidad declarada de un expediente administrativo sancionador o 
liquidatorio, no impide la iniciación de otro nuevo con identidad de sujeto, hechos 
y fundamentos, cuando la infracción denunciada o la deuda imputada no hayan 
prescrito, se realicen nuevas actuaciones inspectoras y se practique nueva acta de 
infracción o de liquidación (art. 7.5 RISOS).
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Capítulo V

INICIACIÓN DE LA ACTIVIDAD INSPECTORA. 
LAS ACTIVIDADES PREVIAS AL INICIO 
DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
SANCIONADOR

I. INICIACIÓN DE LA ACTIVIDAD INSPECTORA

1. Naturaleza de las actuaciones previas

El régimen jurídico de las actuaciones previas correspondiente al 
procedimiento administrativo sancionador general se regula en el art. 55 LPACAP. 
La separación entre las actuaciones previas y el propio proceso sancionador ha sido 
determinada por el TS estableciendo que se tratan (aquellas) de actuaciones de 
carácter interno, preparatorias, facultativas y que no tienen naturaleza procedimental 
lo que comporta su naturaleza administrativa preliminar [STS de 27/02/2001 (N.º 
Rec.: 8034/1996)]. También el TC ha considerado que las actuaciones previas 
quedan fuera de lo que vaya a ser el expediente administrativo sancionador cuando 
en el supuesto de hecho examinado valoraba la práctica de información reservada 
estableciendo que no ocasionaba indefensión alguna al recurrente ni vulneración 
del principio acusatorio ya que dicha información reservada no tenía carácter 
sancionador además de tener la oportunidad de negar, dicho recurrente, su relación 
con los hechos investigados a lo largo del expediente sancionador (STC 272/2006).

De lo anterior se deduce la posibilidad de que dentro de las actuaciones 
previas pueda haber información reservada que se practique, por tanto, sin 
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conocimiento ni intervención del posible sujeto infractor, teniendo así la misma 
naturaleza que las actuaciones previas, permitiendo y garantizando la realización 
de pruebas al objeto de no frustrar los fines perseguidos por el futuro procedimiento 
administrativo sancionador.

Dicho lo cual, el procedimiento para la imposición de sanciones en el 
orden social también comienza por una serie de actuaciones previas por parte de 
la OEITSS destinadas a comprobar el cumplimiento de la disposiciones legales, 
reglamentarias y convenidas en el orden social y tendrán como objetivo desarrollar 
las funciones de la OEITSS. Dichas actuaciones vendrán reguladas por la LITSS, 
por la LISOS y por la LOEX y en los respectivos desarrollos normativos (art. 20.1 
LITSS).

Por último, la Ley garantiza un ejercicio de la actividad inspectora bajo los 
principios de igualdad de trato y no discriminación (art. 20.2 LITSS).

2. Objeto de la actividad inspectora

Como se acaba de ver, las actuaciones previas buscan la comprobación y la 
apreciación de los hechos investigados y, en su caso, de las personas intervinientes 
en los mismos, así como de las circunstancias concurrentes al objeto de poder 
establecer la constitución de infracción administrativa y concluir la existencia de 
motivos razonables para iniciar un procedimiento administrativo sancionador. Por 
lo tanto, el fin último será comprobar si prima facie puede considerarse que hay 
una base seria para iniciar un procedimiento administrativo sancionador.

Con respecto al orden social, se denomina actividad inspectora previa al 
procedimiento sancionador, al conjunto de actuaciones que pudiera realizar el 
OEITSS con el objeto de comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales, 
reglamentarias y convencionales correspondientes al orden social (art. 8.1 RISOS).

3. Duración de las actuaciones previas y de la actividad inspectora

Lo primero que cabría puntualizar sería decir que las actuaciones previas 
no afectan al cómputo del plazo de caducidad del procedimiento administrativo 
sancionador ya que el dies a quo viene determinado por la incoación del 
procedimiento sin que se pueda remontar a tiempos pretéritos [SSTS de 03/07/2014 
(N.º Rec.: 441/2012)]. Sin embargo, en sentencias posteriores, el propio TS ha 
matizado dicha jurisprudencia advirtiendo que se deberá tener mucho cuidado 
con la extensión excesiva en el tiempo de las actuaciones previas, apuntando que 
en estos casos sí se podrá tener en cuenta el periodo de actuación a efectos de 
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caducidad del expediente sancionador [SSTS de 06/05/2015 (N.º Rec.: 3438/2012) 
y de 03/005/2019 (N.º Rec.: 2415/2016)]. Por otra parte, el TS también ha planteado 
que la inactividad injustificada y desproporcionada de la Administración desde la 
finalización de las actuaciones previas al inicio del expediente sancionador vulnera 
el derecho del administrado a no sufrir dilaciones injustas y desproporcionadas 
[STS de 04/11/2021 (N.º Rec.: 8325/2019)].

En el orden social, la LISOS marca que las actuaciones previas no podrán 
dilatarse en el tiempo por un periodo superior a nueve meses continuados, salvo 
que la dilación sea imputable al sujeto a inspección, bien realizadas por él mismo 
o por personas dependientes de él. En cualquier caso, se podrá ampliar por otro 
periodo no superior a nueve meses, cuando concurran las siguientes circunstancias 
(arts. 8.2 RISOS, 21.4 LITSS y 17.1 RITSS):

1.	 Cuando las actividades previas realizadas por la OEITSS revistan especial 
dificultad y complejidad, ya sea por el volumen de operaciones que presente 
el sujeto inspeccionado, por la dispersión geográfica de sus actividades o 
por otras razones indicadas en la norma reglamentaria que regule estas 
situaciones.

2.	 Cuando durante el transcurso de las actuaciones previas se descubre que el 
sujeto inspeccionado ha obstruido u ocultado alguna de las actividades que 
realiza o a las personas que las desempeñan.

3.	 Cuando la actuación inspectora requiera de la cooperación internacional de 
otras administraciones públicas u organismos correspondientes.

En atención a la primera situación, las razones que establece el art. 17.1 RITSS 
por las que entiende que existen supuestos de especial dificultad y complejidad son 
las siguientes:

1.	 Cuando el volumen de documentación a analizar y el número de las personas 
que deben ser investigadas o entrevistadas así lo supongan.

2.	 Cuando las investigaciones se deban realizar ante un grupo de empresas 
vinculadas entre sí o ante supuestos de sucesión de empresa.

3.	 Cuando se trate de hechos, circunstancias, actividades o explotaciones que 
se lleven a cabo fuera del ámbito territorial del órgano actuante, y le exija a 
éste la realización de actuaciones de comprobación fuera de dicho ámbito 
territorial.
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4.	 Cuando se den incumplimientos laborales, fiscales, contables, registrales 
o de seguridad social, o cuando se produzca la desaparición o la falta de 
libros o de registros que supongan una mayor dificultad de comprobación e 
investigación.

5.	 Cuando los sujetos responsables investigados se vean involucrados en redes, 
tramas o actuaciones tendentes a la defraudación al Sistema de la Seguridad 
Social, al objeto de obtener bonificaciones, subvenciones o prestaciones, 
así como cuando se den supuestos de simulación de la relación laboral o 
la obtención fraudulenta de autorizaciones de residencia y trabajo de 
extranjeros no comunitarios.

6.	 Cuando se constate la presencia de empresas vinculadas entre sí y que 
participen en la producción, ejecución o distribución de un determinado bien 
o servicio, siempre que la actuación inspectora se dirija a la comprobación de 
las distintas fases que intervienen en la producción, ejecución o distribución 
de dicho bien o servicio.

Con respecto a la segunda situación, habrá que tener en cuenta que unos 
de los criterios considerados por el OEITSS será cuando el sujeto inspeccionado 
haya obstruido u ocultado al órgano inspector alguna de sus actividades o de las 
personas que las desempeñen, cuando no se hayan declarado a la Administración 
Laboral o de la Seguridad Social competente o cuando las declaradas sean distintas 
a las reales (art. 17.1 RITSS), amén de las valoraciones propias que lleven a cabo los 
funcionarios actuantes en su actividad inspectora.

En el caso de que se produzca la mencionada ampliación, deberá ser el 
Director de la Dirección Especial de Inspección adscrita a la Autoridad Central, en 
su caso, o el Director Territorial de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social o el 
Jefe de la Inspección Provincial de Trabajo y Seguridad Social, o el equivalente en 
aquellas CCAA que hayan asumido el traspaso de funciones y servicios en materia 
de Función Pública Inspectora, una vez transcurrido cuatro meses desde el inicio 
de las actuaciones, quién notifique al sujeto inspeccionado el otorgo de quince días, 
desde la fecha de notificación para que, en su caso, realice las alegaciones que crea 
oportunas. Tras ello, se notificará al sujeto investigado la resolución debida sobre la 
ampliación del plazo, no cabiendo recurso alguno contra dicho acto. Sin embargo, 
ello no obstará a que el sujeto pueda, en el caso que se inicie el consiguiente 
expediente sancionador, realizar las alegaciones e interponer los recursos que 
entienda necesarios, tanto en vía administrativa como en vía jurisdiccional. Por 
último, en la notificación deberá indicarse el periodo de tiempo por el que se 
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amplía el plazo (no más allá de 9 meses) y motivarse adecuadamente la razón de 
dicha ampliación (art. 17.2 RITSS).

Por su parte, las actuaciones previas del OEITSS no podrán quedar 
interrumpidas por más de cinco meses, salvo que la interrupción, igual que 
antes, se produzca por causas imputables al sujeto inspeccionado o personas de él 
dependientes o en aquellos casos donde se constate la imposibilidad de proseguir 
con la actuación inspectora por estar pendiente de un pronunciamiento judicial 
que pudiera condicionar el resultado de esta (arts. 8.2 RISOS, 21.4 LITSS y 17.4 
RITSS). La idea es que el OEITSS o, mejor dicho, sus funcionarios actuantes no 
vean reducido el periodo para realizar las comprobaciones necesarias por causas 
ajenas a las del propio organismo o a ellos mismos. 

En el caso de incumplimiento de cualquiera de los plazos establecidos en este 
apartado, la prescripción de la infracción no interrumpirá su cómputo y decaerá la 
posibilidad de extender acta de infracción o de liquidación, como consecuencia de 
tales actuaciones previas, sin perjuicio de la responsabilidad eventual en la que se 
pudieran incurrir los funcionarios actuantes. No obstante, lo anterior, el OEITSS 
podrá promover nuevas actuaciones de comprobación referentes a los mismos 
hechos, siempre que no lo impida la prescripción, y extender, en su caso, las actas 
correspondientes. En estos casos, las actuaciones previas realizadas y caducadas 
tendrán la consideración de antecedentes para las sucesivas inspecciones, haciendo 
constar formalmente tal incidencia (arts. 8.2 RISOS, 21.4 LITSS y 17.1 RITSS). 

En el orden social, cualquiera que sea el origen de la actividad inspectora, 
el cómputo de los plazos establecidos para realizar la comprobación se iniciará a 
partir de la fecha de la primera visita efectuada o, en caso de requerimiento de 
comparecencia del sujeto inspeccionado, desde la fecha efectiva de la comparecencia, 
siempre que haya aportado la totalidad de la documentación requerida con 
trascendencia en la actuación inspectora (art. 21.4 LITSS). El cómputo de los plazos 
establecidos en este apartado se iniciará aplicando las siguientes reglas (arts. 21.4 
LITSS y 17.3 RITSS):

1.	 Cuando la actuación se inicie mediante visita al centro o lugar de trabajo, el 
cómputo se iniciará a partir de la fecha de la primera visita.

2.	 Si la actuación comienza por requerimiento de comparecencia, el cómputo 
de los plazos se iniciará desde la fecha en que se produzca la efectiva 
comparecencia con la totalidad de la documentación requerida.
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3.	 Si iniciada la visita a un centro o lugar de trabajo no fuese posible concluir 
con la comprobación por falta de antecedentes o por ausencia o negativa 
a declarar de la persona afectada por las comprobaciones, el funcionario 
actuante podrá requerir la comparecencia de las personas implicadas, en 
cuyo caso el cómputo se iniciará desde el momento de la comparecencia en 
las condiciones señaladas en el apartado anterior.

Por último, hay que decir que el cómputo de los plazos tanto para el periodo 
de realización de las actuaciones inspectoras como para su interrupción no incluirá 
el tiempo transcurrido durante el plazo concedido al sujeto obligado cuando se 
formulase requerimientos previos de subsanación de incumplimientos, por parte 
del órgano inspector (art. 21.4 LITSS).

4. Formas de iniciación de la actuación inspectora de comprobación

En el ejercicio de la actuación inspectora, la ley garantiza una serie de 
principios como son la igualdad de trato, la no discriminación y la aplicación 
homogénea de la normativa del orden social. Con ese objeto, el OEITSS establecerá 
las correspondientes instrucciones de organización de los servicios, los criterios 
operativos generales y los criterios técnicos vinculantes que serán objeto de 
publicación (art. 20.2 LITSS). En todo caso, el OEITSS podrá hacer uso de toda la 
información disponible para la programación de actuaciones de inspección (art. 
20.3 LITSS).

Cabría advertir que el OEITSS podrá abrir un período de información 
previa con el fin de conocer las circunstancias del caso concreto y la conveniencia 
o no de iniciar la actividad inspectora (art. 9.6 RISOS), al objeto, claro está, de 
hacer un uso eficiente de los recursos públicos. Una vez tomada la decisión de 
iniciar actuaciones inspectoras, estas deberán llevarse a cabo de conformidad con 
lo establecido en el art. 13.1 LITSS referente a las facultades de los funcionarios 
actuantes, tema estudiado en capítulos anteriores (art. 22.1 RITSS).

El inicio de las actuaciones inspectoras se produce, en todos los casos, de 
oficio y siempre como consecuencia de cualquiera de las siguientes formas (art. 
20.3 LITSS y 9.1 RISOS):

1.	 Por una orden recibida de una autoridad superior competente, ya sea de la 
AGE como de las administraciones autonómicas. Dicha orden será recibida a 
través del titular de la Dirección Especial, de la Dirección Territorial, del Jefe 
de la Inspección Provincial o, en su caso, del Jefe de la Unidad Especializada 
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de Inspección. En estos casos, se exige que se informe por escrito de los 
resultados obtenidos de dichas actuaciones previas (art. 9.7 RISOS).

2.	 Por orden de servicio del titular de la Dirección Especial, de la Dirección 
Territorial, del Jefe de la Inspección Provincial, del Jefe de la Unidad 
Especializada de Inspección o del inspector encargado del equipo de 
inspección, en aplicación de los planes, programas y directrices que los 
agentes de la OEITSS vengan desarrollando sobre las actuaciones de la 
OEITSS.

3.	 Por petición de cualquier órgano jurisdiccional en la medida que determine 
su objeto, amplitud y finalidad. En estos casos, se exige que se informe por 
escrito de los resultados obtenidos de dichas actuaciones previas (art. 9.7 
RISOS).

4.	 Por petición concreta de los organismos y entidades gestoras del sistema de 
la Seguridad Social o a solicitud de cualquier otra administración pública. En 
estos casos, se exige que se informe por escrito de los resultados obtenidos de 
dichas actuaciones previas (art. 9.7 RISOS).

5.	 Por iniciativa del propio inspector de trabajo y seguridad social siempre que 
tenga en cuenta los criterios a seguir de eficacia y oportunidad, acomodándose 
a la programación vigente en la inspección de su destino (art. 22.3 RITSS).

6.	 Por denuncia de hechos presuntamente constitutivos de infracción en el 
orden social. 

En cuanto a la actuación por orden superior, esta deberá formalizarse 
mediante orden emitida conforme a lo establecido en el art. 23 RITSS, debiéndose 
expedir en todos los supuestos a que se refiere el art. 9.1 RISOS (art. 22.2 RITSS). 

El señalamiento de actuaciones concretas a los funcionarios actuantes y a 
los equipos de inspección se deberá realizar mediante órdenes de servicio (art. 
23.1 RITSS). Estas órdenes se expedirán por el Jefe de la Inspección Provincial, 
o Jefe adjunto, o por los jefes de las unidades especializadas en su área funcional. 
Las órdenes de servicio se formularán por escrito y contendrán los datos de 
identificación del servicio encomendado, en la forma que se disponga (art. 23.2 
RITSS). El inspector o equipo destinatario de una orden de servicio, sin perjuicio 
de adoptar las medidas que procedan, emitirá informe comprensivo del resultado 
de la actuación encomendada una vez finalizada (art. 23.3 RITSS). Las actuaciones 
previas llevadas a cabo por los Subinspectores Laborales se efectuarán, en cualquier 
caso, en ejecución de las órdenes de servicio recibidas (art. 9.5 RISOS).
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Para los supuestos de asuntos que coincidan con cuestiones que con carácter 
previo o incidental esté conociendo un órgano jurisdiccional y que pudieran dar 
lugar a la exigencia de pago de cuotas al sistema de Seguridad Social, se iniciará una 
actuación inspectora a través de cualquiera de los supuestos establecidos en el art. 
9.1 RISOS (art. 9.4 RISOS). 

La actuación inspectora podrá realizarse de las siguientes formas (arts. 21 
LITSS y 15 RITSS):

a)	 Mediante la visita a los centros o lugares de trabajo, sin necesidad de aviso 
previo.

b)	 Mediante requerimiento de comparecencia ante el funcionario actuante de 
quien resulte obligado, aportando la documentación que se señale en cada 
caso o para efectuar las aclaraciones pertinentes.

c)	 Comprobación de datos o antecedentes que obre en poder de las 
administraciones públicas. Si de su examen se dedujesen indicios de 
incumplimiento, la OEITSS podría proceder en la forma dispuesta en los 
apartados anteriores. A tal efecto, podrá utilizar los datos o antecedentes que 
le suministren otras Administraciones Públicas de la Unión Europea. 

d)	 En virtud de expediente administrativo, cuando el contenido de su actuación 
permita iniciar y finalizar aquélla.

Dichas actuaciones podrán realizarse por uno o varios funcionarios. Cuando 
iniciada visita de inspección no fuese posible su prosecución y finalización por 
no aportar el sujeto inspeccionado los antecedentes o documentos solicitados, 
la actuación proseguirá en virtud de requerimiento (art. 21.3 LITSS). Cualquier 
actuación inspectora, con independencia de la modalidad por la que se inicie, 
podrá proseguirse o completarse con la práctica de cualquier otra de las definidas 
en el párrafo anterior (art. 15.2 RITSS).

Los funcionarios actuantes extenderán diligencia por escrito de cada 
actuación que realicen con ocasión de las visitas a los centros de trabajo o de las 
comprobaciones efectuadas mediante comparecencia del sujeto inspeccionado 
en dependencias públicas. En dichas diligencias deberán reflejarse los hechos y 
los actos practicados conforme lo establecido en su regulación correspondiente 
y deberá remitírsela a los sujetos inspeccionados, teniendo en cuenta que, en lo 
posible, se utilizarán medios electrónicos sin que se pueda obligar a los interesados 
la adquisición de libros o formularios para la realización de dichas diligencias (art. 
21.6 LITSS).



Iniciación de la actividad inspectora. Las actividades previas al inicio del Procedimiento Administrativo Sancionador

129

4.1. Las visitas a los centros de trabajo

La consideración de autoridad pública que tienen los funcionarios actuantes 
del OEITSS les autoriza para entrar libremente, en cualquier momento y sin previo 
aviso en los centros de trabajo y permanecer en los mismos el tiempo que sea 
necesario [art. 15.1 a) RITSS]. Ahora bien, para los casos en los que el centro de 
trabajo coincida con el domicilio de una persona física, sin perjuicio de lo anterior, 
el funcionario actuante deberá obtener el consentimiento expreso de dicha persona 
física o, en su defecto, la necesaria autorización judicial (STC 22/1984).

Con la visita, es obligación del o los funcionarios actuantes su identificación 
documental y la comunicación de su presencia al empresario o a su representante 
o persona inspeccionada. Para evitar perjudicar el éxito de la visita, la ley permite 
que dicha comunicación se pueda hacer tanto al inicio de la visita o en un momento 
posterior (art. 7.1 2ª RITSS).

En lo que respecta a la comunicación de la presencia del funcionario actuante 
durante la visita, habría que recordar que cuando las actuaciones comprobatorias 
se dirijan al cumplimiento de las normas en materia de prevención de riesgos 
laborales, además de los anteriormente citados, la presencia deberá ser comunicada 
al comité de Seguridad y Salud, al Delegado de Prevención o, en su defecto, a los 
representantes legales de los trabajadores si los hubiere, a efectos de que puedan 
acompañar al funcionario actuante durante su visita y formularle las observaciones 
que estimen oportunas (art. 40.2 LPRL).

Durante las visitas, los funcionarios actuantes se podrán hacer acompañar por 
el empresario, por su representantes, por los trabajadores, por sus representantes, 
por peritos, técnicos o asesores de la empresa, así como expertos o técnicos de la 
Administración Pública española o de otros Estados miembros de la UE o Estados 
signatarios del Acuerdo del Espacio Económico Europeo, de la Autoridad Laboral 
Europea o de cualquier otra persona habilitada oficialmente (art. 13.2 LITSS y 7.1 
RITSS) debiendo observar siempre la máxima corrección y procurando perturbar 
lo menos posible la actividad de los inspeccionados (art. 9.2 RITSS).

4.2. La comparecencia por requerimiento

Otra de las formas que el OEITSS tiene para iniciar una actuación inspectora 
es el requerimiento del sujeto inspeccionado al objeto de que comparezca ante 
el funcionario actuante para aportar la documentación que para cada caso se 
señale o para efectuar las declaraciones y aclaraciones necesarias sobre los hechos 
investigados [arts. 13.3 b) y 21.1 LITSS]. La comparecencia de los sujetos obligados 
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deberá llevarse a cabo ante el funcionario actuante y en la oficina pública que 
este señale.  El requerimiento tendrá que hacerse de forma escrita y deberá ser 
notificado directamente con ocasión de visita al centro de trabajo o por cualquier 
otro tipo de notificación válida [art. 15.1 b) RITSS].

En cuanto a la documentación requerida, el funcionario actuante está 
facultado para requerir todo tipo de documentos con trascendencia en la 
verificación del cumplimiento de las normas en el orden social, como por ejemplo, 
libros, registros, programas informáticos, soportes digitales y magnéticos, 
contabilidad, declaraciones oficiales, documentos de inscripción, afiliación, alta, 
baja, justificantes del abono de cuotas o prestaciones al sistema de Seguridad 
Social, justificantes de todo tipo de retribución, cualquier documento exigible para 
el cumplimiento de la normativa en materia de prevención de riesgos laborales o 
cualquier otro relacionado con las materias inspeccionadas [art. 13.3 c) LITSS]. 
Cualquier tipo de información que el sujeto inspeccionado conserve en soporte 
electrónico y sea requerida durante el procedimiento de comprobación previa, 
deberá suministrarse en dicho soporte y en formato tratable, legible y compatible 
con los de uso generalizado en el momento de las actuaciones inspectoras [art. 13.3 
c) LITSS].

4.3. El expediente administrativo y la comprobación de datos o antecedentes 
que obre en poder de las administraciones públicas

La actividad inspectora podrá iniciarse y realizarse en virtud de expediente 
administrativo que obre en poder de la Administración Pública, cuando el 
contenido de su actuación permita no solo iniciar sino también finalizar la actuación 
de comprobación [arts. 21.1 LITSS y 15.1.d) RITSS]. Igualmente, el OEITSS 
podrá actuar mediante comprobación de datos o antecedentes que obren en las 
Administraciones Públicas. A tal efecto, podrá utilizar los datos o antecedentes 
que le suministren otras administraciones públicas de la Unión Europea (art. 21.2 
LITSS).

Estas formas de actuación pueden chocar con los límites planteados por 
la normativa europea y nacional de protección de datos, sobre todo, de terceros 
no implicados directamente en el procedimiento de comprobación. En cuanto 
a la doctrina jurisprudencial relevante referida al tratamiento de datos en poder 
de las administraciones públicas, cabría recordar la doctrina en su STJUE, de 27 
de septiembre de 2017 (Asunto C-73/16) donde dice que «se considera legitima 
la actuación de las autoridades tributarias de los Estados miembros, relativas al 
tratamiento de datos personales de terceras personas, a efectos de recaudación y de 
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lucha contra el fraude fiscal…». Del mismo modo el TS en sus SSTS de 22/11/2023 
(N.º Rec.: 5352/2022) y de 29/09/2025 (N.º Rec.: 5268/2022) establecería que, 

«el tratamiento de datos personales será lícito…, cuando la inclusión de los 
datos se limite a aquellos que se revelen adecuados, idóneos, pertinentes y necesarios 
para la determinación de los hechos y motivar las resoluciones que se adopten, y 
que sea proporcionada al fin legitimo perseguido para lo que son tratados».

4.4. La acción de denuncia al OEITSS

Entre las distintas formas enumeradas a través de las cuáles se puede iniciar 
la comprobación previa del cumplimiento de las normas en el orden social, el art. 
20.3 y 4 LITSS contempla la acción de denuncia al OEITSS. La acción de denuncia 
es pública pudiéndola realizar cualquier persona que tengo o no interés en los 
hechos denunciados.

Para que una denuncia despliegue efectos, es decir, que impulse un 
procedimiento comprobatorio de actuaciones previas, deberá cumplir con una 
serie de requisitos. El escrito deberá contener, además de los datos de identificación 
personal del denunciante y su firma, los hechos presuntamente constitutivos de 
infracción en materias para las que resulte competente el OEITSS, fecha y lugar 
de su acaecimiento, identificación de los presuntamente responsables y demás 
circunstancias relevantes. 

Es importante señalar que las denuncias anónimas o que presenten 
insuficiencias de identificación de la persona denunciante no se tramitarán. En 
tales casos, se requerirá al denunciante que subsane dichos defectos en el plazo de 
quince días (arts. 9 RISOS y 20.5 LITSS). 

Tampoco se dará curso a aquellas denuncias cuyo objeto coincida con 
cualquier asunto del que esté conociendo un órgano jurisdiccional y cuyo 
pronunciamiento pueda condicionar el resultado de la actuación inspectora, 
ni aquellas que carezcan de fundamento (arts. 20.5 LITSS y 9.2 RISOS). Como 
excepción a esta falta de tramitación, se permite que se inicie la labor inspectora en 
el supuesto de que se trate de asuntos coincidentes con cuestiones que con carácter 
previo o incidental esté conociendo un órgano jurisdiccional y que pudieran dar 
lugar a la exigencia de pago de cuotas de la Seguridad Social. Cabría matizar que 
no tiene por qué existir una plena congruencia entre lo denunciado y los resultados 
obtenidos por la actuación inspectora. Aunque los hechos que configuren la 
denuncia sean los mismos que motiven la actuación inspectora, en dicha actuación 
podrían describirse otros comportamientos ilícitos, debiéndose adoptar las 
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medidas de inspección que procedan tanto para aquellos como para estos (STS de 
17/02/1997 N.º Rec.: 8559/1992). De manera específica la sentencia señala que «la 
Inspección de Trabajo puede actuar… tras una denuncia, sin que pueda limitarse 
el contenido de la Inspección, con independencia de que se compruebe o no la 
realidad de los términos de la denuncia formulada».

Una vez recaiga sentencia firme y sea esta comunicada al OEITSS, se dará 
inicio a la tramitación del correspondiente expediente liquidatorio y, en su caso, 
sancionador, o bien se archivarán las actuaciones (arts. 9.4 RISOS y 20.6 LITSS). 
En estos casos, el inicio de actuaciones, con conocimiento formal del empresario, 
interrumpirá el plazo de prescripción previsto en el artículo 24 TRLGSS70. 
Del mismo modo, tampoco se tramitarán aquellas denuncias que carezcan de 
fundamento (art. 9.2 RISOS).

En todo caso, la OEITSS podrá hacer uso de toda la información disponible 
para la programación de sus actuaciones. 

Dado que la denuncia está considerada como un acto público (art. 20.4 
LITSS), el denunciante no podrá alegar la consideración de interesado a ningún 
efecto en la fase de investigación, pero tendrá derecho a ser informado del estado 
de tramitación de su denuncia, de los hechos que se hayan constatado y de las 
medidas adoptadas al respecto, únicamente cuando el resultado de la investigación 
afecte a sus derechos individuales o colectivos reconocidos por la normativa 
correspondiente al ámbito de la función inspectora. Por su parte, los representantes 
de los trabajadores, tanto legales como sindicales, tendrán derecho también a ser 
informados del estado de la tramitación de las denuncias presentadas por dichos 
trabajadores en el ámbito competencial de sus propias labores de representación, 
así como de los hechos constatados y de todas las medidas adoptadas al respecto, 
de conformidad con lo establecido en el art. 20.4 LITSS, párrafo tercero de la LITSS 
(arts. 9.3 RISOS y 20.4 LITSS). 

Si tras las actuaciones derivadas de la interposición de denuncia se derivara 
el inicio de un procedimiento administrativo sancionador, El denunciante puede 
tener la consideración de interesado en el caso de que la denuncia diera lugar al 

70	 Se refiere al plazo de prescripción (4 años) para las siguientes situaciones: la determinación, 
por parte de la Seguridad Social, de las deudas por cuotas y por conceptos de recaudación 
conjunta mediante las oportunas liquidaciones, la acción para exigir el pago de las deudas por 
cuotas de la Seguridad Social y conceptos de recaudación conjunta o la acción para imponer 
sanciones por incumplimiento de las normas de Seguridad Social (art. 24.1). En cuanto a 
obligaciones con la Seguridad Social distintas al adeudo de cuotas, el plazo de prescripción 
será el establecido en las normas que resulten aplicables (art. 24.2). 
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inicio del procedimiento sancionador (art. 20.4 LITSS) y cuando, sin promover 
el procedimiento, tenga derechos que puedan resultar afectados por la decisión 
que adopte; es decir, cuando sus intereses legítimos, individuales o colectivos, 
puedan resultar afectados por la resolución y se persone en el procedimiento antes 
de que recaiga resolución definitiva (STC 143/00 de 29 de mayo; STC 215/2001, 
de 29 de octubre y STC 69/03, de 9 de abril). En estos casos, también tendrán la 
consideración de interesados los representantes de las organizaciones sindicales 
o representantes de los trabajadores, en su condición de titulares de los intereses 
legítimos que derivan de su representación (arts. 20.4 LITSS y 9.3 RISOS).

II. COLABORACIÓN Y COORDINACIÓN DE ÓRGANOS Y 
ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

Tanto las entidades gestoras y colaboradoras como los servicios comunes del 
sistema de la Seguridad Social y el Servicio Público de Empleo Estatal y, aunque no 
lo dice la norma, también los servicios públicos de empleo de las CCAA, deberán 
prestar su colaboración al a OEITSS en la forma dispuesta en el art. 9.2 Ley 42/1997 
(actual LITSS) y en el art. 79 del TRLGSS (puede ser que se refiera al del 1994). 
Para llevar a cabo tal obligación con la diligencia debida, deberán ceder y facilitar 
la información, antecedentes y datos relevantes para alcanzar el buen fin de la 
actuación inspectora cuando les sea solicitado por la OEITSS a través del cauce 
orgánico que señale la autoridad central. En este sentido, también deberán aportar 
aquellos datos de carácter personal al objeto del tratamiento automatizado para 
que no se necesite el consentimiento expreso del interesado. Del mismo modo, 
cuando los órganos y las entidades gestoras y servicios comunes del sistema de 
Seguridad Social y los servicios públicos de empleo necesiten información de las 
actuaciones inspectoras podrán recabar dicha información y encomendar a la 
OEITSS las comprobaciones que resulten necesarias para su gestión cuando se 
encuentren dentro del ámbito de actuación de la OEITSS. En este sentido, podrán 
establecerse programas de coordinación y de colaboración intensificándose la 
conexión de manera mutua (art. 10.1 RISOS).

Por su parte, el Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo 
colaborará con la OEITSS en la forma determinada por la LPRL, facilitándole 
periódicamente los datos y estudios sobre evolución de la siniestralidad laboral (art. 
10.2 RISOS). Los servicios técnicos de prevención de riesgos laborales dependientes 
de las administraciones públicas comunicarán a la OEITSS, a través de la autoridad 
competente, todas las irregularidades que observen cuando ofrezcan especial 
peligrosidad o se produzcan de manera reiterada, prestándole la colaboración 
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técnica precisa y pericial a la que se refiere el art. 9.2 LPRL y el art. 2.3 LISOS (creo 
que hace referencia a la ley antigua), según se establezcan en los programas de 
inspección o cuando lo exija la comprobación inspectora (art. 10.3 RISOS).

Con respecto a la Administración Tributaria, esta cederá sus datos y 
antecedentes a la OEITSS en los términos establecidos en el párrafo c) del 
apartado 1 del art. 113 de la Ley General Tributaria (comprobar) y estableciendo 
las conexiones que convengan a tal fin. Mediante programas de coordinación e 
información se establecerá la colaboración territorial entre las inspecciones 
tributarias y las inspecciones de trabajo y seguridad social. La Dirección General 
de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria y la Autoridad Central de 
la OEITSS acordarán las normas para la aplicación de dicha colaboración. Del 
mismo modo podrá establecerse por acuerdo la colaboración entre la OEITSS y las 
administraciones tributarias autonómicas (art. 10.4 RISOS).

También las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad deberán prestar su auxilio y 
colaboración a la OEITSS para el normal ejercicio de sus funciones. En los casos en 
que se intuya una presumible obstrucción a la labor inspectora, esta colaboración 
podrá recabarse con anterioridad a través de los mandos designados al efecto por 
la autoridad competente, sin perjuicio de que cuando se produzcan situaciones de 
necesidad se recabe directamente al centro o puesto de seguridad más próximo las 
actuaciones de protección que se precisen. En todos los supuestos de colaboración 
de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad las acciones, medidas o instrumentos 
puestos en marcha para dicha colaboración deberán de ajustarse a lo dispuesto en 
su legislación específica (art. 10.5 RISOS). 

Con respecto a las actuaciones y acciones de auxilio y de colaboración 
en general entre administraciones públicas solo tendrán las limitaciones que 
se establezcan legalmente referentes a la intimidad de la persona investigada, al 
secreto de la correspondencia, del protocolo notarial o de las informaciones que 
suministradas a las administraciones públicas tenga una finalidad exclusivamente 
estadística (art. 10.6 RISOS).

III. CONSECUENCIAS Y EFECTOS DE LAS ACTIVIDADES 
PREVIAS DE LA ACTUACIÓN INSPECTORA

Una vez finalizadas las actuaciones inspectoras previas y valorados los 
resultados, el Inspector de Trabajo podrá adoptar cualquiera de las medidas 
establecidas en el art. 22 LITSS, entre las que se encuentran las siguientes:
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1.	 Advertir y requerir al sujeto responsable, en vez de iniciar un procedimiento 
sancionador, cuando las circunstancias del caso así lo aconsejen, y siempre 
que no se deriven perjuicios directos a los trabajadores o a sus representantes.

2.	 Requerir al sujeto responsable para que, en el plazo que se le señale, adopte 
las medidas en orden al cumplimiento de la normativa de orden social o 
subsane las deficiencias observadas en materia de prevención de riesgos 
laborales, incluso con su justificación ante el funcionario actuante.

3.	 Informar o proponer la sustitución de sanciones principales o accesorias, de 
acuerdo con lo establecido en la LISOS, así como en la LOEX.

4.	 Requerir a las Administraciones Públicas por incumplimiento de 
disposiciones relativas a la salud o seguridad del personal civil a su servicio.

5.	 Iniciar el procedimiento sancionador mediante la extensión de actas de 
infracción o de infracción por obstrucción.

6.	 Efectuar requerimientos de pago por deudas a la Seguridad Social, así 
como iniciar expedientes liquidatorios por débitos a la Seguridad Social y 
conceptos de recaudación conjunta o bonificaciones indebidas, mediante la 
práctica de actas de liquidación.

7.	 Promover procedimientos de oficio para la inscripción de empresas, 
afiliación y altas y bajas de trabajadores, así como para el encuadramiento de 
empresas y trabajadores en el régimen de la Seguridad Social adecuado, sin 
perjuicio del inicio del expediente liquidatorio a que se refiere el apartado 
anterior, si procediese.

8.	 Instar del correspondiente organismo la suspensión o cese en la percepción 
de prestaciones sociales, si se constatase su obtención o disfrute en 
incumplimiento de la normativa que las regula.

9.	 Instar del órgano administrativo competente la declaración del recargo de 
las prestaciones económicas en caso de accidente de trabajo o enfermedad 
profesional causados por falta de medidas de seguridad y salud laboral.

10.	Proponer recargos o reducciones en las primas de aseguramiento de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, en relación a empresas 
por su comportamiento en la prevención de riesgos y salud laborales, con 
sujeción a la normativa aplicable.
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11.	Iniciar el procedimiento para la correcta aplicación o para la devolución 
de cantidades indebidamente aplicadas en los casos de colaboración en la 
gestión de la Seguridad Social.

12.	Ordenar la paralización inmediata de trabajos o tareas por inobservancia de 
la normativa sobre prevención de riesgos laborales, de concurrir riesgo grave 
e inminente para la seguridad o salud de los trabajadores.

13.	Comunicar al organismo competente los incumplimientos que compruebe 
en la aplicación y destino de ayudas y subvenciones para el fomento del 
empleo, formación profesional para el empleo y promoción social, e iniciar 
el correspondiente expediente de devolución de ayudas y subvenciones 
cuando proceda.

14.	Proponer a su superior jerárquico la formulación de comunicaciones y 
demandas de oficio ante la Jurisdicción de lo Social en la forma prevista en 
la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la Jurisdicción Social.

15.	En los supuestos en que la actuación inspectora afecte a empresas establecidas 
en otros Estados Miembros de la Unión Europea y los hechos comprobados 
sean sancionables por el Estado miembro de origen de la empresa, estos 
hechos podrán ponerse en conocimiento de la autoridad competente del 
Estado Miembro de origen para que inicie el procedimiento sancionador, 
sin perjuicio de que pueda adoptar otras medidas que considere pertinentes.

16.	Informar al órgano competente de los resultados de la investigación para la 
identificación de los distintos sujetos responsables por los incumplimientos 
de las normas a que se refiere el artículo 12.1, incluyendo los supuestos de 
responsabilidad solidaria o subsidiaria, así como para el señalamiento de 
bienes para la efectividad de la vía ejecutiva.

17.	Informar a los Servicios Públicos de Empleo a efectos del reconocimiento 
de acciones de orientación, capacitación y formación profesional para el 
empleo para los trabajadores en situación de trabajo no declarado, empleo 
irregular u otros incumplimientos detectados por la actividad inspectora, de 
acuerdo con la legislación aplicable.

18.	Cuantas otras medidas se deriven de la legislación en vigor.

Las actas de infracción que, en su ámbito funcional de actuación, practiquen 
los Subinspectores Laborales serán visadas por el Inspector de Trabajo y Seguridad 
Social del que técnicamente dependan, cuando correspondan a infracciones graves 
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y muy graves en materias cuya vigilancia les esté atribuida, y constará en el acta que 
se notifique al presunto responsable (art. 11.4 RISOS).

El funcionario de la OEITSS actuante, una vez finalizadas las actuaciones 
inspectoras previas y valorados los resultados obtenidos, podrá adoptar las medidas 
establecidas en el art. 22 LITSS (art. 11.1 RISOS). Cuando en las actuaciones 
inspectoras, el funcionario actuante comprobase infracción sobre la normativa 
de prevención de riesgos laborales, deberá requerir al empresario la subsanación 
de las deficiencias observadas, mediante escrito o diligencia de actuación, en los 
términos que establece el art. 43 LPRL y el art. 21.6 LITSS. El incumplimiento por 
parte del sujeto responsable de dichos requerimientos y persistiendo en los hechos 
infractores dará lugar a levantamiento de la correspondiente acta de infracción, en 
el caso de que no se hubiese iniciado con anterioridad (art. 11.2 RISOS).

También el funcionario actuante podrá ordenar, en su caso, la inmediata 
paralización de los trabajos y tareas que impliquen un riesgo grave e inminente 
para la seguridad y salud de los trabajadores. En dicho supuesto, tal decisión deberá 
comunicarla a la empresa por escrito mediante notificación formal o diligencia de 
actuación, debiendo señalar el alcance y la causa de la medida adoptada y dando 
cuenta inmediata de dicha decisión a la autoridad laboral competente. En caso de 
que el funcionario actuante sea un Subinspector de Seguridad y Salud Laboral, 
tras proceder en los términos expuestos deberá comunicar su decisión de manera 
inmediata al Jefe de la Unidad Especializada de Inspección al que pertenezca o al 
Jefe del Equipo de Inspección al que esté adscrito. (art. 11.3 RISOS). La empresa 
responsable deberá poner al mismo tiempo en conocimiento de los trabajadores 
afectados la decisión adoptada, del comité de seguridad y salud, del delegado de 
prevención o, en ausencia de estos, de los representantes legales de los trabajadores, 
haciendo efectiva la orden de paralización. Sin perjuicio del cumplimiento 
inmediato de la orden de paralización de la actividades y trabajos señalados, podrá 
ejercer su derecho de impugnarla, en el plazo de tres días hábiles, ante la autoridad 
laboral competente que deberá resolver en el plazo máximo de veinticuatro horas. 
Frente a dicha resolución cabrá interponer el correspondiente recurso de alzada, de 
conformidad con lo establecido en el art. 23 RISOS, sin perjuicio de su inmediata 
ejecutividad (art. 11.3 RISOS).

La orden de paralización o la suspensión de los trabajos será levantada por 
el funcionario actuante que la hubiera decretado o por el empresario responsable 
cuando concurran las circunstancias establecidas en la LPRL. El incumplimiento 
de las órdenes de paralización llevadas a cabo por la ITSS producirá las 
responsabilidades establecidas en el art. 13.3 LISOS (art. 11.4 RISOS).



José Bascón Marín

138

Por su parte, el funcionario actuante podrá advertir o requerir, en lugar de 
iniciar el procedimiento administrativo sancionador en los casos en los que las 
circunstancias del caso así lo aconsejen siempre que no se derive de ello perjuicio 
directo a los trabajadores o a sus representantes. Dicha advertencia o requerimiento 
deberá comunicarse por escrito al sujeto responsable investigado o mediante 
diligencia de actuación debiendo señalar en dicho documento las irregularidades 
y deficiencias apreciadas con indicación del plazo para su subsanación bajo el 
correspondiente apercibimiento en caso de no cumplimiento (art. 11.5 RISOS).

Los subinspectores laborales podrán proceder en cualquiera de las formas 
que establece el art. 27 RITSS (RD 138/2000) en las actuaciones que realicen en el 
ámbito de sus competencias (art. 11.6 RISOS). Si los subinspectores de seguridad 
y salud laboral, como consecuencia de las actuaciones previas de investigación y 
comprobación efectuadas en el ejercicio de sus funciones tengan conocimiento de 
posibles irregularidade3s en materia de inscripción de empresas, afiliación, altas , 
bajas de trabajadores o en materia de encuadramiento de empresas y trabajadores en 
el ámbito del sistema de la Seguridad Social, deberán comunicarlo inmediatamente 
y de manera interna, cumplimentando a su vez el correspondiente informe a tal 
efecto en el que se establezcan los hechos y las circunstancias concurrentes de 
manera comprensiva, gozando a su vez de la presunción de certeza que envuelven 
los hechos reflejados en las actas de infracción o de liquidación, prevista en el art. 23 
LITSS. Dicho informe será remitido al Jefe de Equipo de Inspección de Trabajo o, en 
su caso, al inspector de trabajo y seguridad social al que esté adscrito el subinspector 
de seguridad y salud laboral, al objeto de que por este y previa valoración jurídica 
de la situación y sin perjuicio de las actuaciones complementarias que considere 
oportunas llevar a cabo, se promueva, en su caso, el correspondiente procedimiento 
sancionador, liquidatorio o procedimiento de oficio a que se refiere el art. 22.7 
LITSS. Del mismo modo, cuando los subinspectores de seguridad y salud laboral 
en el ejercicio de sus funciones específicamente encomendadas comprueben la 
existencia de infracciones en la normativa de prevención de riesgos laborales que 
pudieran haber sido la causa de un accidente de trabajo o de una enfermedad 
profesional, lo comunicarán del mismo modo al Jefe de Equipo de Inspección o al 
inspector que reciba la comunicación, a la vista de las circunstancias concurrentes 
en relación con el tipo de infracción cometida, los daños causados en la salud de las 
personas afectadas y sus consecuencias, determinará la procedencia de investigar el 
accidente de trabajo o enfermedad profesional e instará el recargo de prestaciones 
al que se refiere el art. 22.9 LITSS, en el caso de que proceda. También deberá 
comunicar al Jefe de Equipo o al inspector al que esté adscrito si, a su juicio, se dan 
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las circunstancias para que este proceda a proponer recargos o reducciones en las 
primas de aseguramiento de accidentes de trabajo o enfermedades profesionales 
con base al comportamiento de la empresa en materia de prevención de riesgos y 
salud laboral. Dichos superiores jerárquicos que reciban la comunicación, previa 
correspondiente valoración de dichas circunstancias procederá en su caso a 
proponer el recargo o reducción correspondiente (art. 11.7 RISOS).

Para los casos en los que la actuación inspectora afecte a una empresa 
establecida en un Estado miembro de la UE o en uno de los Estados signatarios 
del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo en un desplazamiento 
temporal de sus trabajadores a España en el marco de una prestación de servicios 
transnacional y donde los hechos comprobados pudieran ser sancionados por el 
Estado de establecimiento de la empresa, tanto el inspector de trabajo y seguridad 
social como el subinspector laboral, en este caso, a través del Jefe del Equipo de 
Investigación o a través del inspector al que esté adscrito, una vez concluidas las 
actividades comprobatorias, podrán proponer al Jefe de la Inspección Provincial, 
al Director Territorial o al titular de la Dirección Especial, dependiendo del ámbito 
de actuación, la comunicación de los hechos y el envío de la documentación a la 
autoridad competente del país de establecimiento para que inicie el procedimiento 
sancionador correspondiente, solicitando al mismo tiempo la comunicación del 
resultado en el plazo máximo de veinticinco días hábiles, todo ello, sin perjuicio de 
adoptar otras medidas que se consideren pertinentes. En el caso de que la autoridad 
competente del país de establecimiento de la empresa infractora no adoptase las 
medidas sancionadoras correspondientes o transcurriera el plazo arriba citado sin 
que se hubiese recibido tal comunicación del resultado, la OEITSS podrá retomar 
el procedimiento sancionador bajo su tutela. Así mismo, los Jefes de la Inspección 
Provincial, los Directores Territoriales o el Director de la Dirección Especial 
podrán remitir al OEITSS regulado en el art. 27 LITSS, el resto de las solicitudes 
de colaboración e intercambio de información a las que se refiere el art. 9 Ley 
45/1999, de 29 de noviembre sobre el desplazamiento de trabajadores en el marco 
de una prestación de servicio s transnacional, al objeto de que sean cursadas al país 
correspondiente (art. 11.8 RISOS).

1. Las medidas cautelares o preventivas

La OEITSS podrá adoptar una serie de medidas que juzgue adecuadas con el 
objeto de impedir que se oculten o desaparezcan pruebas materiales, se destruyan 
o alteren los libros, documentos, material informatizado y demás antecedentes que 
puedan estar sujetos a examen. Para ello, la OEITSS podrá recabar de la autoridad 
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competente el auxilio y la colaboración precisos (art. 19.1 RITSS). Las medidas 
que puede adoptar la Inspección de Trabajo y Seguridad Social de forma cautelar 
o preventiva son:

a)	 La realización de una advertencia o recomendación.

b)	 La realización de un requerimiento.

c)	 La paralización de la actividad productiva.

La adopción de dichas medidas cautelares y la reseña a los materiales 
afectados quedarán reflejadas en diligencia en el Libro de Visitas o, en su defecto, 
por cualquier otro medio escrito y fehacientemente notificado al interesado (art. 
19.2 RITSS).

2. Las advertencias o recomendaciones

Cuando las circunstancias del caso lo aconsejen y siempre que no se deriven 
perjuicios directos a los trabajadores, el Inspector de Trabajo o Subinspector 
Laboral podrá advertir y aconsejar, en vez de iniciar un procedimiento sancionador. 
Tal advertencia o requerimiento se comunicará al sujeto responsable por escrito o 
mediante la diligencia de actuación, señalando las irregularidades o deficiencias 
apreciadas con indicación del plazo para su subsanación bajo el correspondiente 
apercibimiento (art. 40 LISOS y 11.5 RISOS). En cualquier caso, no es necesario 
que se advierta ante de sancionar (STS, Sala 3ª, de 20 de septiembre de 1998, Rec. 
6543/92).

3. Los requerimientos

Cuando el Inspector de Trabajo y Seguridad Social o el Subinspector de 
Seguridad y Salud Laboral, en su caso, comprobase infracción a la normativa sobre 
prevención de riesgos laborales requerirá al empresario para la subsanación de las 
deficiencias observadas, mediante escrito o diligencia de actuación, en los términos 
del artículo 43 de la LPRL y del art. 21.6 LITSS. Su incumplimiento persistiendo los 
hechos infractores dará lugar a la práctica de la correspondiente acta de infracción 
por tales hechos, si no la hubiere practicado inicialmente (art. 11.2 RISOS).

4. La paralización de los trabajos

Según dispone el artículo 11, párrafos 3 y 4 RISOS, en caso de riesgo grave 
e inminente para la seguridad y salud de los trabajadores el Inspector de Trabajo y 
Seguridad Social o el Subinspector de Seguridad y Salud Laboral, en su caso, podrá 
ordenar la inmediata paralización de los trabajos o tareas que impliquen tal riesgo. 
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En tal supuesto, lo comunicará a la empresa por escrito mediante notificación 
formal o diligencia de actuación, señalando el alcance y causa de la medida y dando 
cuenta inmediata de la misma a la autoridad laboral competente.

En caso de que la orden de paralización provenga de un Subinspector de 
Seguridad y Salud Laboral, este, después de proceder conforme lo previsto en 
el párrafo anterior, lo comunicará de inmediato al Jefe de Unidad Especializada 
o al Jefe de Equipo al que esté adscrito. La empresa responsable lo pondrá en 
conocimiento inmediato de los trabajadores afectados, del Comité de Seguridad 
y Salud, del Delegado de Prevención o, en su ausencia, de los representantes del 
personal y hará efectiva la paralización ordenada. La empresa, sin perjuicio del 
cumplimiento inmediato de la paralización, podrá impugnarla en el plazo de 
tres días hábiles ante la autoridad laboral competente, que resolverá en el plazo 
máximo de veinticuatro horas. Frente a su resolución podrá interponerse el recurso 
de alzada de conformidad con lo previsto en el artículo 23, sin perjuicio de su 
inmediata ejecutividad.

La paralización o suspensión de los trabajos se levantará por el Inspector de 
Trabajo y Seguridad Social o por el Subinspector de Seguridad y Salud Laboral que la 
hubiera decretado, o por el empresario cuando concurran las circunstancias y en la 
forma establecidas en la LPRL. El incumplimiento en esta materia de las decisiones 
de la Inspección o de la autoridad laboral producirá las responsabilidades previstas 
en la normativa aplicable.

5. El archivo de las actuaciones previas

Puede ocurrir que, tras realizadas las actuaciones previas de comprobación, 
el OEITSS determine que no concurren circunstancias ilícitas, absteniéndose así de 
iniciar procedimiento sancionador alguno ni cualquier otro tipo de actuación al no 
encontrar indicios mínimos sobre la comisión de actos que vulneren, en este caso, 
la normativa laboral y de Seguridad Social. Aunque el art. 22 LITSS no establece de 
manera expresa la posibilidad del archivo de las actuaciones previas, aunque podría 
tener cabida dentro del apartado 18, espacio destinado a «cuantas otras medidas se 
deriven de la legislación en vigor», tanto el art. 9.4 RISOS como el art. 20.6 LITSS 
contemplan esta posibilidad. 

En cualquier caso, tanto la jurisprudencia como la ley general (LPACAP) 
han regulado el archivo y notificación de las actuaciones previas. El TS ha 
establecido que, en estos casos, se debe dictar resolución expresa de archivo de 
la causa, estableciendo de manera concreta la no incoación del procedimiento 
sancionador, debiéndose motivar dicha decisión en pos de cumplir con el principio 
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constitucional de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos del art. 9.3 
CE [STS de 14/11/2021 (N.º Rec.: 192/2012)]. Dicha decisión de no iniciación de 
procedimiento y archivo de la causa debe ser notificada al denunciante en su caso, 
o al órgano que dirigió la petición de iniciación (arts. 62.371 y 64.172 LPACAP). La 
resolución de archivo puede ser objeto de recurso administrativo ordinario cuando 
el denunciante tenga adquirida la condición de parte interesada, es decir, cuando 
tenga un interés legítimo en el caso (cuando la imposición de la sanción tenga un 
efecto positivo en el denunciante). En estos casos estaríamos ante una situación de 
las que regula el art. 112 LPACAP73.

6. El procedimiento de oficio en materia laboral y de Seguridad Social

Como hemos tenido ocasión de ver, una de las posibilidades que darían lugar 
a la finalización de las actuaciones practicadas sería el inicio de un procedimiento 
de oficio por parte del OEITSS. Así, los inspectores de trabajo y Seguridad Social 
podrán proponer al Jefe de la Inspección Provincial o al Jefe de la correspondiente 
UEI, la formulación de demandas de oficio ante los juzgados de lo social (arts. 
22.14 LITSS y 6.1 RISOS).

El procedimiento de oficio podrá iniciarse como consecuencia de cualquiera 
de estas tres situaciones (art. 148 Ley 36/201174): 

1.	 La apreciación de perjuicios económicos en los trabajadores afectados. Esta 
situación deberá de reflejarse en las certificaciones de las resoluciones firmes, 
en vía administrativa, que dicte la autoridad laboral, derivadas de un acta de 
infracción. El objeto del proceso en esta causa sería determinar la existencia de 

71	 “Cuando la denuncia invocara un perjuicio en el patrimonio de las Administraciones Públicas, 
la no iniciación del procedimiento deberá ser motivada y se notificará a los denunciantes la 
decisión de si se ha iniciado o no el procedimiento”.

72	 “El acuerdo de iniciación se comunicará al instructor del procedimiento, con traslado de 
cuantas actuaciones existan al respecto, y se notificará a los interesados, entendiendo en todo 
caso por tal al inculpado. Asimismo, la incoación se comunicará al denunciante cuando las 
normas reguladoras del procedimiento así lo prevean”.

73	 “Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o indirectamente 
el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen 
indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos, podrán interponerse 
por los interesados los recursos de alzada y potestativo de reposición, que cabrá fundar en 
cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 47 y 48 de esta 
Ley” (art. 112.1). Véase Tayadella Prat, A. “II. Información y actuaciones previas”. En Derecho 
Administrativo Sancionador, coordinado por A. M. Burgués Pascual y P. García Cruz, 237-
238. Barcelona: Atelier, 2022.

74	 Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social (BOE N.º 245, de 
11/10/2011).
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perjuicios económicos a los trabajadores y, en su caso, cuantificarlos (STS de 5 
de mayo, N.º Rec. 1536/1993). Como se desprende del precepto, este proceso 
solo podrá iniciarse una vez concluido el procedimiento administrativo 
sancionador, exigiendo además que la resolución administrativa haya 
adquirido firmeza. En este sentido, los documentos que permitirán el inicio 
del proceso no serán ni comunicaciones, ni actas levantadas por el OEITSS, 
sino las resoluciones sancionadoras basadas en dichas actas. Parece tratarse 
de una tutela, en este caso ofrecida por la propia Administración Pública, 
de los derechos de los trabajadores cuyo fundamento parece ser evitarles el 
enfrentamiento directo con la empresa75.

2.	 Cuando se aprecie dolo, fraude, coacción o abuso de derecho en la conclusión 
de los acuerdos llevados a cabo con la autoridad laboral competente, de 
reducción de la jornada laboral o de suspensión o extinción del contrato de 
trabajo a que se refieren los arts. 47 y 51.6 LET. El objeto de este procedimiento 
es permitir que el órgano jurisdiccional examine si se producen alguno o 
algunos de los defectos enumerados y, en cuyo caso, declare la nulidad del 
acuerdo76. Del mismo modo, actuará la autoridad laboral cuando la entidad 
gestora de la prestación por desempleo informe que la decisión extintiva de 
la empresa tuviese por objeto el cobro indebido de las prestaciones, por parte 
de los trabajadores, por inexistencia de la situación legal de desempleo77.

3.	 Cuando se constate situaciones de discriminación por razón de sexo de 
las actas de infracción o comunicaciones del OEITSS. En dichas actas o 
comunicaciones deberán recoger las bases de los perjuicios estimados 
para el trabajador a los efectos de poder determinar la indemnización 
correspondiente. Igualmente se iniciará el procedimiento como consecuencia 
de las correspondientes comunicaciones y a los mismos efectos en los 
supuestos de discriminación por razón de origen racial o étnico, religión 
y convicciones, discapacidad, edad y orientación sexual u otros legalmente 
previstos. El objeto de este procedimiento consiste en evitar que la autoridad 
laboral decida sobre cuestiones atribuidas a la jurisdicción social78.

75	 Véase Sempere Navarro, A.V. “El procedimiento de oficio y la Inspección de Trabajo”. Revista 
del Ministerio de Empleo y Seguridad Social – Ministerio de Empleo y Seguridad Social 128 
(2017): 39.

76	 Véanse STS de 20/05/2014 (N.º Rec.: 166/2013) y STS de 17/03/2016 (N.º Rec.: 178/2015).
77	 Véase STS de 16/12/2014 (N.º Rec.: 42/2014).
78	 Véase STS de 18/07/2011 (N.º Rec.: 133/2010).
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Para los supuestos 2 y 3, el procedimiento de oficio conlleva la premisa de 
la suspensión de la vía administrativa ya que la formulación de la propia demanda 
exige dar cuenta al órgano resolutorio del expediente sancionador a los efectos 
que profiera la necesaria suspensión tanto del expediente sancionador como, en su 
caso, del procedimiento liquidador. Cuando esto se produzca, se deberá notificar la 
suspensión tanto a los sujetos interesados como al proponente. Dicha suspensión 
de la vía administrativa permanecerá hasta tanto no se dicte sentencia firme en 
vía judicial (art. 6.1 RISOS). Para el supuesto 1, la vía judicial no impedirá la 
ejecución de las resoluciones administrativas sancionadoras que hayan adquirido 
firmeza (art. 6.1 RISOS). Una vez que la sentencia sea firme y se comunique a la 
autoridad laboral, se continuará la tramitación administrativa del expediente 
sancionador o liquidador. La resolución que se dicte al respecto deberá respetar el 
pronunciamiento jurisdiccional recaído sobre el fondo del asunto (art. 6.2 RISOS).

La iniciación del procedimiento de oficio interrumpirá la prescripción de la 
infracción (art. 7.2 RISOS).

Como peculiaridad, a los efectos de las cuestiones que interesan en este 
apartado, en los supuestos 1 y 2 el procedimiento judicial no solo se seguirá de 
oficio, sino que además no habrá asistencia de los trabajadores perjudicados a los 
que se emplazará al efecto. Una vez que comparezcan, tendrán la consideración de 
parte, sin embargo, no podrán desistir ni solicitar la suspensión del proceso [art. 
150 a) LRJS].

Para evitar pactos abusivos entre trabajadores y empresarios, los pactos 
entre ambas partes que se produzcan con posterioridad al acta de infracción tan 
solo tendrán eficacia en el supuesto de que hayan sido celebrados en presencia del 
inspector de trabajo que levantara el acta de infracción o de la autoridad laboral 
competente [art. 149 c) LRJS].

Del mismo modo, las afirmaciones de hechos que se contengan en la resolución 
o comunicación base del proceso harán fe, salvo prueba en contra, incumbiendo 
toda la carga de la prueba a la parte demandada [art. 150.2 d) LRJS]. En este caso, 
actúa el principio de certeza de las actas de infracción y de los documentos que las 
incorporan con respecto a los hechos y circunstancias reflejados en ellas.

Como apunte final, cabría decir que hasta la entrada en vigor de la LE de 
2023, el procedimiento sancionador administrativo debía suspenderse en los casos 
en los que la naturaleza laboral de la relación era negada por la empresa cuando en 
su escrito de alegaciones así lo dispusiere (STS de 08/07/2004, N.º Rec.: 3195/2001). 
En estas situaciones se debía interponer la correspondiente demanda de oficio 
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ante el Juzgado de los Social [antiguo art. 148 d) LRJS] quedando suspendido el 
procedimiento administrativo hasta no recayera sentencia firme, determinando la 
naturaleza de la relación laboral. Con la derogación del apartado d) del art. 148 LRJS, 
la Administración puede declarar la existencia de relación laboral sin necesidad 
de intervención previa judicial y por lo tanto sin suspensión del procedimiento 
administrativo. En caso de que la empresa no estuviera conforme deberá impugnar 
la resolución administrativa ante la jurisdicción contenciosa-administrativa 
conforme a las reglas generales de impugnación (DA9ª LE).
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Capítulo VI

EL DESARROLLO DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO SANCIONADOR EN EL ORDEN 
SOCIAL

I. DISPOSICIONES PRELIMINARES

1. Regulación del procedimiento administrativo sancionador

El procedimiento administrativo sancionador general se encuentra legislado 
en 2 normas, la LRJSP, donde se lleva a cabo una regulación de los principios que 
informan la potestad sancionadora y la LPACAP en la que se regula el procedimiento 
sancionador como una especialidad del procedimiento administrativo común. Por 
su parte, la LPACAP lleva a cabo una regulación del procedimiento sancionador 
de manera dispersa integrándola como especialidad procedimental a lo largo del 
procedimiento administrativo común.

Por su parte, la DA1ª LPACAP, en su apartado primero, dispone que 
«Los procedimientos administrativos regulados en leyes especiales por razón de 
la materia que no exijan alguno de los trámites previstos en esta Ley o regulen 
trámites adicionales o distintos se regirán, respecto a éstos, por lo dispuesto 
en dichas leyes especiales». Mientras que en su apartado segundo b) relega el 
procedimiento sancionador previsto en la LPACAP a un carácter supletorio 
respecto de las «actuaciones y procedimientos de gestión, inspección, liquidación, 
recaudación, impugnación y revisión en materia de Seguridad Social y Desempleo» 
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que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por lo establecido en 
la LPACAP.

El procedimiento administrativo sancionador en el orden social aparece 
regulado también de manera dispersa en una serie de normas que, en muchos 
casos, atienden a la naturaleza de la materia tratada. Así, la LISOS regula, de manera 
general, el procedimiento en sus arts. 51 a 54, de manera más pormenorizada, 
el RISOS a lo largo de su articulado, en el ámbito de la Administración Pública 
en lo que se refiere a hechos relacionados con la vulneración de la normativa 
en prevención de riesgos laborales, el art. 45 de la LPRL y en su Reglamento de 
desarrollo RD 707/2002, de 19 de julio79 y en materia de trabajo de extranjeros 
los Capítulos II y III del RD 1155/2025, de 19 de noviembre80, siendo el RISOS de 
aplicación supletoria en lo no previsto por dicho reglamento. 

2. Objeto y ámbito de aplicación de los principios rectores del 
procedimiento administrativo sancionador

La LPACAP, en su art. 63.2, establece que «en ningún caso se podrá imponer 
una sanción sin que se haya tramitado el oportuno procedimiento». El TC, en su 
STC 18/1981 ya declaró que los valores salvaguardados por el art. 24 CE no lo 
estarían 

«si se admitiera que la Administración, por razones de orden público, 
pudiera inferir en la esfera jurídica de los ciudadanos imponiéndoles una sanción 
sin observar procedimiento alguno, sin posibilidad de defensa previa a la toma de 
decisión», 

con la carga de tener que recurrir para evitar que el acto se consolide y se 
haga firme. Todo ello confluye en que el orden constitucional garantiza la necesidad 
de un instrumento procedimental mediante el cual, la persona inculpada tenga 
oportunidad de defenderse mediante la aportación o proposición de las pruebas 
que estime oportunas, además de alegar en su derecho lo que convenga y entienda 
pertinente (SSTC 7/1998, 14/1999 y 2/2003).

79	 Real Decreto 707/2002, de 19 de julio, por el que se aprueba el Reglamento sobre el 
procedimiento administrativo especial de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social y para la imposición de medidas correctoras de incumplimientos en materia de 
prevención de riesgos laborales en el ámbito de la Administración General del Estado (BOE 
N.º 82, de 31/07/2002).

80	 Real Decreto 1155/2024, de 19 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y 
su integración social (BOE N.º 280, de 20/11/2024).
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Así, el procedimiento administrativo sancionador debe estar garantizado 
por la aplicación de una serie de principios esenciales que se contienen en el 
propio art. 24 CE (STC 125/1983). Según el TC, son trasladables al procedimiento 
administrativo sancionador, el derecho de defensa, el derecho a la asistencia 
letrada, el derecho a ser informado de la acusación, el derecho de la presunción 
de inocencia, el derecho a no declarar contra sí mismos o el derecho a utilizar los 
medios de prueba pertinentes para la defensa lo que implica que, en caso de no 
admisión o denegación de los mismos, se genere la obligación de motivar dicha 
denegación (STC 116/2002).

Así, la LPACAP prevé un conjunto de garantías que, como hemos hecho 
mención, se hallan dispersas a lo largo de la norma y que se materializan en la 
aplicación de una serie de principios propios del procedimiento administrativo 
común, además de aquellos otros que, con carácter específico, le puedan ser 
atribuibles (art. 1.1 LPACAP). Sin pretender establecer un listado cerrado, podemos 
destacar los desarrollados en los siguientes apartados.

2.1. Principio de garantía de procedimiento previo

Este principio se prevé en el art. 63.2 LPACAP y dispone que «En ningún 
caso se podrá imponer una sanción sin que se haya tramitado el oportuno 
procedimiento». Por su parte, el art. 25.1 LRJSP, al establecer el tratado ya principio 
de legalidad, exige la tramitación de un procedimiento administrativo para ejercer 
la potestad sancionadora: 

«La potestad sancionadora de las Administraciones Públicas se ejercerá 
cuando haya sido expresamente reconocida por una norma con rango de Ley, 
con aplicación del procedimiento previsto para su ejercicio y de acuerdo con lo 
establecido en esta Ley y en la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas…»

2.2. Principio acusatorio

Este principio constituye una de las garantías que se encuentran contenidas 
en el art. 24.2 CE y que se materializa en el derecho a ser informado del acto de 
la acusación, en el derecho a defenderse ante dicha acusación, en el derecho a 
un proceso (en este caso administrativo) con todas las garantías y el derecho a la 
imparcialidad judicial (STC 1/2020)81. Esta imparcialidad judicial acabará siendo 
trasladada a los órganos que participa en el proceso administrativo como van a ser 
el instructor y el resolutorio. De hecho, el art. 63.1 LPACAP recoge la necesaria 
81	 Véase STS de 22/10/2020 (N.º Rec.: 4535/2019).
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separación que debe existir entre la instrucción del procedimiento y la fase de 
resolución: «Los procedimientos de naturaleza sancionadora… establecerán la 
debida separación entre la fase instructora y la sancionadora, que se encomendará 
a órganos distintos». El TC ha determinado que la debida separación entre la fase 
de instrucción y la fase de resolución de la sanción, encomendados a órganos 
distintos es un principio de carácter legal cuya tutela corresponde a los órganos 
judiciales mediante la tramitación de los correspondientes recursos contencioso-
administrativos, a pesar de que las exigencias de imparcialidad que se desprenden 
del art. 24 CE se refieran exclusivamente al órgano judicial que deberá resolver 
sobre la legalidad de la actuación administrativa (por todas, STC 9/2018)82.

2.3. Principio de presunción de inocencia

El principio de presunción de inocencia, reconocido en el art. 24.2 CE ha 
sido objeto de innumerables pronunciamientos por parte del TC (SSTC 120/1994, 
154/1994, 23/1995, 97/1995, 14/1997, 45/1997, entre otras). Del mismo modo, se 
haya recogido en el art. 53.2 b) LPACAP donde se dice que se tendrá derecho «A 
la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras no se 
demuestre lo contrario».

El propio TC ha reconocido que la presunción de inocencia es un principio 
esencial en el Derecho Administrativo Sancionador, de manera que, habiendo 
sido la presunción de inocencia concebida, en un principio, como garantía del 
proceso penal, resulta aplicable, «más allá del mismo a todo acto de poder público 
sea administrativo o judicial, mediante el cual se castiga una conducta de las 
personas…». Esta presunción de inocencia supone una presunción iuris tantum, es 
decir, contiene la garantía de no sufrir sanción «que no tenga fundamento en una 
previa actividad probatoria…» sobre la cual se pueda fundamentar un juicio de 
culpabilidad por el órgano competente (STC 138/1990).

2.4. Principio de motivación

El principio de motivación aparece contenido en el art. 35.1 h) LPACAP 
disponiendo que deberán ser motivados con sucinta referencia a los hechos y 
fundamentos de derecho «Las propuestas de resolución en los procedimientos de 
carácter sancionador, así como los actos que resuelvan procedimientos de carácter 
sancionador o de responsabilidad patrimonial».

La obligación de motivar radica en la necesidad de conocer todos los 
elementos que la Administración ha tenido en cuenta en su pronunciamiento 
82	 Véase también STS 22/10/2020 (N.º Rec.: 4535/2019).
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resolutorio y, por lo tanto, en la no vulneración al derecho de defensa (ya sea en 
vía administrativa o en vía judicial) en caso de que la persona inculpada no esté 
de acuerdo con los motivos aludidos en dicha resolución, o en caso de haberse 
cometido algún error por parte de la Administración a la hora de valorar dichos 
hechos y fundamentos de derecho.

Por último, debemos recordar que el art. 90.2 LPACAP establece un 
deber de congruencia entre la resolución motivada y los hechos que se hayan 
podido determinar a lo largo del procedimiento «En la resolución no se podrán 
aceptar hechos distintos de los determinados en el curso del procedimiento, con 
independencia de su diferente valoración jurídica». De tal suerte que cuando el 
órgano resolutorio considere que la infracción o la sanción revistan mayor gravedad 
que la propuesta en la resolución, se deberá notificar a la persona inculpada para 
que en el plazo pertinente presente las alegaciones que estime oportunas.

2.5. Principio de garantía procedimental

Con la garantía procedimental pretendemos hacer referencia a los derechos 
que se desprenden de los actos de notificación de las actas y, en definitiva, de la 
instrucción del expediente administrativo sancionador que la LPACAP contempla 
en sus arts. 13 y 53. 

Así, el art. 13 establece el derecho a poder comunicarse con la Administración 
a través de un Punto de Acceso General electrónico de la Administración, a ser 
asistidos en el uso de medios electrónicos, a utilizar las lenguas oficiales en el 
territorio de su Comunidad Autónoma, al acceso a la información pública, archivos 
y registros, de acuerdo con lo previsto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre83, y 
el resto del ordenamiento jurídico, a ser tratados con respeto y deferencia por las 
autoridades y empleados públicos, a la protección de datos de carácter personal, 
etc. 

Por su parte, el art. 53.1 contempla los siguientes derechos: 

a)	 A conocer, el interesado, el estado de la tramitación del expediente, el sentido 
del silencio administrativo, el órgano instructor y el órgano resolutorio y los 
actos de trámite dictados. 

b)	 A acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los citados 
procedimientos, derecho a no presentar datos y documentos no exigidos por 
las normas aplicables al procedimiento de que se trate, que ya se encuentren 

83	 Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno (BOE N.º 295, de 10/12/2013)
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en poder de las Administraciones Públicas o que hayan sido elaborados por 
éstas. 

c)	 A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por 
el ordenamiento jurídico y a aportar documentos en cualquier fase del 
procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán ser tenidos en 
cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución.

d)	 A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o 
técnicos que las disposiciones vigentes impongan a los proyectos, actuaciones 
o solicitudes que se propongan realizar. 

e)	 A actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de 
sus intereses. 

Además de los mencionados y como sujetos responsables de procedimientos 
administrativos sancionadores, los administrados tendrán derecho a (art. 53.2): 

a)	 Ser notificado de los hechos que se le imputen, de las infracciones que tales 
hechos puedan constituir y de las sanciones que se les pudieran imponer, 
así como de la identidad del instructor, de la autoridad competente para 
imponer la sanción y de la norma que atribuya tal competencia.

b)	 A la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras 
no se demuestre lo contrario. 

Toda esta garantía procedimental configura un conjunto de derechos que 
cristalizan en una tutela administrativa como resultado de la traslación de las 
garantías del proceso penal.

2.6. Principio de buena administración

El principio de buena administración lo vemos plasmado en el art. 41 de la 
Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea84. Dicho artículo recoge 
el principio en una serie de derechos procedimentales en el ámbito administrativo 
resultando, una vez más, evidente la traslación, eso sí matizada, de las garantías de 
la tutela judicial al procedimiento administrativo. 

Así, dicho art. 41 refleja que cualquier persona tiene derecho a que las 
instituciones y órganos de la UE traten sus asuntos de manera imparcial y 
equitativamente y dentro de un plazo razonable. El derecho incluye el derecho de 
toda persona a ser oída antes de que se tome en contra suya una medida individual 

84	 DOCE C 364/1, de 18/12/2000.
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que le afecte desfavorablemente, el derecho de toda persona a acceder al expediente 
que le afecte o la obligación que incumbe a la administración de motivar sus 
decisiones.

II. EL INICIO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
SANCIONADOR

El procedimiento sancionador, como ya se ha dicho, no deja de ser una 
especialidad del procedimiento administrativo común, por lo que podríamos 
definirlo como un conjunto ordenado de trámites y actuaciones formalmente 
realizados conforme lo previsto legalmente al objeto de dictar un acto administrativo 
de naturaleza sancionadora (es decir, una sanción) como respuesta punitiva a la 
comisión de una conducta infractora, tipificada en una norma con rango legal, por 
parte de un sujeto responsable85. En definitiva, un expediente sancionador es una 
tramitación procedimental administrativa de carácter especial mediante la cual, la 
Administración Pública ejerce la potestad sancionadora al objeto de proteger un 
bien jurídico de carácter general.

Al mismo tiempo, dicho procedimiento debe desarrollarse garantizando 
derechos claves y fundamentales de los ciudadanos al objeto de que el ius puniendi 
no se ejerza de manera arbitraria o desproporcionada. De ello se desprende que la 
potestad sancionadora de la Administración Pública debe ejercerse de conformidad 
con una tramitación estrictamente regulada por la legislación vigente.

De acuerdo con lo dicho, el procedimiento sancionador solo se puede iniciar 
de oficio (art. 63.1 LPACAP), a diferencia del procedimiento administrativo común 
que puede ser iniciado a instancia de parte (ejemplo: solicitar una prestación 
del sistema de Seguridad Social). Por lo tanto, será la autoridad administrativa 
competente la que decida la incoación del procedimiento sancionador, sin que ello 
deba entenderse la existencia de arbitrariedad por parte de la Administración. En 
todo caso ocurre lo contrario, es decir, la autoridad administrativa está obligada 
a iniciar un procedimiento sancionador siempre que llegue a su conocimiento 
la notitia criminis del caso a quo, toda vez que las conclusiones obtenidas de las 
actuaciones previas practicadas impelan a ello. La facultad de iniciar de oficio un 
procedimiento sancionador preserva la autonomía de la Administración Pública 
respecto de injerencias externas que puedan alterar la defensa del interés general 

85	 Véase la Exposición de Motivos de la LPACAP. Serrano Núñez, C. “IV Inicio del Procedimiento 
sancionador”. En Derecho Administrativo Sancionador, coordinado por A. M. Burgués Pascual 
y P. García Cruz, 251. Barcelona: Atelier, 2022.
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agredido por la conducta infractora y debiendo ser preservado por los poderes 
públicos.

Otra de las razones que operan en la hegemonía de la Administración en el 
procedimiento sancionador es la pretensión de imponer un castigo, en este caso una 
sanción administrativa, cuestión que queda a cargo exclusivamente en el ámbito de 
poder de la Administración Pública.

El procedimiento administrativo sancionador en el orden social se iniciará 
de oficio por el OEITSS, como resultado de la actividad inspectora previa, a través 
de acta de infracción y se extenderá y tramitará de acuerdo con lo dispuesto en el 
Capítulo IX del RISOS (art. 13.1 RISOS). Como excepción, cuando el procedimiento 
administrativo sancionador se dirija hacia la imposición de sanciones por la 
comisión de infracciones leves o graves de las tipificadas en la LISOS a los solicitantes 
o beneficiarios de prestaciones del sistema de Seguridad Social, el procedimiento 
se iniciará por comunicación del OEITSS a la correspondiente entidad gestora 
como resultado de los antecedentes o datos obrantes en la propia entidad, cuando 
dicha entidad advierta del incumplimiento, de conformidad con lo dispuesto en el 
Capítulo VII RISOS (art. 13.2 RISOS).

Cuando estemos ante supuestos de empresas establecidas en España que en 
el marco de una prestación de servicios transnacional desplacen temporalmente 
a personas trabajadoras al territorio de un Estado miembro de la UE o al de un 
Estado signatario del Acuerdo sobre el Espacio Económico, también el OEITSS 
podrá iniciar de oficio un procedimiento sancionador en virtud de comunicación 
de la Administración Pública a la que corresponda en el lugar del desplazamiento 
la vigilancia del cumplimiento de la normativa laboral, lo que sin duda fortalece la 
cooperación intra europea para perseguir los ilícitos laborales (DA1ª, apartados 1 y 
5, Ley 45/1999, de 29 de noviembre86).

1. La extensión del acta de infracción

Tras constatar los hechos constitutivos de infracción en el orden social por 
parte de los funcionarios del OEITSS, se producirá la correspondiente extensión 
de acta de infracción en los términos y condiciones establecidos en el art. 12 y 
Capítulo III de la RISOS (art. 12.1 RISOS). Como ya hemos señalado, la imposición 
de sanciones por infracciones administrativas en el orden social exige la previa 
tramitación del oportuno expediente, en la que habrán de respetarse las garantías y 
observarse los requisitos establecidos en el RISOS (art. 2.1 RISOS). El procedimiento 
86	 Ley 45/1999, de 29 de noviembre, sobre el desplazamiento de trabajadores en el marco de una 

prestación de servicios transnacional (BOE N.º 286, de 30/11/1999).
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sancionador se iniciará de oficio, como resultado de la actividad inspectora previa, 
por acta de infracción de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en virtud de 
actuaciones practicadas de oficio, por propia iniciativa o mediante denuncia, o a 
instancia de persona interesada. 

En el concepto de acta, a pesar de haber sido señalado como ambiguo y 
polivalente por la doctrina, confluyen una serie de elementos comunes. Son 
documentos en los que una persona cualificada y con competencias, da fe de 
una serie de hechos al objeto de producir una serie de efectos jurídicos a terceras 
personas87. Si nos trasladamos al ámbito jurídico laboral del OEITSS, se pueden 
extender distintos tipos de actas: actas de infracción y actas de liquidación (arts. 12 
y ss. y 31 RISOS). 

Las actas de infracción, en general y en particular las extendidas por el 
OEITSS, es un documento público, suscrito por un funcionario público, en nuestro 
caso un inspector de trabajo y Seguridad Social (como vimos, también pude ser 
suscrita por un subinspector laboral, pero con el visado del inspector de trabajo 
correspondiente), donde se plasman una serie de hechos constituyentes, a su 
juicio, de infracción administrativa por incumplimientos de las normas del orden 
social. Junto a dichos hechos relatados, las actas de infracción deben contener 
una valoración jurídica de la gravedad de dichos hechos al objeto de proponer el 
correspondiente castigo, en este caso, la sanción o sanciones tipificadas en la norma 
legal.

En este punto debemos recordar que la comprobación de la comisión de una 
infracción tipificada como tal no implica siempre el levantamiento automático del 
acta de infracción correspondiente ya que la tarea de fiscalizar el cumplimiento de 
la normativa laboral no siempre exige el ejercicio la potestad punitiva del Estado. 
Como consecuencia de ello y tomando como criterio de valoración la razonabilidad, 
la proporcionalidad o la conveniencia del caso, la Administración puede recurrir a 
otras acciones como pueden ser el requerimiento, la advertencia, la comparecencia, 
etc., siempre que de la comisión del ilícito administrativo no se deriven perjuicios 
directos a los trabajadores.

Como pequeño apunte, puesto que en temas posteriores se abordará con 
mayor profundidad, las actuaciones previas del OEITSS pueden dar lugar a la 
extensión de un acta de liquidación, que procederá cuando se produzcan deudas 
respecto del sistema de Seguridad Social por cuotas de cotización. Dichas actas se 

87	 Véase Cervilla Garzón, M.J. y Jover Ramírez, M.C. Manual Básico…, op. Cit., pág. 203.



José Bascón Marín

156

extenderán cuando el origen de las deudas al sistema se produzca por las siguientes 
causas (art. 31.1 RISOS):

a)	 Falta de afiliación o de alta de trabajadores en cualquiera de los Regímenes 
del Sistema de la Seguridad Social.

b)	 Diferencias de cotización por trabajadores dados de alta cuando dichas 
diferencias no resulten directamente de los documentos de cotización 
presentados dentro o fuera del plazo reglamentario.

c)	 Por derivación de la responsabilidad del sujeto obligado al pago, cualquiera 
que sea su causa y Régimen de la Seguridad Social aplicable.

Conviene apuntar en este momento que, en los casos de actas de infracción 
por hechos presuntamente constitutivos de infracciones tipificadas en la LISOS 
como graves y que conlleven la expedición, al mismo tiempo, de actas o propuestas 
de liquidación por los mismos hechos que se reflejen en el acta de infracción, se 
deberán formalizar simultáneamente con las liquidaciones (arts. 14.4 RISOS y 34.4 
TRLGSS). Sin embargo, los tribunales han aceptado la tramitación de ambas actas, 
de manera separada sin que ello produzca la invalidez del acta88.

El acta de infracción, y en su caso la de liquidación, se extenderá al sujeto 
responsable de los hechos ilícitos. En los supuestos de actas de liquidación en que 
se compruebe la concurrencia de presuntos responsables solidarios, la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social podrá extender acta a todos los sujetos responsables 
o a uno de ellos, que se tramitarán en el mismo expediente (art. 31.2 RISOS).

2. Contenido y validez de las actas de infracción

El contenido de las actas de infracción del OEITSS viene regulado en los arts. 
53.1 LISOS y 14.1 RISOS, según los cuales, deberán reflejar el siguiente contenido:

1.	 Nombre y apellidos o razón social, domicilio, actividad, documento 
nacional de identidad, número de identificación fiscal, código de cuenta de 
cotización a la Seguridad Social y, en su caso, número de Seguridad Social de 
autónomos, del presunto sujeto infractor. Si se comprobase la concurrencia 
de responsable subsidiario o solidario, se hará constar tal circunstancia, 
fundamentación fáctica y jurídica de su presunta responsabilidad y los 
mismos datos exigidos para el sujeto responsable directo. En definitiva, en 
el acta de infracción debe identificarse de manera clara al sujeto responsable 
que se presuma infractor y que serán las personas físicas o jurídicas y las 

88	 STSJ de Cataluña de 20/12/2001 (N.º Rec.: 742/1997).
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comunidades de bienes, tal como lo establece el art. 2 LISOS. Cuando se trate 
de persona jurídica o comunidad de bienes, deberán aparecer los poderes con 
los que actúa la persona que representa a dichos entes. En caso de pluralidad 
de sujetos responsables, deberán quedar identificados de manera individual 
todos ellos. Como apunte aclaratorio, hay que decir que las sociedades civiles 
irregulares no aparecen como sujetos responsables en el art. 2 LISOS, pero 
deberán ser incluidas entre las comunidades de bienes en función del art. 
1.669 CC89.

2.	 Los hechos comprobados por el funcionario actuante, con expresión de los 
relevantes a efectos de la tipificación de la infracción, los medios utilizados 
para la comprobación de los hechos que fundamentan el acta, y los criterios 
en que se fundamenta la graduación de la propuesta da sanción; asimismo, 
consignará si la actuación ha sido mediante visita, comparecencia o por 
expediente administrativo. Por tanto, la descripción de los hechos debe ser 
lo más clara, objetiva y completa posible. El relato fáctico debe permitir, de 
manera precisa, entender qué se imputa, cuando ocurrió, cómo ocurrió y 
como se comprobó. Se exigen que los hechos queden expuestos con suficiente 
concreción y detalle fundamentando así, la propuesta de sanción al procurar 
basamento probatorio a la acusación administrativa, al mismo tiempo que 
permitirá, al interesado, conocer qué conducta se le atribuye para poder 
defenderse ante tal acusación90. Por lo tanto, en sentido contrario, no se 
podrá sancionar al sujeto inculpado, salvo que existan pruebas aportadas 
por la Administración que incriminen la conducta reprochable del sujeto 
responsable (STC 76/1990).

3.	 La infracción o infracciones presuntamente cometidas, con expresión del 
precepto o preceptos vulnerados, y su calificación. La correcta tipificación 
de la infracción otorga al procedimiento seguridad jurídica, lo que significa 
que se hubiese errores en los preceptos utilizados se puede argumentar la 
improcedencia de la sanción. La seguridad jurídica consiste en que el sujeto 
responsable conozca qué tipo de infracción concreta se le está atribuyendo, 
que norma del ordenamiento jurídico laboral se está infringiendo y cuál va a 
ser el castigo propuesto.

89	 García Lorente, M. “Capítulo V El inicio del procedimiento sancionador”. En Procedimiento 
sancionador y liquidatorio en el orden social. Actuaciones de la Inspección de Trabajo y la 
Autoridad Laboral, coordinado por A. V. Sempere Navarro, F.J. Fernández Orrico y M.T. 
Marbán Pinilla, 189. Murcia: Ediciones Laborum, 2025.

90	 Ibidem, pág. 192.
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4.	 Número de trabajadores de la empresa y número de trabajadores afectados 
por la infracción, cuando tal requisito sirva para graduar la sanción o, en su 
caso, calificar la infracción. El número de trabajadores que queden afectados 
por el ilícito cometido, como vimos, es un criterio que puede agravar la 
sanción propuesta [art. 39.3 d) LISOS]. En estos casos, será preciso para 
aplicar dicho criterio, especificar qué número de trabajadores han resultado 
afectados y qué proporción resulta con respecto al número de trabajadores 
total que pudieran haber estado expuestos al riesgo. En la medida en que el 
agravamiento de la sanción no se corresponda con el peso proporcional de 
trabajadores afectados, el sujeto inculpado podrá alegar dicha circunstancia. 
Por otra parte, la LISOS contiene preceptos en los que al tipificar la infracción 
añade que se entenderá cometida una infracción por cada trabajador 
afectado, lo que hace imprescindible, constatar el número de trabajadores 
damnificados [véanse arts. 19.2 e) o 22.9 LISOS].

5.	 La propuesta de sanción, su graduación y cuantificación, que será el total de 
las sanciones propuestas si se apreciase más de una infracción. Se incluirá 
expresamente la propuesta de las sanciones accesorias que procedan como 
vinculadas a la sanción principal. El acta de infracción debe contener tanto 
la propuesta de sanción, la graduación de la sanción y la cuantificación de 
la misma. Además, el inspector de trabajo que levante el acta de infracción 
debe ser específico a la hora de razonar los criterios de graduación elegidos 
para agravar la sanción propuesta y el motivo por el cual se aplican. Todo 
ello en aras de que el órgano resolutorio confirma la propuesta realizada 
en el acta ya que dicho órgano tiene potestad para modificar la propuesta. 
Del mismo modo, el acta deberá contener las sanciones accesorias que se 
propongan y que acompañen a la sanción principal. Además, deberán estar 
motivadas expresamente a los efectos de justificar la totalidad del castigo.

6.	 Órgano competente para resolver y órgano competente para realizar los 
actos de instrucción y ordenación del expediente sancionador y plazo para 
la interposición de las alegaciones ante éste. Tras el levantamiento del acta 
y su notificación al sujeto responsable, el procedimiento sancionador entra 
en su fase de instrucción. Tras ella, la siguiente fase es la de resolución. 
Pues bien, cada una de estas fases es iniciada e impulsada por un órgano 
administrativo diferente en función del reparto competencial que tendremos 
oportunidad de estudiar en su momento. La importancia de que se señale 
en el acta claramente quién es el órgano administrativo radica en que el 
sujeto responsable deba conocer fehacientemente a qué órgano dirigirse, a 
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la hora de poder alegar o a la hora de saber quién resuelve el procedimiento 
aceptando o modificando la propuesta realizada por la ITSS.

7.	 Indicación del funcionario que levanta el acta de infracción y su firma y, en 
su caso, el visado del Inspector de Trabajo y Seguridad Social con su firma 
e indicación de quién ha sido el funcionario que la ha efectuado, cuando se 
trate de un subinspector laboral. El funcionario actuante es quién firma el 
acta en calidad de autor del documento. Esta identificación debe plasmarse 
claramente a efectos de que estamos ante un documento de naturaleza 
pública y tanto inspectores de trabajo como subinspectores laborales actúan 
como agentes de la autoridad. Cuando las actas sean extendidas por un 
subinspector laboral, deberán ser visadas por el inspector bajo cuya dirección 
actúen en los supuestos en los que establece la ley (infracciones graves y 
muy graves de aquellas materias que tengan atribuida los subinspectores 
laborales, véase art. 12.3 RISOS).

8.	 Fecha del acta de infracción. La fecha señalada al extender el acta de 
infracción marca hitos importantes del procedimiento administrativo 
sancionador en cuanto que señala el inicio del cómputo del plazo para que 
el acta se notifique al sujeto responsable (art. 17.1 RISOS), el límite final 
para el cómputo del periodo en el que se han desarrollado las actuaciones 
inspectoras previas (art. 8.2 RISOS) o el inicio que marcará el cómputo del 
periodo en el que se tiene que resolver el expediente sancionador (art. 20.3 
RISOS).

Además, el funcionario actuante deberá determinar en el acta de infracción 
todas aquellas medidas provisionales que estimase necesarias establecer para 
asegurar la eficacia de la resolución y evitar el mantenimiento de los efectos 
de la infracción, de conformidad con el art. 56 LPACAP y demás normativa 
de aplicación a cada caso. Estas medidas deberán cumplir con el principio de 
proporcionalidad y ajustarse a las exigencias de cada caso (art. 14.2 RISOS). En 
los casos en los que el funcionario que levante el acta apreciase que de los hechos 
presuntamente constitutivos de infracción se derivaran perjuicios económicos para 
los trabajadores afectados, a los efectos del art. 148 y ss. de la LRJS podrá incluir 
a dichos trabajadores afectados consignándolos con los requisitos exigidos para la 
validez de las demandas judiciales (art. 14.2 RISOS).

Cuando se aprecie reincidencia, se exigirá que se señale tal circunstancia 
y su causa en el acta de infracción, es decir, que se haga constar que se trata de 
infracciones del mismo tipo y calificación, que la resolución sancionadora anterior 
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adquirió firmeza en vía administrativa y que entre la fecha de notificación de 
dicha resolución administrativa sancionadora y la comprobación de esta segunda 
supuesta infracción no hayan transcurrido más de 365 días. En estas situaciones, 
la cuantía de las sanciones podrá incrementarse en la forma establecida por la 
legislación vigente (art. 14.5 RISOS).

Como hemos dicho con anterioridad, hay que tener en cuenta que, en el 
desarrollo de sus funciones, cuando el acta de infracción sea practicada por un 
subinspector laboral deberá aquella ser visada por el inspector de trabajo del que 
técnicamente dependa el subinspector, al objeto de su corrección técnica por dicho 
inspector, cuando se produzcan infracciones graves y muy graves en materias cuya 
vigilancia les esté atribuida, constando en el acta el deber de notificación al presunto 
sujeto responsable (art. 12.3 RISOS). En el caso de que la formulación del acta se 
haya llevado a cabo de manera incompleta, defectuosa o en contradicción con los 
criterios técnicos e interpretativos que hemos hecho referencia anteriormente, el 
inspector podrá devolverlas al subinspector para que dichos defectos o errores se 
corrijan, sin perjuicio del visado cuando proceda (art. 12.2 RISOS).

3. Valor probatorio de las actas de infracción

Cuando los hechos constatados por funcionarios del OEITSS se formalicen 
en las actas de infracción observando los requisitos establecidos en el apartado 
anterior, estas tendrán la naturaleza de documento público y, por tanto, quedarán 
revestidas por la presunción de certeza, sin perjuicio de las pruebas que en defensa 
de los respectivos derechos e intereses puedan aportar los interesados (art. 53.2 
LISOS y 15 RISOS). La presunción de la veracidad de las actas de la ITSS deriva 
de la imparcialidad y especialización que se le atribuye al inspector91. También 
tendrán el mismo valor probatorio los informes emitidos por los funcionarios de 
la ITSS donde aparezcan hechos reseñados como consecuencia de comprobaciones 
efectuadas por el propio organismo, sin perjuicio de las contradicciones o pruebas 
en contra que puedan aportar los interesados (art. 23 LITSS). 

Cuando el acta de infracción tuviese defectos de forma, que se presentasen 
incompletas o defectuosas o que contraríen los criterios técnicos e interpretativos 
comunes establecidos para el desarrollo de la función inspectora, los titulares 
de la Dirección Especial, de las Direcciones Territoriales, de las Jefaturas de las 
Inspecciones Provinciales y de sus Unidades Especializadas de Inspección podrán 
devolver dichas actas con el objeto de que se corrijan los defectos, pudiendo 

91	 SSTS de 21/03/1989, ECLI:ES:TS:1989:2122; Nº. Rec.: 1717/1987 y ECLI:ES:TS:1989:2105, 
entre otras.
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en cualquier momento rectificar los errores de carácter material, de hecho o 
aritméticos que se pudieran cometer de conformidad con el art. 109.2 LPACAP 
(art. 12.1 RISOS).

4. Acumulación de infracciones en una misma acta de infracción

Al objeto de simplificar la documentación generada y los trámites 
procedimentales de los expedientes sancionadores, el legislador permite incluir en 
una misma acta de infracción diversas infracciones, siempre que tengan que ver 
con una misma materia, entendiendo por tales las infracciones en las materias de 
relaciones laborales, de prevención de riesgos laborales, de Seguridad Social, de 
colocación y empleo, de movimientos migratorios y trabajo de extranjeros y las 
motivadas por obstrucción (art. 16 RISOS).

Esta acumulación deberá producirse como resultado de una misma actuación 
inspectora, cuando se aprecien la comisión de varias presuntas infracciones, por lo 
que no podrán integrarse en una misma acta, infracciones (aunque pertenezcan al 
mismo bloque de materias) detectadas en otras actuaciones inspectoras.

La acumulación de infracciones administrativa en una misma acta de 
infracción puede generar una situación en la que las infracciones tengan distintas 
calificaciones (leves, graves o muy graves) y ello dará lugar a distintas sanciones 
que se graduarán en función de la gravedad de la infracción y en función de las 
circunstancias que hayan rodeado al ilícito cometido. Es decir, en una misma 
acta de infracción pueden existir varias infracciones con distintas calificaciones y 
distintas sanciones. En estos casos, el art. 14.1 e) RISOS establece que la propuesta 
de sanción, su graduación y cuantificación final será el resultado del total de las 
sanciones propuestas si se apreciase más de una infracción. Además, también se 
incluirán expresamente la propuesta de las sanciones accesorias que procedan como 
vinculadas a la sanción principal. A pesar de que la ley no dice nada al respecto 
traemos a colación un criterio doctrinal sobre la absorción de las infracciones. Así, 
Fernández Orrico entiende que la calificación que debe proponerse al conjunto de 
las infracciones acumuladas debe ser la de mayor intensidad en lo que a gravedad 
se refiere, absorbiendo la infracción más grave a la menos grave92.

92	 Fernández Orrico, F.J. “Capítulo VI Actas de infracción, actas de liquidación y actas de 
infracción por obstrucción (I)”. En Procedimiento sancionador y liquidatorio en el orden 
social. Actuaciones de la Inspección de Trabajo y la Autoridad Laboral, coordinado por A. 
V. Sempere Navarro, F.J. Fernández Orrico y M.T. Marbán Pinilla, 231. Murcia: Ediciones 
Laborum, 2025.
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En cuanto a las reducciones de las cuantías de las sanciones que puedan 
producirse por pronto pago, conviene recordar que la reducción que se pueda 
practicar se llevará a cabo sobre el importe total de la propuesta de sanción. 
Cuando el acta de infracción concurra con acta de liquidación por los mismos 
hechos, solamente podrá ser objeto de reducción en los términos establecidos en el 
art. 34.2 RISOS, es decir, si el sujeto infractor diese su conformidad a la liquidación 
practicada, mediante el ingreso de su importe en el plazo establecido legalmente, las 
sanciones por infracción por los mismos hechos se reducirán al 50% de su cuantía. 
Esta reducción sólo podrá aplicarse cuando la cuantía de la liquidación supere la de 
la sanción propuesta inicialmente. 

Para los supuestos de concurrencia de sujetos responsables respecto de la 
misma infracción, para la aplicación de la reducción será necesario que, al menos 
uno de dichos sujetos solicite el pago con carácter previo a la resolución y que 
ninguno del resto de sujetos concurrentes presente alegaciones al acta de infracción, 
efectuándose el pago en el plazo previsto y sin perjuicio de las responsabilidades 
previstas para otros procedimientos distintos del regulado en el RISOS (art. 14.6 
RISOS)

No procederá la acumulación en los casos de tramitación simultánea de actas 
de infracción y liquidación por los mismos hechos, cuando concurran supuestos 
de responsabilidad solidaria o subsidiaria, o en las infracciones relacionadas 
causalmente con un accidente de trabajo o enfermedad profesional. Tampoco 
procederá la acumulación en los supuestos en los que concurran infracciones 
que conlleven sanciones exclusivamente pecuniarias con otras en las que, aunque 
sean de una misma materia, se propongan sanciones accesorias junto a la sanción 
principal. En todo caso, la acumulación de infracciones respetará la distribución 
de competencias entre los órganos de la Administración General del Estado y entre 
estos y los de la comunidad autónoma respectiva (art. 16 RISOS).

III. LA FASE DE NOTIFICACIÓN DE LAS ACTAS DE 
INFRACCIÓN

La notificación del acta de infracción es el acto administrativo por el cual 
se inicia, realmente, un procedimiento administrativo sancionador ya que el acta 
puede extenderse, pero que finalmente no se produzca la notificación por algún 
tipo de error advertido, lo que significa que no llegará tampoco al órgano instructor 
del procedimiento y, por lo tanto, no habrá hechos sobre los que emitir juicios de 
valor para emitir un pronunciamiento. 
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El acto de la notificación debe ser escrito y reunir todos los requisitos 
establecidos al efecto. Se trata de un acto de trámite simple que, en principio, no 
genera indefensión ni suele ser susceptible de recurrirse en vía administrativa ni 
en vía judicial. La falta de notificación implica que no se ha iniciado expediente 
alguno lo que daría lugar a un supuesto de nulidad de pleno derecho sobre cualquier 
tramitación procedimental sancionadora posterior [art. 47.1 a) y e) LPACAP].

El art. 40.1 LPACAP regula la notificación administrativa al establecer que el 
órgano que dicte tanto resoluciones como actos administrativos deberá notificarlo 
a los interesados. Ello implica dos cuestiones fundamentales y obligatorias: llevar a 
cabo la comunicación y hacer constar dicha comunicación en los términos formales 
requeridos normativamente (art. 41 LPACAP).

Entre las múltiples posibilidades que hoy en día se regulan sobre el acto 
de notificación, hay que tener en cuenta la notificación electrónica o digital, 
modalidad que, en un futuro, invadirá cualquier aspecto o fase del procedimiento 
administrativo, tanto del general, como de los específicos, caso del sancionador 
y, en concreto, el correspondiente al orden social. De hecho, el art. 41.1 LPACAP 
establece una preferencia sobre la práctica de la notificación por medios electrónicos 
y, en todo caso, cuando el interesado resulte obligado a recibirlas por esta vía. Sobre 
esta cuestión debemos resaltar un asunto clave como es la necesidad de asegurar 
y constatar, por parte del órgano o administración que lleve a cabo el acto de 
notificación, el acceso del interesado o destinatario de la notificación. No todo 
el mundo disfruta de un entorno digital adecuado ni tampoco cualquier persona 
tiene destrezas, competencias o conocimientos suficientes para manejar las nuevas 
tecnologías, lo que supone que dicha cuestión se deba considerar de relevancia 
máxima en cuanto a requisitos de la notificación al objeto de no malograr los 
derechos garantistas procedimentales del interesado o interesados93.

Reglamentariamente, la Administración Pública podrá establecer la 
obligación de practicar electrónicamente las notificaciones en determinados 
procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas cuando quede acreditado 
su acceso y disponibilidad a los medios electrónicos necesarios (art. 41.1 LPACAP). 
A pesar de la preferencia citada, las administraciones públicas podrán practicar el 
acto de la notificación por medios no electrónicos cuando la notificación se realice 
con ocasión de la comparecencia espontánea del interesado o su representante en 
las oficinas señaladas al respecto y solicite la comunicación de la notificación, en 
ese momento. También, cuando el objeto sea asegurar la eficacia de la actuación 

93	 Véanse SSTS de 07/10/2015 (N.º Rec.: 680/2014) y de 10/11/2021 (N.º Rec.: 4886/2020).
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administrativa (art. 41.1 LPACAP). Por su parte, en ningún caso se efectuará la 
notificación por medios electrónicos cuando la notificación deba ir acompañada 
de elementos que no sean susceptibles de conversión al formato electrónico y las 
que contengan medios de pago a favor de los obligados (art. 41.2 LPACAP). Los 
interesados que no estén obligados a recibir notificaciones electrónicas podrán 
decidir y comunicar, en cualquier momento, a la administración correspondiente, 
que las notificaciones sucesivas se practiquen o dejen de practicarse por medios 
electrónicos (art. 41.1 LPACAP).

En cualquier caso, la notificación del acta de infracción deberá hacerse al 
órgano instructor del procedimiento sancionador (no solamente habrá que hacerle 
llegar la notificación del acta sino también toda la documentación necesaria para 
instruir el caso), al interesado o interesados, ello incluye a todo presunto responsable 
del ilícito administrativo, en su caso, al denunciante o denunciantes en los casos en 
los que la denuncia invoque un perjuicio al patrimonio de las administraciones 
públicas (art. 62.3 LPACAP) o cuando las normas del correspondiente 
procedimiento administrativo sancionador específico, así lo establezcan (art. 64.1 
LPACAP) y a terceras personas diferentes del sujeto responsable cuando adquieran 
la condición de interesados (arts. 4, 7, 8, 41, 54 y 62 LPACAP).

En los casos en los que el interesado rechace la notificación de una 
actuación administrativa, se hará constar en el expediente especificando tanto 
las circunstancias de notificación como el medio utilizado para ello, dándose 
por efectuado el trámite y siguiéndose el procedimiento conforme la regulación 
correspondiente (art. 41.5 LPACAP).

Con independencia del medio utilizado (papel o digital), la Administración 
que realice la notificación, enviará un aviso al dispositivo electrónico o correo 
electrónico procurado por el interesado, ofreciendo información sobre la puesta a 
disposición de la correspondiente notificación practicada en la sede electrónica de 
dicha administración u organismo público, o en la dirección electrónica habilitada 
única. Sin embargo, hay que señalar que la falta de práctica de este aviso no invalida 
el acto de la notificación (art. 41.6 LPACAP). En los casos en los que el interesado 
fuera notificado por varios cauces, se tomará como fecha de notificación aquella 
que se hubiera producido en primer lugar (art. 41.7 LPACAP). 

Respecto de las notificaciones que se practiquen en papel, como hemos 
dicho, todas deberán ser puestas a disposición del interesado en la sede electrónica 
de la administración u organismo público actuante (art. 42.1 LPACAP). En 
aquellos supuestos en los que la notificación se practique en el domicilio de la 
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persona interesada, en la medida en que esta no estuviera presente en el momento 
de la entrega, podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona mayor de 14 años 
que se encuentre en el domicilio y se identifique correctamente. Si nadie pudiera 
hacerse cargo de la notificación se haría constar esta circunstancia en el expediente, 
junto con el día y la hora en que intentó la notificación. En estos casos, se deberá 
intentar una sola vez más, el acto de la notificación en una hora distinta y dentro 
de los tres días siguientes. En el caso de que en el primer intento de notificación se 
hubiera practicado antes de las 15:00 horas, el segundo intento habrá que realizarlo 
después de las 15:00 horas y viceversa, debiendo dejar un margen de tres horas 
entre ambos intentos (art. 42.2 LPACAP).

Cuando la notificación resulte infructuosa por los motivos que alega la 
norma (desconocimiento de los interesados, del lugar de notificación o bien tras 
haberlo intentado y no hubiese sido posible), la notificación se llevará a cabo por 
anuncio publicado en el BOE (art. 44 LPACAP).

Si nos centramos en la regulación propia del procedimiento administrativo 
en el orden social, la notificación del acta de infracción establece la norma que se 
practicará sobre el presunto sujeto o sujetos responsables en el plazo de diez días 
hábiles contados a partir del término de la actuación inspectora, entendiéndose 
por ésta la de la fecha del acta. En la notificación, se le debe informar al presunto 
sujeto responsable la posibilidad de presentar escrito de alegaciones, ante el órgano 
instructor del procedimiento, en el plazo de quince días hábiles contados a partir 
del día siguiente a la notificación del acta de infracción, junto con las pruebas que, 
en su caso, entienda conveniente y que, en caso de no presentar alegaciones, el 
acta de infracción podrá ser considerada propuesta de resolución con los efectos 
previstos en los arts. 18 y 18bis RISOS (art. 17.1 RISOS). 

En aquellos supuestos en los que la sanción propuesta tenga carácter 
exclusivamente pecuniario y no se proponga sanción accesoria, se advertirá al 
sujeto responsable de que, en el mismo plazo de quince días, podrá presentar ante el 
órgano instructor escrito manifestando su voluntad de pago de la sanción propuesta 
en el acta con carácter previo a la resolución que ponga fin al procedimiento y su 
renuncia al ejercicio de cualquier acción, alegación o recurso en vía administrativa 
(art. 17.1 RISOS). En estos casos, dicho pago llevará implícito el reconocimiento 
de responsabilidad y el importe de la sanción se reducirá en un 40% (art. 14.6 
RISOS). Cuando concurran varios sujetos responsables en los que uno de ellos 
hubiese manifestado su voluntad de realizar pago de la sanción de manera previa 
a la resolución y alguno de los otros sujetos corresponsables hubiese presentado 
alegaciones se comunicará al primero que no cabría la posibilidad de reducción 
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de la cuantía prevista en el art. 14.6 RISOS, informándole de que dispondría de 
un plazo adicional de quince días para presentar las alegaciones convenientes, 
continuándose, por tanto, el procedimiento de forma ordinaria. Si, por el contrario, 
el resto de los sujetos responsables no presentasen alegaciones ni solicitasen la 
reducción de la sanción, se remitiría a todos ellos el documento de pago con la 
reducción correspondiente, continuándose el procedimiento de manera ordinaria 
conforme lo dispuesto en el art. 18 y 18bis RISOS.

Cuando el acta de infracción afecte a solicitantes y beneficiarios de 
prestaciones, se comunicará, de forma simultánea, al órgano o entidad gestora 
correspondiente, para que adopte la suspensión cautelar prevista en la normativa 
aplicable (art. 17.2 RISOS).

Las actas extendidas de infracción y de liquidación por los mismos hechos 
se notificarán al presunto sujeto o sujetos responsables de manera simultánea 
pudiéndose ser objeto de alegaciones conforme al procedimiento especial 
establecido para las actas de liquidación, de conformidad con lo establecido en el 
art. 34 RISOS, y que veremos en su momento (art. 17.3 RISOS). 

IV. LA FASE DE INSTRUCCIÓN DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO SANCIONADOR

En este apartado analizaremos la fase de instrucción del procedimiento 
sancionador, cuyo desarrollo principal aparece en los arts. 17-18 bis del RISOS 
y en los arts. 52.1.b), c) y 53 de la LISOS. De manera subsidiaria se aplicarán lo 
dispuesto por la LPACAP. A pesar de ello, el art. 3.4 RISOS excluye de su ámbito 
de aplicación el castigo de infracciones en materia de prevención de riesgos en el 
ámbito de la Administración Pública. En estos casos solo procede la aplicación 
de medidas correctoras, sin perjuicio de la eventual responsabilidad civil, penal, 
de recargo de prestaciones o patrimonial, en su caso, de la propia Administración 
(arts. 45.1 LPRL y 42.5 LISOS). Esta situación, genera desigualdades entre el ámbito 
público y el privado ya que la seguridad y salud de los trabajadores debería exigirse 
y sobre todo sancionarse su falta de la misma manera con independencia de la 
naturaleza jurídica del empleador. 

Por instrucción del procedimiento administrativo sancionador se debe 
entender la fase de tramitación procedimental que comprende una serie de 
actuaciones necesarias para determinar, conocer y comprobar los hechos originados 
por las actuaciones previas al objeto de poder ofrecer una determinación fehaciente 
de los mismos al órgano resolutorio para que en virtud de los cuales debe emitir 
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resolución final. Es decir, la fase de instrucción es una de las piezas esenciales del 
procedimiento sancionador ya que, por un lado, se configura como el espacio en 
torno al cual se articulan las garantías de contradicción y de defensa del presunto 
sujeto infractor, por otro lado, se van a investigar todos los hechos nacidos de las 
actuaciones previas al objeto de reunir todos los elementos de juicio necesarios 
para poder resolver la cuestión94. En este sentido, el art. 1.2 LISOS es muy claro 
cuando afirma la necesidad de la tramitación del procedimiento administrativo 
sancionador con carácter previo a la imposición de la sanción.

La fase de instrucción se considera la segunda de las fases procedimentales en 
las que se estructura el procedimiento administrativo sancionador, considerándose 
pues, una fase intermedia cuyo impulso y tramitación corresponde al órgano 
instructor. En este sentido, se puede decir que esta fase de instrucción del 
procedimiento administrativo sancionador constituye la implementación de los 
trámites que hacen efectivo el despliegue procedimental del principio acusatorio. 
Ello implicará que la instrucción del expediente sancionador deba estar regulada 
con detalle y deba de incluir las garantías procedimentales puestas de manifiesto al 
principio del capítulo95.

1. Los actos de instrucción

Para la investigación de los hechos comprobados, la LPACAP contempla una 
serie de instrumentos y trámites encauzados a la comprobación, examen y análisis 
de todo lo que se derive de las alegaciones que se pudieran presentar en el expediente 
administrativo, por parte del sujeto responsable o de terceros interesados. Estos 
instrumentos y trámites serán los mismos que utilicen los procedimientos especiales 
como es el caso del procedimiento administrativo sancionador en el orden social.

El art. 75 LPACAP dedica su literal a los actos de instrucción del 
procedimiento administrativo. Por lo tanto, añadiendo a todo lo que se ha dicho 
ya, los mencionados actos de instrucción son una serie de actos necesarios para 

94	 Véase Álvarez Cortés, J.C. “La tramitación del expediente sancionador”, en Derecho 
Administrativo Sancionador Sociolaboral, dirigido por J.L. Monereo Pérez, M.N. Moreno 
Vida, A. Márquez prieto y F. Vila Tierno y coordinado por L. Martín Rivera y P.G. Ortega 
Lozano, Murcia: Laborum, 647-673 (2023); Duréndez Sáez, I., “La fase de “instrucción” 
del procedimiento sancionador en el orden social”. Aranzadi social, 5, (2006), 915-922; 
Duréndez Sáez, I. “Tramitación del procedimiento sancionador del orden social: acusación 
e instrucción”. Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales: Revista del Ministerio de 
Trabajo e Inmigración, 78,2008, 121-138.

95	 Serrano Núñez, C. “V Instrucción del procedimiento sancionador”. En Derecho Administrativo 
Sancionador, coordinado por A. M. Burgués Pascual y P. García Cruz, 311. Barcelona: Atelier, 
2022.
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determinar, conocer y comprobar los hechos investigados sobre los cuales debe 
pronunciarse la resolución administrativa, en este caso, sancionadora. Se realizan 
de oficio y deben llevarse a cabo a través de medios electrónicos, por el órgano que 
tramite el procedimiento, en este caso, el órgano instructor. Además, los actos de 
instrucción contemplan fases en las que los interesados tienen derecho a proponer 
actuaciones que requieran su intervención o que constituyan trámites establecidos 
legal o reglamentariamente (art. 75.1 LPACAP).

El apartado 2 de este art. 75 LPACAP contempla tanto los resultados como 
las garantías que se esperan de los medios electrónicos y digitales utilizados en la 
instrucción del expediente sancionador al objeto de procurar seguridad jurídica y 
eficiencia. En este sentido, tanto las aplicaciones como los sistemas de información 
deberán garantizar el control de los tiempos y los plazos, la identificación de 
los órganos responsables, la tramitación ordenada del expediente y facilitar la 
simplicidad y la publicación de los procedimientos.

Por su parte, el apartado 3 advierte que aquellos actos de instrucción que 
requieran la intervención de los interesados deberán practicarse en la forma más 
conveniente para estos y siempre que sea compatible, en la medida de los posible, 
con sus obligaciones laborales o profesionales.

La última garantía que regula el apartado 4 del art. 75 LPACAP se refiere a que 
el órgano responsable de instruir el expediente deberá adoptar todas las medidas 
que sean necesarias para lograr el pleno respeto a los principios de contradicción y 
de igualdad de las personas interesadas en el procedimiento.

Así pues, partiendo de lo expuesto, en la fase de instrucción debemos 
distinguir una serie de trámites o de actos, que serán los siguientes: la fase de 
alegaciones, las actuaciones de instrucción, la formulación de la propuesta de 
resolución, en este caso de sanción, y en algunos casos se puede iniciar un nuevo 
periodo de alegaciones tras la propuesta.

1.1. La fase de alegaciones

El ejercicio de la potestad sancionadora que exige la tramitación del 
correspondiente procedimiento administrativo sancionador (art. 25 LRJSP) se 
integra dentro del procedimiento administrativo común (art. 1.1 LPACAP) y al 
que le son aplicables las mismas reglas, principios y garantías jurídicas96. Así, la 
LPACAP, en su art. 4 contempla una serie de diversos momentos procedimentales a 

96	 Por todas, SSTC 59/2014, 32/2009, 157/2007, 226/2007, 54/2003, 117/2002, 276/2000, 
14/1999, 3/1999, 7/1998 y 18/1981.
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los interesados en un procedimiento administrativo para poder ejercer su derecho 
a formular alegaciones.

Ante el acta de infracción, el sujeto responsable puede ejercer su derecho 
a formular alegaciones en relación con el contenido del acta con lo que ejerce su 
derecho a defenderse de los hechos que se le atribuyen, así como de la calificación 
de la infracción y de la graduación y cuantía de la sanción. El art. 53.1 LPACAP 
establece una relación de los derechos de los interesados en el procedimiento 
administrativo común, recogiendo en su apartado e) el derecho a formular 
alegaciones y a aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior a 
la fase de audiencia. El ejercicio de este derecho permite a los interesados participar 
en el procedimiento sancionador al objeto de tener oportunidad de defenderse ante 
las acusaciones previstas. En este sentido, este derecho permite al inculpado por la 
infracción administrativa desvirtuar los hechos y defenderse de los cargos que se le 
imputan por la supuesta comisión de dicha infracción.

Por tanto, el trámite de alegaciones permite a la persona inculpada relatar 
su versión de los hechos y argüir aquellos elementos relevantes para la defensa de 
sus intereses, así como aportar documentos o proponer pruebas que considere 
precisas para acreditar la veracidad de su relato y desvirtuar aquellos hechos que le 
atribuye la Administración. En esta fase, también se tendrá oportunidad de recusar 
al órgano instructor si concurren los elementos del art. 23 LRJSP en relación con el 
art. 24 LRJSP. En el orden social se podrían señalar errores como inexactitudes en 
los hechos reflejados, alegar la caducidad de las actuaciones previas, la prescripción 
de la infracción, el error en la identificación del presunto responsable, negar o 
matizar los hechos, cuestionar la calificación jurídica tanto de la tipificación de la 
infracción como de la graduación de la sanción, etc.

No obstante, el inculpado puede optar por no presentar alegaciones en esta 
fase. En este caso, se entiende que el interesado renuncia a este derecho y por lo tanto 
a alegar, debiéndose entender por efectuado el trámite de audiencia y suponiéndose 
que la propuesta de infracción y de sanción que plasma el acta de infracción será 
la que se transmita el órgano instructor al órgano resolutorio como propuesta de 
resolución [art. 64.2 f) LPACAP y STS de 19/12/2000, N.º Rec.: 74/2000]. Este 
hecho va a reportar consecuencias importantes en el caso de que posteriormente, 
contra la resolución administrativa sancionadora dictada, el sujeto responsable 
decida interponer recurso administrativo.  La Administración no estaría obligada 
a tener en cuenta, al resolver el recurso administrativo, hechos, documentos o 
alegaciones que pudiéndose haber presentado durante la fase de alegaciones del 
expediente administrativo sancionador, no se hubiese hecho, sin que tampoco 
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pueda solicitarse la práctica de pruebas cuando tampoco se hubiesen practicado en 
el procedimiento por el que se dictó la resolución recurrida, siempre que fuese por 
causa imputable al interesado (art. 118.1 LPACAP y STS de 19/12/2000, N.º Rec.: 
74/2000).

Al igual que en el procedimiento sancionador general, en el orden social, 
tras la notificación al sujeto responsable de la extensión del acta de infracción, se 
abre un periodo para la formulación de las alegaciones que estimen oportunas en 
defensa de sus derechos en el plazo de quince días hábiles a contar desde el día 
siguiente hábil al que se produce la notificación del acta de infracción (arts. 18.3 y 
18bis.3 RISOS). Junto al escrito de alegaciones, el sujeto responsable podrá hacerlo 
acompañar de las pruebas que estimen pertinentes, ante el órgano instructor del 
expediente y al igual que hemos visto para el procedimiento general, en caso de 
no efectuar alegaciones, el acta de infracción podrá ser considerada propuesta de 
resolución, con los efectos previstos en los artículos 18.2 y 18bis.2 [arts. 52.1 b) 
LISOS y 17.1 RISOS].

Aunque ni la LISOS ni el RISOS prevén de manera expresa la posibilidad de 
prorrogar el plazo de alegaciones, resultará de aplicación el art. 32.1 LPACAP, que 
permite la ampliación de plazos a solicitud del interesado, siempre que se formule 
dentro del plazo inicialmente concedido, que se motive, invocando las razones en 
las que se funda la ampliación solicitada, que las circunstancias así lo aconsejen y 
que no se perjudiquen a terceros. La ampliación de plazo no podrá exceder nunca 
de la mitad del plazo reglamentario, en este caso, siete días. 

Las actas de infracción y las de liquidación que resulten por los mismos 
hechos podrán ser objeto de alegaciones conforme al procedimiento establecido 
para las actas de liquidación (art. 17.3 RISOS).

Los sujetos responsables que formulen alegaciones al acta tendrán derecho 
a la vista de los documentos obrantes en el expediente, sin más excepciones que 
las necesarias para asegurar la confidencialidad del origen de cualquier queja, de 
conformidad con el art. 15 c) del Convenio 81 OIT y del art. 10.1 LITSS (art. 17.4 
RISOS).

Al igual que en el procedimiento general, si el sujeto interesado no formulase 
alegaciones en el plazo conferido, el órgano instructor podrá considerar el acta de 
infracción como propuesta de resolución, de acuerdo con el art. 17.1 RISOS. En 
estos casos la norma ordena la continuación de la tramitación del procedimiento 
sancionador (arts. 18.2 y 18bis.2 RISOS). El instructor tiene la posibilidad de 
atribuir al acta de infracción la condición de propuesta de resolución restando tan 
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solo dar traslado de la misma al órgano resolutorio. La no utilización del trámite 
de alegaciones no implica una aceptación tácita de los hechos, sin embargo, en la 
práctica se refuerza el valor del acta, amparada por la presunción de veracidad.

1.2. La fase de la práctica de la prueba

La fase de presentación de pruebas tiene su ubicación sistemática en 
el marco de los procesos de instrucción, constituyendo así una modalidad de 
acto de instrucción y que se regula en el art. 75 LPACAP. Este precepto, además 
consagra el principio de oficialidad y de uso de los medios electrónicos en los 
actos de instrucción necesarios para poner de manifiesto los hechos y reconoce 
también el derecho del interesado a proponer aquellas actuaciones que requieran 
su intervención o constituyan trámites legal o reglamentariamente establecidos.

Hay que recordar que la estructura del procedimiento administrativo 
sancionador conlleva que la práctica de la prueba se produzca en la fase de 
instrucción, pero que la valoración definitiva del resultado de esta se lleve a cabo 
en la fase de terminación del procedimiento por parte del órgano competente para 
dictar resolución97.

La LPACAP no contine un concepto expreso de prueba ni de los medios 
admisibles en Derecho para presentarla. En remisión a la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal (LEC)98, por el art. 77 LPACAP, tanto la doctrina administrativista como 
la jurisprudencia han venido importando el concepto desde el orden civil y desde 
el orden contencioso-administrativo99. Según Entrena Cuesta, la prueba consiste 
en un acto o una serie de actos encaminados a demostrar bien la existencia, bien 
la no existencia de los datos y hechos que habrá que tener en cuenta a la hora 
de resolver100. Por su parte, el art. 77.1 LPACAP, establece que los hechos que 
sean relevantes para resolver un procedimiento administrativo (en este caso, 
sancionador) «podrán acreditarse por cualquier medio… admisible en Derecho». 
También el art. 53.1 LPACAP garantiza el derecho del interesado a utilizar los 

97	 Cabría aclarar que el órgano instructor llevará a cabo una valoración del as pruebas 
practicadas, sin embargo, el órgano resolutorio podrá llevar a cabo una valoración diferente 
de las mismas (art. 90.2 LPACAP).

98	 Real Decreto de 14 de septiembre de 1882 por el que se aprueba la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal (Gaceta de Madrid, N.º 260, de 17/09/1882

99	 Monedero Ribas, M. “V Instrucción del procedimiento sancionador”. En Derecho 
Administrativo Sancionador, coordinado por A. M. Burgués Pascual y P. García Cruz, 330. 
Barcelona: Atelier, 2022.

100	Entrena Cuesta, R. Curso de Derecho Administrativo. 13ª Ed., Madrid: Tecnos, 1999.
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medios de defensa admitidos en Derecho y de aportar documentación en cualquier 
momento anterior al trámite de audiencia. 

Buscando referencias constitucionales, el art. 24.2 CE afirma que todo 
el mundo tendrá derecho a utilizar los medios de prueba para defenderse 
consagrando, así, el principio constitucional del derecho a la defensa. Como no 
podía ser de otra manera, en el ámbito sancionador, la presentación de pruebas 
debe respetar el derecho a la presunción de inocencia, es decir, se presume la no 
existencia de responsabilidad administrativa, salvo que se demuestre y acredite lo 
contrario [art. 53.2 b) LPACAP]. Ello obliga a que la sanción deba estar basada en 
medios probatorios que incriminen la conducta reprochada. Este principio obliga 
a que la carga de la prueba recaiga sobre la parte acusadora y, por tanto, nadie está 
obligado a demostrar su propia inocencia por lo que la insuficiencia en el resultado 
de las pruebas practicadas debe traducirse en un pronunciamiento de absolución 
(ex principio in dubio pro reo)101.

Por otra parte, el derecho a la presunción de inocencia también implica 
el derecho a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable (ex art. 24.2 
CE). En este sentido, la STC 143/2021 ha declarado que dicha garantía supone que 
las autoridades (en este caso la Administración competente en sancionar) deban 
obtener las pruebas sin medios coercitivos o sin que medie voluntad en contra 
del presunto sujeto responsable. Además, establece que resulta indiferente si la 
coacción se ha llevado en un momento anterior al procedimiento, en este caso 
sancionador, siempre que produzca efectos incriminatorios.

Actualmente, la carga de la prueba se regula en el art. 217 LEC, 
estableciendo que dicha carga debe corresponder a quién ejercita la pretensión, en 
el caso de un procedimiento administrativo sancionador, será la Administración, 
correspondiendo acreditar, en su caso, los hechos impeditivos o extintivos al 
presunto sujeto responsable, que es quién se opone a dicha pretensión102.

La doctrina constitucional ha establecido que el art. 24.2 CE rechaza la 
inversión de la carga de la prueba en relación al supuesto fáctico de la sanción 
(SSTC 76/1990 y 164/2005). Sin embargo, lo dicho no será óbice a la hora de 
que el sujeto que alegue deba probar lo que sostiene103. Por su parte, las SSTS de 
01/03/2021 (N.º Rec.: 55/2020) y de 12/01/2022 (N.º Rec.: 50/2021) declaran que la 
101	Por todas, SSTC 76/1990, 138/1990, 212/1990, 97/1995 o 169/1998 y SSTS de 21/05/2019 (N.º 

Rec.: 101/2018) o de 17/12/2019 (N.º Rec.: 35/2019).
102	Ibidem, pág. 336.
103	Cano Campos, T. “La presunción de validez de los actos administrativos”. Revista de Estudios 

de la Administración Local y Autonómica: Nueva Época - INAP 14 (2020): 21.
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prueba deba ser válidamente obtenida y practicada. Es decir, no basta solo con la 
existencia de la mera prueba, sino que se exige que se haya obtenido y practicado 
de manera válida y que además su contenido sea suficientemente incriminatorio 
para fundamentar, jurídicamente la imposición de la correspondiente sanción 
administrativa. Sin estos requisitos, la práctica de la prueba no será válida para 
desvirtuar la presunción de inocencia del sujeto responsable.

Con respecto a la valoración de la prueba, el art. 77 LPACAP, se limita a fijar 
las siguientes previsiones:

a)	 Su apartado 4 establece que los hechos que hayan sido declarados como 
probados por resolución judicial penal firme, vincularán a la Administración 
Pública, respecto de los procedimientos sancionadores.

b)	 El apartado 5, determina que los documentos formalizados por los 
funcionarios en los que se recojan los hechos constatados por ellos en su 
condición de agentes de la autoridad104, deben hacer prueba de estos, salvo 
que se acredite lo contrario (STC 169/1988), lo que implica la concurrencia 
de la labor de valoración de la prueba por el órgano instructor.

c)	 El apartado 7 dispone que cuando la valoración de las pruebas constituya 
el fundamento básico de la decisión que se adopte en el procedimiento, 
deberá ser incluida en la propuesta de resolución que se le transmita al 
órgano competente para resolver y que hará notificar al sujeto responsable si 
considera no alterar dicha propuesta.

El contenido del derecho a utilizar los medios de prueba se integra por el 
poder jurídico para lograr convencer tanto al órgano instructor como al órgano 
resolutorio de la existencia o inexistencia de los hechos puestos de manifiesto en 
el procedimiento105. El art. 53.1 LPACAP recoge el derecho a utilizar los medios 
de defensa admitidos en Derecho y a aportar documentos en cualquier fase del 
procedimiento anterior al trámite de audiencia. Así, los medios de prueba se 
han definido como cada una de las actividades que se pueden llevar a cabo en el 
desarrollo de un procedimiento administrativo, al objeto de introducir «fuentes u 
objetos de prueba» para determinar, como ciertos, los hechos al objeto de conducir 
al órgano que deba aplicar el Derecho a que adquiera certeza positiva o negativa de 
lo sostenido por las personas interesadas106.

104	Apunte del autor en referencia a los funcionarios del OEITSS.
105	Por todas, STS de 31/05/2018 (N.º Rec.: 10489/2017) y SSTC 121/2021 y 37/2000.
106	Monedero Ribas, M. “V Instrucción del procedimiento…, op. Cit., pág. 349.
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La regulación del art. 77.1 LPACAP sobre la posibilidad de acreditar los 
hechos relevantes por cualquier medio de prueba admitido en Derecho supone 
tenernos que fijar en la regulación de la LEC (arts. 281 a 386) donde se observan 
remisiones paralelas al Derecho Administrativo, en relación a los medios de prueba. 
Los medios de prueba reconocidos por el art. 299 LEC son el reconocimiento 
judicial, el interrogatorio de las partes, el interrogatorio de los testigos, la prueba 
documental (pública o privada), los dictámenes periciales, los medios audiovisuales 
y los archivos de datos. El apartado 3 del art. 299 dispone que cuando por cualquier 
otro medio de prueba, aunque no esté expresamente previsto por la Ley, pudiera 
obtenerse certeza de los hechos relevantes, el tribunal, a instancia de parte, lo 
admitirá como prueba.

Por su parte, la revolución digital también llega al Derecho para quedarse 
y así lo asume la Ley evidenciándose tanto en los medios de prueba (Exposición 
de Motivos LEC) como durante la tramitación del procedimiento administrativo 
(Exposición de Motivos LPACAP). Así, el art. 299.2 LEC dispone que se admitirán 
como medios de prueba los medios de reproducción de palabra, el sonido, la 
imagen, así como los instrumentos que permiten archivar y conocer o reproducir 
palabras, datos, cifras y operaciones matemáticas que sean relevantes.

En el orden social, cuando el órgano instructor reciba las alegaciones del 
sujeto interesado o bien, una vez transcurrido el plazo señalado para efectuar 
las mismas, este podrá acordar la apertura de un período para llevar a cabo la 
práctica de pruebas, de conformidad con la LPACAP (art. 18.3 y 18bis.3 RISOS). 
Así, cuando el órgano instructor no tenga por ciertos los hechos alegados por los 
interesados o la naturaleza del procedimiento lo exija, acordará la apertura de un 
período de prueba por un plazo no superior a treinta días ni inferior a diez, a fin 
de que puedan practicarse cuantas juzgue pertinentes. Del mismo modo, cuando 
lo considere necesario, el instructor, a petición de los interesados, podrá decidir la 
apertura de un período extraordinario de prueba por un plazo no superior a diez 
días (art. 77.2 LPACAP).

En los procedimientos de carácter sancionador, los hechos declarados 
probados por resoluciones judiciales penales firmes vincularán a la Administración 
respecto de los procedimientos sancionadores que substancien (art. 77.4 LPACAP). 
Por su parte, los documentos formalizados por los funcionarios a los que se 
reconoce la condición de autoridad y en los que, se recojan los hechos constatados 
por aquéllos harán prueba, salvo que se acredite lo contrario (art. 77.5 LPACAP).
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1.3. Fase de informes

La LPACAP regula la fase de informes en sus arts. 79 a 81 como parte de la 
fase de instrucción del procedimiento administrativo. En este sentido, el art. 79.1 
LPACAP establece que al objeto de poder dictaminar resolución del procedimiento 
se solicitarán los informes que sean preceptivos por las disposiciones legales y 
podrán solicitarse aquellos que se estimen necesarios.

Como en el ordenamiento jurídico no existe una definición de informe, la 
doctrina administrativista ha definido los informes como 

«declaraciones de juicio emitidas por órganos especialmente cualificados» 
en determinadas materias cuyo objetivo es «ilustrar al órgano decisor y a 
proporcionarle los elementos de juicio necesarios para dictar resolución con 
garantías de acierto»107. 

En definitiva, la finalidad de la emisión de informes por parte de los órganos 
cualificados es contribuir a la creación de una opinión especializada que permita 
confirmar la decisión del órgano instructor, en un primer momento, y luego la del 
órgano resolutorio.

Para comprender mejor la función de los informes, hay que tener en 
cuenta que, durante la fase de instrucción, de lo que se trata es de que el órgano 
instructor compruebe los hechos que han determinado el inicio del procedimiento 
administrativo sancionador. A tal efecto, los interesados, como hemos visto, tienen 
derecho a aportar las alegaciones, documentos o pruebas que vean pertinentes para 
ejercer su derecho a defensa. Por su parte, el órgano instructor del procedimiento 
realizará de oficio cuantas actuaciones sean necesarias para el examen de los 
hechos incriminatorios con lo que podrá recabar cualquier información que fuera 
relevante.

El art. 79 LPACAP prevé que se solicitarán informes cuando sea preceptivo 
por las disposiciones legales y cuantos se juzguen necesarios para resolver. La 
doctrina administrativista considera que los informes a los que alude la LPACAP 
son los de naturaleza pública, es decir, los emitidos por órganos administrativos. 
Ello no impedirá que puedan ser incorporados al expediente administrativo 
sancionador informes de naturaleza privada.

107	Falcón Pérez, M.J. “V Instrucción del procedimiento sancionador”. En Derecho Administrativo 
Sancionador, coordinado por A. M. Burgués Pascual y P. García Cruz, 441. Barcelona: 
Atelier, 2022, citando a García de Enterría, E., y Fernández Rodríguez, T. Curso de Derecho 
Administrativo II. 4ª Ed. Madrid, Civitas. 1993.
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Otra cuestión es el valor probatorio de los informes. En este sentido, 
seguimos a la STS de 17/02/2022 (N.º Rec.: 5631/2019) cuando establece que los 
informes periciales elaborados por expertos o técnicos de la Administración han de 
ser valorados según las reglas de la sana crítica sin que tengan un valor probatorio 
mayor que los informes periciales de pate.

En el orden social, y para el caso de que se formulasen alegaciones en plazo 
contra el acta de infracción, el órgano instructor podrá recabar informe ampliatorio, 
para que el funcionario que practicara el acta lo emita en un plazo de quince días. 
Dicho informe tendrá carácter preceptivo si en las alegaciones se invocan hechos o 
circunstancias distintos a los consignados en el acta, insuficiencia del relato fáctico 
o indefensión por cualquier causa. El informe deberá valorar expresamente las 
pruebas aportadas, las que se hubiesen practicado y las alegaciones producidas. 
Si el expediente derivara de acta visada por Inspector, el informe del Subinspector 
deberá ser objeto de conformidad por el Inspector que visó el acta (arts. 18.3 y 
18bis.3 RISOS).

La finalidad del informe es la de aclarar el contenido del acta de infracción, 
sobre todo cuando, en el trámite de alegaciones, el administrado aporta elementos 
nuevos, o bien plantea discrepancias relevantes respecto de los hechos fácticos 
reflejados en el acta. En este sentido, el informe actúa como una garantía 
procedimental cuyo objeto es evitar valoraciones que no hayan sido suficientemente 
contrastadas o jurídicamente fundadas. En la mayoría de los supuestos, el instructor 
únicamente cuenta con el acta de infracción y con el escrito de alegaciones del 
presunto infractor, acompañado, en su caso, de la documentación probatoria que 
haya considerado aportar. Por tanto, para valorar si las alegaciones propuestas por 
el interesado desvirtúan los hechos imputados, es necesario solicitar un análisis 
técnico-jurídico llevado a cabo por el funcionario actuante, en tanto que es además 
de contar con la formación requerida, posee el conocimiento directo e integral del 
expediente, al haber intervenido previamente en la fase de actuaciones inspectoras, 
habiendo examinado los datos, hechos, circunstancias concurrentes y normativa 
aplicable antes de redactar el acta de infracción.

En consecuencia, el informe debe incluir un examen pormenorizado de 
las alegaciones formuladas por el administrado, respondiendo fundadamente 
a los hechos o argumentos incorporados en su defensa. También debe contener 
una valoración expresa de cualquier prueba aportada o practicada durante la fase 
de instrucción, precisando si dichas pruebas confirman o contradicen los hechos 
imputados o si alteran la calificación jurídica de la conducta (arts. 18.3 y 18bis.3 
RISOS). 
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Tras el estudio del informe, el órgano instructor concluirá con una propuesta 
motivada que podrá consistir en la ratificación de la sanción inicialmente propuesta, 
la modificación de la propuesta sancionadora, la anulación de la propuesta o la 
propuesta de archivo del expediente.

1.4. El trámite de audiencia

El trámite de audiencia puede definirse como una forma de participación 
de los ciudadanos en un procedimiento administrativo. Sin embargo, la LPACAP, 
parece configurarlo en sentido estricto, es decir, como un trámite específico de la 
fase de instrucción.

La audiencia del interesado en un procedimiento administrativo queda 
garantizada por el art. 105 c) CE donde se establece que el procedimiento 
administrativo debe garantizar, cuando proceda, la audiencia al interesado. Por 
su parte, el art. 53.1 e) LPACAP consagra la audiencia como uno de los derechos 
del interesado en el procedimiento administrativo común. Haciendo mención del 
procedimiento sancionador, en su apartado 2 a), el trámite de audiencia queda 
configurado como una manifestación del derecho de defensa.

En el procedimiento administrativo sancionador general, nos encontramos 
con dos tipos de trámites de audiencia. Un primer trámite de audiencia puede 
darse inmediatamente antes de la propuesta de resolución (art. 82.1 LPACAP). Un 
«segundo trámite de audiencia» se puede dar a raíz de la propuesta de resolución 
(art. 89.2 LPACAP), aunque las cuestiones a analizar serían de distinta índole. Es 
decir, en este segundo trámite de audiencia (ex art. 89.2 LPACAP), que para algunos 
autores lo consideran el verdadero trámite de audiencia108, a diferencia del primero 
(ex art. 82 LPACAP), no se informa al interesado sobre los hechos y su posible 
calificación jurídica y sanción, sino que tiene como objetivo, dar oportunidad de 
formular oposición a los elementos valorados en la fase de instrucción, es decir, a 
las conclusiones a las que ha llegado el órgano instructor. Así, durante este trámite 
de audiencia, el interesado podrá alegar lo que a su derecho convenga en relación 
a las actuaciones practicadas, es decir, a la prueba practicada, a su valoración por 
parte del órgano instructor o a la existencia de elementos nuevos distintos a los 
recogidos en el acta de infracción. Sin embargo, no se podrá solicitar la práctica de 
nuevos medios de prueba.

En el orden social, el RISOS solo contempla un trámite de audiencia. 
Aquel que se da cuando, tras haber practicado las diligencias correspondientes 
108	Véase Garberí Llobregat, J., y Buitrón Ramírez, G. El procedimiento administrativo sancionador 

(Comentarios, jurisprudencia y formularios). 7ª Ed. 1608 Valencia: Tirant lo Blanch, 2021
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se invoquen o concurran hechos distintos a los reseñados en el acta, y antes de 
emitir su propuesta de resolución, el órgano instructor dará audiencia al supuesto 
sujeto responsable por término de ocho días (arts. 18.4 y 18bis.4 RISOS). Es decir, 
a diferencia del procedimiento general, aquí el trámite de audiencia se da solo, 
cuando se constaten hechos distintos a los reseñados en el acta y siempre antes de 
emitir la propuesta de resolución, lo que implica que cuando el órgano instructor 
realice la propuesta de resolución, tendrá todos los elementos necesarios de juicio 
para valorar la situación reflejada en el acta.

En este sentido, la jurisprudencia ha señalado que el elemento esencial es 
la aparición de nuevos hechos, es decir, el trámite de audiencia solo será exigible 
cuando concurran hechos o elementos distintos a los inicialmente recogidos en el 
acta de infracción. Por lo tanto, no habría indefensión en el caso de no concederse el 
trámite cuando de los informes, alegaciones y pruebas practicadas no se modifiquen 
los hechos de manera relevante109.

Dicho trámite se materializa mediante la comparecencia del sujeto 
responsable en las oficinas de la Administración correspondiente. Tras realizar el 
trámite de audiencia, el sujeto responsable podrá formular nuevas alegaciones por 
término de otros tres días, tras lo cual, y su correspondiente examen por parte del 
órgano instructor, el expediente quedará visto para la propuesta de resolución y 
remitirla a la autoridad competente para resolver el procedimiento sancionador 
[arts. 18.4 y 18bis.4 RISOS y 52.1 c) LISOS]. Como podemos comprobar, en el 
procedimiento sancionador del orden social, la presentación de nuevas alegaciones 
se da en el trámite de audiencia previo a la propuesta de resolución. Y teniendo en 
cuenta que solo se dará este trámite en el caso de que se hayan puesto de manifiesto 
hechos distintos de los reflejados en el acta, parece que no tenga mucho sentido 
preservar, el trámite de audiencia regulado por el art. 89.2 LPACAP.

1.5. La propuesta de resolución

Es el acto administrativo por el cual el órgano instructor formula la acusación 
sobre el sujeto responsable o su absolución. Una vez instruido el expediente 
administrativo sancionador, el órgano instructor valora las acciones practicadas, 
los hechos y alegaciones para dictaminar una conclusión que tendrá el carácter de 
propuesta o de provisional, ya que el órgano que debe resolver, de manera definitiva 
el expediente, no será el mismo que el que ha instruido dicho expediente.

109	Por todas, STSS de 16/07/2001 (N.º Rec.: 426/1999); de 3/11/2000; de 14/05/1991 
(ECLI:ES:TS:1991:16174); de 20/05/1999 (N.º Rec.: 12129/1991); de 5/12/2000 (N.º Rec.: 
1884/1993) y de 4/04/2024 (N.º Rec.: 1/2023).
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En la propuesta de resolución, el órgano instructor propondrá la imposición 
de una sanción o de varias sanciones (recuérdese que a la sanción principal pudiera 
acompañarla otras sanciones secundarias o accesorias) o bien disponer del archivo 
de las actuaciones y por lo tanto del expediente sancionador cuando concurran 
algunas de las situaciones del art. 89.1 LPACAP:

a)	 La inexistencia de hechos que puedan constituir infracción administrativa.

b)	 Cuando los hechos no resulten acreditados.

c)	 Cuando los hechos probados no sean constitutivos de infracción 
administrativa.

d)	 Cuando no exista o no se haya podido identificar a las personas responsables 
o bien estos hubiesen quedado exentos de responsabilidad.

e)	 Cuando hubiese prescrito la infracción administrativa.

La propuesta de resolución deberá tener en cuenta las alegaciones formuladas, 
debiéndose notificar a las personas interesadas (arts. 18.3 y 18bis.3 RISOS). A pesar 
de lo dicho y a la obligación de formular propuesta de resolución no podemos 
olvidar que se puede dar la situación, nada infrecuente, de que el interesado, 
durante la fase de instrucción, no formule alegaciones lo que convierte el acta de 
infracción, directamente, en una propuesta de resolución. Además, la propuesta 
de resolución puede ser que difiera o no coincida con la propuesta de infracción y 
de sanción establecida en el acta de infracción, toda vez que habiendo valorado las 
pruebas, teniendo en cuenta las alegaciones o los informes, en su caso, el órgano 
instructor haya concluido otra cosa distinta a la propuesta en el acta de infracción.

Aunque, como hemos dicho, la propuesta de resolución puede ser obligatoria, 
su contenido viene determinado por el art. 89.3 LPACAP:

a)	 Debe motivar los hechos considerados probados, ya sean constitutivos de 
infracción o aquellos que hayan modificado las circunstancias inculpatorias.

b)	 Debe establecerse la infracción en la que incurren los hechos probados y su 
calificación.

c)	 Aplicable al orden social, debe identificar a los sujetos responsables.

d)	 Establecer la valoración de las pruebas practicadas.

e)	 La propuesta de sanción y, en su caso, de las sanciones accesorias que se 
hayan adoptado.

f)	 Las medidas provisionales que se hayan adoptado.
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g)	 La declaración de inexistencia de infracción y, por tanto, de responsabilidad, 
salvo que se hubiese archivado el expediente, directamente, cuando se 
hubiesen dado las causas establecidas en el art. 89.1 LPACAP.

La propuesta de resolución, en los procedimientos sancionadores debe 
ser notificada a los interesados con indicación del procedimiento y plazo para 
presentar alegaciones, documentos e información que se estimen oportunas (art. 
89.2 LPACAP). Por lo tanto, la falta de propuesta o de notificación de esta puede 
suponer una vulneración del derecho del sujeto responsable de conocer los términos 
concretos de la acusación y, por tanto, una vulneración del derecho de defensa. En 
este caso, podría comportar la nulidad de pleno derecho del procedimiento o bien, 
de al menos, una nulidad de actuaciones.

En lo referente al orden social, el órgano instructor deberá remitir la propuesta 
de resolución, junto con el expediente administrativo, al órgano competente para 
resolver con una antelación mínima de 15 días al vencimiento del plazo máximo 
para resolver de 6 meses (arts. 18.1 y 18bis.1 RISOS). La propuesta de resolución 
y su notificación al interesado, resulta especialmente necesarias en los casos en los 
que el órgano instructor decide variar la acusación o la sanción que, en nuestro 
caso del orden social, los funcionarios del OEITSS hubiesen plasmado en el acta 
de infracción, sobre todo cuando dicha variación supone agravar dicha acusación. 
En tales casos, resulta imprescindible otorgar un nuevo trámite de audiencia al 
interesado para que pueda ejercer su derecho a defensa ante la nueva imputación 
(arts. 18.4 y 18bis.4 RISOS).

La doctrina jurisprudencial ha resuelto que en determinados casos se 
pueda prescindir de la propuesta de resolución. Esto se dará cuando el interesado 
no hubiese formulado alegaciones sobre el contenido del acto de iniciación 
del procedimiento (en nuestro caso del orden social sería el acta de infracción) 
o cuando habiéndolas formulado, no se tuvieran en cuenta otras alegaciones ni 
pruebas que las realizadas por el interesado, siempre que en ambos casos no se 
produzca situaciones de indefensión del acusado110.

2. Tramitación e instrucción del expediente administrativo sancionador 
en el orden social, en función de las competencias asumidas

En función de las competencias asumidas por las CCAA, la tramitación 
del procedimiento administrativo sancionador será llevada a cabo por la 

110	 STS de 19/12/2000 (N.º Rec.: 74/2000) y SSTC 145/2011, 47/2002 y 145/1993.
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Administración General del Estado (AGE) o la Administración de la Comunidad 
Autónoma correspondiente.

En el Derecho Administrativo Sancionador del orden social, la separación 
funcional entre órgano instructor y órgano resolutorio del procedimiento 
va a tener en cuenta la distribución competencial entre Estado y CCAA que 
pusimos de manifiesto en los primeros temas y que se regirá en función de los 
traspasos competenciales que se hayan producido en este ámbito entre ambas 
administraciones.

La instrucción del expediente sancionador va a recaer sobre aquella 
Administración que ostente la competencia sancionadora. Si la CA decidió en su 
momento atribuirse la competencia ejecutiva de la gestión del proceso sancionador, 
la instrucción deberá llevarla a cabo el órgano autonómico correspondiente. En 
este caso, la determinación de los órganos competentes para instruir y ordenar el 
procedimiento administrativo sancionador en el orden social corresponderá a esta. 

Como consecuencia del fallo de la STC 51/2006, los procedimientos 
sancionadores cuya competencia corresponda a una CA, la instrucción de este 
será llevada a cabo por personal designado por la administración autonómica, 
asumiendo el OEITSS un mero papel de colaboración, en cargado de facilitar 
la instrucción del expediente, debiendo emitir informes técnicos, en caso de ser 
necesario, pero sin participar en la instrucción.

En cambio, si la CA no asumió las competencias ejecutivas sancionadoras 
o se trata de materia con reserva exclusiva estatal (caso del trabajo de extranjeros 
o materia de Seguridad Social111), la instrucción del expediente corresponderá a la 
AGE.

En el ámbito de la AGE, la instrucción y ordenación del procedimiento 
sancionador corresponderá a la Jefatura de Unidad Especializada de Seguridad 
Social (art. 18bis.1 RISOS). Sin embargo, para preservar la imparcialidad en 
la separación entre órgano que realiza la comprobación de los hechos en la fase 
previa y órgano instructor (cuestión esta que se garantiza cuando la competencia 
en instruir es asumida por la CA) el legislador establece que no sea el mismo 
funcionario el que lleve a cabo la instrucción que el que realizó las acciones 

111	 Según el art. 4.1 a) RISOS, el caso de infracciones en materia de Seguridad Social se refiere 
a las reguladas en la Sección 1ª del Capítulo III. Infracciones de los empresarios, entidades de 
formación, entidades que asuman la organización de las acciones de formación profesional para 
el empleo programadas por las empresas, trabajadores por cuenta propia y asimilados (arts. 
21, 22 y 23 LISOS). También se refiere cuando se practiquen actas de infracción y actas de 
liquidación por los mismos hechos [art. 4.1 b) RISOS].
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previas de comprobación, siempre que la imposición de sanciones corresponda a 
los Jefes de las Inspecciones provinciales y concurran en ellos la condición de Jefe 
de la Inspección Provincial y Jefe de la Unidad Especializada de Seguridad Social, 
deberán asignar las funciones de instrucción y ordenación del expediente a un 
funcionario dependiente orgánicamente de la Administración General del Estado 
(art. 18 bis.6 RISOS)112.

V. LA TERMINACIÓN DEL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR
La LPACAP prevé diferentes formas de terminar un procedimiento 

administrativo en su art. 84. En lo que se refiere a un procedimiento administrativo 
sancionador las dos formas que nos interesan son la resolución y la caducidad del 
procedimiento.

1. La resolución sancionadora

Finalizada la fase anterior de instrucción, el paso a último será la resolución 
que pondrá fin al procedimiento sancionador. La resolución se puede definir 
como el acto administrativo expreso que tiene carácter definitivo, que pone fin 
al expediente sancionador incorporando la decisión de la Administración como 
facultad del ius puniendi113. En este sentido, el art. 21 LPACAP establece la obligación 
de la Administración a dictar resolución expresa y a su notificación al interesado.

La resolución administrativa de un proceso sancionador ha de decidir sobre 
todas las cuestiones planteadas en dicho proceso y deberá estar motivada de acuerdo 
con el art. 35 LPACAP. La motivación deberá hacerse con sucinta referencia de los 
hechos y fundamentando los juicios de derecho, consistiendo en una exposición de 
los hechos y fundamentos de derecho en los que se basa el acto acusatorio. 

El art. 90.2 LPACAP impide que, en la resolución de un procedimiento 
sancionador se pueden aceptar hechos distintos de los determinados a lo largo 
del curso del procedimiento. Por el contrario, sí acepta una valoración jurídica 
diferente, es decir, el órgano competente para resolver puede considerar una 
decisión resolutoria distinta a la prevista en la propuesta de resolución por el 
órgano instructor. En los casos en los que se produzca dicha cuestión y además se 
considere, por parte del órgano resolutorio, que deba producirse un agravamiento 
de los hechos o de la sanción, la resolución se notificará al sujeto responsable para 

112	 Véase STS de 06/11/2012 (N.º Rec.: 3558/2011).
113	 Falcón Pérez, M.J. “VI Finalización del procedimiento sancionador”. En Derecho 

Administrativo Sancionador, coordinado por A. M. Burgués Pascual y P. García Cruz, 497. 
Barcelona: Atelier, 2022
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que aporte cuantas alegaciones estime convenientes. En estos supuestos se dará 
audiencia al interesado, al objeto de preservar el derecho a defensa.

Con respecto a los hechos, la jurisprudencia también ha señalado que no 
se podrán aceptar hechos distintos de los determinados en el procedimiento 
administrativo sancionador salvo que se traten de hechos sin trascendencia en 
la resolución y siempre que no causen indefensión (STS de 20/05/1997, N.º Rec.: 
2057/1989). En relación a los fundamentos jurídicos en los que se base la acción 
punitiva de la Administración, estos no podrán ser variados con posterioridad por 
un órgano judicial (STC 199/2014).

La motivación de una resolución sancionadora supone una garantía para el 
sujeto responsable en tanto que le permite conocer las razones por las que se ha 
tomado la decisión resolutoria, posibilitando con ello, la acción de los recursos 
administrativos y, en su caso, judiciales, manifestándose además como garantía 
frente a una posible postura arbitraria de la Administración (STS de 09/06/2020, 
N.º Rec.: 713/2020).

En base a esto, hay que convenir que la motivación constituye un elemento 
esencial de la resolución sancionadora lo que implica que su incumplimiento 
puede comportar la nulidad o la anulabilidad del acto administrativo. Con carácter 
general, ello comportará la retroacción del procedimiento a fin de que el órgano 
resolutorio motive de manera adecuada la decisión que adopte.

En la práctica, la notificación deberá practicarse por medios electrónicos 
cuando el sujeto interesado esté obligado a relacionarse electrónicamente con la 
Administración (art. 14.2 LPACAP). O cuando, en el caso de no estar obligado a 
ello, la persona haya optado por este canal de comunicación. En caso contrario, 
las notificaciones de las resoluciones sancionadoras deberán practicarse en 
papel, aunque incluso en este caso, también deberán ser puestas a disposición del 
interesado en la sede electrónica de la Administración u organismo actuante (art. 
42 LPACAP).

Además, las Administraciones Públicas enviarán un aviso al dispositivo 
electrónico o a la dirección de e-mail del interesado que este haya facilitado al objeto 
de informarle de la puesta a disposición de una notificación en la sede electrónica 
de la Administración u organismo competente. La falta de esta práctica del aviso 
no impedirá que la notificación despliegue efectos y que sea considerad válida (art. 
41.6 LPACAP).
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En el orden social, tras finalizar la fase de instrucción, el procedimiento 
administrativo sancionador termina con la resolución del expediente, imponiendo 
la sanción correspondiente o determinando que no procede sancionar. Así, el órgano 
competente para resolver, previas las diligencias que estime necesarias, dictará la 
resolución motivada que proceda, en el plazo de diez días desde el momento en que 
se termine la fase de instrucción114, confirmando, modificando o dejando sin efecto 
la propuesta de sanción contenida en el acta. Si se dejase sin efecto el expediente 
sancionador, se ordenará su archivo y, en su caso, el levantamiento de las medidas 
de carácter provisional adoptadas a que se refiere el artículo 14.2 RISOS (art. 20.1 
RISOS). 

La resolución acordará la anulación del acta cuando carezca de los requisitos 
imprescindibles o cuando provoque la indefensión de los interesados, sin que se 
hubiese subsanado en un momento previo, durante la tramitación. La resolución 
que confirme el acta aplicará, en su caso, el porcentaje de reducción de la sanción 
previsto. Cuando el sujeto responsable hubiese manifestado su voluntad de proceder 
al pago de la sanción antes de la resolución del procedimiento y, cumplido el plazo 
establecido para realizar dicho pago, no hubiese ingresado y acreditado la cuantía 
prevista, la resolución se dictará en el sentido previsto en el párrafo primero (art. 
20.1 RISOS). También la resolución deberá, de forma expresa, decidir sobre la 
propuesta de sanciones accesorias previstas en la LISOS y que pudieran concurrir 
con la sanción principal (art. 20.2 RISOS).

Como hemos dicho, el órgano resolutorio deberá emitir resolución motivada 
en un plazo máximo de 10 días desde el momento en que finalice la tramitación del 
expediente, respetando la antelación mínima de quince días respecto al vencimiento 
del plazo máximo de seis meses para dictar resolución y siempre dentro del plazo 
máximo general de 6 meses correspondiente a todo el procedimiento sancionador. 
El inicio del cómputo del plazo de 6 meses comienza con la fecha señalada en el 
acta y finalizará con la fecha en la que se notifique la resolución. En caso de que 
entre dichas fechas hayan transcurrido más de 6 meses, se producirá la caducidad 
del expediente sancionador (arts. 18.1, 18bis.1 y 20.3 RISOS).

Cuando concurran circunstancias excepcionales, podrá acordarse la 
ampliación de dicho plazo máximo, en los términos previstos en los artículos 21.5 
y 23 de la LPACAP. No se computarán dentro del plazo máximo para resolver 
las interrupciones por causas imputables a los interesados o motivadas por la 
suspensión del procedimiento a que se refiere el RISOS. Tampoco se computará 
114	 Convendrá apuntar que la fase de instrucción en el procedimiento sancionador en el orden 

social terminará con el dictamen de la propuesta de resolución por parte del órgano instructor.
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en dicho plazo máximo para resolver el tiempo transcurrido desde la fecha de 
remisión de la notificación en la que se facilite la documentación precisa para llevar 
a cabo el pago al sujeto responsable que hubiese manifestado su intención de pagar 
la sanción con carácter previo a la resolución y el último día del plazo máximo para 
que se lleve a cabo dicho pago y su correspondiente acreditación (art. 20.3 RISOS).

Las resoluciones sancionadoras en el orden social serán notificadas a 
los interesados, advirtiéndoles de los recursos que correspondan contra ellas, 
órgano administrativo o judicial ante el que hubieran de presentarse y plazo para 
interponerlos. Cuando el sujeto infractor hubiese hecho efectivo el pago de la sanción 
con carácter previo a la resolución, se le indicará la imposibilidad de interponer 
cualquier recurso o acción en vía administrativa contra la resolución. Asimismo, 
se remitirá copia del acto al funcionario que hubiere promovido el expediente 
(art. 21.1 RISOS). Debe recordarse que en la resolución no se aceptarán hechos 
distintos de los determinados en el curso del procedimiento, con independencia de 
su diferente valoración jurídica.

Sobre el contenido de las resoluciones hay que acudir al art. 90 LPACAP, que 
exige que dicho acto administrativo incluya los siguientes extremos:

a)	 La valoración de las pruebas practicadas, en especial las que constituyan los 
fundamentos básicos de la decisión resolutoria.

b)	 La fijación de los hechos y los sujetos responsables.

c)	 La infracción o infracciones cometidas y la sanción o sanciones que se 
imponen o, en su caso, la declaración de no existencia de infracción o 
responsabilidad.

En los casos de sanciones pecuniarias, la notificación contendrá, además 
(art. 21.1 RISOS):

a)	 El importe a ingresar o el efectivamente ingresado, en caso de haber optado 
el sujeto responsable por el pago anticipado de la sanción.

b)	 El plazo, lugar y forma de ingreso en período voluntario, en caso de no haberse 
procedido por el pago de la sanción con carácter previo a la resolución.

c)	 La prevención de que, transcurrido dicho período sin efectuarse el ingreso 
y de no haberse interpuesto, en su caso, el correspondiente recurso de 
alzada, se devengará inmediatamente el recargo de apremio e intereses de 
demora y se procederá al cobro y, en su caso, ejecución, por el procedimiento 
administrativo de apremio que corresponda e intereses de demora, salvo en 
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los supuestos del artículo 25.2 RISOS, que contempla requisitos específicos 
para infracciones en materia de Seguridad Social.

El RISOS regula una serie de situaciones en las que además de la persona 
interesada, es obligatorio notificar la resolución a otras personas y entidades:

a)	 A los correspondientes organismos y entidades gestoras cuando la resolución 
imponga sanciones accesorias o declare la responsabilidad solidaria del 
empresario en los casos de devolución de cantidades indebidamente 
percibidas por el trabajador, comunicándose al día siguiente de la fecha en 
que se dicte la resolución (art. 21.3 RISOS).

b)	 Al Jefe de la Unidad Especializada de Seguridad Social del OEITSS que 
hubiera efectuado la propuesta de resolución correspondiente cuando la 
resolución haya sido dictada por las entidades gestoras o servicios comunes 
del sistema de la Seguridad Social o por el SEPE (art. 21.2 RISOS).

c)	 Al órgano judicial competente, a los efectos de la iniciación del procedimiento 
de oficio regulado en el arts. 148 y ss. de la LRJS, cuando las resoluciones 
firmes aprecien la existencia de perjuicios económicos a los trabajadores 
afectados (art. 21.4 RISOS).

d)	 A los trabajadores afectados, o a sus derechohabientes en caso de fallecimiento 
del trabajador, cuando el acta de infracción se haya levantado con ocasión de 
accidente de trabajo o enfermedad profesional (art. 21.5 RISOS).

e)	 A los representantes legales de los trabajadores cuando la infracción recogida 
en el acta constituyese vulneración del derecho a la libertad sindical o de los 
derechos de representación de los trabajadores (art. 21.6 RISOS).

La determinación del órgano resolutorio se lleva a cabo dentro del marco 
organizativo de cada administración (estatal o autonómica) conforme a criterios 
de gravedad de la infracción administrativa y de cuantía económica de la sanción. 
Dicha regla responde a principios constitucionales de legalidad, seguridad jurídica, 
proporcionalidad o jerarquía administrativa115. 

Así, en el ámbito de la Administración General del Estado y de los 
organismos públicos vinculados o dependientes de aquella, las infracciones 
serán sancionadas por los órganos a los que normativamente se haya atribuido la 

115	 Alarcón Castellanos, M.M. “Capítulo IX La instrucción dentro del procedimiento 
sancionador”. En Procedimiento sancionador y liquidatorio en el orden social. Actuaciones de 
la Inspección de Trabajo y la Autoridad Laboral, coordinado por A. V. Sempere Navarro, F.J. 
Fernández Orrico y M.T. Marbán Pinilla, 317. Murcia: Ediciones Laborum, 2025.
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competencia sancionadora. En el ámbito provincial, la competencia para sancionar 
corresponderá a los siguientes órganos (art. 4.1 RISOS):

a)	 En el caso de las infracciones en materia de Seguridad Social reguladas en 
la sección 1.ª del capítulo III LISOS, cuyas actas no concurran con actas de 
liquidación, la imposición de sanción corresponderá a:

1.	 La Dirección Provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social 
en el caso de las infracciones leves señaladas en los apartados 1, 2, 3, 
4 y 5 del artículo 21, las graves previstas en los apartados 1, 2, 3, 5, 7, 9 
en el supuesto de reducciones de cuotas de la Seguridad Social, 10 y 12 
del artículo 22, y las muy graves previstas en las letras b), d), f) y k) del 
artículo 23.1.116

2.	 La Dirección Provincial del Instituto Nacional de la Seguridad Social, en 
los supuestos calificados como infracción leve en los apartados 4117 y 6 
del artículo 21, como infracción grave en los apartados 4, 6, 8 y 14 del 
artículo 22, y como infracción muy grave en las letras a), c), e) y g) del 
artículo 23.1. 

3.	 Corresponderá la imposición de sanción a la Dirección Provincial 
del Servicio Público de Empleo Estatal, cuando la sanción afecte a 
prestaciones cuya gestión tenga atribuida, en los supuestos previstos en el 
apartado 4 del artículo 21, en los apartados 4, 6, 8, 13 y 14 del artículo 22 
y en las letras a), c), e) y g) del artículo 23.1. 

4.	 Asimismo, corresponderá la imposición de sanción a la Dirección 
Provincial del Instituto Social de la Marina en los supuestos señalados en 
los dos párrafos anteriores, cuando la sanción afecte a prestaciones cuya 
gestión tenga atribuida.

5.	 La Dirección Provincial del Servicio Público de Empleo Estatal, en el 
supuesto previsto como infracción grave en el artículo 22.9 cuando se 
trate de bonificaciones y como infracción muy grave en la letra h) del 
artículo 23.1.

116	 Estas infracciones se refieren a las cometidas por los empresarios, entidades de formación, 
entidades que asuman la organización de las acciones de formación profesional para el 
empleo programada por las empresas, trabajadores por cuenta propia y asimilados.

117	 El apartado 4 del art. 21 se repite ya que podrá resolver cualquiera de los dos organismos 
señalados en función de la materia a que se refiera: No facilitar o comunicar fuera de plazo 
a las entidades correspondientes los datos, certificaciones y declaraciones que estén obligados a 
proporcionar, u omitirlos, o consignarlos inexactamente.
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b)	 Cuando se practiquen actas de infracción y actas de liquidación de cuotas por 
los mismos hechos, el órgano competente para sancionar será la Dirección 
Provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 34 TRLGSS.

c)	 En aquellos casos en que normativamente no se haya atribuido la competencia 
para resolver a otros órganos, la imposición de sanciones en el orden social 
en el ámbito de la Administración General del Estado corresponderá a los 
Jefes de las Inspecciones Provinciales dependientes orgánicamente de la 
misma.

En el ámbito de las CCAA, no existen criterios uniformes de atribución 
de competencias sancionadoras, por lo que dependerá de cada región tomar 
las directrices a la hora de atribuir a los órganos que se determinen, el ejercicio 
de la potestad sancionadora de las infracciones del orden social y los límites 
de distribución que cada una de éstas establezca, cuando corresponda a la 
Administración autonómica la competencia en materia de ejecución de legislación 
laboral y de la Seguridad Social (art. 4.2 RISOS).

Cuando se trate de un expediente sancionador iniciado por un acta de 
infracción por obstrucción, la Administración competente para resolver será la que 
lo fuera por razón de la materia objeto de la actuación de la ITSS, en el marco de 
distribución de competencias entre la AGE y las CCAA. Cuando la materia fuese 
competencia de la AGE y correspondiera resolver a la autoridad competente a nivel 
provincial, por razón de la cuantía, la asumirá el Jefe de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social adscrito a dicha Administración. Si la competencia correspondiese, 
por razón de la cuantía, a una Dirección General, la asumirá la Dirección General 
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, a la que corresponderá también 
resolver los recursos de alzada presentados respecto de las resoluciones dictadas 
por los Jefes de Inspección Provincial en el ámbito de la AGE (art. 4.3 RISOS).

De lo anterior, se deduce que la competencia para resolver no solo se 
determina en función de la materia sino también de acuerdo con la cuantía de 
la sanción propuesta en el acta de infracción. En los supuestos de acumulación 
de infracciones el órgano sancionador competente será aquel que corresponda en 
función de la sanción de mayor cuantía, salvo que expresamente se disponga lo 
contrario (art. 4.5 RISOS).

Así y hasta tanto no entren en vigor las disposiciones reglamentarias que se 
aprueben en desarrollo del artículo 48.1 LISOS, en la redacción dada por la DF1ª 
LITSS, continuará siendo de aplicación la regulación en materia de atribución de 
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competencias sancionadoras existente con anterioridad a la entrada en vigor de la 
LITSS (DT2ª).

Así, en el ámbito de la AGE (art. 4.12 Ley 13/2012118), hasta 31.000  €, la 
autoridad competente a nivel provincial; hasta 62.500  €, el Director General 
competente; hasta 125.000  €, el Ministro de Trabajo correspondiente; a partir 
de 125.001  €, al Consejo de Ministros a propuesta del Ministro de Trabajo 
correspondiente. En materia de prevención de riesgos laborales (DF1ª Ley 
38/2007119), hasta 40.985  €, la autoridad competente a nivel provincial; hasta 
123.000 €, el Director General competente; hasta 409.900 €, el Ministro de Trabajo 
correspondiente; a partir de 819.780  €, al Consejo de Ministros a propuesta del 
Ministro de Trabajo correspondiente. En materia de Sociedades Cooperativas 
(DF1ª.3 Ley 38/2007), hasta 7.600 €, por el órgano directivo del que depende el 
Registro de Sociedades Cooperativas; hasta 37.920  € y la descalificación por el 
Ministro de Trabajo correspondiente. En materia de empleo, formación profesional 
y fomento del empleo (DF12ª Ley 26/2009120), la imposición de las sanciones por 
infracciones leves y graves servicio público de empleo competente; la imposición 
de sanciones por infracciones muy graves a la autoridad competente. En materia de 
Seguridad Social (DF12ª Ley 26/2009), a la entidad gestora o servicio común de la 
Seguridad Social competente. Si la sanción afecta a las prestaciones por desempleo, 
a la entidad gestora de estas. En materia de trabajadores autónomos cuando 
afecte al cese de actividad (DF2ª.10 Ley 32/2010121), si la gestión corresponde a un 
organismo público, el Servicio Público de Empleo Estatal (Agencia Española de 
Empleo) o Instituto Social de la Marina. Si la gestión de la prestación corresponde 
a una Mutua, a la autoridad competente correspondiente a la provincia en que se 
haya procedido el reconocimiento de la prestación.

118	 Ley 13/2012, de 26 de diciembre, de lucha contra el empleo irregular y el fraude a la Seguridad 
Social (BOE N.º 311, de 27/12/2012). Su art. 4.12 modificaba el art. 48.1 LISOS.

119	 Ley 38/2007, de 16 de noviembre, por la que se modifica el texto refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, 
en materia de información y consulta de los trabajadores y en materia de protección de los 
trabajadores asalariados en caso de insolvencia del empresario (BOE N.º 276, de 17/11/2007). 
Su DF1ª modificaba los apartados 2 y 3 del art. 48 LISOS.

120	Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2010 
(BOE N.º 309, de 24/12/2009). Su DF12ª modificaba el art. 48 LISOS.

121	 Ley 32/2010, de 5 de agosto, por la que se establece un sistema específico de protección por 
cese de actividad de los trabajadores autónomos (BOE N.º 190, de 06/08/2010). Añadía un 
apartado 4bis al art. 48 LISOS.
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2. La caducidad del procedimiento administrativo sancionador

La caducidad resulta una modalidad anormal de finalización de un 
procedimiento administrativo, en nuestro caso, sancionador y podemos definirla 
como el instituto jurídico por el cual la Administración se obliga a tramitar 
un expediente administrativo en un plazo concreto122 al objeto de evitar una 
prolongación indefinida y evitando, así atentar contra la seguridad jurídica de 
los inculpados en el procedimiento sancionador (STS de 12/03/2019, N.º Rec.: 
676/2018)123.

Por lo tanto, si la resolución de un procedimiento sancionador no se 
notifica dentro del plazo máximo previsto al efecto, esto comportará la caducidad 
del mismo de manera automática, es decir, sin que la persona interesada deba 
realizar actuación alguna [art. 25.1 b) LPACAP]. Ello no será óbice para que la 
Administración sancionadora pueda iniciar un nuevo expediente sancionador, 
siempre que la infracción administrativa por la que se pretende sancionar al sujeto 
responsable no haya prescrito. En este sentido, hay que recordar lo que establece 
el art. 95.3 LPACAP sobre los procedimientos caducados que no interrumpen el 
plazo de prescripción de la infracción administrativa.

El inicio del plazo de caducidad de un procedimiento sancionador comienza, 
en nuestro caso, con la fecha del acta de infracción, hecho que origina, como 
dijimos en su momento, el inicio del procedimiento (STS de 14/07/2009, N.º Rec.: 
4682/2007). Según esta doctrina jurisprudencial, en principio no computan a 
efectos de caducidad, las actuaciones previas de comprobación (art. 55 LPACAP), 
salvo que dichas actuaciones se utilicen de manera fraudulenta al objeto de alargar 
el plazo de conclusión del procedimiento sancionador (STS de 04/11/2021, N.º 
Rec.: 8325/2019).

Por su parte, la fecha final del cómputo viene dada por la fecha en la que se 
notifique la resolución sancionadora o su intento de notificación y no, por la fecha 
en la que se dicte dicha resolución (arts. 58.4 y 40.4 LPACAP y STS de 03/12/2013, 
N.º Rec.: 557/2011). En este sentido, el TS ha dejado claro que la Administración 
cumple con la obligación de resolver en plazo si el intento de notificación de la 

122	Véase Petreñas Lucas, S. “VI Finalización del procedimiento”. En Derecho Administrativo 
Sancionador, coordinado por A. M. Burgués Pascual y P. García Cruz, 523. Barcelona: Atelier, 
2022 

123	Sáez Lara, C. “Capítulo XII. La caducidad del procedimiento sancionador en el orden social”. 
En Procedimiento sancionador y liquidatorio en el orden social. Actuaciones de la Inspección de 
Trabajo y la Autoridad Laboral, coordinado por A. V. Sempere Navarro, F.J. Fernández Orrico 
y M.T. Marbán Pinilla, 416. Murcia: Ediciones Laborum, 2025.
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resolución se lleva a cabo dentro de dicho plazo y cumpliendo con los requisitos 
establecidos en las normas reguladoras (STS de 14/10/2016, N.º Rec.: 2109/2015 y 
STS de 15/03/2018, N.º Rec.: 1121/2017).

En referencia a las notificaciones de resoluciones sancionadoras practicadas 
de manera electrónica, la STS de 10/11/2021 (N.º Rec.: 4886/2020) entiende 
cumplido el acto de notificación desde el momento en que la Administración pone 
la notificación electrónica a disposición del interesado, lo que significa que esta 
sería la fecha que marcaría el final del procedimiento administrativo sancionador.

Dentro del plazo de caducidad no se computarán las interrupciones por causas 
imputables a los interesados ni el periodo de suspensión del propio procedimiento 
cuando se hubiera producido como en los casos de suspensión previstos en los 
artículos 3 LISOS y 5 RISOS, por concurrencia con el orden jurisdiccional penal, en 
el art. 20.5 RISOS, por concurrencia con el orden jurisdiccional social, y en el art. 6 
RISOS, por interposición por la Autoridad Laboral de demanda de oficio a petición 
del OEITSS en el supuesto del art. 148 c) LRJS. Tampoco se computará el tiempo 
transcurrido desde la fecha de remisión de la notificación, en la que se facilite 
la documentación precisa para realizar el pago por parte del sujeto responsable 
cuando hubiese manifestado su intención de pagar la sanción previamente a la 
emisión de la resolución y el último día del plazo máximo en el que se lleve a cabo 
dicho pago y su correspondiente acreditación.

VI. ACTUACIONES Y SITUACIONES ESPECÍFICAS EN EL 
DESARROLLO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
SANCIONADOR

1. Suspensión de las actividades o cierre del centro de trabajo

Cuando concurran circunstancias de especial gravedad en las infracciones 
referidas a la seguridad, higiene y salud de los trabajadores, el Jefe de la Inspección 
Provincial de Trabajo y Seguridad Social deberá ponerlo en conocimiento del órgano 
competente de la comunidad autónoma o de la AGE en los casos en los que no se 
haya transferido la competencia y, en su caso, de la autoridad central del OEITSS al 
objeto de que se someta la suspensión temporal o el cierre del establecimiento a la 
aprobación del Gobierno o del órgano competente de la comunidad autónoma, de 
conformidad con lo establecido en el art. 53 LPRL (art. 26 RISOS).
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2. Recargo de prestaciones en caso de accidente de trabajo

En los casos de accidente de trabajo o de enfermedad profesional provocados 
ambos por la falta de medidas de protección de la salud del trabajador achacables al 
empresario y de los cuales se derive el correspondiente recargo de prestaciones, el 
OEITSS está legitimado para iniciar el procedimiento administrativo para declarar 
la responsabilidad empresarial por la falta de medidas de seguridad e higiene en 
el trabajo y proponiendo el correspondiente porcentaje de incremento que estime 
procedente en aplicación del art. 164 TRLGSS. En estos casos, dicha responsabilidad 
administrativa será compatible con la responsabilidad civil o penal que se derivasen 
de los hechos constitutivos de infracción administrativa. El informe-propuesta que 
se derivara de dicha actuación inspectora deberá recoger los hechos y circunstancias 
concurrentes, disposiciones infringidas, la causa concreta de las enumeradas en 
el art. 164.1 TRLGSS que motive la propuesta y el porcentaje que se considere 
procedente aplicar. Si se hubiese practicado acta de infracción y hubiese recaído 
resolución de la autoridad laboral sobre la misma, dicha resolución se aportará al 
expediente de iniciación. En el caso de no haberse practicado previamente acta de 
infracción, en dicho informe-propuesta se justificará de manera razonada dicha 
circunstancia (art. 27 RISOS).

3. Adopción de medidas cautelares

Cuando el OEITSS considere que de los hechos y circunstancias concurrentes 
en una infracción cometida por una mutua de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales puedan dar lugar a la adopción de alguna de las medidas cautelares 
previstas en el art. 33 TRLGSS lo propondrá a la Secretaría de Estado de la Seguridad 
Social u órgano competente que será quién inicie el correspondiente procedimiento 
administrativo sancionador (art. 28.1 RISOS).

Con respecto a los empresarios que colaboren de manera voluntaria con el 
sistema de Seguridad Social, cuando la ITSS estime que las deficiencias observadas 
en las infracciones cometidas por estos impidan el mantenimiento del régimen 
económico y presupuestario establecido para la colaboración con el sistema y las 
circunstancias del caso lo requieran propondrán a la Secretaría de Estado de la 
Seguridad Social la aplicación de las sanciones previstas en la LISOS, sin perjuicio 
de iniciar el correspondiente procedimiento administrativo sancionador ordinario 
(art. 28.2 RISOS).

En los casos que identifica el art. 28 RISOS, además del acta de infracción, se 
emitirá escrito propuesta que se remitirá a la Secretaría de Estado de la Seguridad 
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Social u órgano competente a través de la autoridad central de la ITSS a la que se 
comunicará la resolución que se adopte (art. 28.3 RISOS).

4. Aplicación de descuentos

En efecto, cuando estemos ante supuestos en los que se proponga una 
sanción que tenga carácter exclusivamente pecuniario, al sujeto responsable se 
le propondrá una reducción del 40% de la cuantía de la sanción si procediera 
presentar ante el órgano instructor escrito manifestando su voluntad de pago de 
la sanción propuesta en el acta con carácter previo a la resolución administrativa, 
en el plazo establecido para la realización de la fase de alegaciones, y renunciase al 
ejercicio de cualquier acción, alegación o recurso en vía administrativa, poniendo 
fin al expediente administrativo sancionador y asumiendo, de manera implícita, el 
reconocimiento de la responsabilidad administrativa (arts. 14.6 y 17.1 RISOS). La 
Administración competente le facilitará los documentos o instrucciones precisas 
para el pago de la sanción, en el plazo fijado al efecto y en la cuantía correspondiente, 
una vez aplicado el porcentaje de reducción del 40% (art. 18.5 RISOS). Por tanto, el 
abono de la sanción con el importe reducido no tiene que hacerse dentro del plazo 
de quince días, sino cuando la Administración notifique el importe de la deuda 
reducida con las instrucciones necesarias para que se proceda al pago de la sanción. 
Lo que debe hacerse dentro de dicho plazo es la manifestación de renuncia a realizar 
alegaciones y la voluntad de abonar la sanción con un importe inferior al notificado 
por la Inspección. Ahora bien, para que se proceda realmente a la reducción del 
40% del importe de la sanción y a la finalización del expediente sancionador, el 
pago deberá efectuarse ante el órgano instructor en un plazo máximo de diez días 
hábiles desde el siguiente a la notificación de la documentación precisa (art. 18.5 
RISOS).  Transcurrido dicho plazo, una vez comprobada la realización o no del 
pago de la sanción, el órgano instructor dictará su propuesta de resolución, que 
indicará, bien la realización del pago y la fecha de cobro, o bien la falta de pago, tras 
lo cual, el órgano resolutorio confirmará la propuesta y aplicará la reducción del 
40% del importe de la sanción (arts. 18.5 y 20.1 RISOS). 

En el caso de que el sujeto responsable hubiese manifestado su voluntad de 
proceder al pago de la sanción antes de la resolución del procedimiento y, cumplido 
el plazo para tal efecto, no se hubiera efectuado el pago, el órgano instructor dictará 
propuesta de resolución en la que indicará la no realización del abono y, por tanto, 
la continuación ordinaria del procedimiento, sin que se pueda aplicar el descuento 
solicitado por el interesado. De ahí radica la importancia de realizar el pago en el 
plazo señalado. Un pago fuera de plazo no comportará el descuento señalado.
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En los casos en los que concurran varios sujetos responsables respecto de 
una misma infracción, cuando alguno de ellos hubiese manifestado su voluntad de 
pago con carácter previo a la resolución y alguno de los otros hubiese presentado 
alegaciones, se comunicará a aquel que no cabe la aplicación de la reducción prevista, 
concediéndole un plazo adicional de quince días para presentar alegaciones, 
continuándose con el procedimiento de forma ordinaria (arts. 14.6 y 17.1 RISOS).

Cuando estemos ante una situación de acumulación de infracciones en 
una misma acta, la reducción se aplicará sobre el importe total de la propuesta de 
sanción (art. 14.6 RISOS).

Las sanciones propuestas en aquellas actas de infracción concurrentes con 
actas de liquidación por los mismos hechos, únicamente podrán ser objeto de 
reducción, en los términos establecidos en el artículo 34.2 RISOS, no siendo de 
aplicación la reducción prevista en el presente apartado.
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Capítulo VII

LA INTERPOSICIÓN DEL RECURSO 
ADMINISTRATIVO

I. INTRODUCCIÓN
De conformidad con el art. 54 LISOS, contra las resoluciones recaídas 

en los procedimientos administrativos sancionadores en el orden social, se 
podrán interponer los recursos tanto administrativos como jurisdiccionales 
que legalmente procedan. En este caso nuestra atención se centrará solo en los 
recursos administrativos dejando claro que la persona interesada, una vez cerrada 
la vía administrativa podrá interceder a la jurisdicción social o contencioso-
administrativa, según proceda.

El art. 22 RISOS remite, junto a las normas que lo desarrollen, a la LPACAP 
el régimen del cómputo de los términos de los plazos y el régimen de notificaciones 
y comunicaciones establecidos para la interposición de recursos administrativos en 
un procedimiento administrativo sancionador.

II. CONCEPTO DE RECURSO ADMINISTRATIVO
Los recursos administrativos podemos definirlos como los instrumentos 

a disposición de los interesados para revisar los actos administrativos, en vía 
administrativa, en este caso concreto los pertenecientes al procedimiento 
administrativo sancionador en el orden social, como paso previo a su revisión 
por la vía judicial. En referencia a los actos administrativos hay que aclarar que 
nos referimos tanto a las resoluciones como a los actos de trámite siempre que 
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estos decidan directa o indirectamente sobre el fondo del asunto, determinen 
la imposibilidad de continuar con el procedimiento, produzcan indefensión o 
perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos (art. 112.1 LPACAP). 

En definitiva, un recurso administrativo es el medio de revisión de la 
validez de los actos administrativos que han formado parte del procedimiento 
administrativo sancionador124. El recurso administrativo debe iniciarse a instancia 
de parte, por la persona legitimada para hacerlo y dentro del plazo de interposición 
establecido en la ley y que será elemento necesario de la resolución que se dicte a 
efectos del procedimiento administrativo sancionador.

III. ACTOS IMPUGNABLES A TRAVÉS DEL RECURSO 
ADMINISTRATIVO

Con carácter general, los recursos administrativos se podrán dirigir contra 
la resolución que pone fin al procedimiento administrativo sancionador y contra 
aquellos actos de trámite cualificados que deciden directamente o indirectamente 
sobre el fondo del asunto, determinen la imposibilidad de continuar con el 
procedimiento, produzcan indefensión o perjuicio irreparable a derechos e 
intereses legítimos (art. 112.1 LPACAP).

La oposición al resto de actos que formen parte del trámite del expediente 
sancionador solo podrá alegarse por los interesados, a lo largo del procedimiento, 
para su posterior consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento 
(art. 112.1 LPACAP). En este sentido, ha sido la jurisprudencia la que ha venido 
a establecer los criterios y actos que no son susceptibles de impugnación a través 
del recurso administrativo (actos simples)125. Así podemos destacar los siguientes, 
entre otros:

1.	 Los actos que inicien el procedimiento sancionador, salvo que la iniciación 
requiera de unos requisitos necesarios de tipo formal o material (STS de 
15/10/2020 N.º Rec.: 309/2019; STS de 10/07/2019, N.º Rec.: 410/2018, STS 
de 14/03/2011, N.º Rec.: 3323/2010; STS de 01/03/2012, N.º Rec.: 2357/2008 
y STS de 06/10/2009, N.º Rec. 1399/2007). Este es un mero acto de trámite 
iniciador de un procedimiento administrativo lo que significa la ausencia de 

124	Véase Pascual Miranda, M. “VIII. Revisión en vía administrativa” en Derecho Administrativo 
Sancionador coordinado por Burgués, A.M. y García, P. 558 Barcelona: Atelier, 2022.

125	“Son actos o proveídos interlocutorios o de mero impulso de un procedimiento que no 
pueden ser objeto de una impugnación autónoma e independiente del acto definitivo o 
final, que actúa como una especie de acto resumen frente al que se deben dirigir todas las 
impugnaciones” (STS de 15/10/2020 N.º Rec.: 309/2019)
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efectos jurídicos y que tras la correspondiente tramitación del expediente 
sancionador deberá concluirse con una resolución definitiva que ponga fin 
al expediente, momento en el cual podrá ser recurrida vía administrativa, 
de manera previa y vía judicial posteriormente (STS de 10/07/2019, N.º 
Rec.: 410/2018). Sin embargo, del acto de iniciación habría que exceptuar 
las medidas provisionales que se estimen oportunas adoptar, de oficio o 
a instancia de parte, en la iniciación del procedimiento administrativo 
sancionador con el objeto de asegurar la eficacia de la resolución que pudiera 
recaer, de acuerdo con el cumplimiento de los principios de proporcionalidad, 
efectividad y menor onerosidad (art. 56.1 LPACAP).

2.	 Los actos de instrucción de denegación de pruebas (STS de 27/02/2012, N.º 
Rec.: 56/2010).

3.	 Las propuestas de resolución (SAN de 02/07/2018, N.º Rec.: 16/2018).

También debemos recordar que el art. 85 LPACAP contempla la finalización 
de un procedimiento administrativo sancionador, de manera anticipada, pudiendo 
darse o no acumulativamente, bien sea por el reconocimiento del infractor de su 
responsabilidad con anterioridad a la terminación del procedimiento o haciendo 
voluntariamente efectivo el pago de la propuesta de sanción (en los casos de 
sanciones pecuniarias) con anterioridad también a la resolución lo que implicará, en 
ambos casos, la terminación del procedimiento (salvo en lo relativo a la reposición 
de la situación alterada o a la indemnización por daños y perjuicios que pudiera 
derivarse por la comisión de la  infracción) y dando lugar a la aplicación de las 
reducciones correspondientes. 

Pues bien, al objeto de esta cuestión, debemos recordar que el art. 85.3 LPACAP 
exige que la aplicación de las reducciones esté condicionada al desistimiento o 
renuncia de accionar o recurrir en vía administrativa contra la sanción. La cuestión 
que podría plantearse es si la renuncia también afecta a la vía jurisdiccional, sin 
embargo, el TS ha resuelto de manera clara que la única vía afectada debe ser la vía 
administrativa lo que deja libre la actuación del sujeto infractor, así reconocido en 
vía administrativa de manera voluntaria por él mismo, para accionar en el orden 
contencioso-administrativo (STS de 18/02/2021, N.º Rec.: 2201/2020; STS de 
23/11/2020, N.º Rec.: 4333/2019). Ahora bien, también reconoce el TS que una cosa 
es que se pueda impugnar en la vía jurisdiccional y otra cosa es que el sujeto deba 
asumir el reconocimiento voluntario de sus responsabilidades que admitió en vía 
administrativa en aplicación de los principios de buena fe y de la debida coherencia 
en sus comportamientos procesales que se exige a las personas que intervienen en 
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los procesos lo que en consecuencia exigirá proporcionar una sólida explicación 
que pudiera justificar por qué si en vía administrativa reconoce la comisión de la 
infracción y su culpabilidad, en vía jurisdiccional, lo niega.

Por el contrario, aquellos actos de trámite no considerados cualificados solo 
podrán ser objeto de alegaciones al objeto de que se valore tanto en la propuesta 
de resolución como en la resolución final. En este sentido, la jurisprudencia ha 
considerado que no son actos de trámite cualificados los siguientes:

a)	 De manera general, los actos que inicien un procedimiento administrativo 
sancionador (SSTS de 15/10/2020, N.º Rec.: 309/2019; de 10/07/2019, N.º 
Rec.: 410/2018 y de 06/10/2009, N.º Rec: 1399/2007).

b)	 Los acuerdos de denegación de pruebas (STS de 27/02/2012, N.º Rec.: 
56/2010).

c)	 Las propuestas de resolución (SAN de 02/07/2018, N.º Rec.: 16/2018).

IV. LAS PERSONAS LEGITIMADAS PARA INTERPONER UN 
RECURSO ADMINISTRATIVO

Los recursos administrativos se inician a instancia de parte, estando 
legitimados para ello las personas interesadas que ostentan un derecho o interés 
legítimo (art. 4 LPACAP). Sobre el concepto de interés legítimo, la jurisprudencia 
ha dicho que los legitimados serán aquellos que, de la anulación del acto recurrido, 
se beneficien de un efecto positivo o, al menos, eviten un efecto negativo, de manera 
inmediata, actual o futura, pero cierta. En este orden de cosas, el denunciante, 
por ejemplo, no adquiere la condición de parte interesado, salvo que ostente un 
interés legítimo susceptible de tutela y que deberá de consistir en un beneficio o 
ventaja distinta al mero interés por la legalidad o del acierto de las resoluciones 
sancionadoras (art. 62.5 LPACAP, STS 18/05/2001, N.º Rec.: 86/1999).

Por su parte, la jurisprudencia ha destacado que el elemento principal 
para poder determinar la concurrencia de un interés legítimo, a efectos de poder 
impugnar la resolución administrativa, debe de analizarse a la luz de los efectos 
positivos en la esfera jurídica del denunciante o en la posibilidad de eliminación 
de carga o gravamen en dicha esfera (STS de 28/01/2019, N.º Rec.: 4580/2017; STS 
de 20/04/2015, N.º Rec.: 1523/2012; STS de 30/01/2001, N.º Rec.: 156/1998; STS de 
30/11/2005, N.º Rec.: 19/2004; STS de 22/05/2007, N.º Rec.: 6841/2003).
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V. EFECTOS DE LA INTERPOSICIÓN DEL RECURSO 
ADMINISTRATIVO

Si, con carácter general, la interposición de recursos administrativos no 
suspende la ejecución del acto que se impugna, el régimen sancionador tiene como 
especialidad que las resoluciones sancionadoras solo sean ejecutivas cuando no se 
pueda interponer frente a ellas ningún tipo de recurso administrativo ordinario, 
alzada o reposición [art. 90.3 y .1 b) LPACAP]. Como consecuencia de ello, cabe 
entender que la resolución sancionadora solo será susceptible de suspensión 
cautelar cuando sea firme en vía administrativa y no antes. Solo cuando la 
resolución sea ejecutiva se podrá llevar a cabo la suspensión cautelar en el caso de 
que el interesado interponga recurso contencioso-administrativo. Dicha suspensión 
cautelar finalizará cuando hayan transcurrido el plazo previsto legalmente sin que 
el interesado haya interpuesto dicho recurso contencioso-administrativo o cuando 
o cuando, habiendo interpuesto dicho recurso no hubiera solicitado la suspensión 
cautelar de la resolución impugnada en el mismo trámite o el órgano judicial se 
pronuncie sobre la suspensión solicitada en los términos previstos en ella (art. 90.3 
LPACAP). En el caso de que la Administración iniciara actos de ejecución de la 
sanción sin que el interesado hubiera tenido posibilidad de instar judicialmente 
la suspensión de la ejecución del acto impugnado se estará vulnerando el derecho 
fundamental de la tutela judicial y a la presunción de inocencia establecidos en el 
art. 24 CE en tanto y en cuanto se podría estar condicionando la efectividad del 
pronunciamiento judicial que pudiera recaer al respecto (STS 09/02/2010, N.º Rec.: 
2431/2007; STC 78/1996).

VI. EL PROCEDIMIENTO DE LA INTERPOSICIÓN DE UN 
RECURSO ADMINISTRATIVO

El procedimiento para iniciar, tramitar y resolver los recursos administrativos 
se rige, con carácter general, por las normas del procedimiento administrativo 
común ya sean las garantías como a las fases con las especificidades que se señalan 
a continuación.

1. La fase de interposición

El escrito de interposición del recurso administrativo debe contener los 
siguientes elementos (art. 115.1 LPACAP):

1.	 El nombre y los apellidos del recurrente, así como su identificación personal.

2.	 El acto que se recurre y la razón de su impugnación.
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3.	 Lugar y fecha, firma del recurrente.

4.	 Identificación del medio y del lugar que se señale a efectos de notificaciones.

5.	 Órgano, centro o unidad administrativa donde se dirige el recurso y su 
código de identificación correspondiente.

6.	 Las demás particularidades exigidas por las disposiciones específicas, si 
procede.

Por su parte, la LPACAP no exige que se exprese el tipo de recurso, siempre 
que se deduzca de su propio carácter. En la práctica administrativa suele ser usual 
consignar el tipo de recurso administrativo utilizado. La ley también admite el 
error en la calificación del recurso siempre que al igual que antes, permita deducir 
el verdadero carácter (art. 115.2 LPACAP).

2. La posible inadmisión del recurso

El art. 116 LPACAP relaciona una serie de causas tasadas por las que puede 
ser inadmitido a trámite el recurso administrativo, sin llegar en este caso, a resolver 
sobre el fondo del asunto. Dichas circunstancias son las siguientes: 

1.	 La incompetencia del órgano administrativo ante el cual sea interpuesto el 
recurso cuando el órgano competente perteneciera a otra administración 
pública. En ese caso, el recurso tendría que remitirse al órgano competente, 
debiéndose notificar dicha circunstancia a los interesados, conforme lo 
dispuesto en el art. 14.1 LRJSP. 

2.	 Cuando el recurrente no tenga la legitimación necesaria para interponer el 
recurso (como, por ejemplo, no tener la condición de persona interesada).

3.	 Cuando el plazo para interponer el recurso haya transcurrido.

4.	 Cuando el recurso carezca, de manera manifiesta, de fundamentación.

3. El trámite de audiencia

Cuando se tengan que tener en cuenta hechos o documentos no recogidos en 
el expediente originario, se pondrán de manifiesto a las personas interesadas para 
que en el plazo no inferior a 10 días hábiles ni superior a 15 días hábiles formulen 
las alegaciones y presenten los documentos y justificantes que estimen procedentes 
(art. 118.1 LPACAP). Por el contrario, y esclareciendo la idea de documentos nuevos, 
el segundo párrafo de este primer apartado dice que no tendrán esta condición 
aquellos que habiendo podido aportarlos durante el trámite de alegaciones no se 
haya hecho. Tampoco, dice, se podrá solicitar la práctica de pruebas cuando su falta 
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de realización en el procedimiento que dictó la resolución recurrida fuese achacable 
a la persona interesada. Por su parte, el apartado 3 del art. 118 aclara aún más la 
limitación de documentación nueva diciendo que ni el recurso, ni los informes y 
ni las propuestas van a tener dicho carácter a los efectos que se pretende en este 
apartado y tampoco lo tendrán lo que los interesados hayan aportado al expediente 
antes de recaer la resolución impugnada (art. 118.3 LPACAP). Por otro lado, si 
hubiera otros interesados en el procedimiento de revisión se les daría traslado del 
recurso para que aleguen lo que estimen procedente en el plazo arriba mencionado.

Por último, habrá que proceder a conceder la audiencia a las personas 
interesadas cuando el órgano competente para resolver decida resolver cuestiones 
que no hayan sido alegadas por los interesados pero que se deduzcan del 
procedimiento. Tanto las alegaciones que se formulen como los documentos 
aportados por las personas interesadas tendrán que ser tomados en consideración 
por el órgano competente para resolver.

En los casos en los que no se planteen hechos o documentos nuevos ni existan 
otras personas interesadas en el procedimiento, se podrá prescindir del trámite 
de audiencia. Entre las limitaciones impuestas a la persona recurrente hay que 
destacar la prohibición de alegar los vicios y defectos que hagan anulable un acto 
administrativo cuando los haya causado el propio recurrente en cuanto que nadie 
puede alegar su propia mala praxis para obtener un provecho o para conseguir una 
declaración de nulidad beneficiosa (art. 115.3 LPACAP).

4. El periodo de prueba

Al igual que en el procedimiento ordinario, podrá abrirse un periodo de 
prueba durante el procedimiento para la resolución del recurso tal como lo 
establecen los arts. 77 y 78 LPACAP. Sin embargo, como hemos dicho anteriormente, 
no podrán los interesados solicitar la práctica de la prueba en los casos en los que 
su falta de realización en el procedimiento que dictó la resolución recurrida fuese 
imputable al recurrente (art. 118.1 LPACAP).

5. La resolución del recurso

Las reglas de la resolución del recurso partirán de las establecidas para el 
procedimiento ordinario, tanto respecto de las garantías jurídicas como respecto 
de las fases del procedimiento (iniciación, ordenación, instrucción y finalización). 
Así, la resolución de un recurso administrativo deberá estar motivada [art. 35.1 b) 
LPACAP] y resolver todas las cuestiones que se planteen en el procedimiento, con 
independencia de que hayan sido alegadas o no por las personas interesadas, en 
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cuyo caso tendrán derecho a que se les oiga de manera previa. Además, deberá ser 
congruente con respecto a las peticiones o alegaciones formuladas por el recurrente. 
Dicho artículo positiviza la prohibición de reformatio in peius, estableciendo que 
la resolución del recurso, en ningún caso, puede agravar la situación inicial del 
recurrente (art. 119.3 LPACAP)126. La prohibición de la reformatio in peius se da 
por el hecho de que el recurrente, en virtud de su propio recurso ve empeorada 
su situación jurídica de modo que los efectos de la resolución del recurso son 
contrarios al objeto perseguido. Sin embargo, en distintas sentencias el TC ha 
venido reconociendo que la prohibición no actuará en los casos en los que se 
interpongan recursos cruzados, es decir, que la interposición de un recurso por 
una persona interesada puede habilitar a la Administración para que empeore la 
situación de un tercero (STC 310/2005, STC 120/1989).

En lo que se refiere al contenido de la resolución del recurso, este podrá 
establecerse conforme a uno de los siguientes pronunciamientos:

1.	 Podrá declarar la inadmisión del recurso por las causas vistas y argumentadas 
en el art. 116 LPACAP.

2.	 Podrá declarar la estimación total del recurso (art. 119.1 LPACAP).

3.	 Podrá declarar la desestimación total o parcial en los casos en los que se 
incurra en algún tipo de vulneración del ordenamiento jurídico (art. 119.1 
LPACAP).

4.	 También podrá, en los casos en los que se produzcan vicios de forma y que 
no se estime procedente resolver sobre el fondo del asunto, ordenarse la 
retroacción del procedimiento al momento en que el vicio fue cometido (art. 
119.2 LPACAP).

Por último, hay que tener en cuenta que a la resolución del recurso le será 
aplicada, igualmente, las normas sobre el contenido de las resoluciones previstas en 
el art. 88 LPACAP.

6. La tramitación electrónica del recurso administrativo

El procedimiento de interposición de recurso administrativo se impulsará en 
cualquiera de sus trámites a través de los medios electrónicos de los que disponga 
la administración correspondiente (art. 71.1 LPACAP). Por tanto, quedarán 
obligados a relacionarse por medios electrónicos los sujetos obligados y que se 

126	Véanse a este respecto, por todas, STC 232/2001, STC 20/1982, STC 196/1999, STC 115/1986, 
STC 143/1988
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establecen en el art. 14.2 y .3 LPACAP. En este sentido la STS de 01/07/2021 (N.º 
Rec.: 1928/2020) analiza el alcance del art. 68.4 LPACAP al estudiar un trámite 
procedimental de subsanación de solicitud presentada de manera presencial por 
el sujeto obligado a relacionarse a través de los medios electrónicos establecidos al 
caso. En atención a la literalidad del art. 68.4 LPACAP, el alto tribunal consideró 
que dicho artículo regula un trámite procedimental específico de subsanación 
que resulta estrictamente aplicable a los procedimientos iniciados a solicitud de la 
persona interesada y no por aquellos iniciados de oficio por la Administración ni a 
los procedimientos de revisión de los actos administrativos.

VII. CLASES DE RECURSOS ADMINISTRATIVOS
Contra la resolución administrativa que recaiga de un procedimiento 

sancionador las personas interesadas podrán interponer los recursos de alzada 
y potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de los motivos de 
nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 47 y 48 LPACAP. Como situación 
extraordinaria, y en los casos establecidos por la ley, también se podrá interponer 
el recurso extraordinario de revisión.

1. El recurso de alzada

El recurso de alzada es el recurso de naturaleza ordinaria mediante el cual 
se pueden impugnar por los motivos de nulidad y anulabilidad establecidos en 
los arts. 47 y 48 LPCAP, las resoluciones y los actos de trámite cualificados que 
no pongan fin a la vía administrativa con el objeto de que lo resuelva el órgano 
competente, en este caso, el órgano superior jerárquico de aquél que dictó la 
resolución del procedimiento administrativo sancionador (art. 121. LPACAP). 
Este recurso de alzada tiene un doble objetivo. Por una parte, es un mecanismo de 
revisión y, por otra, de requisito necesario para poder recurrir en vía jurisdiccional 
en un momento posterior, ya que su resolución agota la vía administrativa.

Contra las resoluciones previstas en el expediente sancionador se podrá 
interponer recurso de alzada, en el plazo de un mes, ante el órgano superior 
jerárquico del que dictó resolución que será el competente para resolverlo por razón 
de la materia, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4 RISOS, cuya resolución 
agotará la vía administrativa (art. 23.1 RISOS). Sin embargo, cabría señalar la 
posibilidad de ir contra la resolución de un recurso de alzada con un recurso 
extraordinario de revisión en los casos establecidos en el art. 125.1 LPACAP.

No cabrá recurso de alzada en aquellos casos en los que, de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 14.6 RISOS, el sujeto responsable abone efectivamente 
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la sanción con carácter previo a la resolución (art. 23.1 RISOS). En los casos en 
los que el acto de resolución del procedimiento sancionador no fuese expreso, la 
interposición del recurso no estaría sometida a plazo de caducidad con lo que los 
interesados podrían interponer el recurso en cualquier momento a partir del día 
siguiente a aquel en el que, de acuerdo con su normativa específica se produzcan 
los efectos del silencio administrativo.

La tramitación de dicho recurso seguirá las reglas establecidas en la LPACAP 
en lo no regulado por la RISOS. Así, como ya hemos dicho, para el cómputo de 
plazos se estará a lo dispuesto en el RISOS y en la LPACAP (art. 22 RISOS). El plazo 
máximo para dictar y notificar la resolución del recurso de alzada será de tres meses. 
Sin embargo, transcurrido este plazo sin que recaiga resolución, incumpliendo 
así la Administración Pública su obligación de resolver de manera expresa se 
producirá el silencio administrativo en sentido negativo, debiéndose entender 
desestimado el recurso (art. 23.2 RISOS). En estos casos, al igual que ocurre con 
la resolución administrativa del procedimiento sancionador, la doctrina reiterada 
del TC ha dejado claro que la consecuencia será la no existencia de plazos para 
interponer recurso ante la jurisdicción contencioso-administrativa127. Contra las 
resoluciones recaídas en los procedimientos sancionadores cabe la interposición de 
recursos en sede jurisdiccional (art. 54 LISOS), correspondiendo la competencia, 
en su caso, a la jurisdicción social128 [art. 2. n) LRJS], a través del procedimiento 
especial regulado en sus arts. 151 y ss.

En cuanto al ámbito competencial, las resoluciones dictadas por los 
directores generales competentes por razón de la cuantía que no pongan fin a la 
vía administrativa y las dictadas por el secretario de Estado de la Seguridad Social 
y Pensiones, podrán ser objeto de recurso de alzada ante la persona titular del 
Ministerio competente por razón de la materia (art. 23.1 RISOS). Por su parte, 
cuando la gestión sancionadora la hayan recabado las CCAA corresponderá a 

127	Por todas, STC 52/2014. Véase también STS de 19/06/2021, N.º Rec.: 4160, donde se establece 
que, habiéndose producido el silencio administrativo, si la recurrente en vía administrativa 
no lo hace en vía jurisdiccional, esta asumirá la firmeza de la resolución.

128	En ciertas ocasiones, tras la resolución de un recurso de alzada, este podrá ser impugnable 
ante la jurisdicción social como cuando se trate de despidos colectivos por fuerza mayor, 
por ERTE, las resoluciones que se derivaron o se deriven de COVID-19 o por motivos 
de suspensión a través del mecanismo RED, las resoluciones del SEPE o las derivadas de 
incumplimientos por la obligación de cotizar. Véase Pagán Martín-Portugués, F.M. “Capítulo 
XIII. Recursos en vía administrativa contra las resoluciones”. En Procedimiento sancionador y 
liquidatorio en el orden social. Actuaciones de la Inspección de Trabajo y la Autoridad Laboral, 
coordinado por A. V. Sempere Navarro, F.J. Fernández Orrico y M.T. Marbán Pinilla, 452. 
Murcia: Ediciones Laborum, 2025.
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éstas la determinación de los órganos competentes para la resolución del recurso 
de alzada (art. 23.1 RISOS). Del mismo modo, los actos administrativos de la 
persona titular del Ministerio competente y del Consejo de ministros agotarán la 
vía administrativa [art. 114.1 c) LPACAP].

2. El recurso potestativo de reposición

El recurso potestativo de reposición es el recurso ordinario mediante el 
cual se puede impugnar por cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad 
establecidos en los arts. 47 y 48 LPACAP, los actos administrativos que ponen 
fin a la vía administrativa para que los resuelva el mismo órgano que los dictó 
(art. 123.1 LPACAP). El recurso de reposición tiene carácter potestativo, es decir, 
que será el interesado quién decida si quiere o no quiere interponerlo. En caso 
de querer recurrir a la vía contencioso-administrativa para impugnar el acto, el 
recurrente en reposición deberá esperar a la resolución del recurso potestativo, ya 
sea de forma expresa o por silencio administrativo, antes de poder recurrir al orden 
jurisdiccional. El recurso potestativo de reposición no podrá interponerse contra la 
resolución de un recurso previo de reposición (art. 124.3 LPACAP). 

El plazo para la interposición del recurso de reposición será de un mes, si 
el acto fuera expreso. Transcurrido dicho plazo, únicamente podrá interponerse 
recurso contencioso-administrativo, sin perjuicio, en su caso, de la procedencia 
del recurso extraordinario de revisión. Si el acto no fuera expreso, el recurso podrá 
interponerse en cualquier momento a partir del día siguiente a aquel en que se 
hubiese producido el acto presunto (art. 124.1 LPACAP). Por su parte, el plazo 
máximo para dictar y notificar la resolución del recurso será de un mes (art. 124.2 
LPACAP).

Contra la resolución de un recurso de reposición no se puede interponer 
ningún otro recurso administrativo, salvo el recurso extraordinario de revisión, en 
los casos establecidos en el art. 125.1 LPACAP.

3. El recurso extraordinario de revisión

El recurso extraordinario de revisión es un recurso administrativo excepcional 
que solo es procedente contra actos administrativos fines en vía administrativa en 
los supuestos que establece el art. 125.1 LPACAP y que son los siguientes:

1.	 Que al dictar el acto se hubiera incurrido en error de hecho que resulte de 
los mismos documentos incorporados al expediente. La jurisprudencia ha 
establecido que el error debe versar sobre un hecho, cosa o acontecimiento y 
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no sobre opiniones de cualquier tipo, criterios o calificaciones particulares, 
excluyéndose, por tanto, las valoraciones jurídicas, la apreciación del alcance 
de los hechos o la valoración de las pruebas, entre otras cuestiones129. El 
error además tiene que resultar de los propios documentos incorporados 
al expediente de manera que se pueda advertir con la simple confrontación 
de los mismos. Se excluirían de estas circunstancias los documentos que 
el interesado pudiera acompañar al recurso de revisión, sobrevenidos o 
aparecidos una vez concluido el expediente del acto impugnado.

2.	 La aparición de documentación con valor esencial para la resolución 
del asunto y que evidencien el error en el que ha incurrido la resolución 
recurrida. En este sentido, no serían admisibles aquellos documentos que ya 
eran conocidos por la persona interesada si pudiendo haberlos presentado 
al procedimiento en su momento no lo hubiera hecho. En este sentido, 
es necesario que los documentos hayan aparecido con posterioridad a 
la resolución con independencia de que su origen o fecha sea anterior o 
posterior a dicha resolución. Además, tampoco sirve cualquier documento 
sino solo aquellos que tengan un valor esencial y determinante en la decisión 
administrativa adoptada. Por último, el documento debe evidenciar el error 
de la resolución de forma evidente, concluyente y definitiva (STSJ de Navarra 
de 11/02/1999 N. Rec.: 743/1995).

3.	 Que en la resolución hayan influido documentos o testimonios declarados 
falsos por sentencia judicial firma, anterior o posterior a la resolución. 
La influencia establecida alude al hecho de que el órgano administrativo 
competente para resolver hubiera conocido el documento o testimonio 
sin haberle otorgado ningún valor probatorio lo que ha condicionado una 
resolución diferente. Para evidenciar el error del documento o testimonio 
será necesario la aportación de una sentencia judicial firme que declare 
dicha falsedad.

4.	 Que la resolución se hubiera dictado como consecuencia de prevaricación, 
soborno, violencia, maquinación fraudulenta o de otra conducta punible y se 
haya declarado así en virtud de sentencia judicial firma. Esta circunstancia es 
coincidente con la causa de nulidad consistente en que el acto sea constitutivo 
de infracción penal o se dicten como consecuencia de esta [art. 47.1 d) 
LPACAP]. Una vez más es imprescindible que el delito haya sido declarado 
así en una sentencia judicial firme.

129	Véanse STS 26/01/2016 N.º Rec.: 240/2014; SAN 08/03/200 N.º Rec.: 492/1997.
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Cuando el recurso se base en un error de hecho de los documentos 
incorporados al expediente, el plazo para la interposición del recurso será de 4 
años desde la notificación de la resolución impugnada o desde que se produzca 
el acto presunto por silencio administrativo. En el caso de que concurriera otra 
circunstancia que habilitase la interposición, el plazo será de 3 meses a contar desde 
el conocimiento de los documentos o desde la fecha en que la sentencia judicial 
fuese firme (art. 125.2 LPACAP). El órgano que deberá resolver la resolución del 
recurso extraordinario de revisión será el mismo que dicte el acto impugnado.

En lo que respecta a la tramitación de este recurso cabría destacar que, durante 
la instrucción del procedimiento debe ser solicitado el dictamen correspondiente 
del Consejo de Estado o del órgano consultivo equivalente autonómico que será, 
como hemos dicho, preceptivo, pero no vinculante (art. 126.1 LPACAP).

El plazo máximo para resolver el recurso extraordinario de revisión y 
notificar su resolución será de tres meses, transcurridos los cuales, el recurso se 
considerará desestimado dejando abierta la vía jurisdiccional (art. 126.3 LPACAP).
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Capítulo VIII

EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE LOS 
EXPEDIENTES DE LIQUIDACIÓN

I. INTRODUCCIÓN
Las fuentes reguladoras de los procedimientos a seguir para la práctica de los 

expedientes de liquidación por deudas de cuotas al sistema de la Seguridad Social 
y demás conceptos de recaudación conjunta generados por el sujeto responsable 
se ajustarán a lo regulado por el RISOS y, de manera subsidiaria, a lo regulado por 
la LPACAP (art. 29.2 RISOS). Estos procedimientos se iniciarán a propuesta del 
OEITSS siendo la Administración competente la que formule las propuestas de 
liquidación, las actas de liquidación o los requerimientos, según conforme (art. 
29.1 y 2 RISOS). A continuación, vamos a ver en qué consiste cada una de las 
modalidades de liquidación de deudas al sistema de la Seguridad Social.

II. EL REQUERIMIENTO
Cuando el OEITSS, en el ejercicio de sus funciones, compruebe la existencia 

de deudas por cuotas al sistema de Seguridad Social o conceptos asimilados, 
podrá requerir, a quién estime oportuno como sujeto responsable del pago, para 
que proceda al ingreso efectivo del mismo, absteniéndose de iniciar expediente 
sancionador ni liquidador, siempre que el sujeto responsable cumpla con dicho 
requerimiento (art. 35.1 RISOS).

El requerimiento se podrá formular mediante diligencia en el Libro de Visitas 
(si lo tiene el sujeto responsable) o mediante notificación de escrito ordinario. En 
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dicha diligencia o escrito deberán determinarse los elementos substanciales de 
la deuda para su regularización, el plazo para realizar su ingreso efectivo en las 
dependencias de la Seguridad Social y la obligación de justificar documentalmente, 
ante el OEITSS, cada uno de los ingresos efectuados en los plazos establecidos al 
efecto en el requerimiento (art. 35.2 RISOS). En el caso de que el sujeto responsable 
no cumpliese con el requerimiento propuesto se procederá a practicar y levantar 
la correspondiente acta de liquidación junto con su acta de infracción (art. 35.3 
RISOS).

III. LAS PROPUESTAS DE LIQUIDACIÓN
Cuando los funcionarios del OEITSS comprueben la falta total de 

cotización respecto de trabajadores dado de alta, sin que se hubieran presentado 
los documentos de cotización en plazo reglamentario, procederán a realizar una 
propuesta de liquidación. Dicha propuesta también se podrá realizar cuando se 
localicen trabajadores en alta que no figuren en los documentos de cotización, 
aunque estos se hayan presentado dentro del plazo legalmente establecido (art. 30.1 
RISOS). 

En la propuesta se deberá determinar los datos identificativos del sujeto 
obligado, el período de liquidación y las circunstancias del descubierto, tanto el 
número de trabajadores afectados como su identificación y la forma en que se 
efectuó la comprobación inspectora. Resulta evidente que la propuesta también 
deberá contener la determinación de las bases de cotización y los tipos aplicables 
por contingencias comunes, profesionales, horas extraordinarias y cuantas otras 
sean aplicables. Además, también deberá reflejar el recargo por mora y el importe 
total de la liquidación (art. 30.2 RISOS).

La propuesta de liquidación será firmada por el Inspector o Subinspector 
actuantes (art. 30.2 RISOS). En los casos en los que sea el subinspector laboral el 
firmante de la propuesta de liquidación, no será necesario el visado por parte del 
inspector de trabajo del que dependa (art. 12.4 RISOS).

Una vez firmadas las propuestas de liquidación por los funcionarios 
correspondientes, el OEITSS las comunicará a la TGSS, que será la entidad gestora 
a quién corresponda formalizar las correspondientes reclamaciones de deuda 
tal como lo establece el art. 33 TRLGSS (art. 30.3 RISOS). Si simultáneamente 
a la comprobación de descubiertos que den lugar a la práctica de propuestas de 
liquidación, el OEITSS comprobase, en el mismo sujeto responsable, la concurrencia 
de deuda originada por supuestos que generen la obligación de extender un acta 
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de liquidación se extenderá esta, en lo que se refiere a estos últimos, sin perjuicio 
de la extensión de la propuesta de liquidación para los primeros (art. 30.4 RISOS). 
En los casos en los que se practique sobre el mismo sujeto propuesta de liquidación 
y, de forma simultánea, acta de infracción, la TGSS comunicará al respectivo Jefe 
de la Unidad Especializada de Seguridad Social la formalización de la reclamación 
de deuda al objeto de poder coordinar la tramitación de ambos expedientes y, en 
su caso, de los sancionadores que concurrieren por los mismos hechos que hayan 
motivado la propuesta de liquidación (art. 30.5 RISOS).

IV. LAS ACTAS DE LIQUIDACIÓN
El acta de liquidación procederá extenderla cuando se originen deudas por 

cuotas al sistema de Seguridad Social en las siguientes situaciones (art. 31.1 RISOS):

a)	 Por falta de afiliación o alta de los trabajadores a cualquiera de los regímenes 
que contempla el sistema de Seguridad Social.

b)	 Por diferencias en la cuantía a ingresar de la cotización de trabajadores 
dados de alta cuando dichas diferencias no deriven directamente de los 
documentos de cotización presentados, en plazo o fuera de él.

c)	 Por derivación de la responsabilidad del sujeto obligado al pago

En los supuestos en los que se derive responsabilidad solidaria entre 
varios sujetos responsables, el OEITSS podrá extender acta a todos ellos o solo 
a uno, tramitándose en el mismo expediente que ha iniciado el procedimiento 
administrativo liquidador y, en su caso, sancionador (art. 31.2 RISOS).

1. Requisitos del acta de liquidación

Para la configuración de la validez de un acta de liquidación esta deberá 
reunir y cumplir con una serie de requisitos (art. 32.1 RISOS):

a)	 Determinación del régimen del sistema de Seguridad Social que será de 
aplicación.

b)	 Nombre, apellidos, razón social, domicilio, actividad económica, documento 
nacional de identidad o número de identificación fiscal, código de cuenta de 
cotización y, en su caso, el número de identificación del RETA del sujeto o 
sujetos responsables. Para los casos en los que se compruebe la existencia de 
presuntos responsables subsidiarios o solidarios, también se deberá hacer 
constar dicha circunstancia, el motivo de la presunta responsabilidad y los 
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datos, mencionados anteriormente, referidos a los supuestos responsables 
subsidiarios o solidarios.

c)	 Los hechos que hayan sido comprobados por el funcionario actuante y que 
motivaron la liquidación junto con los elementos de convicción de que ha 
dispuesto en la labor inspectora, describiendo con precisión tales hechos y 
circunstancias y los medios utilizados para su esclarecimiento. También se 
deberán establecer las disposiciones infringidas con expresión del precepto 
o preceptos vulnerados. Cuando las actas reúnen no solo todos los requisitos 
sino también en la forma descrita se invisten de la presunción de certeza 
correspondiente, salvo que se presenten pruebas en contra.

d)	 Los datos que hayan servido para el cálculo del débito (el periodo de 
descubierto, relación nominal y grupo de cotización de los trabajadores 
afectados o, en su caso, relaciones contenidas en las declaraciones oficiales 
formuladas por el presunto responsable, referencia suficientemente 
identificadora del contenido de tales declaraciones o relaciones nominales 
y de datos facilitadas y suscritas por el sujeto responsable, bases y tipos de 
cotización aplicados y cuantos otros datos pueda el funcionario actuante 
obtener o deducir para alcanzar el fin indicado). En los casos en los que los 
datos de los documentos de cotización no coincidieran con los contenidos en 
las comunicaciones de inscripción de la empresa, afiliación, altas y bajas de 
trabajadores y variaciones de datos, el acta de liquidación se calculará a partir 
de los datos de estas comunicaciones, salvo que se probara en el expediente 
la validez de los datos expresados en los documentos de cotización. Las 
actas de liquidación que se deriven de responsabilidad, con excepción de 
los supuestos de contratas y subcontratas, contendrán los datos referentes al 
período de deuda al que se contrae el acto de derivación, el número total de 
trabajadores afectados por la derivación y el importe de la deuda que se derive, 
diferenciando por cada uno de los meses de deuda imputados la cuantía de la 
deuda principal y los recargos, intereses y costas en los supuestos que fueran 
procedentes. En este supuesto, se adjuntará al acta la documentación anterior 
que acredite la preexistencia de la deuda. Cuando se produzcan derivaciones 
de responsabilidad solidaria o subsidiaria en supuestos de contratas y 
subcontratas de las reguladas en el art. 42 LET, las actas de liquidación 
contendrán, además de los datos indicados anteriormente, la identificación 
de los trabajadores que hayan prestado servicios en la misma o los criterios 
y medios utilizados para la imputación de la deuda si la identificación de 
los trabajadores ocupados no fuera posible. Cuando se traten de actas de 
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liquidación por aplicación indebida de las bonificaciones en las cotizaciones 
al sistema de Seguridad Social para la financiación de acciones formativas, 
se hará constar la cuantía de la bonificación practicada y el periodo al que 
corresponda. En los supuestos de actas de liquidación por bonificaciones y 
reducciones en las cuotas de cotización o conceptos de recaudación conjunta, 
bastará con consignar el periodo de descubierto, el trabajador afectado y la 
cuantía de la bonificación o reducción practicada.

e)	 El importe principal de la deuda y, en su caso, los recargos, intereses y costas 
devengadas hasta la fecha en que se extienda el acta junto con la suma total 
de dichos conceptos.

f)	 La indicación de la entidad con la que tuviese concertada la contingencia de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales.

g)	 La indicación de si, por los mismos hechos, se practica o no acta de infracción.

h)	 La indicación del funcionario que extiende el acta de liquidación con su 
firma y, en su caso, la firma del inspector que la conforme con su visado.

i)	 La indicación expresa de la posibilidad de alegaciones ante el correspondiente 
Jefe de la Unidad de la Inspección especializada en Seguridad Social, a las 
que se podrán acompañar las pruebas de que se disponga.

j)	 Fecha del acta de liquidación.

El cálculo de la base de cotización se realizará conforme a las reglas y normas 
que la regulan. En los caos en los que el OEITSS no tenga forma de conocer el 
importe de las remuneraciones percibidas por el o los trabajadores, la cuantía de 
la base de cotización se calculará en base a una estimación que resultará de una 
media entre la base mínima y la base máxima establecidas y correspondientes al 
último grupo de cotización conocido y en el que estuviese encuadrada la categoría 
de cada trabajador afectado en el acta de liquidación, debiéndose hacer constar 
dicha circunstancia (art. 32.2 RISOS). En el caso de que la categoría del trabajador 
tampoco pudiera ser conocida, para estos efectos se tomaría aquella que el 
inspector de trabajo entendiese acorde o adecuada en función de las actividades 
que el trabajador estuviese desempeñando en la empresa y en aplicación de la 
normativa laboral que en cada caso corresponda. Si el trabajador desempeñase 
actividades correspondientes a varias categorías profesionales, el inspector podrá 
elegir aquellas que, a su juicio resultasen preferentes, tal como se ha indicado antes 
(art. 32.3 RISOS).
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Cuando un acta de liquidación sea extendida por un subinspector de empleo 
y seguridad social, además de ser firmada por este, deberá formalizarse con el 
necesario visado del inspector de trabajo y seguridad social del que dependa (art. 
32.4 RISOS).

2. Notificación y resolución de las actas de liquidación

En el caso de las actas de liquidación de cuotas serán notificadas por el OEITSS 
al sujeto responsable, así como en aquellos casos, a los responsables subsidiarios o 
solidarios que corresponda, haciéndoles constar que podrán formular alegaciones 
en la forma establecida en el art. 32.1 i) RISOS en el plazo de quince días a contar 
desde la fecha en que se haga efectiva la notificación. Cuando haya supuestos 
de responsabilidad solidaria, las actas correspondientes a los distintos sujetos 
responsables se tramitarán en el mismo expediente administrativo liquidador. El 
acta de liquidación también se hará llegar a los trabajadores interesados, es decir, 
aquellos trabajadores a los que afecte la nueva liquidación. En caso de que la afectación 
fuese sobre un colectivo de trabajadores, la notificación del acta se le realizará sobre 
la representación unitaria o, en su defecto, al primero de los afectados según un 
orden alfabético de apellidos y nombre. Cuando dichos trabajadores afectados no 
estuviesen de acuerdo con la liquidación resultante en el acta por discrepancias 
con la base o periodos de cotización o con la procedencia de la liquidación, ya sea 
por los periodos como por las bases de cotización recogidas o con la procedencia 
de la liquidación, podrán del mismo modo formular las alegaciones que estimen 
oportunas en las mismas condiciones que el o los presuntos sujetos responsables. 
Una vez terminada, el acta de liquidación se comunicará de inmediato a la TGSS. 
Antes del vencimiento del plazo para formular las alegaciones oportunas, los 
interesados podrán ingresar el importe de la deuda señalada en el acta, justificando 
el pago ante el OEITSS en idéntico plazo. En estos casos, la liquidación provisional 
del acta adquirirá carácter de liquidación definitiva (art. 33.1 RISOS).

Cuando se presenten alegaciones ya sea por los sujetos responsables 
como por los demás interesados, el órgano instructor del procedimiento podrá 
solicitar informe ampliatorio al funcionario que formulase el acta, dándose 
vista y audiencia al alegante en el plazo de diez días para que en que pueda 
alegar y probar nuevamente lo que estime conveniente. Transcurrido el plazo de 
alegaciones sin que se hubiesen formulado las mismas o el plazo del trámite de 
audiencia y segundas alegaciones, el jefe de la Unidad Especializada de Seguridad 
Social efectuará la propuesta de resolución que podrá proponer su elevación a 
definitiva de la liquidación practicada o bien la modificación o anulación del acta 
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practicada. En dicha propuesta de resolución se deberán fijar motivadamente los 
hechos probados y su calificación jurídica. Esta propuesta de resolución deberá ser 
remitida, junto con los antecedentes y con una antelación mínima de quince días, 
al órgano competente de la Dirección General o Provincial de la TGSS, que dictará 
resolución elevando a definitiva la liquidación que proceda, o bien modificando o 
anulando el acta practicada, lo que deberá ser notificado a los interesados. El plazo 
máximo para resolver los expedientes liquidadores de cuotas será de seis meses, 
comenzando el cómputo en la fecha del acta y terminando en la fecha en la que 
se dicte la resolución, en los mismos términos en los que lo establece el art. 20.3 
RISOS para el procedimiento sancionador. En los casos en los que se produzca 
derivación de la responsabilidad, la resolución dictada determinará quién resulta 
ser el deudor principal y los restantes deudores subsidiarios o solidarios entre los 
sujetos obligados al pago de la deuda, confiriendo al primero desde ese momento, 
los derechos y obligaciones de tal condición en el mismo acto administrativo 
liquidador. En estos casos, el procedimiento recaudador podrá dirigirse contra 
cualquiera de los deudores solidarios recogidos en la resolución administrativa 
que se dicte o contra los subsidiarios, si concurriesen los supuestos legales para su 
exigencia (art. 33.2 RISOS).

Contra las resoluciones de un acta de liquidación cabe interponer recurso de 
alzada ante el superior jerárquico del órgano que dictara el acto. Con independencia 
de la interposición o no de dicho recurso de alzada, los importes señalados en la 
resolución deberán hacerse efectivos en la TGSS teniendo como plazo máximo 
el último día del mes siguiente al de la notificación de la resolución, iniciándose 
en caso de no abonarse dichos importes, el procedimiento de apremio a que se 
refieren los arts. 33 y ss. del TRLGSS, salvo que dicho importe se garantice con aval 
bancario suficiente o se consigne el importe en los términos reglamentariamente 
estable la TGSS. Cuando se interponga recurso de alzada y se hubiese garantizado su 
importe con aval suficiente o consignado el mismo, se suspenderá el procedimiento 
recaudatorio hasta los quince días siguientes a aquel en que se notifique la resolución 
recaída sobre el recurso de alzada, en los términos establecidos en el Reglamento 
General de Recaudación de la Seguridad Social130. Tales resoluciones agotan la 
vía administrativa siendo susceptibles de recurso mediante la vía jurisdiccional 
contencioso-administrativa (art. 33.3 RISOS).

Los funcionarios del OEITSS que iniciaran los expedientes liquidadores 
sobre los que haya recaído resolución administrativa firme, podrán  promover 

130	Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio, por el que se aprueba el Reglamento General de 
Recaudación de la Seguridad Social (BOE N.º 153, de 25/06/2004).
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ante el Jefe de la Unidad Especializada de Seguridad Social que tramitara dichos 
expedientes, la formulación de propuesta de revisión de dicha resolución, ante el 
órgano de la TGSS que la hubiese dictado, cuando estimen que existen razones 
fundadas de que sea manifiestamente ilegal y lesiva cuando la resolución infrinja 
gravemente normas de rango legal o reglamentario y atente también gravemente a 
los intereses económicos del sistema de Seguridad Social (art. 33.4 RISOS). 

Cuando las actas de liquidación hayan necesitado el visado del 
correspondiente inspector de trabajo la propuesta de revisión requerirá el mismo 
requisito. El órgano competente de la TGSS, previo dictamen favorable del Consejo 
de Estado podrá declarar de oficio la nulidad de tal resolución o promover la revisión 
ante la jurisdicción contencioso-administrativa en los supuestos de anulabilidad, 
de acuerdo con el procedimiento regulado en el título V de la LPACAP (art. 33.4 
RISOS).

V. LA CONCURRENCIA ENTRE ACTAS DE INFRACCIÓN Y 
ACTAS DE LIQUIDACIÓN

Cuando por los mismos hechos se practiquen actas de liquidación de cuotas 
y acta de infracción, se procederá de la siguiente forma (art. 34.1 RISOS):

a)	 Las actas de infracción y las actas de liquidación deberán cumplir con 
los requisitos formales exigidos para las mismas en la RISOS. El acta de 
infracción podrá remitirse al contenido del acta de liquidación y sus anexos, 
en cuanto al relato de hechos y demás circunstancias fácticas, debiendo 
hacerlo constar expresamente.

b)	 Ambas actas se practicarán con la misma fecha y se notificarán de manera 
simultánea.

c)	 Con respecto a las actas de infracción a que nos referimos en estos supuestos, 
solo cabrá la acumulación de infracciones cuando se refieran a hechos con 
efecto liquidador en el acta de liquidación que se expida conjuntamente.

d)	 El procedimiento aplicado a ambas actas será conjunto y responderá al 
establecido para las actas de liquidación.

e)	 La propuesta de resolución será única para ambas actas y corresponderá 
al Jefe de la Unidad Especializada de Seguridad Social del OEITSS llevarla 
a cabo. En dicha propuesta de resolución se fijarán de forma motivada los 
hechos probados, su calificación jurídica y la cuantía de la sanción que se 
propone imponer.
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Cuando el sujeto infractor diese su conformidad a la liquidación practicada, 
mediante el ingreso de su importe en el plazo establecido en el art. 34.3 TRLGSS 
y, en su caso, en el señalado en el art. 33.1 párrafo tercero RISOS, las sanciones 
establecidas por infracción por los mismos hechos se reducirán al 50% de su 
cuantía. Esta reducción automática solo podrá aplicarse en el supuesto de que la 
cuantía de la liquidación supere la de la sanción inicialmente (art. 34.2 RISOS).

Las resoluciones recaídas se comunicarán al Jefe de la Unidad Especializada 
de la Seguridad Social de la inspección provincial que haya emitido la propuesta 
de resolución, y se notificarán en forma a los interesados (art. 34.3 RISOS). Contra 
estas resoluciones unificadas cabrá interponer recurso administrativo de alzada, 
en las condiciones y con los requisitos establecidos en el art. 33.3 RISOS (art. 34.4 
RISOS). En el caso de los funcionarios actuantes, en sus tareas de comprobación, 
apreciasen la concurrencia de indicios razonables de una posible comisión de un 
delito y proceda la dación de cuenta correspondiente al Ministerio Fiscal (art. 36 
RISOS) no procedería la unificación de procedimientos (art. 34.5 RISOS).

VI. COMPETENCIAS DE ACTUACIÓN DEL OEITSS CON 
RESPECTO A LOS EXPEDIENTES DE LIQUIDACIÓN

En referencia a la competencia de actuación del OEITSS, sin perjuicio de su 
estructura y ámbito territorial de actuación y de conformidad con la habilitación 
nacional que le reconoce la LITSS en su art. 3.1, los funcionarios podrán 
desarrollar actuaciones inspectoras de alcance territorial superior a la provincia 
para realizar labores de fiscalización y control de las deudas por cuotas y conceptos 
de recaudación conjunta al sistema de Seguridad Social. En este sentido, junto 
con los expedientes de liquidación, los funcionarios del OEITSS podrán iniciar 
expedientes sancionadores con el mismo alcance. 

La competencia para efectuar la propuesta de resolución corresponderá al 
Jefe de la UEISS en cuyo ámbito funcional se hubieran efectuado las actuaciones 
de comprobación o, en su caso, al Jefe de la UEISS de la Dirección Especial, de 
conformidad con lo previsto en el art. 24.2 RD 192/2018, de 6 de abril131 (art. 29.3 
RISOS). 

131	 Real Decreto 192/2018, de 6 de abril, por el que se aprueban los estatutos del Organismo 
Autónomo Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social (BOE N.º 85, de 
07/04/2018).
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VII. DEUDAS CON LA SEGURIDAD SOCIAL O CON EL SEPE 
CONSTITUTIVAS DE POSIBLE DELITO

Cuando en el ejercicio de su función los funcionarios del OEITSS comprobasen 
deudas por cuotas al sistema de Seguridad Social y conceptos asimilados o por 
disfrute de prestaciones sociales o subvenciones públicas de manera indebida, y 
apreciasen, además, la concurrencia de indicios racionales de posible comisión de 
delito se procederá en la forma dispuesta en el art. 5 RISOS en cuanto a dación 
de cuenta al Ministerio Fiscal. Tal comunicación no suspenderá la tramitación y 
finalización de los expedientes de liquidación y de la exigencia de devolución de 
las cantidades indebidamente percibidas en el ámbito de los sistemas públicos de 
protección social, ni a las eventuales actuaciones administrativas posteriores para 
su exacción (art. 36 RISOS).
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Capítulo IX

LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS 
SANCIONADORES ESPECIALES EN EL ORDEN SOCIAL

I. PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE IMPOSICIÓN DE 
SANCIONES POR INFRACCIONES DE LOS SOLICITANTES 
Y BENEFICIARIOS DE PRESTACIONES DEL SISTEMA DE 
SEGURIDAD SOCIAL Y DE TRABAJADORES AUTÓNOMOS 
SOLICITANTES O BENEFICIARIOS DE LA PRESTACIÓN POR 
CESE DE ACTIVIDAD

La Sección 2ª del Capítulo III de la LISOS regula las infracciones cometidas 
por los trabajadores, por cuenta ajena como por cuenta propia, y asimilados cuando 
sean beneficiarios o solicitantes de prestaciones del sistema de Seguridad Social. 
Para ello, el RISOS establece un procedimiento sancionador especial regulado en 
su Capítulo VII, con las siguientes características.

1. Ámbito competencial para sancionar a los solicitantes o beneficiarios 
de prestaciones del sistema de Seguridad Social

Una de las especialidades de este procedimiento se centra en el órgano que 
impone las sanciones. Serán los directores provinciales del Instituto Nacional de 
Seguridad Social, del Instituto Social de la Marina o del Servicio Público de Empleo 
Estatal, en función de la naturaleza de la prestación, los competentes para sancionar 
las infracciones leves, graves y muy graves de las personas que hayan solicitado o 
sean beneficiarios de prestaciones de la Seguridad Social (art. 37 RISOS).
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2. Procedimiento administrativo para la imposición de sanciones por 
infracciones leves y graves de las reguladas en los arts. 24 y 25 LISOS.

El inicio del procedimiento administrativo para estos casos podrá producirse 
por dos vías. Bien a través de comunicación del OEITSS a la entidad gestora 
competente sin que sea preciso el levantamiento de un acta de infracción, o bien, 
también podrá iniciarse por iniciativa propia de dicha entidad competente como 
resultado de los antecedentes o datos obrantes en esta (art. 37 bis.1 RISOS). 

El escrito de iniciación del procedimiento sancionador deberá exponer 
los hechos constatados, la forma en que se ha llevado a cabo su comprobación, 
la infracción presuntamente cometida, expresando el precepto también 
presuntamente vulnerado, en su caso, la circunstancia de la reincidencia y, 
finalmente, la propuesta de sanción. Una vez que se haya iniciado el procedimiento 
administrativo sancionador, se podrá proceder a la suspensión cautelar del disfrute 
de la prestación en los términos establecidos por el art. 47.1 d) y e) LISOS, que en el 
supuesto de prestaciones o subsidios por desempleo supondrá la interrupción del 
abono de la prestación económica y de la cotización a la Seguridad Social (art. 37 
bis. 2 RISOS).

Tanto el documento que inicie el procedimiento administrativo sancionador 
y, en su caso, la suspensión cautelar, se notificarán por la entidad gestora 
competente al sujeto responsable, concediéndole un plazo de quince días hábiles 
para que alegue por escrito lo que considere y a su derecho convenga aportando, 
además, las pruebas que considere necesarias. También podrá solicitar, dentro del 
mismo plazo, el examen de la documentación que haya fundamentado el inicio del 
procedimiento sancionador (art. 37 bis.3 RISOS). Al no decir nada el precepto, se 
entiende que el plazo de notificación del documento que inicie el procedimiento 
sancionador se acoge al regulado en el procedimiento general, es decir, 10 días 
hábiles contados a partir de la fecha del documento.

Según lo actuado por la propia entidad gestora, el órgano competente para 
resolver dictará la resolución correspondiente poniendo fin a la vía administrativa. 
Dicha resolución, al igual que en el procedimiento general, deberá notificarse al 
sujeto responsable, siendo inmediatamente ejecutiva. En este caso, solo podrá 
ser recurrible ante los órganos jurisdiccionales del orden social siendo este, el 
competente para resolver los conflictos derivados de prestaciones del sistema de 
Seguridad Social, tal como establece el art. 2 o) de la LRJS (art. 37 bis.4 RISOS). 

Finalmente, si recae en vía administrativa sanción esta sustituirá a la 
suspensión cautelar, en el caso de que se hubiese adoptado. Cuando se imponga 
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una sanción que consista en la suspensión de una prestación o subsidio por 
desempleo, ello supondrá la reducción del período de cotización a la Seguridad 
Social por el mismo tiempo que dure la suspensión acordada. En los casos en los 
que no se imponga sanción, se reanudará de oficio la percepción de las prestaciones 
que hayan sido suspendidas cautelarmente, incluso abonando los atrasos debidos 
siempre que, en el momento de la reanudación, el beneficiario reúna los requisitos 
para ello, o desde el momento en que estos concurran (art. 37 bis.5 RISOS).

3. Peculiaridades en el caso de que la infracción cometida haya sido 
calificada como muy grave

Cuando el OEITSS detecte ilícitos calificados como muy graves, según art. 
26 LISOS, cometidos por solicitantes o beneficiarios de prestaciones del sistema 
de Seguridad Social, deberá, a diferencia de los casos anteriores, levantar acta 
de infracción. Cuando el acta de infracción lleve la propuesta de extinción de la 
prestación correspondiente como consecuencia de la sanción impuesta, remitirá 
copia del acta a la entidad gestora competente para que proceda, en su caso, a la 
suspensión cautelar de las prestaciones o subsidios, que se notificará al interesado 
y que se mantendrá hasta la resolución definitiva del procedimiento sancionador 
(art. 38.1 RISOS). 

En estos casos, el procedimiento a seguir para la imposición de sanciones será 
el ordinario previsto en el artículo 18 bis RISOS para la tramitación y resolución 
de aquellos expedientes sancionadores en materia de competencia de la AGE (art. 
38.2 RISOS).

Una vez agotada la vía administrativa con la imposición de la correspondiente 
sanción, la entidad gestora reclamará los importes indebidamente percibidos 
conforme a la normativa de aplicación. A diferencia de las infracciones leves y 
graves, la resolución no agota la vía administrativa abriéndose la acción del régimen 
de recursos administrativos previsto en el capítulo IV RISOS y sin perjuicio de que 
también podrán ser recurribles ante los órganos jurisdiccionales del orden social, 
previa reclamación ante la Entidad Gestora competente en la forma prevista en la 
LRJS (art. 38.3 RISOS).

4. Procedimiento para sancionar a los autónomos solicitantes o 
beneficiarios del cese de actividad

Este procedimiento sancionador se iniciará por acta de infracción del OEITSS 
(art. 38bis. 1). Tanto el contenido de las actas como la tramitación y la resolución 
del procedimiento sancionador se van a ajustar a lo previsto en el Capítulo III del 
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RISOS para procedimientos sancionadores iniciados en el ámbito de la AGE, sin 
perjuicio de las particularidades que se establezcan a continuación (art. 38 bis.2 
RISOS)

Una vez instruido el expediente, será el Jefe de la Unidad Especializada de 
Seguridad Social del OEITSS quién lo elevará con la propuesta de resolución al 
órgano competente al objeto de que se dicte resolución. Cuando la gestión de la 
prestación corresponda a una Mutua de Accidentes de Trabajo y Enfermedades 
Profesionales, se le comunicará la propuesta de resolución, para su conocimiento 
(art. 38 bis.3 RISOS).

Cuando se trate de infracciones muy graves, el Jefe de la Unidad Especializada 
remitirá una propuesta de suspensión cautelar del disfrute de la prestación, sobre 
la que deberá pronunciarse el órgano competente para resolver. Dicho acuerdo 
de suspensión supondrá la interrupción del abono de la prestación económica 
y de la cotización al sistema de la Seguridad Social. Cuando la gestión de la 
prestación corresponda a una Mutua de Accidentes de Trabajo y Enfermedades 
Profesionales de la Seguridad Social, el órgano competente para resolver remitirá 
copia del acuerdo de suspensión cautelar al órgano gestor para que proceda a hacer 
efectiva la misma, suspensión que se mantendrá hasta la resolución definitiva del 
procedimiento sancionador (art. 38 bis.4 RISOS).

Las resoluciones administrativas que recaídas en estos procedimientos 
sancionadores serán susceptibles de recurso ante el Ministro de Trabajo y Economía 
Social. Estas deberán ser también comunicadas al Jefe de la Unidad Especializada 
de Seguridad Social del OEITSS en la que se hubiera iniciado el procedimiento 
sancionador y al órgano gestor de la Mutua de Accidentes de Trabajo y Enfermedades 
Profesionales de la Seguridad Social que, en su caso, fuera gestora de la prestación 
(art. 38 bis.5 y .6 RISOS).

II. PROCEDIMIENTO SANCIONADOR DERIVADO DE LA 
ACTUACIÓN PREVIA DE FUNCIONARIOS TÉCNICOS 
HABILITADOS POR LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
CON COMPETENCIAS EN EJECUCIÓN DE LA LEGISLACIÓN 
LABORAL Y DEL INSTITUTO NACIONAL DE SEGURIDAD E 
HIGIENE EN EL TRABAJO EN LAS CIUDADES DE CEUTA Y 
MELILLA

Tanto la AGE como las CCAA deberán adoptar, en sus respectivos ámbitos 
competenciales, las medidas necesarias para garantizar la colaboración pericial y 
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el asesoramiento técnico necesarios al OEITSS que, en el ámbito de la AGE serán 
prestados por el Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo (INSHT). 
Ambas administraciones deberán coordinar y elaborar planes de actuación al 
objeto de contribuir al desarrollo de las actuaciones preventivas en las empresas, 
sobre todo en las más pequeñas y en aquellos sectores de actividad con mayor 
riesgo o con mayores índices de siniestralidad. En el ejercicio de tales cometidos, 
los funcionarios públicos técnicos en materia de prevención de riesgos laborales 
(los del INSHT, en el ámbito competencial de la AGE) podrán llevar a cabo no 
solo funciones de asesoramiento o de información, sino también actuaciones 
comprobatorias de las condiciones de seguridad y salud en las empresas y centros 
de trabajo (art. 9.2 LPRL).

Si de dichas actuaciones se constatasen incumplimientos de los que se 
dedujese la posible existencia de infracción o infracciones administrativas en 
materia de prevención de riesgos laborales y si, tras el oportuno requerimiento 
realizado al sujeto responsable, se mantuviese la situación de incumplimiento, el 
técnico actuante deberá remitir un informe al OEITSS donde se recojan los hechos 
comprobados a efectos de que se levante la correspondiente acta de infracción, en 
su caso. A estos efectos, los hechos recogidos de las actuaciones comprobatorias 
por los técnicos recogidos en los informes remitidos al OEITSS gozarán de la 
presunción de certeza de las actas de infracción o de liquidación (art. 9.3 LPRL).

1. Actuaciones comprobatorias de los funcionarios técnicos en prevención 
de riesgos laborales e inicio del procedimiento sancionador

De conformidad con lo establecido en los arts. 9.2 y .3 de la LPRL según la 
redacción dada por el art. Primero de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre, de reforma 
del marco normativo de la prevención de riesgos laborales132, tanto los funcionarios 
públicos que sean técnicos en prevención de riesgos laborales, dependientes de las 
administraciones autonómicas,  como los del INSHT, cuando sus actuaciones, 
en colaboración con el OEITSS, se lleven a cabo en lugares o centros de trabajo 
situados en las ciudades autónomas de Ceuta o de Melilla, dichas actuaciones 
podrán tener naturaleza comprobatoria de las condiciones técnicas y materiales de 
seguridad de dichas empresas y centros de trabajo. Para estos casos, este personal 
técnico deberá contar con la necesaria habilitación otorgada por la comunidad 
autónoma competente conforme establece la DA15ª de la LPRL. Cuando se trate 
de los funcionarios del INSHT, dicha habilitación será expedida por la autoridad 
central del OEITSS, a propuesta del INSH (art. 39.1 RISOS).

132	BOE N.º 298, de 13/12/2003.
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En los casos en los que los técnicos a los que hemos hecho referencia, 
como consecuencia de las actuaciones de comprobación mencionadas hubieran 
decidido extender un requerimiento de subsanación de las deficiencias observadas 
y en visitas posteriores se comprobase la existencia de infracción administrativa, 
precisamente por incumplimiento del requerimiento previo extendido, lo pondrán 
en conocimiento de los funcionarios del OEITSS, mediante informe preceptivo, 
en el que se recogerán los hechos comprobados a los efectos del correspondiente 
levantamiento de acta de infracción conforme lo dispuesto en el art. 9.3 LPRL (art. 
39.2 RISOS).

2. Naturaleza y contenido del acta de infracción

En los casos en los que el acta de infracción se levante a la vista del informe 
emitido como consecuencia de las actuaciones practicadas por los funcionarios 
técnicos y habilitados por la administración autonómica, se hará en el acta de 
infracción mención expresa de dicha circunstancia y se indicará que se actúa 
por expediente administrativo (art. 40.1 RISOS). En este supuesto, el acta de 
infracción deberá contener todos los requisitos que se exigen en el art. 14.1 
RISOS, haciéndose constar todos aquellos elementos que sean suficientes para 
constatar la comprobación y dar evidencias de convicción al objeto de poder 
efectuar la propuesta de sanción, teniendo en cuenta que se van a dar las siguientes 
particularidades (art. 40.2 RISOS):

1.	 A pesar de que la identificación del sujeto responsable o del empresario 
será la prevista en el apartado a) del art. 14.1 RISOS, no se exigirá el reflejo 
del Código de Cuenta de Cotización ni del número de identificación de 
autónomo, por tratarse de un acta de infracción en materia de prevención de 
riesgos laborales.

2.	 Deberá de consignarse la identificación del técnico habilitado de la 
actuación comprobante que emitió el informe al OEITSS con expresión de 
su habilitación.

3.	 El relato que desarrolle los hechos será el correspondiente al informe emitido 
de manera previa por el técnico actuante conforme a la comprobación 
realizada, consignándose de igual forma, los demás datos contenidos en 
el informe que tengan relevancia para la tipificación y calificación de la 
infracción y graduación de la propuesta de sanción que el inspector de 
trabajo considere procedentes.



Los procedimientos administrativos sancionadores especiales en el Orden Social

227

4.	 También deberán aparecer los medios utilizados por el funcionario técnico 
habilitado actuante en su comprobación de los hechos.

5.	 La fecha y el contenido del requerimiento de subsanación de la infracción 
observada, emitido por el técnico habilitado actuante, así como la fecha en 
que comprobase e hiciera constar documentalmente su incumplimiento.

3. Valor probatorio de las actas de infracción extendidas como 
consecuencia de informes emitidos por funcionarios técnicos habilitados

Las actas de infracción formalizadas con arreglo a los requisitos establecidos 
en el art. 40 RISOS recaerá sobre ellas la presunción de certeza respecto de los 
hechos reflejados en las mismas siempre que se correspondan con los que hayan 
sido constatados y reflejados en el informe preceptivo realizado por los funcionarios 
técnicos habilitados, salvo prueba en contra, de conformidad con lo establecido en 
el art. 9.3 LPRL y en el art. 53.5 LISOS (art. 41 RISOS).

4. Tramitación e instrucción de este tipo de expedientes sancionadores 

La tramitación de los expedientes iniciados por actas de infracción que se 
levanten por las actuaciones realizadas tanto por los funcionarios autonómicos, 
técnicos en materia de prevención de riesgos laborales, como por los técnicos 
habilitados del INSHT, deberá seguir el mismo procedimiento de tramitación 
e instrucción que, con carácter general, se establece en el art. 18 RISOS, con la 
particularidad que, en el caso de formulase alegaciones que afectasen al relato 
fáctico del acta, el órgano competente para resolver podría recabar informe 
ampliatorio del técnico habilitado (no del funcionario actuante del OEITSS) que 
realizara dichas actuaciones de comprobación, debiéndolo emitir, en tal caso, en el 
plazo de quince días (art. 42 RISOS).

III. DEL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR PROMOVIDO 
POR ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA AUTOMATIZADA EN 
EL ÁMBITO DE LA AGE

1. Disposiciones generales

Con respecto a esa cuestión, lo primero a dilucidar será explicar lo que 
se entiende por actuación automatizada. La norma se refiere a cualquier tipo de 
actuación que se realice de manera íntegra a través de medios electrónicos por el 
OEITSS en la que la intervención humana, es decir, del personal con funciones 
inspectoras, se produzca de forma indirecta (art. 43.1 RISOS). 
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Para llevar a cabo este modo de proceder, deberá establecerse, previamente, 
mediante resolución del Director del OEITSS publicada en sede electrónica, en 
qué supuestos se hará uso de dicha actuación y cuáles serán el órgano u órganos 
competentes, según los casos, para definir las especificaciones, la programación, el 
mantenimiento, la supervisión y el control de calidad del sistema de información.  
Igualmente, también será necesario indicar qué órgano será considerado responsable 
a efectos de impugnación. El OEITSS deberá identificar y garantizar la autenticidad 
del ejercicio de su competencia mediante el Sello Electrónico Cualificado de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, SECITSS (art. 43.2 RISOS).

2. El procedimiento que se lleve a cabo mediante actuación administrativa 
automatizada

Como vimos en su momento, el inicio de un procedimiento sancionador 
podía haber sido provocado en base a datos, antecedentes o informes que obren 
en poder bien del OEITSS o bien de las entidades u organismos que presten 
auxilio o colaboración a aquel. Pues bien, en el ámbito de la AGE, el OEITSS 
podrá generar a través de su sistema de información, mediante actuaciones 
administrativas automatizadas, las actas de infracción pertinentes en virtud de los 
datos, antecedentes e informes que obren en el sistema, así como en las bases de 
datos de las entidades que le prestan su auxilio y colaboración, de conformidad 
con lo establecido en los arts. 16 y 24 LITSS. Del mismo modo, se podrán generar 
automáticamente las propuestas de resolución que procedan en los casos en los 
que no se hubieran presentados alegaciones contra las actas levantadas (art. 44.1 
RISOS). 

En estos casos, la actividad previa de comprobación se iniciará por orden 
del director del OEITSS para la realización de actividades administrativas 
automatizadas. Esta orden será emitida para cada conjunto de actuaciones de la 
misma naturaleza y en ella se indicarán los criterios a seguir en su preparación y 
ejecución, así como el órgano encargado de su realización (art. 44.2 RISOS)

3. Contenido de las actas de infracción

El contenido de las actas de infracción en estos supuestos va a ser el establecido 
en el art. 14.1 RISOS, a excepción de los previstos en los apartados b) y g) de dicho 
precepto (art. 45.1 RISOS). Así, las actas deberán reflejar los hechos comprobados, 
de manera automatizada, como resultado de la actuación administrativa previa 
expresando aquellos que sean relevantes a efectos de la tipificación de la infracción 
administrativa, los medios utilizados para la comprobación de los hechos y la 
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indicación expresa de que se trata de una actuación administrativa automatizada 
iniciada mediante expediente administrativo (art. 45.2 RISOS). Las actas deberán 
ir firmadas con el SECITSS (art. 45.3 RISOS).

4. La notificación de las actas

La notificación de las actas de infracción al sujeto responsable deberá 
realizarse en el plazo de diez días hábiles desde la fecha de su firma, debiendo 
advertir la posibilidad de formular alegaciones en el plazo de quince días hábiles 
contados desde el siguiente a la notificación del expediente. La persona interesada 
podrá acompañar a dicho escrito de alegaciones de aquellas pruebas que se estimen 
oportunas en la defensa de los intereses, ante el órgano instructor correspondiente 
(art. 46.1 RISOS).

Si conforme a lo establecido en el art. 14.6 RISOS, el sujeto responsable 
procediese al pago de la sanción propuesta en el acta de infracción en el plazo 
señalado para formular alegaciones, el importe de la sanción se reducirá en un 
40%. Para ello, junto al acta de infracción, al sujeto responsable se le facilitará la 
correspondiente carta de pago en la que será aplicada la reducción señalada (art. 
46.2 RISOS).

5. Tramitación, instrucción y terminación de los procedimientos 
sancionadores

En cuanto a la tramitación del expediente sancionador se llevará de la 
siguiente forma. Si en el plazo señalado para la formulación de alegaciones, el 
sujeto responsable procediese al pago de la sanción propuesta, el procedimiento 
administrativo sancionador se dará por concluido. El pago llevará implícito el 
reconocimiento de la responsabilidad y la renuncia al ejercicio de cualquier 
acción, alegación o recurso en vía administrativa (art. 47.1 RISOS). En el caso de 
que no se efectúen alegaciones, ni proceder al pago referido, el acta de infracción 
será considerada propuesta de resolución con los efectos previstos, para estos 
casos, en el art. 18 bis RISOS (art 47.2 RISOS). Si se formulasen alegaciones en 
las que se invocasen hechos o circunstancias distintos a los consignados en el 
acta, insuficiencia del relato fáctico o indefensión por cualquiera de las causas 
establecidas en Derecho, se deberá asignar el expediente a un actuante con funciones 
inspectoras para que informe de estas. Si dicha actuación recayese sobre la figura de 
un Subinspector Laboral, el informe deberá contar con el correspondiente visado 
del Inspector de Trabajo y Seguridad Social correspondiente del que se dependa 
técnicamente, cuando las actas se refieran a infracciones administrativas tipificadas 
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y calificadas de tipo grave o muy grave. Tras la emisión del informe ampliatorio se 
podrá continuar con la instrucción del procedimiento hasta su resolución conforme 
a lo previsto para los expedientes de carácter general (art. 47.3 RISOS). En lo no 
previsto en este apartado, a este tipo de expedientes se le aplicará el procedimiento 
general regulado en la normativa establecida en los capítulos II y III RISOS (art. 48 
RISOS).

IV. EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR 
EN MATERIA DE TRABAJO DE EXTRANJEROS

1. Introducción

La regulación de este tipo de procedimientos vendrá establecida por el 
RISOS, por la LPACAP y por lo dispuesto a continuación. La inspección en 
materia de trabajo de extranjeros se ejercerá a través del OEITSS, salvo en aquellas 
CCAA que hayan asumido la competencia ejecutiva en materia de inspección y en 
aquellos supuestos en los que le haya sido traspasada la competencia en materia 
de autorizaciones iniciales de trabajo por cuenta propia o ajena de las personas 
extranjeras cuya relación laboral se desarrolle en el ámbito de la CA (art. 253 RD 
1155/2024).

2. La graduación de las sanciones

La LOEX regula una serie de infracciones relacionadas con el trabajo de 
extranjeros. Así, las infracciones leves tipificadas en el art. 52 apartados c), d) 
y e)133; las graves de los arts. 53.1.b)134 y 53.2.a)135; y las muy graves del art. 54.1 

133	 Infracciones leves:

	 c) Encontrarse trabajando en España sin haber solicitado autorización administrativa para 
trabajar por cuenta propia, cuando se cuente con autorización de residencia temporal.

	 d) Encontrarse trabajando en una ocupación, sector de actividad, o ámbito geográfico no 
contemplado por la autorización de residencia y trabajo de la que se es titular.

	 e) La contratación de trabajadores cuya autorización no les habilita para trabajar en esa 
ocupación o ámbito geográfico, incurriéndose en una infracción por cada uno de los trabajadores 
extranjeros ocupados.

134	 Infracción grave:

	 b) Encontrarse trabajando en España sin haber obtenido autorización de trabajo o autorización 
administrativa previa para trabajar, cuando no cuente con autorización de residencia válida.

135	Infracción grave:

	 a) No dar de alta, en el Régimen de la Seguridad Social que corresponda, al trabajador extranjero 
cuya autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena hubiera solicitado, o no registrar el 
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apartados d) y f)136 LOEX serán sancionadas de conformidad con el procedimiento 
para la imposición de sanciones por infracciones de orden social y por lo dispuesto 
a continuación (art. 254.1 RD 1155/2024).

Las sanciones por las infracciones a las que se refiere el apartado anterior 
podrán imponerse en los grados de mínimo, medio y máximo, atendiendo a los 
criterios expresados a continuación y al principio de proporcionalidad (art. 254.2 
RD 1155/2024). Calificadas las infracciones en la forma y conforme a los tipos 
previstos en la  LOEX, las sanciones se graduarán en atención a los siguientes 
criterios (art. 254.3 RD 1155/2024):

a)	 Al grado de culpabilidad del sujeto infractor.

b)	 Al daño producido o al riesgo derivado de la infracción y la trascendencia de 
ésta. 

c)	 A la capacidad económica del infractor, en caso de proceder la imposición 
de la sanción de multa.

3. Ámbito competencial

En referencia al ámbito competencial, la ordenación de la tramitación de 
los expedientes sancionadores, en este tipo de procedimientos, corresponderá a las 
Jefaturas del OEITSS competentes por razón del territorio. En el caso del traspaso 
de competencias autonómicas, al órgano competente de acuerdo con la normativa 
propia de la CA. 

4. La tramitación del procedimiento administrativo sancionador

La iniciación, el contenido de las actas, la notificación y las alegaciones 
se ajustarán, como norma general, a lo dispuesto en el  RISOS. Como carácter 

contrato de trabajo en las condiciones que sirvieron de base a la solicitud, cuando el empresario 
tenga constancia de que el trabajador se halla legalmente en España habilitado para el comienzo 
de la relación laboral. No obstante, estará exento de esta responsabilidad el empresario que 
comunique a las autoridades competentes la concurrencia de razones sobrevenidas que puedan 
poner en riesgo objetivo la viabilidad de la empresa o que, conforme a la legislación, impidan el 
inicio de dicha relación.

136	Infracciones muy graves:

	 d) La contratación de trabajadores extranjeros sin haber obtenido con carácter previo la 
correspondiente autorización de residencia y trabajo, incurriéndose en una infracción por cada 
uno de los trabajadores extranjeros ocupados, siempre que el hecho no constituya delito.

	 f) Simular la relación laboral con un extranjero, cuando dicha conducta se realice con ánimo de 
lucro o con el propósito de obtener indebidamente derechos reconocidos en esta Ley, siempre que 
tales hechos no constituyan delito.
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específico en este tipo de infracciones, cuando se afecte a la infracción prevista 
en el art. 53.1. b) LOEX, en el caso de trabajadores por cuenta propia, o en el art. 
54.1.d) y f) LOEX, en el caso de que el empresario infractor sea extranjero, en el 
acta de infracción se hará constar expresamente que en virtud de lo establecido 
en el artículo 57.1 LOEX137, el órgano competente para resolver podrá aplicar la 
expulsión de territorio español en lugar de la multa (art. 254.5 RD 1155/2024).

Las actas de infracción de extranjeros serán notificadas por las Jefaturas de 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, o en su caso por los órganos autonómicos 
competentes, al sujeto o sujetos responsables. En las actas se hará constar que se 
podrán formular alegaciones contra ellas en el plazo de quince días (art. 254.6 RD 
1155/2024). En el caso de no formulase escrito de alegaciones, el procedimiento 
continuará tramitándose hasta que se dicte resolución (art. 254.7 RD 1155/2024). 
Si se formulasen alegaciones, la Jefatura de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, o en su caso el órgano autonómico, podrá solicitar informe ampliatorio al 
inspector o subinspector que practicara el acta. Dicho informe deberá ser emitido 
en el plazo de quince días y será preceptivo cuando en las alegaciones se invocaran 
hechos o circunstancias distintos a los consignados en el acta, insuficiencia del 
relato fáctico o indefensión de los sujetos interesados (art. 254.8 RD 1155/2024). 
Instruido el expediente, el Jefe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, o en 
su caso el órgano autonómico competente, lo elevará con la propuesta de resolución 
al delegado o subdelegado del Gobierno, o en su caso al órgano autonómico 
competente para resolver, de conformidad con el art. 55.2 LOEX. En la propuesta 
de resolución se fijarán, de forma motivada, los hechos probados, su calificación 
jurídica y la cuantía de la sanción. En el caso de proponerse la sanción accesoria a 
que se refiere el artículo 55.6 LOEX138, también se efectuará propuesta de resolución 
sobre dicha sanción accesoria (art. 254.9 RD 1155/2024).

El órgano competente para resolver, previas las diligencias que estime 
necesarias, dictará la resolución en el plazo de diez días desde la finalización de la 

137	Cuando los infractores sean extranjeros y realicen conductas de las tipificadas como muy graves, 
o conductas graves de las previstas en los apartados a), b), c), d) y f) del artículo 53.1 de esta 
Ley Orgánica, podrá aplicarse, en atención al principio de proporcionalidad, en lugar de la 
sanción de multa, la expulsión del territorio español, previa la tramitación del correspondiente 
expediente administrativo y mediante la resolución motivada que valore los hechos que 
configuran la infracción.

138	La clausura del establecimiento o local desde seis meses a cinco años, cuando se trate de 
la infracción tipificada en el art. 54.1 d) LOEX: La contratación de trabajadores extranjeros 
sin haber obtenido con carácter previo la correspondiente autorización de residencia y trabajo, 
incurriéndose en una infracción por cada uno de los trabajadores extranjeros ocupados, siempre 
que el hecho no constituya delito
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tramitación del expediente de conformidad con lo establecido en el RISOS para las 
resoluciones sancionadoras. En el caso de que el órgano competente para resolver 
decida aplicar la sanción de expulsión del territorio español en lugar de la sanción 
de multa, dictará resolución de expulsión con los requisitos y efectos establecidos 
en el art. 241 RD 1155/2024 (art. 254.10 RD 1155/2024).

En este sentido, constituirá también causa de expulsión la condena, dentro 
o fuera de España, por una conducta dolosa que constituya en nuestro país un 
delito sancionado con pena privativa de libertad superior a un año, salvo que los 
antecedentes penales hubieran sido cancelados (art. 241.1 RD 1155/2024). Para el 
caso en que concurran la comisión de infracciones previstas en el art. 53.1.a) y b) 
LOEX, cuando el infractor sea titular de un permiso de residencia válido u otra 
autorización que otorgue un derecho de estancia expedido por otro Estado miembro 
de la UE, se le advertirá mediante diligencia en el pasaporte de la obligación de 
dirigirse de inmediato al territorio de dicho Estado. En caso de que la persona 
extranjera no cumpla esta exigencia, o si fuera necesaria su salida inmediata por 
motivos de orden público o de seguridad nacional, se incoará procedimiento 
sancionador en base a lo previsto en este Reglamento (art. 241.2 RD 1155/2024). En 
este caso el legislador se está refiriéndose al inicio de un procedimiento sancionador 
preferente, que se regula en los arts. 233 y ss. del RD 1155/2024.

5. El procedimiento preferente

La tramitación de los expedientes en los que pueda proponerse la expulsión 
se realizará por el procedimiento preferente cuando la infracción imputada sea 
alguna de las previstas en las letras a) y b) del art. 54.1139, así como en las letras d) 

139	Infracciones muy graves (art. 54.1 LOEX):

	 a) Participar en actividades contrarias a la seguridad nacional o que pueden perjudicar las 
relaciones de España con otros países, o estar implicados en actividades contrarias al orden 
público previstas como muy graves en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección 
de la Seguridad Ciudadana.

	 b) Inducir, promover, favorecer o facilitar con ánimo de lucro, individualmente o formando 
parte de una organización, la inmigración clandestina de personas en tránsito o con destino al 
territorio español o su permanencia en el mismo, siempre que el hecho no constituya delito.
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y f) del art. 53.1140 y en el art. 57.2141 LOEX. Del mismo modo, también se deberán 
tramitar por el procedimiento preferente aquellas infracciones previstas en la letra 
a) del art. 53.1 LOEX142, cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias 
(art. 233 RD 1155/2024):

a)	 Riesgo de incomparecencia. Para ello se valorará, la ausencia de domicilio 
o de documentación identificativa, no hallarse prueba de que la persona 
extranjera haya entrado en el espacio Schengen de forma legal o el 
incumplimiento de una salida obligatoria.

b)	 Que la persona extranjera evite o dificulte la expulsión.

c)	 Que la persona extranjera represente un riesgo para el orden público, la 
seguridad pública o la seguridad nacional.

Cuando de las investigaciones y actuaciones previas de comprobación se 
deduzca la oportunidad de decidir la expulsión de la persona inculpada, se notificará 
al interesado el acuerdo de iniciación motivado por escrito del expediente para 
que alegue en el plazo de cuarenta y ocho horas lo que considere adecuado (art. 
234.1 RD 1155/2024). Como se ha dicho con anterioridad, en todo caso, la persona 
extranjera tendrá derecho a la asistencia letrada de oficio, en su caso, y a ser asistido 
por intérprete si no comprende o no habla castellano, de forma gratuita en el caso 
de que careciese de medios económicos (art. 234.2 RD 1155/2024). Al igual que en 
el procedimiento ordinario, en la notificación del acuerdo de iniciación se advertirá 
al interesado que el acuerdo de iniciación del expediente será considerado como 
propuesta de resolución en el caso de que no efectúe alegaciones por sí mismo o 
por su representante sobre el contenido de la propuesta, no realice propuesta de 

140	Infracciones graves (art. 53.1 LOEX):

	 d) El incumplimiento de las medidas impuestas por razón de seguridad pública, de presentación 
periódica o de alejamiento de fronteras o núcleos de población concretados singularmente, de 
acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley.

	 f) La participación por el extranjero en la realización de actividades contrarias al orden público 
previstas como graves en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la 
Seguridad Ciudadana.

141	 Asimismo, constituirá causa de expulsión, previa tramitación del correspondiente expediente, 
que el extranjero haya sido condenado, dentro o fuera de España, por una conducta dolosa que 
constituya en nuestro país delito sancionado con pena privativa de libertad superior a un año, 
salvo que los antecedentes penales hubieran sido cancelados.

142	Encontrarse irregularmente en territorio español, por no haber obtenido la prórroga de estancia, 
carecer de autorización de residencia o tener caducada más de tres meses la mencionada 
autorización, y siempre que el interesado no hubiere solicitado la renovación de la misma en el 
plazo previsto reglamentariamente
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prueba, o no sean admitidas de forma motivada, por improcedentes o innecesarias, 
las pruebas propuestas (art. 234.3 RD 1155/2024).

Si el interesado o su representante formulasen alegaciones y realizaran 
proposición de prueba dentro del plazo establecido, el órgano instructor valorará 
la pertinencia o no de ésta. De estimarse su pertinencia se realizará en el plazo 
máximo de tres días. Practicada la prueba, el instructor formulará propuesta de 
resolución que se notificará al interesado y le dará trámite de audiencia en el que se le 
concederá un plazo de cuarenta y ocho horas para formular alegaciones y presentar 
los documentos que estime pertinentes. Transcurrido dicho plazo se procederá 
a elevar la propuesta de resolución, junto con el expediente administrativo, a la 
autoridad competente para resolver (art. 234.4 RD 1155/2024).

Durante la tramitación del expediente, el órgano instructor podrá solicitar, 
de manera motivada, al juez de instrucción competente que disponga el ingreso de 
la persona extranjera expedientada en un Centro de Internamiento de Extranjeros 
por el tiempo imprescindible para los fines del expediente sin que pueda exceder, 
en ningún caso, de sesenta días (art. 234.5 RD 1155/2024). En el caso de que la 
autoridad judicial denegase la solicitud de internamiento, el instructor, con el fin 
de asegurar la eficacia de la resolución final, podrá adoptar alguna de las siguientes 
medidas cautelares (art. 234.6 RD 1155/2024):

a)	 Retirada del pasaporte o documento acreditativo de su nacionalidad, previa 
entrega al interesado de recibo acreditativo de tal medida.

b)	 Presentación periódica ante el instructor del expediente o ante otra 
autoridad que éste determine en los días que, en atención a las circunstancias 
personales, familiares o sociales del expedientado, se considere aconsejable.

c)	 Residencia obligatoria en lugar determinado.

d)	 Cualquier otra medida cautelar que el juez estime adecuada y suficiente.

La resolución motivada, en atención a la naturaleza preferente y sumaria 
del procedimiento, se dictará de forma inmediata y reunirá los requisitos vistos 
con anterioridad para el procedimiento ordinario, es decir, resolverá todas las 
cuestiones planteadas, no podrá aceptar hechos distintos de los determinados en 
el curso del procedimiento, con independencia de su diferente valoración jurídica 
y será notificada al interesado (art. 235.1 RD 1155/2024). Por su parte, la orden de 
expulsión, una vez notificada al interesado, también deberá efectuarse de forma 
inmediata (art. 235.2 RD 1155/2024).
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La situación de excepción de la aplicación del régimen general de 
ejecutividad de los actos administrativos en el caso de la resolución que ponga 
fin al procedimiento de expulsión con carácter preferente no excluirá el derecho 
de recurso por los legitimados para ejercerlo, sin perjuicio de la inmediatez de la 
expulsión y de la improcedencia de declarar administrativamente efecto suspensivo 
alguno en contra de ella. En la resolución deberán hacerse constar los recursos que 
frente a ella procedan, el órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para 
interponerlos (art. 235.3 RD 1155/2024).

Por último, tanto la incoación del expediente, las medidas cautelares de 
detención y de internamiento como la resolución de expulsión serán comunicadas 
a la embajada o consulado del país de la persona extranjera y se procederá a su 
anotación en el Registro Central de Extranjeros de la Dirección General de la 
Policía. Esta comunicación se dirigirá a Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión 
Europea y Cooperación cuando no se haya podido notificar al consulado o éste no 
radique en España (art. 236 RD 1155/2024).

6. El régimen de los recursos contra las resoluciones administrativas

Por último, las resoluciones sancionadoras que dicten los subdelegados 
del Gobierno o los delegados del Gobierno en las CCAA, o en su caso el órgano 
autonómico competente, sobre concesión o denegación de visados, prórrogas 
de estancia o autorizaciones de residencia y de trabajo, cédulas de inscripción, 
así como sobre sanciones gubernativas y expulsiones de extranjeros, pondrán 
fin a la vía administrativa y quedarán sometidas al régimen común de recursos 
administrativos o jurisdiccionales legalmente previstos (art. 254.11 y DA9ª RD 
1155/2024). Se exceptúan de esta posibilidad las resoluciones sobre denegación 
de entrada y devolución, las cuales no agotan la vía administrativa. Del mismo 
modo, también pondrán fin a la vía administrativa las resoluciones adoptadas 
por el órgano competente del Ministerio del Interior de denegación, anulación o 
revocación de la autorización de viaje prevista en el Reglamento (UE) 2018/1240 
del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de septiembre de 2018 por el que se 
establece un Sistema Europeo de Información y Autorización de Viajes.
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El procedimiento administrativo sancionador en el orden social 
constituye una categoría estructural del Derecho del Trabajo 
contemporáneo, en la medida en que articula la eficacia normativa 
de un ordenamiento caracterizado por la intensidad de la 
intervención pública y la pluralidad de bienes jurídicos protegidos. 
Su estudio permite comprender cómo el sistema laboral abandona 
una función meramente programática para erigirse en un verdadero 
orden normativo dotado de mecanismos propios de control, 
corrección y garantía del cumplimiento. La presente monografía 
aborda el procedimiento sancionador sociolaboral desde una 
perspectiva dogmática y sistemática, revelando su carácter 
complejo y multifuncional. El análisis pone de manifiesto una 
estructura poliédrica en la que convergen dimensiones normativas, 
institucionales, procedimentales, probatorias y económico-sociales, 
cuyo encaje exige un enfoque técnico que trasciende los esquemas 
tradicionales de la litigación laboral. El estudio presta especial 
atención a la función transversal del procedimiento sancionador 
como instrumento de tutela de los distintos ámbitos del orden social 
—condiciones de trabajo, derechos colectivos, prevención de riesgos 
laborales, empleo, Seguridad Social, trabajo de extranjeros y régimen 
cooperativo— integrados en un marco común de garantías. Desde 
el punto de vista procedimental, la obra reconstruye el itinerario 
sancionador completo, analizando la función jurídica de cada fase 
—actuaciones inspectoras, acta de infracción, alegaciones, prueba, 
resolución, prescripción, caducidad y control jurisdiccional— como 
límite material al ejercicio del ius puniendi administrativo y como 
cauce de contradicción y racionalidad decisoria.
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